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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau. 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Las actas de las sesiones 30ª, ordinaria, en 3 de julio; 31ª, especial, y 32ª, ordinaria, ambas en 4 de julio del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, calificada de “suma”, al proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo entre la República de Chile y la República Argentina", suscrito en Buenos Aires, Argentina, el 6 de agosto de 2009 (boletín Nº 8.154-10).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho del proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (boletines Nº 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, a la tramitación del proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca (boletín Nº 3.777-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dos siguientes informa que aprobó las modificaciones propuestas por el Senado, en relación con los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo con el objeto de sancionar las prácticas de acoso laboral (boletín Nº 3.198-13).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 19.539, para permitir a los pensionados de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional incorporarse a cajas de compensación de asignación familiar (boletín N° 7.441-13)



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus respectivos antecedentes.



Con los tres últimos comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:



1.- El que modifica la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980 (boletín N° 8.333-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2). 



--Pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda.



2.- El que modifica la ley N° 20.305, sobre condiciones de retiro de los funcionarios públicos con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, reconoce pagos y otorga beneficios (boletín N° 8.059-13) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.



3.- El que incorpora en el artículo 78 de la ley N° 18.290, de Tránsito, requisitos para el uso de chaleco reflectante (boletín N° 8.348-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Envía copia autorizada del requerimiento y de las resoluciones recaídas en el reclamo de un grupo de señoras y señores Senadores respecto de la promulgación de la ley N° 20.595, efectuada por Su Excelencia el Presidente de la República, por contener un título diverso del que constitucionalmente corresponde.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y consejos zonales de pesca (boletín N° 7.947-03).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Envía copia autorizada de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 96 en relación con el artículo 93, ambos del Código Tributario.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Tribunal Calificador de Elecciones:



Comunica que a contar del día 26 del mes pasado integra ese Tribunal el Ministro de la Excelentísima Corte Suprema don Juan Eduardo Fuentes Belmar, en remplazo de la Ministra señora Sonia Araneda Briones, por el resto del cuadrienio constitucional. 



--Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Justicia:



Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición del Honorable señor Navarro, para reconocerles a los Jueces de Garantía con asiento en las comunas de Talcahuano, San Pedro y Chiguayante, respectivamente, la categoría de jueces de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones (boletín N° S 1.456-12).



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Adjunta informes de la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios y del señor Director General de Aguas relativos a antecedentes, requeridos en nombre de la Senadora señora Allende, sobre fuentes de captación y abastecimiento que utiliza Aguas Chañar; situación de la concesión de servicios sanitarios; derechos de aprovechamiento que posee y cesiones de derechos convenidos entre la concesionaria y terceros.



Atiende solicitudes de información, enviadas en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Avances en el proceso de adquisición de la Ruta de la Madera y sus repercusiones en el futuro laboral de más de setenta trabajadores que han prestado servicios a la empresa concesionaria por lapsos superiores a diez años.



2.- Medidas de fiscalización y mitigación adoptadas frente a los problemas que afectan a los pobladores de la costanera del río Biobío, en la comuna de Hualpén, debido a la actividad de las plantas areneras existentes en ese sector.



Remite informe del señor Director de Vialidad, referente a la cesión gratuita de bermas de caminos públicos para la instalación de postes y cableados por las empresas eléctricas y de telecomunicaciones, materia consultada en nombre de los Senadores señores Cantero y Prokurica, separadamente.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Atiende petición, hecha en nombre del Senador señor Navarro, para que se le remita copia digitalizada del plano regulador de la comuna de Coronel y del plano regulador intercomunal del Gran Concepción, e informe, a la vez, acerca de la vigencia de dichos instrumentos.



Del señor Ministro de Energía:



Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, sobre los resultados de los estudios encargados al Departamento de Geofísica de la Universidad de Chile, tendientes a determinar las zonas del país donde existen mejores condiciones para desarrollar proyectos de generación de energía eólica.



De la señora Ministra del Medio Ambiente:



Atiende solicitud, remitida en nombre del Senador señor Navarro, para que se le informe en cuanto al estado de tramitación de la declaración de área protegida de los géiseres de El Tatio, en la Región de Antofagasta.



Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante:



Informa competencia de ese servicio en materia de autorización del uso de puertos nacionales por embarcaciones pesqueras de bandera extranjera, conforme al decreto supremo N°123, de Economía, de 2004, y adjunta nómina de naves pesqueras cuyo arribo forzoso se ha autorizado por motivos de salvaguarda a la vida humana en el período de vigencia de aquel texto reglamentario. Esta consulta fue formulada en nombre del Senador señor Bianchi. 



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Menores:



Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, referente a estadísticas de casos de maltrato infantil, desglosada por Regiones y edad de las víctimas, a contar de 2010.



De la señora Directora del Trabajo:



Responde solicitud, enviada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, referente a la emisión de un pronunciamiento genérico de calificación de las inundaciones registradas en Punta Arenas como situación constitutiva de fuerza mayor.



Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental:



Remite copia digital del informe final del estudio “Reconocimiento Geológico-geotérmico post-sismo de sitio de presa Embalse Punilla, VIII Región”, elaborado por la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, atendiendo una petición de antecedentes remitida en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Presidente del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias:



Comunica la adopción de acuerdo sobre una materia de su competencia.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: segundo informe recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).



De las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda: informes recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales (boletín Nº 8.070-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documento 6 y 7).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social: informe recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que obliga a incluir la remuneración denominada “semana corrida” dentro de la base de cálculo del feriado de los trabajadores dependientes (boletín Nº 8.156-13) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señor Gómez, señora Allende y señores Quintana, Rossi y Walker (don Patricio), con la que se da inicio a un proyecto de ley que incorpora la asignatura de Educación Cívica en los niveles de enseñanza básica y media de los establecimientos educacionales (boletín N° 8.431-04) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Permiso constitucional



Solicitud de la Senadora señora Alvear para ausentarse del territorio nacional a contar del 20 del mes en curso.



--Se autoriza.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- En primer lugar, quiero, en mi nombre y en el de las señoras y señores Senadores, darle la bienvenida y expresarle nuestro reconocimiento al Honorable señor Cantero, quien ha recibido el título de Doctor en Sociología por la Universidad de Granada y la UNED, de España.



Felicitaciones, señor Senador.



--(Aplausos en la Sala).

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Uriarte. 

El señor URIARTE.- Señor Presidente, deseo reiterar una solicitud que formulé en nombre de nuestro Comité y en el de Renovación Nacional, en el sentido de que en el evento de que llegue desde la Cámara de Diputados el proyecto de ley sobre reajuste del ingreso mínimo se permita que la Comisión de Hacienda pueda sesionar mañana, en su horario ordinario de la mañana,  o en la tarde simultáneamente con la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo, Su Señoría.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, pido que recabe la anuencia de la Sala para que la Comisión de Defensa Nacional, que se halla convocada para iniciar el debate del proyecto sobre nuevo mecanismo de financiamiento de las capacidades estratégicas de las Fuerzas Armadas (derogación de la Ley Reservada del Cobre), pueda sesionar a partir de las 16:30. 



La razón de tal solicitud radica en que el Ministro de Defensa Nacional, nuestro principal invitado, debió participar -al igual que Su Señoría- en la ceremonia de juramento a la bandera hoy en la mañana, lo que impidió realizar la reunión en el horario ordinario.



Por lo tanto, creemos absolutamente indispensable que la Sala autorice a la Comisión de Defensa Nacional para sesionar entre las 16:30 y las 18:30 a fin de analizar dicha iniciativa.

El señor ESCALONA (Presidente).- Diferentes señores Senadores no han dado la unanimidad.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación, el señor Secretario dará a conocer los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, resolvieron lo siguiente:



1) Tratar en el primer lugar de la tabla de hoy el proyecto de ley signado con el número 13, esto es, el que amplía el plazo del derecho de la madre para ausentarse del trabajo en caso de que la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer (boletín Nº 5.857-13).



2) Colocar en el segundo lugar del Orden del Día la iniciativa -se dio cuenta de ella en la presente sesión- que aumenta las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales (boletín Nº 8.070-04).



3) Tratar en el primer y segundo lugares del Orden del Día de la sesión de mañana, en caso de no ser despachados hoy, los proyectos signados con los números 3 y 4, vale decir, el que modifica el decreto ley N° 3.516, de 1980, referido a la subdivisión de predios rústicos (boletín N° 5.049-01), y el relativo a transferencia de predios rústicos (boletín N° 7.605-01), respectivamente.



4) Colocar en el tercer lugar del Orden del Día de la sesión de mañana la iniciativa, de cuyo informe se dio cuenta hoy, que obliga a incluir la remuneración denominada “semana corrida” dentro de la base de cálculo del feriado de los trabajadores dependientes (boletín Nº 8.156-13), en el evento de que no se alcanzaren a despachar esta tarde los proyectos que se individualizaron precedentemente. 



5) Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones a la iniciativa que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (boletín Nº 8.155-01), hasta hoy, a las 18, y



6) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre interés máximo convencional (boletín N° 7.786-03), refundido con el relacionado con protección a deudores de créditos en dinero (boletín N° 7.932-03), hasta hoy, a las 19, en la Secretaría de la Comisión de Economía.

Creación de procedimiento legal para identificación de recién nacidos

El señor LABBÉ (Secretario General).- Por otra parte, debo informar que en sesión de 20 de junio del presente año se aprobó en general el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre identificación del recién nacido. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (8322-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Uriarte, Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide):


En primer trámite, sesión 20ª, en 23 de mayo de 2012.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 24ª, en 12 de junio de 2012.


Discusión:



Sesión 29ª, en 20 de junio de 2012 (se aprueba en general).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como no se han presentado indicaciones en el plazo fijado al efecto, corresponde entender aprobada la iniciativa también en particular, a menos que se solicite abrir un nuevo lapso para formularlas. 



--El proyecto queda aprobado en particular, reglamentariamente, y despachado en este trámite.

V. ORDEN DEL DÍA

AMPLIACIÓN DE PLAZO MATERNAL PARA AUSENTARSE DE TRABAJO EN CASO DE CÁNCER DE HIJO

El señor ESCALONA (Presidente).- De conformidad con los acuerdos de Comités, corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Bianchi y en primer trámite constitucional, que amplía el plazo del derecho de la madre para ausentarse del trabajo en caso de que la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (5857-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción del Senador señor Bianchi):


En primer trámite, sesión 18ª, en 7 de mayo de 2008.


Informe de Comisión:


Trabajo y Previsión Social: sesión 30ª, en 3 de julio de 2012.
El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es, fundamentalmente, ampliar el permiso para ausentarse del trabajo a que tiene derecho la madre trabajadora cuando la enfermedad que padezca el hijo sea cáncer, durante todo el tiempo que perdure el tratamiento de recuperación del menor.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social hace presente que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, acordó efectuar solamente la discusión en general de la iniciativa y que, con la finalidad de perfeccionar su contenido durante el debate en particular, propone a la Sala que apruebe la idea de legislar y fije plazo para presentar indicaciones.



El órgano especializado acogió en general el proyecto por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte). 



El texto que se sugiere aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del informe.

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Deseamos saludar a los invitados e invitadas de la Senadora señora Lily Pérez, integrantes de la Asociación del Adulto Mayor de Quillota.



Muchas gracias por su presencia.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra. 



Puede hacer uso de ella el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, quiero llamar la atención de las señoras y señores Senadores sobre un proyecto de ley especialmente sensible.



Ante todo, agradezco la extraordinaria disposición que en el proceso de estudio de la iniciativa he recibido de parte de quien preside la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado, Honorable señora Rincón, y de cada uno de sus integrantes.



Con ellos hemos buscado, durante largos meses de debate, vías de solución para las niñas y niños que padecen una enfermedad cuyo solo nombre se asocia a muerte: cáncer.



Y lo primero que hace una madre o un padre es ver la manera de salvar la vida de un hijo que a temprana edad sufre tan brutal enfermedad.



Por eso, deseo en este Hemiciclo saludar, con todo el afecto que alguien pueda manifestarle a una persona, a los padres que han venido realizando en la materia un tremendo trabajo, a los efectos de exigir el derecho a obtener licencia para cuidar a sus hijos.



En Chile hay 40 mil personas adultas, aproximadamente, que por desgracia padecen cáncer, y entre 400 a 700 niños que manifiestan cada año la enfermedad.



¿Qué pedimos con este proyecto de ley? Que aquellas madres o padres que trabajan y que no tienen la posibilidad de obtener permiso para cuidar a esas criaturas en la primera fase del cáncer puedan contar con licencia médica.



Quiero colocar un ejemplo, y lo hago responsablemente. La iniciativa nace del clamor de las madres y padres de Regiones que nos señalan que para poder salvar la vida de una hija o de un hijo están obligados a ir hasta Santiago, donde se hallan los mejores oncólogos infantiles y los más importantes hospitales y clínicas dedicados a recuperar a tales criaturas.



En nuestro país, el 80 por ciento de los niños con cáncer se salva, ¡a Dios gracias! Sin embargo, todos los especialistas, tanto los nacionales cuanto los de otros países -hace un par de semanas llegaron algunos de Estados Unidos-, nos han hecho ver la urgente necesidad de que, en la fase más dura del tratamiento, los menores estén con su madre o su padre al lado.



Ya dije que en Chile 40 mil adultos padecen de cáncer.



Pues bien: de los 400 a 700 niños afectados, en el caso de alrededor de 400 sus padres podrían necesitar licencia médica para acompañarlos.



En consecuencia, se pretende adicionar cerca de ¡400 licencias médicas! a las que ya se otorgan para la atención de esos 40 mil adultos que, por desgracia, sufren aquella enfermedad.



¡Aquí no cabe explicación de ningún Gobierno para sostener que nos encontramos ante un problema económico! ¡Sería una bestialidad que una autoridad priorizara el aspecto económico por sobre la vida de un niño!



Hay padres que llevan años intentando tener la posibilidad de acompañar a hijos aquejados de cáncer. ¡Pero ella les ha sido negada!



Y existe un caso emblemático, señor Presidente.



Una joven madre que procuró obtener licencia médica para hacer intentos conducentes a salvar la vida de un hijo de tres años afectado por metástasis desde los pulmones fue echada del Ejército de Chile hace menos de dos meses.



Sinceramente, cuesta entender una resolución como aquella.



Enviamos las cartas correspondientes. Y no dudo de que esa mujer será reincorporada a la Institución. Posiblemente, en uno de los eslabones de la cadena, el criterio de alguien falló. Pero el hecho cierto es que a esa madre no se le entregaba licencia para el efecto señalado. Entonces, se vio obligada a pedirla a través de un psiquiatra. Esta fue rechazada, y por eso la despidieron de su trabajo.



Debemos preguntarnos, pues, qué madre o qué padre puede laborar con tranquilidad si sabe que un hijo o una hija padece de cáncer y necesita su compañía.



Reitero: el 80 por ciento de los niños se salva.



¿Qué pretendemos hoy?



Yo no podría entender que alguien quisiera retrasar el despacho de este proyecto enviándolo a otras Comisiones o buscando mecanismos dilatorios. Más bien, sé que ocurrirá todo lo contrario: habrá un apoyo unánime del Senado para aprobar la idea de legislar.



Recién conversaba con la Ministra del Trabajo, y le hacía ver que, si ya tenemos 40 mil personas con licencia médica, anexar alrededor de 400 licencias es la nada misma.



Por eso, suplico desde el Senado que el Estado de Chile acoja esta iniciativa. Porque mientras nosotros la discutimos, por desgracia hay niños que dejan esta vida quizás porque el tratamiento contra el cáncer fue a destiempo o simplemente porque la enfermedad ya se encontraba demasiado avanzada.



Les pido a las Senadoras, a los Senadores, madres y padres, que hoy aprobemos unánimemente la idea de legislar y que fijemos plazo para formular indicaciones, a fin de mejorar el articulado en la medida de lo posible.



Pero fundamentalmente, señor Presidente, por su intermedio, le solicito al Gobierno que en esta materia no priorice el aspecto financiero; que coloque lo humano por sobre lo económico, y que demos respuesta inmediata a la situación dramática que enfrentan cientos de padres en nuestro país.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, cuando a una familia le dicen que un hijo tiene cáncer, múltiples preguntas vienen a la mente. Porque son numerosos los problemas que la afectan: qué va a hacer para atenderlo; si ese niño es de Regiones, cómo enfrentará el drama -lo decía el Senador Bianchi-, que en tal caso se multiplica; dónde vivirán quienes deban trasladarse a un centro de alta resolución en la Capital; cómo se pagará; de qué manera se cuidará a los hermanos del paciente si los padres tienen que ausentarse.



Ya señalaba el colega Bianchi que en Chile la cantidad de adultos que padecen de cáncer es alta: más de 40 mil.



Los niños que sufren esa enfermedad no superan los 600 al año. Y, gracias al tratamiento recibido y al programa existente en el Ministerio de Salud, que se ha desarrollado por varios años, el 70 por ciento se recupera. Esta cifra, en verdad, es importante.



El tratamiento de un niño con cáncer dura en promedio un año, con rangos que fluctúan entre tres meses y dos años. Ocasionalmente, el tiempo puede ser mayor.



El cáncer infantil está cubierto por el GES. Pero la cobertura no es universal, para todas las prestaciones. Y tampoco se contempla el subsidio por incapacidad laboral para los papás o las mamás del niño enfermo.



Señor Presidente, teníamos la disyuntiva de enfrentar el proyecto del Senador Bianchi reflexionando en torno a qué pasaba con ese subsidio y con el resto de las enfermedades. Sin embargo, no quisimos demorar la aprobación en general. Y escuchamos a los expertos, a las organizaciones vinculadas con la materia, a quienes se han movido por esta iniciativa.



Ante una situación de cáncer infantil, no solo requiere tratamiento especializado el menor que lo padece, sino que muchas veces es preciso atender psiquiátrica o psicológicamente al padre, o a la madre, o a ambos, e incluso, a los hermanos del menor.



No deseábamos, pues, detenernos en perfeccionar el proyecto. Nuestro propósito era dar una señal para aprobar la idea de legislar.



De hecho, ya tenemos redactadas las indicaciones para que se contemple la posibilidad del subsidio por incapacidad laboral. Sabemos que son inadmisibles, porque incorporan un beneficio vinculado con la seguridad social, y que, por tanto, necesitaremos el patrocinio del Ejecutivo.



Sabemos también que otros padres y otras madres nos pedirán que se consideren enfermedades distintas.



Nuestra idea es hacer la discusión pertinente con motivo del segundo informe. En este momento no deseamos demorar la tramitación del proyecto. Queremos aprobar en general la iniciativa y perfeccionarla. Y ojalá el Gobierno nos acompañe.



En nuestro país, muchos papás y mamás presentan licencias médicas porque sus hijos se hallan con problemas de salud. Algunas, efectivamente, son gatilladas por una enfermedad psiquiátrica. Pero otras son emitidas por los médicos tratantes para que el padre o la madre puedan acompañar al menor.



Señor Presidente, es urgente que legislemos sobre la materia y que, escuchando a los especialistas, estudiemos las indicaciones y convenzamos al Ejecutivo para que nos acompañe.



Anuncio mi voto favorable.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, me sumo con mucho entusiasmo al proyecto que presentó el Senador Bianchi, porque, tras conversar en torno de él, hemos concluido que es necesario.



Sin lugar a dudas, en la discusión particular tendremos que detallar las enfermedades y dejarlas claramente establecidas en la normativa que redactaremos después de analizar todas las indicaciones formuladas y de cumplir el trámite correspondiente. Porque, como se expresó, muchísimas mamás y muchísimos papás quieren compartir con sus hijos o hijas que sufren una enfermedad grave, y sobre todo si padecen de cáncer.



Pero yo deseo hacer un énfasis especial, porque esta enfermedad fue la que originó la presentación del proyecto del Senador Bianchi.



Desde hace un largo tiempo estamos viendo en las redes sociales, particularmente en Twitter, el “Mejórate, Sebita”, que fue motivado por una familia cuyo hijo tiene cáncer. Y eso constituye un ícono que da cuenta de la realidad de numerosas familias de nuestro país enfrentadas a una situación muy similar: un niño pequeño enfermo de cáncer.



Como dicen todos los médicos especialistas en la materia existentes a lo largo del mundo, para la pronta recuperación de los menores que padecen de cáncer, a diferencia de lo que sucede en el caso de los adultos, el tratamiento psicológico y el apego materno y paterno son claves.



Por eso es tan importante la posibilidad de extender la licencia médica para que uno de los progenitores pueda hacerse cargo del hijo que sufre algún tipo de cáncer.



Ante una enfermedad de tal índole, el restablecimiento del paciente se halla íntima y resueltamente vinculado al tratamiento clínico temprano.



En otras palabras, el menor tratado precozmente y que es objeto de apego parental tiene, obviamente, muchas más oportunidades de superar el mal que lo aqueja que aquel que no se encuentra en tales condiciones.



Por lo expuesto, concurriré con mi voto favorable a la idea de legislar. Y, al igual que los colegas que me precedieron en el uso de la palabra, espero que el despacho de la iniciativa en general sea rápido, para que empecemos a discutir el segundo informe cuanto antes. 



Finalmente, debo puntualizar que este es de los típicos proyectos de ley en que no debemos sacar una cuenta numérica, económica.



Porque, con seguridad, nos van a argumentar sobre el costo que representará para el Fisco la extensión de las licencias médicas.



Señor Presidente, esta no es una cuestión numérica: es un problema de país, de Estado, de la sociedad que estamos construyendo, donde las personas deben tener de suyo un valor bastante más relevante que el costo que irrogue la mayor cantidad de licencias médicas.



Yo no conozco en nuestro país ninguna mamá que pida la ampliación de una licencia de manera injustificada, que no se funde en la necesidad de estar al lado de un hijo aquejado de esa enfermedad tan terrible, tan grave, a la que sí se le puede poner atajo.



Reitero, señor Presidente, que daré mi voto afirmativo.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, a lo ya dicho aquí, debo agregar el drama que enfrenta una familia cuando un hijo o una hija sufre una enfermedad grave.



Es importante recalcar ese punto, pues no solo el cáncer es una enfermedad grave, que requiere tratamientos largos y costosos, y muchas veces, derivaciones. Hay enfermedades crónicas que es necesario considerar en este proyecto, a cuyo autor, el Senador Bianchi, felicito. Entiendo que se van a analizar con motivo del segundo informe. Y pretendo presentar indicaciones.



Ahora, cuando un hijo sufre una enfermedad que, por su gravedad, requiere un tratamiento complejo, largo y de alto costo, la situación más dramática la vive la gente de las Regiones extremas. Y median razones incluso prácticas, señor Presidente.



Yo me pregunto cómo es factible que un niño de 5 o 6 años viaje desde Iquique o desde Arica a Santiago, al Hospital Calvo Mackenna, por ejemplo.



Me ha tocado ver muchos casos. Recuerdo tres, concentrados en la comuna de Pica. ¡Cómo iban a poder trasladarse los niños afectados! Uno de ellos padecía de leucemia, y requería quimioterapia y tratamientos en la Capital.



¡Es absolutamente imposible que conserve su trabajo la madre o el padre que acompaña a un menor que se halla en tales condiciones!



Hace poco me tocó conocer la experiencia de un niño afectado por un tumor maligno en una extremidad inferior. El paciente precisaba quimioterapia. Viajaron la abuelita, la mamá, en fin. Se perdió la pega. Se necesitaba más plata, porque el gasto era mayor.



Muchas veces se trata de gente que no conoce Santiago. Hay un hogar donde se efectúa un pago menor por alojar diariamente.



El drama es tremendo. Porque no se trata solo de la enfermedad del hijo (eso ya es en sí un enorme problema, que le provoca sufrimiento a todo su entorno), sino, además, de la obligación de hallarse en una ciudad donde no existe ninguna red social o familiar de apoyo, ningún lugar al cual dirigirse.



¡Y a eso añadamos el despido laboral!



Entonces, es muy importante la idea. Sé que los parlamentarios no tenemos atribuciones para proponer un subsidio por incapacidad laboral temporal -o sea, la licencia médica-: permiso más subsidio. Pero recojo lo que plantearon el colega Bianchi, las Senadoras Lily Pérez y Rincón, en orden a formularle al Ejecutivo un planteamiento sobre el particular.



En todo caso, el Gobierno puede estar tranquilo, pues no se requieren tantos recursos, en la medida que al año no hay más de 800 casos de niños con cáncer, los cuales, además, están cubiertos por el Auge en cuanto a tratamiento, acceso.



Por lo tanto, la medida es perfectamente asumible como país. Y resulta del todo imprescindible, incluso -repito- por razones prácticas. Es impensable que un niño de 10 años viaje a Santiago desde el norte o desde el sur y haga todos los trámites. El problema, pues, deriva del hecho de que sus padres pierden el trabajo.



Así que respaldo la ley en proyecto, a la que presentaré indicaciones. Y espero que el Gobierno le brinde su apoyo, porque aliviará el drama de numerosas familias a lo largo de nuestro país.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, ya se dijo: el drama que hay detrás de un diagnóstico vinculado al cáncer supera cualquier imaginación.



Por lo mismo, creo que este proyecto va en la línea de lo que debemos tratar de hacer: fomentar políticas públicas que vayan protegiendo cada vez más ante enfermedades de aquel tipo.



Se expresó que hay al menos 40 mil casos de cáncer al año; que los de cáncer infantil oscilan entre 400 y 500, con una alta tasa de recuperación, según los datos que nos entregaron los especialistas. Solo en la Región de Coquimbo la cifra es superior a 10 mil por año. Y las estadísticas indican que, lamentablemente, la mayor parte de los cánceres deben tratarse en Santiago, en el Hospital Félix Bulnes, si afectan a niños, o aquí, en Valparaíso, en el Carlos Van Buren. 



En verdad, se trata de un drama desde todo punto de vista: humano, económico, espiritual, familiar.



Por consiguiente, creo que esta iniciativa va en la línea de la resolución que en algún minuto habremos de adoptar. 



El artículo 199 bis del Código del Trabajo se hace cargo en parte de este problema. Al efecto, crea una institución que permite que, con motivo de un accidente grave o de una enfermedad terminal en su fase final o enfermedad grave, aguda y con probable riesgo de muerte, la madre trabajadora tenga derecho a un permiso para ausentarse de sus labores por el número de horas equivalentes a diez jornadas ordinarias al año.



La idea es poder mejorar aquella norma, que, como acabo de manifestar, se encuentra prevista en nuestra legislación. Y, para tal efecto, esta es una gran oportunidad. Sin embargo, hay que darle mayor viabilidad a la proposición formulada.



Cuando en la Comisión de Trabajo discutimos y aprobamos en general este proyecto, lo hicimos a sabiendas de que habríamos de escuchar la opinión de la Dirección de Presupuestos, del Ministerio de Hacienda, que es fundamental. Ello, porque el referido artículo 199 bis dispone que el beneficio que a través de él se otorga es de costo del trabajador, quien debe restituir las horas no trabajadas, sea mediante imputación a su feriado anual, sea laborando horas extraordinarias.



En consecuencia, si entendemos la institución que estamos creando como algo que no tendrá que pagar el trabajador sino el empleador, la idea se hace insostenible, porque este último debería afrontar un costo muy alto.



Y una de las primeras cosas que será menester conversar con el Ministerio de Hacienda, especialmente, es la definición de si el permiso será solo por cáncer, o también, como dice el actual artículo 199 bis del Código del Trabajo, por otras enfermedades graves o terminales.



Segundo, es preciso determinar el plazo de duración. En especial en el caso del cáncer, algunos tratamientos pueden durar tres años.



Además, en cuanto a la edad del hijo, se requiere precisar si la dejamos hasta los 18 años o pueden ser más.



Y, finalmente, se plantea lo relativo a quién es el que podría gozar del beneficio. ¿Se trataría solo de la trabajadora? ¿Del padre y de la madre? ¿De nada más que uno de ellos?



Estimo fundamental escuchar la opinión de la Dirección de Presupuestos, del Ministerio de Hacienda, para poder avanzar en términos más concretos y dar de verdad con una solución viable y que enfrente un problema al que hace mucho rato, lamentablemente, no le ha sido posible al Estado resolver.



Voté a favor en la Comisión y voy a volver a hacerlo ahora en la Sala, pero espero que todos estos cuestionamientos podamos solucionarlos debidamente en el órgano técnico.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, comparto plenamente la conclusión del proyecto en debate y valoro profundamente el impacto de los testimonios que han llevado a presentarlo.



Lamento no abrigar la misma confianza que el Senador señor Bianchi en que el Ejército va a rectificar la injusticia que cometió. Su Señoría tiene mucha esperanza en la reincorporación. La verdad es que mi experiencia es que las instituciones de la Defensa Nacional asumen rara vez las situaciones de esa índole que generan.



Más allá de ello, aprecio el sentido de la iniciativa, pero me gustaría -porque vamos a votar la idea de legislar- poder introducir un enfoque distinto. Porque se puede considerar que el derecho es de la madre que cuida, en circunstancias de que este debe hallarse cubierto por una ley sobre la protección de aquellos que le corresponden a la infancia, cuyo proyecto todavía no es enviado por el Ejecutivo al Congreso. 



Ha sido reconocido por las Naciones Unidas, en efecto, el derecho de los menores de edad a que sus padres velen por ellos en toda circunstancia y, en particular, en situaciones de enfermedad.



Estoy seguro de que eso es lo que ha inspirado al autor de la iniciativa, quien ha buscado por el lado de la solución y hace un llamado a que transparentemos la verdad y no obliguemos a madres, padres, cuidadores, a estar presentando licencias médicas cuando no proceden.



Lo que necesitamos es generar un mecanismo de subsidio a favor de los niños, para que sus cuidadores -habitualmente, son sus madres- tengan la posibilidad y el derecho de atenderlos.



Deseo plantear este matiz para orientar la discusión particular, en la medida en que, como lo expresó mi Honorable colega Rossi, estamos frente a una estadística de 600 niños al año, aproximadamente, que padecen de cáncer y requieren el cuidado de sus padres.



Es posible que la ley cubra también otro tipo de casos.



Me parece que tenemos que definir si creemos en el derecho de los menores, y que, en caso afirmativo, eso garantice, por un lado, el que les asiste a quienes trabajan para ausentarse, y, por el otro, el compromiso del Estado de pagar un subsidio.



No me gusta que se confunda lo que es la licencia médica, que tiene que ver con una incapacidad laboral por problemas propios del trabajador.



Hemos establecido en el Código del Trabajo el criterio de permisos especiales frente a situaciones, por ejemplo, de fallecimiento del cónyuge o de un hijo, o que se le reconocen al padre de un recién nacido, lo que es distinto del derecho a pre y posnatal, el cual también existe como un subsidio, pero nunca cargado a los fondos de las licencias médicas.



Voy a votar, por cierto, a favor del proyecto. Comprendo plenamente el espíritu que lo anima. Mas considero fundamental que podamos introducir un enfoque para establecer que lo que se halla en juego es el derecho de los menores a ser cuidados con motivo de una enfermedad grave. Y el Estado, de acuerdo con un convenio internacional del cual Chile es suscriptor, tiene la obligación de garantizarlo, para lo cual se necesita un subsidio. Creo que no es bueno usar la lógica del subsidio de incapacidad laboral, de la licencia médica, y que se precisa un fondo explícito para estos efectos. Quizás se requerirá un proceso de transición.



Entiendo que el texto refleja aquello en que se logró avanzar. Lo valoro profundamente. Pero insisto en que se encuentra en juego el derecho de los menores de ser cuidados por su madre y su padre.



No hay nada más trágico, señor Presidente, que a uno se le enfermen los niños. Es imposible algo más antinatural que el riesgo de vida de un hijo, cuando la naturaleza nos forma para pensar que uno es quien se va a enfermar antes. ¡Para qué decir si se presenta el caso extremo de la muerte!



Felicito al autor de la iniciativa por la inspiración que lo animó. Creo que el actual es un debate sustantivo que a Chile le importa y que hace la diferencia entre si es un país más civilizado -y, por ende, más desarrollado y que usa sus recursos de buena forma- o, simplemente, uno al que le gusta ceñirse a estadísticas. Sé que la inspiración mencionada es lo primero: queremos un país más decente.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, deseo exponer algunos elementos relacionados con el proyecto, el cual efectúa una reforma muy breve al Código del Trabajo y cuyo artículo único incorpora un inciso final al artículo 199 bis de ese ordenamiento. La redacción del Senador señor Bianchi expresa: “En caso de que la enfermedad que sufra el hijo de la madre trabajadora sea cáncer -en cualquiera de sus formas- el derecho a ausentarse para la madre trabajadora podrá extenderse a todo el tiempo que dure el tratamiento de recuperación del menor.”.



El artículo 199 bis contempla los casos en que los padres tienen derecho -de preferencia, la madre, o bien, según la elección de esta, el padre- a cuidar a un hijo menor de 18 años, o al mayor de esa edad con discapacidad mental por causa psíquica o intelectual, multidéficit, o que presente dependencia severa. A ello estamos agregando lo dispuesto por la iniciativa que nos ocupa.



Deseo consignar que, así como se menciona que asciende a 40 mil el total de las personas enfermas de cáncer en nuestro país, de las cuales los menores de 18 años son 500, recuperándose 400 y 100 no, en la Región que represento la cifra de quienes se encuentran en tal situación alcanza a 2 mil 800 y la de los menores de edad a 35, de los cuales se recuperan 28 y 7 no. Por tanto, como lo mencionaron los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, el número de casos es relativamente limitado.



Sobre la base de los antecedentes expuestos, la Comisión aprobó por unanimidad la iniciativa, por lo cual le pedimos a la Sala acogerla.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Le corresponde intervenir al Senador señor Ruiz-Esquide, pero no se encuentra en el Hemiciclo.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, solo deseo expresar nuestro apoyo al proyecto presentado por el Senador señor Bianchi, normativa que es sencilla, pero que expresa una gran sensibilidad, demostrada aquí por Su Señoría con gran entusiasmo y pasión, porque le ha tocado observa el dolor de muchas madres ante la enfermedad de sus hijos. Es una de las situaciones que más descontrolan a los padres de familia, en general. Y ello hemos podido percibirlo también todos nosotros. Pienso que en esta forma se va a solucionar en gran parte esa clase de problemas.



Felicito a mi Honorable colega por la iniciativa, por su entusiasmo para sacarla adelante. Puede tener la seguridad de que todos la respaldaremos con mucho agrado para que se convierta en ley.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación la idea de legislar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor) y se fija el lunes 30 de julio, a las 12, como plazo para formular indicaciones.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, le solicito agregar mi pronunciamiento a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia de su intención de voto, Su Señoría.

AUMENTO DE SUBVENCIONES ESTATALES EN ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

El señor ESCALONA (Presidente).- Según lo acordado por los Comités, corresponde tratar ahora el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las subvenciones del Estado en los establecimientos educacionales, con informes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de la de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8070-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.


Informes de Comisión:


Educación: sesión 33ª, en 10 de julio de 2012.


Hacienda: sesión 33ª, en 10 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es elevar la subvención para el primero y segundo niveles de transición de la educación parvularia, así como también la subvención escolar preferencial y de concentración por alumnos prioritarios. Además, propone continuar incrementando la subvención general, para avanzar en la meta de duplicar la subvención. Finalmente, busca que los posibles aumentos que sugiera el Ejecutivo en el futuro se funden en estudios de la realidad y en recomendaciones del Consejo Nacional de Educación.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Cantero e Ignacio Walker, acogió la idea de legislar.



La Comisión de Hacienda, por su parte, la sancionó en la misma forma por la unanimidad de sus miembros, Honorables señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Puede hacer uso de ella el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, solo deseo resaltar la importancia de la iniciativa, la cual, como se dijo, fue aprobada por la unanimidad de la Comisión de Educación.



Todos sabemos que uno de los problemas serios que se registran en el sector, junto con lo relativo a la institucionalidad y a la consecución del doble objetivo de calidad y equidad, es el financiamiento.



El año pasado hicimos un esfuerzo, como Congreso, en la discusión presupuestaria, en la cual se nos ofrecía un reajuste de 7,2 por ciento en el presupuesto de Educación, o sea, algo así como 750 millones de dólares, y logramos, en cambio, un 10 por ciento, lo que significó un aumento de mil 100 millones. El total alcanzó a unos 12 mil millones de dólares, equivalentes, aproximadamente, al 20 por ciento del Presupuesto de la Nación.



Recordemos que, de esos 12 mil millones, cerca de la mitad se destina justamente a financiar la educación escolar, ya sea por la vía de la subvención general o de la subvención escolar preferencial, originada, como sabemos, en una ley que se dictó en el año 2008, durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet. Por lo tanto, el 92 por ciento de los alumnos de las enseñanzas básica y media reciben una subvención, ya sea en la educación pública municipal o en la particular subvencionada. No hay plata mejor gastada o invertida que la destinada a estos efectos.



Por supuesto, es posible discutir hasta qué punto basta o no con ese sistema. Muchos estimamos que debe instaurarse un modelo de financiamiento elemental para la educación pública por el hecho de revestir ese carácter, sea básica, media o superior. Hemos llegado a la convicción de que, junto con la subvención, debe existir un financiamiento de esa índole para que ella subsista en condiciones mínimamente dignas. Lo anterior, considerando que, a diferencia de la educación particular, cuyo sistema de financiamiento es compartido, fundamentalmente se financia con la subvención general o la especial preferencial, o bien, con algunos aportes que se hacen a través de distintos programas aprobados en el Presupuesto de la Nación.



Hace unas tres semanas conversé con el Alcalde de Quillota, doctor Luis Mella, en su oficina. Todos los jefes comunales hacen tremendos esfuerzos para complementar el financiamiento por concepto de subvención mediante el aporte de fondos municipales. Estos ascienden, en el caso de Quillota -lo recuerdo bien-, a 800 millones de pesos. Constituye un tremendo esfuerzo: ¡cuatro veces el programa de obras de la comuna!



En consecuencia, no podemos perder de vista, en el trasfondo del debate, que se registra un serio desfinanciamiento de la educación, especialmente en el ámbito de la pública municipal. Eso, más allá de los cambios estructurales que queremos introducir en materia de institucionalidad: lo que hemos llamado “nueva educación pública”, que antes denominábamos “desmunicipalización”.



Entonces, median aspectos de institucionalidad que apuntan a la calidad y la equidad, y, por supuesto, otros de financiamiento.



El proyecto que estamos aprobando apunta en la dirección deseada.



Señor Presidente, según las cifras del informe financiero, la iniciativa tiene un costo fiscal anual de 420 millones de dólares adicionales por concepto de aumento de la subvención general, de la SEP y de la subvención por concentración de alumnos vulnerables, que era el énfasis que pedía el doctor Mella, Alcalde de Quillota. Él decía: “No hay cómo financiar la educación pública en los municipios si no se incrementa esta subvención”.



Cabe destacar que el mayor aumento propuesto en el proyecto es a la subvención para la educación parvularia: 18,5 por ciento. Constituye un esfuerzo muy significativo. Su objetivo es brindar, de aquí al 2014, enseñanza preescolar a niños de familias pertenecientes al 60 por ciento de menores ingresos.


¡Ese es un esfuerzo muy relevante que estamos efectuando como país! 



Todos los estudios hoy día demuestran que lo que se hace o no se hace desde el nacimiento hasta los cinco años deja una huella definitiva, para toda la vida. Por lo tanto, el énfasis en la educación preescolar me parece absolutamente acertado y digno de destacar.



Adicionalmente, la subvención para la educación general básica y la educación media aumenta en 3,5 por ciento. Ello, sumado al 1,5 por ciento aprobado el año pasado, da 5 por ciento de incremento. Esto es muy importante. 



Por su parte, la subvención escolar preferencial -como sabemos, se focaliza en el 40 por ciento de alumnos más vulnerables, ya sea de la educación municipal o de la educación particular subvencionada- para los niveles de quinto y sexto básico se eleva en torno al 50 por ciento. ¡Más recursos para los alumnos más vulnerables, de colegios públicos o privados! Tal incremento, obviamente, resulta muy relevante. 



Y la SEP para alumnos de séptimo básico a cuarto medio, aproximadamente, se duplica.



En concreto, se plantea inyectar recursos frescos, adicionales, vía subvención general y vía subvención escolar preferencial, con énfasis en la educación preescolar, con un costo fiscal -insisto- de 420 millones de dólares.



Ahora bien, siempre es importante que el Ministerio de Educación señale cómo se compatibilizan los distintos valores de subvención propuestos con las conclusiones del estudio de costos de una enseñanza de calidad realizado por dicha Cartera, en el marco del protocolo que suscribimos en enero del año pasado a propósito del debate del proyecto sobre calidad y equidad en la educación.



En definitiva, el costo es significativo. 



¡Perdón! Corrijo. Son 320 millones de dólares. Me entusiasmé denante. Dije: “420”. Se trata de 320, según se desprende del informe financiero. ¡Igual es mucha plata!



Esta iniciativa constituye una gran noticia para toda la educación: por el aumento de la subvención general, que, como señalé, llega al 92 por ciento de los alumnos en Chile; de la SEP, que beneficia al 40 por ciento de los niños más vulnerables del país, y de la subvención para la educación preescolar, que -reitero- se incrementa en un 18,5 por ciento.



Son 320 millones de dólares adicionales los que implica este proyecto.



Esperamos, señor Presidente, que en el futuro el aumento de la subvención lleve aparejado, respecto de los colegios particulares subvencionados, una disminución de los niveles de financiamiento compartido. Hoy día es posible llegar hasta 80 mil pesos. Muchos establecimientos cobran 55 mil. El promedio nacional es 20 mil.



Sé que muchas familias pueden hacer un esfuerzo para cumplir ese copago. Está bien. Pero, en la medida que aumentemos la subvención y lleguemos al financiamiento que asegure un modelo de calidad educativa, uno que promueva alumnos de calidad, debiera ir bajando correlativamente el financiamiento compartido. Ello será, por supuesto, parte de la discusión que habrá que realizar el próximo año.



En consecuencia, como miembro de la Comisión de Educación, y en nombre de la Democracia Cristiana, hago presente que vamos a apoyar esta iniciativa -su costo fiscal es de 320 millones de dólares, no de 420, como dije inicialmente con entusiasmo- que busca aumentar la subvención a la educación en Chile. Esto nos parece una gran noticia para el país.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, en mi intervención deseo formular algunas consultas acerca del proyecto sometido a nuestra consideración.



Quiero dedicar mis primeras palabras a los hechos contenidos en el informe de la Contraloría General de la República. 



Es sabido que varias decenas de corporaciones municipales han usado las platas de la SEP para cubrir otros gastos producto del sistema deficitario de la educación pública. Los municipios están obligados a ello para garantizar el servicio en localidades que no son rentables -entre comillas- o que no se autofinancian. Esto, por el concepto tan neoliberal que inspira al modelo educativo que existe en nuestro país. 



Para pagarles las imposiciones y los sueldos a los profesores que se encuentran acogidos al Estatuto Docente; para solventarles los retiros anticipados, los planes de retiro o los incentivos al retiro, las municipalidades trasladan todos los años cuantiosos recursos a sus departamentos y corporaciones de educación. 



Aun así, tales recursos resultan insuficientes. 



Numerosos municipios, a juicio de muchos, han caído en una ilegalidad o, a lo menos, en una tremenda irregularidad. Siento que en esta iniciativa legal se debe rectificar una situación que está afectando a decenas -por no decir a cientos- de municipalidades en nuestro país.



Dejo consignado el punto, señor Presidente.



Lamento que no esté aquí ningún representante del Ejecutivo. En todo caso, creo que ese es un tópico en el que sí podemos avanzar. El no hacerlo implicaría ser cómplice de un drama que se vive en diversos municipios.



En segundo lugar, debo señalar que es incómodo para mí aprobar este proyecto. ¿Por qué? Porque no se ha avanzado en el conjunto de los temas que son parte de una reforma al modelo educacional chileno.



¡El Ejecutivo se opuso a un plan de salvataje de la educación pública en la Ley de Presupuestos!



¡El Gobierno del Presidente Piñera se opuso a generar un quiebre en lo referente a recursos para la educación pública versus los destinados a la enseñanza administrada por particulares!



¡Se opuso efectivamente a garantizar un sistema de financiamiento que diferenciara, no por grados de vulnerabilidad -es el criterio que está acá-, sino, complementario a ello, por el tipo de alumnos que se atiende! Porque en muchos colegios particulares subvencionados se selecciona, se discrimina. No están presentes en todo el territorio de cada comuna. Es decir, se profundiza un proceso de segregación, que es uno de los problemas más graves de la educación hoy en día.



No cabe duda de que, de la mano con la entrega de la subvención escolar preferencial, está la discusión sobre el lucro en los establecimientos particulares subvencionados. Sin embargo, aquí aumentamos la cantidad de recursos sin resolver el tema sustantivo de un modelo que está profundamente cuestionado.



Señor Presidente, aplaudo el entusiasmo del Senador Ignacio Walker. Sé que actúa de muy buena fe. Sé que rescata lo positivo del proyecto. Pero incluso él ha indicado que hay temas pendientes, como el de establecer un mecanismo para reducir el financiamiento compartido en la medida que se aumenten los recursos para la subvención de la educación, sea esta pública o particular.



Yo, junto a quien preside la sesión en este momento, soy de aquellos que, cuando se creó este -disculpen el concepto- “engendro” del financiamiento compartido, votaron en contra, porque discrepamos del modelo que se esconde detrás de ese esquema.



Soy partidario, por cierto, del aumento de la subvención escolar preferencial. Es importante que exista para la educación inicial y para los diferentes ciclos de la básica. Asimismo, me parece fundamental que tal financiamiento avance hacia los niveles de la enseñanza media. Es muy relevante que eso ocurra. 



Pero lamento -quiero dejar constancia de ello- que el Ejecutivo aún se oponga a quebrar la lógica de aportar lo mismo en la educación donde hay lucro, en los colegios particulares subvencionados, versus los colegios públicos.



Lamento que se sigan inyectando recursos sin avanzar en el debate institucional sobre la desmunicipalización de la educación.



Lamento que no estemos discutiendo una reforma más integral y que el Ejecutivo insista en la “ley del salame” en este ámbito. Porque, tras cada uno de estos pasos lo que hay, en última instancia, es la vocación de perpetuar un modelo educacional que ha demostrado ser insatisfactorio para el país en que vivimos, deficiente, y tener problemas graves.



Aquí se propone inyectar recursos -uno aplaude tal iniciativa-, pero se adicionan de la misma forma a todos los tipos de colegios que reciben subvención pública. No se hace ninguna diferenciación -¡ninguna!- entre los establecimientos municipales y los particulares subvencionados. 



En el día de ayer, en el salón plenario del Congreso en Santiago, durante la discusión de otro proyecto de ley vinculado a la reforma educacional, el relativo a la nueva carrera docente, lo que demandaron y plantearon todos los profesores y expertos es que se debe diferenciar, en todos los ámbitos, entre la vocación de fortalecer la educación pública y los necesarios aportes que se puedan hacer a los otros modelos educativos que existen en Chile.



Señor Presidente, creo que aquí está primando la “ley del salame”, un avance que consolida un modelo educacional cuya modificación el movimiento estudiantil ha estado demandando en las calles. Creo que está pendiente saber si en el Senado, como uno de los órganos del Congreso Nacional, nos haremos cargo o no de escuchar lo que está reclamando la ciudadanía. El 70 por ciento de los chilenos quiere una reforma estructural; quiere un modelo en el que no haya lucro, un modelo que fortalezca la educación pública y, por cierto, uno que dedique mayor subvención donde hay mayor vulnerabilidad.



Por eso, señor Presidente, no me siento tan entusiasmado como otros de votar a favor del proyecto. 



Falta ver si resolveremos el problema estructural que está afectando a más de 100 municipios, que han usado parte de los recursos de subvención no para la educación propiamente tal, sino para tapar sus déficits, los cuales son provocados por el actual modelo de educación pública.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, el proyecto de ley que discutimos en el día de hoy, aprobado en forma unánime por la Comisión de Educación, inyecta de manera importante fondos que son absolutamente necesarios para las familias que reciben subvención del Estado para pagar la educación de sus hijos.



Se aumenta la subvención para prekínder y kínder de manera sustancial; la subvención especial preferencial, que ha mostrado resultados, y, también, la subvención regular, lo que es una muy buena noticia.



Está absolutamente probado -todos lo sabemos y lo hemos repetido muchas veces- que la educación preescolar es especialmente relevante cuando buscamos tener una cancha pareja para todos, cuando intentamos que las diferencias que se dan en la cuna no se perpetúen por toda la vida. Por lo tanto, el que la iniciativa proponga una subvención mayor para la educación parvularia significa que les estamos dando mayores oportunidades de aprendizaje a los niños, lo cual les abrirá mejores posibilidades en los niveles educativos siguientes.



Los recursos en este ámbito se aumentan en un 18,5 por ciento: de una subvención de alrededor de 38 mil pesos mensuales por niño se pasa a un monto que está por sobre los 45 mil pesos. Este incremento beneficiará a más de 300 mil alumnos del sector municipal y del particular subvencionado.



Pero eso no es todo. Además de adicionar fondos para prekínder y kínder, se propone elevar la subvención escolar preferencial.



La SEP apunta a entregar mayores oportunidades de aprendizaje a los alumnos que pertenecen al 40 por ciento más vulnerable de la población. De esa manera, se reconoce la necesidad de contar con más herramientas para ayudar a estimular los aprendizajes de dichos estudiantes y así avanzar hacia una educación con mayor calidad y equidad. Tales alumnos necesitan una preocupación preferente de parte del Estado.



Por ello, se plantea aumentar considerablemente los recursos de la subvención escolar preferencial. 



Estos incrementos significan duplicar la subvención para los niveles de séptimo y octavo básico, así como para toda la enseñanza media. Por su parte, los aportes para quinto y sexto básico aumentan en 50 por ciento.



En seguida, otra buena noticia de este proyecto de ley: se adelanta en un año el ingreso de la enseñanza media al régimen de la subvención escolar preferencial, comenzando por los alumnos de primero medio durante 2013 y dando cobertura a cuarto medio a partir del 2016.



Adicionalmente, se aumenta la subvención regular para todos los alumnos, lo que va en ayuda de las familias que financian por esa vía la educación de sus hijos. Tal subvención se incrementa en un 3,5 por ciento y favorece a todos los estudiantes de enseñanza básica y media del país que asistan a establecimientos que reciben aporte del Estado. Este aumento se une al de 1,5 por ciento que fue aprobado anteriormente por el Congreso. De esa manera, vamos a beneficiar a 3,4 millones de alumnos.



Con los significativos incrementos que propone la iniciativa tenemos un muy buen camino trazado para irnos acercando a los montos de subvención escolar deseables para todas las familias que necesitan de una ayuda estatal para poder financiar la educación de sus hijos.



Creo que esa es una muy buena noticia. Y me alegro de que contemos con el apoyo de parlamentarios de distintos sectores, lo que se cristalizó también en la Comisión de Educación. 



Quiero agregar, señor Presidente, que esto no es lo único que el Gobierno ha hecho respecto a educación escolar.



Se está implementando en este momento -tenemos nombrado al primer Superintendente- la Superintendencia de Educación Escolar, que va a aumentar la transparencia y, sobre todo, la fiscalización del sistema de educación escolar. Esto es muy importante.



Por otra parte, se instituirá, en el segundo semestre de este año, la Agencia de la Calidad de la Educación, para una medición real de nuestro sistema de educación, con el objeto de apoyar a los colegios que no cumplen con los estándares de calidad y, de otro lado, incluso cerrar aquellos que no dan cumplimiento a los parámetros establecidos.



Esta es una buena noticia y, a mi juicio, tenemos que reconocer también que el actual Ministro ha avanzado en esta senda, fijando patrones de fiscalización mucho mayores a los que hasta ahora habíamos visto. Y aunque aún no cuenta con los estándares de la Agencia de la Calidad de la Educación, basándose en la legislación actual, en las pautas actuales -desgraciadamente todavía no incluyen la calidad, pero que la van a incorporar-, ha adelantado, con mano férrea y firme, el cierre de aquellos establecimientos que no cumplen las exigencias.



Señor Presidente, varias organizaciones han manifestado su preocupación porque en este proyecto de ley no está claro cómo se pagará la subvención que hoy reciben los niños con necesidades especiales.



De acuerdo con la normativa actual, los establecimientos regulares pueden recibir un subsidio especial por cada niño con necesidades especiales que atiendan bajo la modalidad del PIE. Esta es una muy buena política, porque permite integrarlos en los establecimientos regulares y, por tanto, recibir una educación más rica y más integradora.



Estos programas se financian con el diferencial entre estas subvenciones y la ayuda regular. De este modo, la duda se ha establecido respecto a cómo se calcularía el beneficio en los casos de menores con necesidades especiales respecto del aumento de subvención escolar regular. En tal sentido, actualmente se reconoce que un niño con necesidades educativas especiales tiene un costo base para el establecimiento que está cubierto por la subvención escolar regular. No obstante, por sobre ese piso se deben financiar además la adaptación e integración del niño al establecimiento regular. 



Por ello, varias organizaciones han señalado -lo cual comparto- que al aumentar la subvención regular, dependiendo de cómo se haga el cálculo, podría ocurrir que los recursos disponibles por concepto del PIE disminuyan.



El Ejecutivo planteó en la Comisión de Hacienda que lo único que cambiaría en rigor es la composición del monto total y que la inquietud manifestada por parte de las organizaciones estaría despejada porque el monto total de la subvención no bajaría. De hecho, la subvención regular aumenta. Sin embargo, estas entidades plantean que el monto específico del PIE dedicado a los niños con necesidades especiales, estaría disminuyendo. 



Creo importante hacerse cargo de este punto -así lo manifesté a dichas organizaciones- y preocuparnos de que no se rebajen los recursos orientados específicamente a los niños que demandan una preocupación especial cuando son integrados a planteles regulares. 



Durante la discusión en particular de la iniciativa, vamos a recibir, de todas maneras, a estos organismos en la Comisión de Educación y a analizar en particular cómo se calcula, finalmente, esa subvención especial. Ojalá, junto con el Ejecutivo -que ha manifestado su apertura en cuanto a discutir el tema-, podamos alcanzar un acuerdo que nos permita hacernos cargo no solamente del aumento  de la subvención escolar regular (que es una muy buena noticia), sino también de ver cómo se calcularía el monto dirigido especialmente a los niños con necesidades especiales.



En consecuencia, en esta instancia de la votación en general nos encontramos ante un muy buen proyecto, que aumenta la subvención en todos los rangos de la educación escolar y, por tanto, representa un muy buen anuncio para las familias del país, especialmente para quienes más lo necesitan.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Abramos la votación, señor Presidente!

El señor ESCALONA (Presidente).- Hay una lista larga de inscritos.



La señora RINCÓN.- No importa.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Yo no voy a hablar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador señor Zaldívar, ¿se borra del listado?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

El señor WALKER (don Ignacio).- Pero que se abra la votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Haremos la consulta después de la intervención de la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, quiero referirme solo al último punto abordado por la Senadora señora Von Baer.



En verdad, hay una preocupación justificada por los niños con necesidades educativas especiales y educación inclusiva.



Nuestro país venía avanzando en esta materia y la cantidad de recursos destinados a estos infantes era importante.



Hoy en día nos encontramos discutiendo el aumento de la subvención general para los educandos de los colegios de Chile. Y, al revisar la forma en que ella se calcula para los niños con necesidades educativas especiales, podemos ver que los estamos afectando.



La necesidad educativa especial se define como una condición presente en el niño que en relación con el medio su aprendizaje se convierte en un obstáculo. 



La educación inclusiva se define como la adaptación que deben realizar establecimientos regulares para disminuir las dificultades de enseñanza.



 A nivel mundial,  el 20 por ciento de los niños (vale decir, uno de cada cinco) presenta este tipo de necesidades. Y en nuestro país se calcula que un millón de niños tendría algún tipo de requerimiento educativo especial. Si se considera el tamaño promedio de las familias, alrededor de cuatro millones de personas estarían viviendo las consecuencias de la discriminación en el sistema educativo regular. Solo un cuarto de la población con necesidades especiales se atiende en escuelas segregadas, en escuelas de lenguaje, en aulas hospitalarias y en Programas de Integración Escolar (PIE). 



Los costos asociados a esta realidad se traducen en costos directos para el niño, para su entorno y para la sociedad en general. Las instituciones como UNESCO, el Banco Mundial, la Unión Europea, países del Viejo Continente, defienden la educación inclusiva como aquel camino por seguir para lograr integración y mayor desarrollo. Todas las mediciones revelan que los niños sin este tipo de necesidades especiales, no se ven afectados por compartir aulas y el proceso educativo, sino que además desarrollan habilidades sociales en su entorno.



Cuando uno mira la evolución en nuestro país (hay gráficos y los vimos en la Comisión de Hacienda), la realidad es que el cambio y el desarrollo que ha tenido Chile en esta materia son positivos. De hecho, siguiendo la tendencia internacional, nuestra nación implementó en un principio escuelas segregadas y luego integración educativa. Hoy en día fomenta la educación inclusiva. Y los indicadores señalan que hay una mayor migración hacia las escuelas inclusivas, por lo que la tendencia se está revirtiendo positivamente.



Toda la normativa internacional que hemos suscrito habla de lo que se debe hacer con relación a este tema y cómo, además, Chile, desde 1990 a la fecha, ha ido evolucionando y mejorando la educación.



¿Cuál es la situación? Hoy día estamos aprobando una normativa que aumenta el monto de la subvención. El problema es que el incremento se resta; vale decir, el monto de la subvención general disminuye la subvención de los niños con necesidades especiales. Por tanto, lo que reciben los colegios que tienen este tipo de niños es menor. Y eso, como sostuvo uno de nuestros colegas en la Comisión de Hacienda, es menos que álgebra 1. 



El diferencial, en cualquiera de los ejercicios; o sea, en aquellos en que hay subvención especial, en un establecimiento con o sin jornada escolar completa, si el niño tiene necesidad especial transitoria o permanente, cualquiera de las fórmulas que se revisen en los ejemplos que se nos expusieron en la Comisión, da una combinación en que el diferencial efectivo para el PIE disminuye. De esta forma, cada establecimiento que acoge niños con necesidades educativas especiales, deberá decidir si los sigue atendiendo o no. Y los que no los tienen solo podrán recibir a menos de los que atenderían en las condiciones actuales. ¿Por qué? Porque el reglamento, contenido en el decreto 170, establece las obligaciones que deben cumplir esos planteles: la evaluación diagnóstica, tanto de sus procedimientos como de los profesionales idóneos que han de ejecutarlos; el financiamiento, que el decreto llama “fraccionamiento”, y los requisitos que deben satisfacerse para tener derecho a tal financiamiento.



En la práctica, por las economías de escala que se generan, solo los colegios más grandes serán capaces de ofrecer inclusión, no así los que atiendan menos niños. Al disminuir los recursos, el proyecto de ley provocará que el número de escolares que hoy representa el punto de equilibrio sea aún más exigente.



Lo anterior fue expuesto en la Comisión por la Fundación Mis Talentos, pero también están preocupados de este asunto el Arzobispado de Santiago; el Centro de Políticas Comparadas de Educación, de la Universidad Diego Portales; el Centro de Desarrollo de Tecnologías de Inclusión, de la Universidad Católica de Chile; el Colegio Institución Teresiana; Educación 2020; la Fundación Asperger Chile y la Fundación Descúbreme.



Señor Presidente, es fundamental que el Ejecutivo revise esta materia. Porque las matemáticas son simples. Al aumentar la subvención general, restándose esta de la que va dirigida a los niños con necesidades educativas especiales, los colegios que actualmente acogen a estos últimos van a recibir menos dinero para atender alumnos que requieren la mayor atención.



Creo que esto debe ser escuchado, atendido y recogido por el Ejecutivo.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Y qué pasó con la solicitud de abrir la votación, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha pedido la apertura de la votación.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el proyecto inyecta una importantísima cantidad de recursos a nuestra educación, tanto a la municipal como a la particular subvencionada. Si logramos que aquel entre en vigencia -es decir, que sea ley de la República- a partir del próximo 1° de agosto, los dineros involucrados serán prácticamente 395 mil millones de pesos; esto es, 790 millones de dólares, entre los años 2012 y 2014. Se trata, claramente, de una cifra muy significativa.



¿Cómo se desglosan los mejoramientos a la subvención educacional?



En primer lugar, habrá un aumento sustantivo, de 18,5 por ciento, para 305 mil alumnos de los niveles de prekínder y kínder -es decir, lo que llamamos “educación prebásica”-, entendiendo que todo cuanto hagamos por los niños de más corta edad es todavía mucho más importante, porque es ahí donde podemos nivelar las condiciones para que, cuando ellos sean estudiantes de cursos superiores, de enseñanza media o superior, tengan realmente igualdad de oportunidades.



Con el proyecto, la subvención para esos 305 mil alumnos de prekínder y kínder sube de 38 mil 719 pesos, que es la cifra actual, a 45 mil 511.



Lo segundo que efectúa la iniciativa en votación es un incremento relevante a la subvención escolar preferencial para alumnos prioritarios o más vulnerables. Esta subvención beneficia al 40 por ciento más vulnerable de los estudiantes. Durante el 2012, por primera vez la recibirán alumnos de octavo básico, abarcando a 900 mil.



Una vez que la ley entre en vigencia -de ahí la urgencia de aprobar el proyecto-, la subvención escolar preferencial aumentará en los siguientes valores: en quinto y sexto básico, de 21 mil 494 a 32 mil 356 pesos; en séptimo y octavo básico, de 10 mil 862 a 21 mil 494 pesos, y de primero a cuarto medio, de 10 mil 862 a 21 mil 494 pesos, es decir, prácticamente al doble.



La subvención regular -esto es, la subvención general- experimentará un alza de 3,5 por ciento para todos los alumnos regulares del país. Ello, unido al 1,5 por ciento establecido en la ley N° 20.501, de Calidad y Equidad de la Educación, que la elevó en dicho porcentaje, hace que durante el año 2012 la subvención general registre un incremento real de 5 por ciento.



Por lo tanto, señor Presidente, no cabe duda alguna de que este es un proyecto muy importante para aumentar los recursos disponibles en los establecimientos educacionales y, de esa manera, mejorar la calidad de la educación.



Quiero hacerme cargo de parte de la intervención del Senador señor Letelier, quien se refirió a un informe de la Contraloría General de la República, el cual expresa que los municipios habrían hecho un uso indebido de la subvención escolar preferencial. Y es probable que algunos, efectivamente, así lo hicieran y los gastaran en cosas indebidas.



Sin embargo, dado que las instrucciones y los reglamentos no fueron claros, sé positivamente que muchos alcaldes emplearon los dineros para ponerse al día en diversas situaciones de atraso derivadas de la administración de sus establecimientos educacionales. Por ejemplo, pagaron remuneraciones pendientes y asignaciones de distinto orden que se debía a los profesores; también consumos básicos -agua, luz, teléfono-, porque muchas veces, incluso, los colegios estaban amenazados de que se les iba a suspender la energía eléctrica.



Por consiguiente, creo -esta es mi opinión personal- que esos alcaldes emplearon adecuadamente los recursos.



Yo lamento que, en vísperas de las elecciones municipales, esto se esté prestando para denunciar a distintos alcaldes ante los tribunales de justicia como manera de sacarlos de la carrera política en la próxima contienda electoral. Se trata de un fenómeno transversal. Respecto de un alcalde de la Alianza, lo hacen concejales de la Concertación; y frente a uno de la Concertación, probablemente lo llevan a cabo los de la Alianza.



Coincido con lo que señalaba el Senador señor Letelier. Pienso que se trata de un hecho que debemos arreglar. Pero no en todos los casos: el que ha cometido delito, debe ser sancionado. Sin embargo, me parece que la mayoría de los alcaldes actuó de buena fe, conforme a los reglamentos, a las instrucciones que tenía en ese momento.



¡Cómo no van a ser importantes tales recursos para mejorar la calidad de la educación! Porque ese es finalmente su objetivo: mejorar la calidad de la educación y atender de manera preferencial a los alumnos más vulnerables.



¡Cómo no va a ser relevante para una comunidad escolar tener a los profesores con sus rentas, con sus sueldos, con sus distintas asignaciones (de perfeccionamiento, etcétera) y con sus cotizaciones previsionales al día!



Porque, mientras se les esté debiendo a los docentes, a los funcionarios que trabajan al interior de las aulas de los establecimientos educacionales, la verdad es que será bastante difícil hablar de mejorar la calidad de la educación, pues existirá una comunidad tremendamente inquieta por que se debe algo vital: las remuneraciones o las cotizaciones previsionales de los profesores, quienes no pueden enfermarse, ya que no les es posible hacer uso de la licencia médica.



¡Eso no puede ser!



Si los alcaldes usaron dineros de la subvención escolar preferencial para ponerse al día en ese tipo de deudas, no considero que hayan malversado recursos públicos. Los utilizaron en educación, y bien.



Ahora, si alguien, en lugar de a la educación, destinó esos fondos al área de aseo y ornato o a la celebración del aniversario de la comuna, obviamente, obró muy mal y habrá que sancionarlo tanto desde el punto de vista administrativo como del penal.



Eso sí, me parece que debiéramos resolver el problema de todos aquellos alcaldes y administraciones municipales que actuaron de buena fe e invirtieron los recursos en lo que correspondía: la educación de los niños y los jóvenes de nuestro país.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, me parece que este proyecto de ley, que aumenta la subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales, avanza en el sentido deseado. Pero también quiero señalar con total claridad que no me satisface en lo absoluto.



El informe señala que su objetivo es “incrementar la subvención para el primer y el segundo nivel de transición de la educación parvularia, y la subvención escolar preferencial y de concentración por alumnos prioritarios. Además, propone continuar incrementando la subvención general, de manera de avanzar en la meta de duplicar la subvención”.



Pero esa meta es a ocho años plazo.



Asimismo, “busca que los posibles aumentos de subvención que sugiera el Ejecutivo en el futuro se funden en estudios de la realidad y recomendaciones del Consejo Nacional de Educación”.



¿Cuál es el problema que visualizo en todo esto? 



Respecto de la subvención educacional en prekínder y kínder, esta se aumenta en 18,5 por ciento real, porcentaje que, unido al 1,5 por ciento que se estableció en la ley Nº 20.501, suma un 20 por ciento real durante el Gobierno del Presidente Piñera -eso lo aplaudo y lo alabo-, y beneficia a 305 mil alumnos.



Lo anterior me parece muy positivo, particularmente, en lo referido a los preescolares.



Se expresa que el objetivo es aumentar la cobertura de prekínder y kínder, lo cual considero valioso.



Ese incremento significa pasar de 38 mil 719 a 45 mil 511 pesos. Pero remarco mi cuestionamiento, sobre el cual argumentaré al final: ello beneficia a 305 mil alumnos, de un universo de muchos millones.



También se sube la subvención preferencial para alumnos prioritarios. Esta beneficia al 40 por ciento más vulnerable de los estudiantes. Nuevamente, apreciamos que se trata de un porcentaje de alumnos y, en consecuencia, de una parcialidad del sistema educacional.



Se señala que durante 2012 la SEP beneficiará por primera vez a alumnos de 8º básico, y abarcará a 900 mil estudiantes. Lo mismo: se trata de una parte del universo.



Esta subvención tiene un valor desde prekínder a 4º básico, y de dos tercios de este valor para 5º y 6º.



En fin, en todas las cifras observamos que se entrega un beneficio a una parcialidad de los estudiantes.



Dice también el informe que la SEP “Duplica los aportes destinados desde 7º básico a 4º medio. El Gobierno pretende alcanzar una cobertura del 100%” -¿de qué?- “del 60 por ciento más vulnerable al año 2014”.



Aprecio, entonces, un avance lento. Porque, como manifestó un Senador, seguimos adelante con una lógica del salame, con lentitud, siempre discriminando y generando situaciones odiosas, ya que quien dispone de dinero para enfrentar este gasto no tiene ningún problema y el que se encuentra en situación precaria recibe permanentemente ayuda del Estado. ¿Y cuál es el la dificultad que visualizo? Que la clase media siempre “carga el piano”; siempre lleva un peso tremendo; nunca recibe respuestas claras del Estado. Y esta clase media hoy día reclama indignada por sentirse, una vez más, postergada.



Ahora, respecto del aumento de la subvención regular, el informe expresa que sube en 3,5 por ciento para todos los alumnos regulares del país. Ello, unido al 1,5 por ciento establecido en la ley Nº 20.501, implica un 5 por ciento de incremento real durante 2012.


En fin, podríamos seguir detallando lo que se propone, pero quiero ir a lo que quizás constituye el resumen de este proyecto de ley.



Para prekínder y kínder la subvención regular quedaría en 45 mil 511 pesos; para 1º a 6º año básico, en 55 mil 79; para 7º a 8 básico, en 55 mil 255 pesos, y para 1º a 4º medio, en 65 mil 748 pesos.



¿Qué me preocupa? Nosotros sabemos que el estándar de educación que queremos para los niños en Chile tiene un valor muy lejano a la cantidad propuesta y que se aproxima a los 100 mil pesos. Y ocurre que siempre estamos avanzando a paso de tortuga. Por supuesto, yo habría sido partidario de una reforma tributaria destinada a acortar la brecha; a pagar la deuda social; a financiar de, una vez por todas, la educación como corresponde.



¿Por qué argumento lo anterior? Porque, si uno mira lo que quedaría para prekínder y kínder, se observa que a los 45 mil 511 pesos se les sumarían los 37 mil 494 de la subvención escolar preferencial. ¿Qué significa esto? Que se llegaría a un valor de 83 mil 5 pesos.



Entonces, reconocemos que la cantidad se aproxima a los 100 mil pesos a que hice referencia. Pero el punto radica en que esta iniciativa da respuesta solo a una parcialidad de los estudiantes del país.



Entre 1º y 6º básico, si se agregan a los 55 mil 79 pesos los 37 mil 494 pesos de la subvención escolar preferencial, se obtienen 92 mil 573 pesos. ¡Ahí sí que estamos mucho más cerca de los 100 mil pesos que cuesta educar a un niño chileno según el estándar que le quiere dar el Estado!



Sin embargo, reitero que esta iniciativa atiende en concreto solo a una parte de los alumnos. Además, discrimina permanentemente a favor de aquellos que requieren subvención escolar preferencial, es decir, de los más pobres.



¿Y qué pasa, una vez más, con la clase media? Debe buscar educación por otra vía, subvencionando de su bolsillo esta diferencia.



De 1º a 4º medio, se pasa de 65 mil 748 pesos a 87 mil 312. También acá nos vamos aproximando a la cifra de 100 mil. Pero no damos cuenta de la problemática que menciono.



Así se le planteó al titular de Educación.



El punto radica, como se lo mencionamos al Ministro, en que un segmento muy importante de nuestra población: la clase media, gente de trabajo, que se educa fruto de su esfuerzo y que ve en la educación su única instancia de promoción social, no recibe respuesta del Estado.



¿Y qué contestó él? Que, en relación con este asunto, el Ejecutivo reconoce que la clase media ha quedado un tanto rezagada, razón por la que prontamente se enviará a tramitación un proyecto de ley que establezca una nueva subvención escolar de clase media.



Ahí es donde yo veo la dificultad: se aplica la lógica del salame o del paso de tortuga; no se enfrenta de una vez por todas este tremendo desafío y se condena a diversas generaciones a recibir una educación de mala calidad. Porque no se pueden pedir milagros: si le estamos dando 65 mil pesos a un niño y queremos que su estándar educacional sea de 100 mil, ello es imposible. Los profesores no hacen milagros.



Entonces, en esta materia reclamo un esfuerzo mucho más enérgico. 



Además, señor Presidente, quiero señalar una cuestión adicional.



A mi juicio, no se considera que en la educación no todo es dinero. Esa población condenada a vivir en la marginalidad, con una educación marginal, tiene un capital social, humano, cognitivo, institucional, psicosocial deteriorado. Y ello lo vemos en las escuelas municipales que quedan rezagadas en la periferia, en donde solo se educan los más pobres.



Me parece penoso el proceso de segmentación que observo en la educación chilena.



Con todo, por cierto, la iniciativa en comento significa un avance en la línea correcta. Pero digámoslo por su nombre: no constituye un cambio sustantivo en materia de subvención escolar, sino un aporte a un segmento más desposeído, que deja una vez más en el abandono a la clase media.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el turno al Senador señor Bianchi, quien no se encuentra presente.



Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, no pensaba intervenir en este proyecto.



Debo decir que comparto gran parte de las cuestiones que mencionó el Senador Cantero, quien me antecedió en el uso de la palabra.



Básicamente, son tres los aspectos que no me gustan de esta iniciativa.



En primer término, que no haya un cambio del modelo educacional.



Estoy convencido de que no basta simplemente inyectar recursos, lo cual, por cierto, es fundamental. Aquí se ha dicho -y es obvio- que un niño con un capital sociocultural menor, con una madre con bajo nivel de escolaridad, indudablemente requiere más esfuerzo pedagógico, más recursos, para, de alguna manera, emparejarle la cancha. 



Hoy día, en Chile ocurre exactamente al revés: los niños con menos necesidades asisten a establecimientos en donde hay muchos más recursos. Un colegio particular pagado llega a costar 200 mil pesos mensuales; uno particular subvencionado, que puede cobrar 70 mil pesos de subvención y 60 mil de los padres, alcanza a 130 mil, en fin.



Y debemos hacer todo lo contrario, señor Presidente.



Recordemos que esa fue una de las demandas más sentidas del movimiento estudiantil. No solo estuvo en la agenda pública durante un año lo relativo a la educación superior; a la calidad; al financiamiento; a la educación superior pública y el rol de Estado; al lucro, aun cuando el Ministro Beyer dijo que la Comisión investigadora no entregó ningún antecedente nuevo. ¡Qué lástima que no sean nuevos...!



El problema estriba en que, pese a que se trató de una materia central, uno no ve un esfuerzo contundente del Gobierno por generar una gestión distinta de la educación pública.



Los municipios fracasaron en esa tarea, por distintas razones.



Pienso que ellos deberían tener otro giro. Y no siempre tuvieron el de ahora. La atención primaria de salud, la administración y operación de los CESFAM, al igual que el funcionamiento de las escuelas públicas no siempre fueron asunto de responsabilidad de los municipios.



Sin embargo, hasta el minuto -se lo pregunté al Senador Quintana, quien fue Presidente de la Comisión de Educación y puso mucho énfasis en esta materia durante el ejercicio de su cargo-, no hay ninguna iniciativa contundente que apunte en la dirección de mejorar la calidad de la educación, pero fortaleciendo la educación pública, que es fundamental para un país.



Por lo tanto, inyectar recursos por sí mismo no sirve.



En segundo lugar, aquí se ha dicho que los recursos de la subvención especial preferencial se han ocupado en general siempre muy bien, que nunca ha existido mala fe, ni intención de malversar.



Eso contrasta mucho con el informe entregado por la Contraloría, señor Presidente.



En ese documento se menciona a gente de la Concertación, y en su mayoría de la Alianza. Pero da lo mismo que sean personas de la Concertación o de la Alianza: usan mal recursos públicos destinados a mejorar la calidad de la educación, como señaló el Senador Espina.



Ni siquiera voy a citar nombres. Pero no me van a decir que alguien gastó de buena fe recursos para adquisición de materiales de aseo, de cafetería y de oficina; pago de sueldos, y una serie de otras cosas que nada tienen que ver con los objetivos para los cuales fueron otorgados, que están claramente definidos en la ley.



El Senador García señaló que la normativa no es muy clara. Pero la estuve revisando y precisa bastante en qué ámbito se deben ocupar esos dineros.



Entonces, cuando se discutió este tema anteriormente, planteamos que era muy importante transparentar el uso de tales recursos. De manera que efectivamente cumplieran el propósito de mejorar la calidad de la educación, en especial en donde haya niños prioritarios, vulnerables, quienes -como dije antes- requieren más esfuerzo, más fondos.



Por consiguiente, no existe claridad respecto de cómo se usan esos recursos. Y hablamos de platas de todos los chilenos.



En tercer término, aquí se ha preguntado qué pasa en el caso de los niños con necesidades especiales.



La verdad es que yo al menos -es mi convicción, y entiendo que existen muchos estudios e investigaciones sobre el particular- soy partidario de la inclusión y del modelo de la integración. Pienso que no hay nada más valioso que el que un niño con algún tipo de problemas se eduque en un ambiente con menores que no los tengan. Esto es bueno para el niño que presenta dificultades y, también, para aquel sin necesidades especiales, pues de alguna forma crecen y se educan juntos e intercambian experiencias fundamentales para su desarrollo humano. La educación no es solo entregar información y conocimiento.



Por lo tanto, desde esa perspectiva estimo que este proyecto desincentiva el modelo inclusivo y la integración. Porque, finalmente, respecto de los niños que van a colegios normales el sostenedor recibirá menos recursos, pues se descontarán de la subvención general. Es decir, sube la subvención general y baja el aporte por necesidades especiales, a diferencia de lo que ocurre en las escuelas especiales, dirigidas solo a niños con tales requerimientos.



Señor Presidente, esas son las tres razones que quería plantear.



Al final del día, lo más importante -y espero que tanto el Ministro de Educación como el Gobierno lo entiendan- es lograr un gran acuerdo. Si aquí se persigue generar instancias de diálogo, qué mejor que obtener un gran acuerdo nacional por la educación pública chilena.



Lamentablemente, no vemos un esfuerzo del Gobierno en esa dirección.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi, quien acaba de regresar a la Sala.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, seré muy breve, pues ya ha se dicho todo respecto de esta iniciativa.



En definitiva, siento que no estamos escuchando lo que nos dicen desde afuera las organizaciones sociales y los estudiantes. Se vuelve a colocar la discusión de la situación económica por sobre la discusión que quedó perdida: la de la calidad de la educación en nuestro país.



Entonces, quiero expresar que valoro lo realizado por el Presidente del Senado en el sentido de invitar a las corporaciones de educación municipal, a los alcaldes, a la Asociación Chilena de Municipalidades, que, además, deberán señalarnos acá la situación real en que se encuentran.



Hoy día, si no el cien por ciento, al menos el noventa por ciento de las corporaciones están absolutamente quebradas y colapsadas en lo económico. Poseen deudas de arrastre, un endeudamiento imposible de solventar, de superar; se les hacen traspasos permanentes desde los municipios y, aun así, no resulta suficiente. 



Pero ¿sabe qué es lo más grave, señor Presidente? Que el Estado no asume su responsabilidad y no financia el cien por ciento de la educación pública. Y esto debiera ser una materia no municipal, sino estatal. Hay una deuda gigante del Estado en cuanto a su responsabilidad en ese ámbito, que no la ha asumido. 



Sigo sosteniendo que, de una buena vez, debemos avanzar en una línea distinta a la que nos hallamos discutiendo. Aquí no se debate si queremos continuar con la figura de los colegios privados subvencionados o los establecimientos municipalizados. Yo estoy por una educación pública de la cual debe hacerse cargo el Estado de Chile y en contra de esta modalidad especial en que, a través de los municipios, este último no asume la responsabilidad que le compete.



Y existen muchas deudas.



No quiero dejar de señalar -más allá de la calidad y del financiamiento de la educación- que persisten deudas con los profesores. Asimismo, todo lo que se ha dicho acá en cuanto al perfeccionamiento impulsado por el Gobierno es verdad. Y eso se recoge para bien. Se aplaude lo que tienda a mejorar nuestra situación actual en lo que respecta a educación pública o educación privada subvencionada. 



Sin embargo, no estamos resolviendo el tema de fondo. Seguimos dejando pasar una tremenda oportunidad, sin escuchar lo que nos ha venido diciendo el país entero. Desgraciadamente, ni el Ejecutivo ni nosotros hemos sido capaces de abordar este asunto desde lo más profundo, para intentar solucionarlo.



He dicho. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, nadie de la Alianza se puede sorprender por los reparos que distintos Senadores de Oposición le han planteado hoy a este proyecto. Porque la presente iniciativa surge del debate de la Ley de Presupuestos 2012, y, como recordarán los Honorables colegas, en esa oportunidad la Oposición no votó la Partida de Educación. Se pronunció por gran parte del Presupuesto, pero no sobre aquella. Y dijimos claramente que íbamos a permitir que se aprobara con los votos de la Alianza, a los efectos de que esta se hiciera responsable del modelo.



Y tal como lo señalaba recién el Senador Rossi, se destina aquí un monto significativo de recursos: 320 millones de dólares. Por eso, me llama la atención que no se encuentren presentes en la Sala ni el Ministro ni el Subsecretario. No sé si habrá otro proyecto en el presente año -y probablemente en los cuatro años de la actual Administración- que incorpore esa cantidad de dinero a Educación y donde el Gobierno no asista para defenderlo. Porque una cosa es que la iniciativa se discuta sobre tabla, y otra que el Ejecutivo deba estar atento al trámite legislativo que se lleva adelante. Entiendo que para eso son, también, las reuniones de coordinación que realiza.



De verdad, no se comprende aquello.



Además, esta tarde tenemos sesión de la Comisión de Educación y, por lo tanto, el Ministerio del ramo debiese hallarse representado aquí, para emitirnos su opinión y dar respuesta a las muchas inquietudes que han manifestado distintos señores Senadores.



Como digo, tal como lo expresaba el Senador Rossi, aquí se consideran más recursos, pero para un mismo modelo. Este es segregativo, selectivo y donde se entregan dineros por parejo a establecimientos municipales y a aquellos particulares subvencionados que lucran, porque no todos lo hacen. 



Quedó demostrado en el debate que sostuvimos con especialistas de distinto signo hace quince días en la Comisión, que los colegios particulares subvencionados que lucran son los que obtienen más malos resultados. Y en muchos casos, peores que los conseguidos por los municipales. 



Señor Presidente, quiero abordar un tema muy relacionado con la materia que nos ocupa.



Acaba de aparecer la información sobre la matrícula municipal del año 2011, donde esta cae 6,5 por ciento en los establecimientos comunales. En promedio, en los años recién pasados había disminuido 4 por ciento; ahora, 6,5. Muchos dirán que lo anterior se debe a los paros. Probablemente hay una multicausalidad. Porque uno también podría argumentar: “Sí, pero dentro de la movilización estudiantil estaba el plan ‘Salvemos el año escolar’”. Y le advertimos al Ministro Bulnes y, asimismo, al Ministro Beyer que muchos estudiantes iban a salir del sistema. No sabemos, finalmente, adónde fueron a parar. Tal vez, la mayoría de ellos se hallan hoy día no en planteles municipales, sino en colegios subvencionados. 



En concreto: hay un fuerte descenso de la educación municipal, pese a que en 2011 -el famoso proyecto de enero, tras un acuerdo alcanzado en el Congreso Nacional- se explicó que la ley N° 20.501 tenía como objetivo principal evitar la caída de la enseñanza municipal.



Y paros ha habido siempre. Los hubo en los Gobiernos anteriores y los seguirá habiendo en el futuro, sobre todo cuando las clases políticas son bastante renuentes a conversar, a dialogar con el movimiento social, y no sabemos qué está pasando con él. 



Entonces, no puede ser esa la explicación. 



Los noventa mil estudiantes menos, el 6,5 por ciento de caída municipal, forman parte de lo que nosotros le advertimos al Gobierno cuando sostuvimos el presente debate. Yo, concretamente, le dije al Ministro Beyer que no estaba disponible para aprobar un volumen de recursos de tal magnitud con el mismo modelo.



Lo expresaba recién el Honorable señor Cantero, Presidente de la Comisión de Educación: mediante el proyecto en debate no generamos ningún cambio estructural, sino que entregamos plata bajo los mismos conceptos de siempre: voucher, subsidio a la demanda. Pero lo más grave -y varios colegas lo han advertido (el Senador Letelier, por ejemplo)-: tenemos un problema con los particulares subvencionados. Le expresamos al Ministro: “No estamos disponibles para aprobar más recursos si usted no muestra disposición a terminar con el lucro en la educación pública”. 



Existe un proyecto transversal, de distintos señores Senadores (Honorable señora Lily Pérez, el propio Senador Cantero y varios otros colegas), que el Gobierno se resiste a aceptar y asumir.



Entonces, traspasamos 320 millones de dólares bajo la misma lógica: establecimientos subvencionados con ¡exención tributaria! Porque hablamos de eso: el capital lo pone el Estado y, además, reciben ese beneficio. Y algunos sostenedores decían: “Es mentira que la percibimos”. No. Está demostrado y reconocido en la Comisión: ¡exención tributaria, libre de impuesto! Y por si fuera poco, se les permite el financiamiento compartido.



Por eso, valoro una indicación de la Cámara de Diputados que pone cierto límite: ya no hablamos de cuatro unidades de subvención escolar, sino de 80 mil pesos. En algo puede servir, en algo va a limitar. Porque el monto de dinero no es fluctuante. La USE, sí.



Claro que el proyecto presenta aspectos positivos, quién lo puede dudar, pero despierta ciertas interrogantes acerca de cómo le seguimos traspasando recursos a aquellos planteles que, efectivamente, van a lucrar. 



Yo represento a la zona de La Araucanía y allí muchas instituciones vulnerables -colegios rurales, por ejemplo, pero también urbanos- recibirán una subvención que probablemente superará los 90 mil pesos. Y algunos creen que irán íntegramente a la sala de clases. ¡Por favor, no! Si un porcentaje enorme se destina a aspectos administrativos: en algunos casos, con éxito; en otros, no sabemos.



Uno de los aspectos positivos de la iniciativa es que vamos a adelantar en un año la llegada de tales dineros a la enseñanza media. Ahí también hay un proceso que apoyar. No conocemos los resultados ni el éxito de la subvención escolar preferencial -dicho sea de paso, fue una iniciativa de la Presidenta Bachelet-, a la cual ya le fueron incrementados sus montos en 21 por ciento el año recién pasado, mediante la ley N° 20.248. 



Allí, el Gobierno se allanó a aceptar los criterios que le planteamos, porque querían hacer el experimento -en ese momento el titular de la Cartera del ramo era el Ministro Lavín- de entregar los recursos escalonados. Finalmente, se entendió que ello carecía de todo sentido, porque los estudiantes, al interior de la sala de clases, no notan la diferencia.



Señor Presidente, creo que el que nos ocupa es uno de los proyectos que involucran la mayor cantidad de dinero que será entregada en estos años. Sin embargo, aquí no hay nada estructural -lo ha señalado alguien que no pertenece a la Concertación ni a la Oposición: el Senador Cantero-, simplemente se da más plata, pero bajo la misma modalidad. Permite que los que lucran sigan lucrando; que los que seleccionan continúen seleccionando; que los que segregan prosigan segregando.



Aquí no hay ninguna respuesta definitiva, estructural, de fondo. No es la panacea. No se resuelven los grandes problemas de la educación. No nos estamos haciendo cargo, por ejemplo, de la Superintendencia, que compete al área de la educación superior. 



Repito: no nos estamos haciendo cargo del lucro -no hay voluntad para avanzar en ello- ni tampoco del financiamiento de la educación superior, aunque eso va por otra vía. 



Y en todos los temas mencionados hay oídos sordos. El Gobierno no quiere entender lo que significan estas demandas ciudadanas. Hoy, el 80 por ciento de los chilenos quiere terminar con el endeudamiento, poner fin al lucro con recursos públicos.



Entonces, siento que esta era la oportunidad para hacernos cargo de ello.



Termino señalando que, no obstante encontrar muchos aspectos positivos en el proyecto, me voy a abstener. No voté en la Comisión. Efectivamente, hubo unanimidad de los presentes. Yo no me encontraba, al igual que otro Senador. Pero advertí en el debate que no votaría a favor porque no nos hemos hecho cargo -reitero- de temas centrales.



Me refiero a lo concerniente al lucro. Los más felices con esta iniciativa son los establecimientos particulares subvencionados, no cabe ninguna duda. Pero también lo están muchos municipales, como aquí se ha expresado, que han desviado recursos. No estoy hablando de malversación de fondos, sino de desvío de recursos a otras áreas, probablemente también propias de la educación, pero que no son aquellas para las cuales se creó especialmente la ley sobre subvención escolar preferencial.



En consecuencia, me voy a abstener, sin perjuicio de que en la discusión particular podamos subsanar y mejorar algunos aspectos del proyecto. Y ojalá asista el Gobierno. Aquí vemos al Ministro Larroulet, que por lo menos ha llegado a explicarnos algunas de las dudas que han surgido. Nos gustaría -insisto- ver al Ministro de Educación presente en este debate...

El señor PROKURICA.- Se encuentra en la Cámara.

El señor QUINTANA.- Es positivo lo que se plantea. Pero -reitero- no estamos cambiando nada estructural en educación mediante esta iniciativa.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Ministro, estamos en votación, así que lamentablemente no puedo darle la palabra, excepto para rectificar algún error de hecho de los oradores.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, cada vez que escucho este debate me acuerdo de mi abuelita, que era de Talca, y de mi tata, que era de Cauquenes. Cuando ellos veían que las cosas no daban para más decían: “Nos tienen hasta la coronilla”, etcétera.



Y algo así ocurre cuando uno ve estos proyectos. Y no lo enfocaré solo con el Gobierno del Presidente Piñera, sino que voy a recordar cuando en esta Sala estaba la entonces Ministra Yasna Provoste y empezó con esta propuesta. Y planteaba que esto significaba el desarrollo de la educación y que permitiría hacer los cambios que se requerían en materia educacional. Agregaba que el mecanismo iba a apuntar a los más vulnerables, y se establecían una serie de criterios para la distribución de recursos.



Con el tiempo, este sistema se ha ido consolidando.



Señalo lo anterior porque, en definitiva, no hay una decisión política en orden a asumir que la educación no constituye un tema económico. Aquí se habla de porcentajes. Y he escuchado a algunos parlamentarios alegrarse porque se aumenta el 28, el 30, el 40 por ciento, cuando en realidad ese no es el punto. El problema radica en que Chile posee un sistema educacional de tal segregación, de tal inequidad, que hay que efectuar un esfuerzo político. Por eso sostengo que ni siquiera es una crítica al actual Gobierno. Estoy diciendo que se trata de un proceso, que en algún minuto debe tomarse en serio.



Si uno mira las estadísticas, constata que en Chile, entre los cero y seis años de edad, hay 1,5 millones de niños. De estos, solo el 47,8 por ciento, es decir, 746 mil 649 niños, tiene cobertura. Y un 52,2 por ciento, o sea, 813 mil 153 niños, no asiste a un establecimiento. Estoy hablando del nivel preescolar.



Y respecto de esas materias no existe una definición política de fondo, en cuanto a cómo abordamos este tema, cómo el Estado se hace responsable de la necesidad de brindar cobertura y educación de calidad.



Si hablamos de recursos, existen tres sistemas por lo menos en el nivel preescolar: Integra, con una subvención de 108 mil pesos por niño; la JUNJI, con una de 106 mil pesos, y los municipales (VTF), que son los mayoritarios, que reciben una subvención de entre 35 mil y 72 mil pesos por menor. Pero los países con los cuales nosotros siempre queremos compararnos destinan sobre los 150 mil pesos. Por lo tanto, acercándonos o no a los cien mil pesos, lo que es difícil con la cifra propuesta, tampoco estamos cumpliendo el objetivo de hacer los cambios estructurales en materia de educación.



Y para eso hay que tomar una decisión política, es preciso alcanzar un acuerdo político, que nos lleve realmente a transformar la educación a fin de que sea -todos lo queremos en algún minuto- la herramienta del cambio, del desarrollo, de la creación y de la construcción de ciudadanos, no de niños que son educados finalmente para mejorar sus condiciones de vida, sino para ser parte de una sociedad y de una estructura social en la cual exista diversidad.



Estos sistemas también generan lo peor que tiene Chile, que es la segregación. Y eso no lo digo yo, sino las estadísticas. El propio ranquin de la prueba PISA establece que Chile es el país con mayor segregación del mundo.



Entonces, llevamos adelante toda esta discusión, nos decimos unas cosas u otras, pronunciamos estos discursos, pero va a pasar el tiempo y volveremos a debatir lo mismo, pues no se toma el toro por las astas, lo que implica efectuar el cambio estructural que el país necesita para contar con una educación pública, gratuita, de calidad y laica, que es lo que Chile requiere.



Lo anterior no significa no tener educación privada. La idea es que exista, y que ojalá sea de la mejor calidad.



Las estadísticas, también las de la OCDE, para que tengamos claro que la educación municipal y la educación particular subvencionada son de mala calidad, señalan que estos sistemas educativos se encuentran bajo la línea de la media de los países de la OCDE, que es de 500 puntos. La educación municipal y la educación particular subvencionada se encuentran entre 410 y 420. La única que pasa esa línea, con 510 puntos, es la educación privada.



Por lo tanto, los esfuerzos que hoy se hacen, la incorporación de 300 y tantos millones de dólares que se celebra, finalmente no tienen un correlato con la realidad, que es el cambio estructural y de fondo que ha de haber en materia educacional. Y para eso debemos sostener finalmente una discusión de fondo, política.



Alguien recordaba las palabras del Presidente Mujica, de Uruguay, quien se refirió a la importancia de la política, de dialogar, y a las posibilidades ciertas de construir una sociedad distinta, no una en la cual hablamos de porcentajes.



Si pareciera que estuviéramos en un banco, distribuyendo puntos para arriba, puntos para abajo, en circunstancias de que estamos refiriéndonos a niños, a familias, al desarrollo de Chile.



Por eso, si alguien tiene el poder, es el Gobierno, el Presidente. Anteriormente lo tuvimos nosotros, porque -insisto- no estoy olvidándome de lo que hicimos nosotros. Espero que alguien tenga la voluntad y la fuerza política para convencerse y convencer al país, a los Ministros y a quien corresponda de que lo que se requiere es que el Estado se haga cargo de la educación, que existan colegios de calidad en cada comuna de Chile, con las condiciones para que los niños se puedan educar de verdad, para llevar adelante un cambio profundo en la sociedad chilena. En eso nosotros debiéramos ponernos de acuerdo en algún minuto.



La presente propuesta, en la forma como se presenta, finalmente es un parche. Por ello sucede lo que se ha planteado acá, y que se encuentra en la Contraloría General de la República. No se trata de un problema de alcaldes de la Alianza o de la Concertación. Lo que ocurre es que los dineros no se usaron en lo que corresponde. Y del empleo de esos fondos para el mejoramiento de la educación no existe antecedente alguno. Se los pedimos en muchas oportunidades al Ministro -o Ministros- de Educación y al Subsecretario, y hasta hoy no llega la información respecto a qué pasó con los recursos, a si sirvieron o no en materia de calidad, a cuáles son los cambios que realmente se produjeron.



No contamos con una política de Estado en educación.



Por eso resulta importante que este debate se dé, y que se dé con fuerza, con cifras, con la realidad.



Nosotros calculamos que para llevar a cabo efectivamente un cambio, solo en el nivel preescolar se requieren más de 5 mil millones de dólares anuales adicionales, no 300 millones de dólares. Estoy pensando en la cobertura de los 813 mil niños que se encuentra pendiente. Eso significa un tremendo esfuerzo. Y para hacerlo no basta con ingresar pequeñas cantidades: se requieren una definición política, una reforma tributaria cuyo fin sea recaudar, no 700 millones de dólares, sino lo que se necesita.



Lo que nosotros sugerimos no se realiza de la noche a la mañana, señor Presidente.



Cuando decimos “educación preescolar”, por ejemplo, estamos hablando de más o menos 10 años para llegar a la cobertura total. Ello, a fin de dar seriedad a nuestra propuesta.



Por consiguiente, lo que planteamos esta tarde es que de una vez por todas exista voluntad política para efectuar un cambio y no seguir discutiendo pesos más, pesos menos; porcentajes mayores, porcentajes menores, pues la realidad nos demuestra que en general nuestra educación, excepto la privada, es de mala calidad; que, en consecuencia, el futuro de los niños de Chile es asimismo malo, y que nuestro país está segmentado, porque el porvenir de cada cual depende mucho del lugar donde la persona nace, del barrio en que vive, de los amigos que tiene, del colegio al que asiste.



Y es obligación nuestra; es obligación de la política; es obligación de todos -de la Derecha; del Centro; de la Izquierda, o de la Nueva Izquierda (¡para que haya sufrimiento...!),...

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Del bloque...!

El señor GÓMEZ.-... o del Bloque de Izquierda, o del Frente Amplio de Izquierda, o del desarrollo de una Izquierda en serio, o de la Centroizquierda- resolver aquel problema, políticamente y como tarea de Estado. De lo contrario, señor Presidente, nunca lograremos introducir los cambios que Chile necesita.



Por eso, yo señalo con fuerza y con plena convicción (porque los jóvenes que nos escuchan lo saben) que hubo un Presidente que fue capaz de hacer cosas importantes en educación: Pedro Aguirre Cerda.



Termino, pues, recordando sus palabras: ¡Gobernar es educar!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, nada hay más fácil que sostener que la educación debe ser gratuita; los impuestos, altos; los Estados, benefactores.



Pero yo quisiera saber quién se hace responsable cuando las políticas seguidas en esa línea fracasan.



Porque la Concertación estuvo 20 años en el Poder, y durante sus Gobiernos jamás escuché muchas de las ideas surgidas aquí.



Pues bien, cuando uno quiere gobernar sin demagogia y sin populismo, debe marcar el liderazgo que se espera de las autoridades y no prometer ni ofrecer aquello que se sabe que los países no están en condiciones de dar.



Por supuesto, a todos nos gustaría que la educación fuera enteramente gratis. También, que los parlamentarios trabajaran gratuitamente. Asimismo, que la salud y todo lo que se deseara otorgar fueran a gratuidad.



Sin embargo, eso sería de una falta de realismo absoluta.



Entre otras cosas, debido a que los países que han intentado que todo sea gratis han terminado con inflaciones gigantes, con sus economías arruinadas, no por falta de voluntad, sino porque no han tenido cómo financiarlo.



Así, hoy día, quienes propiciaban en Europa el Estado benefactor deben darles explicaciones a las familias de escasos recursos, pues ellas son las que pagan la cuenta cuando las naciones gastan más de lo que tienen.



Yo prefiero, entonces, lo que está haciendo el Gobierno del Presidente Piñera: un cambio estructural y de fondo en el modelo educacional chileno.



Ahora, ese cambio, por supuesto, no será apoyado ni compartido por la Nueva Izquierda ni por los sectores más duros de la Concertación.



Porque lo que haga el Presidente Piñera no se lo van a aceptar, ¡nunca!, aunque propicie las mejores cosas. Y si no votan en contra de estos proyectos, es porque ello sería impresentable.



En efecto, sería impresentable que quisieran echar abajo una iniciativa que aumenta la subvención en kínder y prekínder, que incrementa la subvención escolar preferencial y que eleva la subvención regular.



O sea, no votan a favor por su ánimo de colaborar, sino simplemente porque no tienen alternativa, ya que nadie podría explicar el deseo de que no llegaran más recursos.



Señor Presidente, cuando asumió el actual Gobierno había 90 mil niños, dentro del 60 por ciento de las familias más vulnerables de nuestro país, que no tenían derecho a educaciones escolar y preescolar. Y todos sabemos del valor de ellas, pues son gigantescas las diferencias que se marcan posteriormente entre quien pudo asistir al kínder y al prekínder y quien no.



Pues bien, este Gobierno no solo le dará cobertura en educación preescolar al cien por ciento de los niños que se hallan dentro del 60 por ciento de familias de menos recursos, sino que además va a aumentar la subvención en 20 por ciento, parte de lo cual se está haciendo en el proyecto que nos ocupa esta tarde.



Entonces, tomamos un país donde los referidos 90 mil niños pertenecientes al 60 por ciento más vulnerable no tenían educación preescolar, y vamos a terminar en que todos ellos la recibirán en forma gratuita. 



Por supuesto, lo ideal sería que la totalidad de los niños de nuestro país accedieran gratuitamente a la educación preescolar. Pero eso no es realista, porque ella se financia con recursos públicos, los cuales son limitados, no ilimitados. 



Por otra parte, este Gobierno incrementará de 40 a 60 por ciento la cobertura de la subvención escolar preferencial (la destinada a alumnos pertenecientes a familias de menores ingresos). Y al término de su período, de los 900 mil niños que la reciben, se llegará a un millón 900 mil.



¡Cómo eso no va a ser un cambio gigantesco en materia de entrega de los recursos necesarios para lograr una educación de mejor calidad!



Y no solo aquello, señor Presidente: se duplicará además la subvención regular, pero en un lapso de ocho años (porque habría sido demagógico hablar de cuatro).



Asimismo, se han creado dos motores claves para el desarrollo de la educación escolar.



Al respecto, reconozco la participación que tuvieron parlamentarios de la Concertación -en aquel entonces era Presidente de la Comisión de Educación el Senador Ignacio Walker, quien ejerció liderazgo sobre el particular- que fueron capaces de construir un acuerdo, por supuesto criticado por la Nueva Izquierda (no tengo duda). 



Uno de esos motores fue la creación de la Agencia de Calidad de la Educación -no sé por qué no lo hicieron antes-, que significa la existencia en nuestra institucionalidad de un organismo que se preocupará no solo del financiamiento, sino además de, en una primera etapa, apoyar y asistir a los establecimientos educacionales que no reúnan los estándares de calidad, y si finalmente, a pesar del esfuerzo estatal, no logran elevar su nivel, cerrarlos y trasladar a los estudiantes a otros recintos.



De otra parte, se crea la Superintendencia de Educación, cuyo objeto será fiscalizar los recursos entregados por el Estado. 



Entonces, este Gobierno no solo ha asumido lo concerniente a los dineros de las educaciones preescolar y escolar, sino también el cambio más de fondo realizado en nuestro país en muchas décadas: la fiscalización de los recursos y el control de la calidad de la educación.



El proyecto pertinente -nobleza obliga; y lo señalo a quien desee escucharlo- fue posible gracias al liderazgo que marcó en la Comisión de Educación -probablemente con muchos dolores de cabeza- el Presidente de la Democracia Cristiana. 



Sé que las palabras provenientes de nuestro sector van a incomodarlo dentro de su coalición y de la Izquierda. Pero el hecho cierto es que tuvo liderazgo para sacar adelante una iniciativa que, aunque criticada, será un aporte histórico para Chile. 



Perdónenme, Sus Señorías. Nosotros pasamos, pero en la historia quedará la creación de una Agencia de Calidad de la Educación y de una Superintendencia. 



Las críticas se las lleva el viento, las obras perduran en el tiempo. Y la señalada es una obra concreta para nuestro país. 



Por otro lado, en el ámbito de la educación superior, recibimos el Gobierno con un millón de estudiantes, de los cuales 122 mil tenían becas incompletas. Pero nunca escuché a ninguno de los parlamentarios que ahora critican a la actual Administración señalar lo injusto que era que tal cantidad de alumnos recibiera becas parciales y que el resto debiera rascarse con sus propias uñas y recurrir, sobre la base de un sistema incorporado durante los Regímenes de la Concertación, a créditos con aval del Estado otorgados por bancos a intereses usurarios. 



Ahora el Gobierno aumenta de 122 mil a 400 mil el número de los alumnos que recibirán becas. Y, en cuanto al crédito, se lo quita a los bancos y lo lleva al Estado, con un interés muchísimo más bajo que el que aplicaban aquellos y con una medida contingente: la de que ningún alumno va a pagar más del 10 por ciento de sus ingresos cuando se titule; de manera que el infierno que implica hoy día pagar mes a mes mientras se está estudiando va a terminar.



Por supuesto, eso no se hará en 24 horas. Pero son cambios estructurales que permitirán estudiar con becas reales o con un crédito universitario pagable otorgado al 90 por ciento de los estudiantes. Porque el Estado no tiene por qué financiarle ni la beca ni el crédito al 10 por ciento más rico, que puede recurrir a un préstamo bancario.



Finalmente, se crea la Superintendencia de Educación Superior, también para vigilar que las platas se usen bien.



Ahora, como he dicho en forma reiterada, si alguna universidad lucra indebidamente, se debe juzgar a las personas involucradas, investigar los hechos y, si hay culpables, sancionarlos, sin distinción del color político que puedan tener los dueños de ese establecimiento. Porque la ley debe cumplirse.



Entonces, señor Presidente, creo que este proyecto significa un enorme avance. Y a través de él se cumple la meta del Presidente Piñera de efectuar un cambio estructural en la educación chilena. 



Se requiere, pues, agilizar la tramitación de estas iniciativas y ponerlas en marcha. Y probablemente las próximas generaciones van a reconocer lo que hoy día la Oposición chilena no quiere aceptar: el avance que se está registrando en materia educacional.



Por las razones expuestas, nosotros votaremos a favor de este proyecto, que es bueno para Chile, para los jóvenes y para sus familias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra a la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en primer lugar, me sumo a quienes han lamentado que una materia de esta relevancia se esté debatiendo sin la presencia del Ministro de Educación, del Subsecretario de esta Cartera o de otra autoridad gubernativa.



Se nos dirá que ese Secretario de Estado está en otra actividad, que se halla muy ocupado, no sé. 



Bueno: llegó el Ministro Larroulet, a quien no hemos tenido la oportunidad de escuchar. Pero no vemos a ningún personero de Educación. Y lo deseable es que cuando se discute un proyecto de esta naturaleza se halle presente el Secretario de Estado respectivo.



En segundo término, yo también coincido con quienes señalan que, obviamente, nadie podría decir que no está de acuerdo en incrementar la subvención para la educación preescolar. 



Por cierto, quien puso el tema de fondo, cual es el acceso a la educación parvularia, fue la Presidenta Bachelet (lo señalo a aquellos que quieren olvidarlo). Y al inicio del Gobierno del Presidente Piñera el presupuesto para ese nivel de enseñanza se había reducido -fue una de las grandes críticas que iniciamos- en lugar de aumentar.



Es preciso refrescarle la memoria al estimado colega Espina, porque de repente ella es frágil y las palabras se las lleva el viento.



Pero no solo eso: en algunas cosas que dice, Su Señoría está profundamente equivocado.



Miremos lo que pasa en nuestras Regiones.



Por ejemplo, duele cuando uno ve a estudiantes chilenos que se deben ir a Argentina -en el vecino país la educación pública es gratuita- para ingresar a la universidad, pues, contrariamente a lo que sucede en Chile, allá no se pagan los aranceles más caros del mundo.



Se puede realizar un esfuerzo en aquel sentido, señor Presidente. Uruguay, Argentina y Brasil lo hacen. Nuestro país -¡claro...!-, no.



Pero nada cuesta decir que tenemos una de las economías más sólidas de la región.



Ciertamente, nos alegramos por eso. Y creemos tener bastante que ver en tal logro, pues durante bastante tiempo (gobernamos a lo largo de 20 años) fuimos sumamente responsables y cuidadosos con nuestras finanzas. Nadie puede negarlo.



Hoy día podemos sostener que, afortunadamente, se ha ido generando conciencia a aquel respecto. Pero otra cosa es que nos sintamos orgullosos de un país con tanta desigualdad.



El actual modelo educativo es uno de los más excluyentes y segregadores. Y no solo eso: los especialistas han expresado una y otra vez que ni siquiera está garantizada la calidad de la educación, no solo en varios establecimientos municipales, sino tampoco en los particulares subvencionados.



Uno podría decir que los únicos que tienen garantizada en gran medida educación de calidad son, por supuesto, los planteles privados-privados, porque sabemos de la gran cantidad de recursos que poseen. Y conocemos, también, las otras causas que están detrás de esos estudiantes, las cuales tienen mucho que ver con el tipo de familia a que pertenecen, con su estrato socioeconómico, con el nivel cultural, etcétera, lo que escapa, evidentemente, a la situación de quienes concurren a colegios municipales y particulares subvencionados.



De otro lado, cuando el Senador Espina se refiere a la crisis europea, una vez más le recordamos que ella no se inició precisamente por el Estado de bienestar.



¡Enhorabuena que por muchos años haya habido Gobiernos socialdemócratas que pensaron en la mayoría de la población; fueron capaces de entregar educación y sanidad gratuitas y pensión universal, y formaron sociedades más humanizadas y más solidarias! 



Por cierto, lamentamos cuando existen mercados especulativos; cuando hay burbuja inmobiliaria; cuando la codicia de unos pocos genera crisis de las que no son responsables ni los trabajadores ni necesariamente las políticas implementadas.



Al revés, nosotros podemos afirmar con orgullo y satisfacción que muchas políticas de la socialdemocracia hicieron que las naciones europeas donde se aplicaron fueran de las más solidarias.



Incluso, a raíz de la actual crisis del Viejo Continente, se debió levantar una figura, la del recién elegido Presidente francés, quien empezó a tratar de revertir las cosas para demostrar que no son los trabajadores quienes tienen que pagar por problemas que no provocaron ellos sino otros que especularon y llevaron la situación a los niveles a que se llegó.



Es bueno recordar eso, señor Presidente.



Y también es bueno señalar -volviendo a nuestro país- que, en el sistema mixto que tenemos, no deja de llamar la atención que, por desgracia, no esté garantizada una educación de calidad y que el sistema sea no solo muy segregador y excluyente, sino además curioso. Porque, pese a que el Estado inyecta mucho capital a la educación particular subvencionada, esta no paga impuesto -contrariamente a lo que se ha pretendido hacer creer- y hasta ahora tiene permitido el lucro. 



Esa es la molestia que nos provoca, no el aumento de la subvención, sino, a diferencia de lo que manifestaba el Senador Espina, el que aquí no haya ningún cambio estructural en la educación. 



Se conserva el mismo modelo, al que se le agrega un poco más de recursos. Por tanto, se van a seguir manteniendo ciertas desigualdades. Y hasta el momento no hemos visto la decisión clara de terminar con el lucro en la educación en general y no únicamente en la superior, donde no se está cumpliendo la ley. Y conocemos casos más que emblemáticos, incluido el de la Universidad del Mar, donde se nombró a un Rector -lo conocemos muy bien, pues fue parlamentario y colega de todos nosotros- que debió renunciar cuando llevaba menos de 60 días en el cargo.



Entonces, aparte no cumplirse la ley respecto a la educación superior, no ha habido una voluntad clara para decir: “Terminemos con el lucro”. Y ello significa que los dineros que se entregan desde el Estado, en lugar de reinvertirse para elevar la calidad docente e incluso para mejorar la infraestructura, terminan simplemente permitiendo que se lucre, que se obtenga una ganancia que se retira para invertirla en cualquier cosa ajena a la educación.



Pero se incurre en otra equivocación o falta de memoria, porque la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia nacieron asimismo en el Gobierno de la Presidenta Bachelet. Allí se planteó la necesidad de crear ambas instituciones.



Por lo tanto, no entiendo que se diga que nosotros no nos preocupamos del problema. Sí nos preocupamos. No alcanzamos a terminar esa tarea, lógicamente. Muchas cosas no se van a terminar en la actual Administración. Y nos corresponderá a nosotros, si tenemos la oportunidad de retomar el Gobierno, concluir lo que no se haga.



Es natural que los Gobiernos no alcancen a realizarlo todo, que la obra comenzada por uno la continúe el siguiente. Pero también es natural que se cambie de rumbo cuando se demuestra que algo no está bien.



Hace rato que nosotros hicimos la autocrítica. 



Hace rato que señalamos que no quedamos satisfechos con nuestras políticas educacionales.



Hace mucho rato que expresamos que pudimos haber sido más rigurosos en la fiscalización. 



Y hace bastante rato que dijimos que si no hubiese sido por los estudiantes, quienes al inicio del Gobierno de la Presidenta Bachelet y durante todo el año 2011 se manifestaron en la calle, probablemente no estaríamos dándoles a nuestras palabras la intensidad con que hoy día las pronunciamos en esta Sala. 



Y ellas son necesarias, porque desde hace harto tiempo estamos manifestando que falta una mirada de país para el problema educacional y que ojalá podamos lograr un acuerdo amplio, en el cual de alguna manera todos coincidamos en cierto diagnóstico: el de que la educación, tal como está, segrega, excluye; no permite la integración ni la diversidad, y se traduce en que los niños de los sectores más ricos vayan a clases con los más ricos -a ellos se agregan los sectores medios o los que intentan lograr, con mucho sacrificio, que sus hijos lleguen a la educación particular subvencionada- y en que los más pobres queden en las escuelas municipales. Francamente, ese modelo no es lo que deseamos.



Quisiéramos menos descalificación al observar lo que sucede en los países vecinos y que se aprendiese en términos de concluir: “Qué curioso es que pueda existir una educación pública todavía considerada de calidad, pero, además, gratuita y buena en todos los niveles, y que sean nuestros propios estudiantes los que tengan que trasladarse a ellos por no ser capaces sus familias de financiar los aranceles más caros del mundo, si se consideran con relación al per cápita.”.



Por todas estas razones, señor Presidente, deseo consignar, honestamente, que mi primera intención fue abstenerme de aprobar el proyecto. Sin embargo, voy a acogerlo solo por estimar importante el aumento de la subvención preescolar, pues creo que ahí nace la verdadera diferencia, y tenemos que dar un pequeño salto, al menos, para que ella se incremente y se amplíe la cobertura, con lo cual es imposible no estar de acuerdo.



Pero dejo establecido que mi decisión no obedece a la idea, que algunos sostienen aquí, de que estamos llevando a cabo el gran cambio estructural en la educación. Al contrario. Lamentablemente, el Gobierno ha perdido la oportunidad de realizar una verdadera reforma tributaria que le generara los 4 mil 500 millones de dólares que hubiesen permitido mostrar realmente que ese sector sí importa, antes que entregar, por intermedio de la iniciativa que nos ocupa, 420 millones que no ayudarán en forma suficiente.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.



Como deseo intervenir a continuación, el Senador señor Gómez me reemplazará con la calidad de Presidente accidental, si no hay objeciones.



Acordado.

El señor LARRAÍN.- Me alegro de que presida la nueva Izquierda, cuya característica principal es que gobierna con ideas muy antiguas. Son las ironías de la vida...

El señor PIZARRO.- ¡Esa es una ofensa...!

El señor LARRAÍN.- No, Su Señoría. Es la constatación de un hecho.



Señor Presidente, me parece que hemos mantenido una discusión muy interesante, pero que quizás, por la dinámica del tema educacional entre nosotros, ha ido más allá de lo que el proyecto propone.



En primer lugar, este último tiende a incrementar la subvención para el primero y el segundo niveles de transición de la educación parvularia. Es una muy buena finalidad.



En seguida, se apunta a subir la subvención escolar preferencial y de concentración por alumnos prioritarios. Nadie puede cuestionar que es otro propósito positivo. La primera fue creada durante los Gobiernos de la Concertación.



Además, se continuará elevando la subvención general y se avanzará en la meta de duplicar la subvención, lo que fue un planteamiento de la campaña del actual Presidente de la República. Para este efecto se consideran ocho años.



Finalmente, se busca que los posibles aumentos de subvención que sugiera el Ejecutivo en el futuro se funden en estudios de la realidad y en recomendaciones del Consejo Nacional de Educación.



Todos estos objetivos se lograrán con un incremento de 18,5 por ciento real en la subvención para prekínder y kínder. Si se suma el 1,5 por ciento establecido por la ley sobre calidad y equidad de la educación, se llegará a cerca de un 20 por ciento real en lo que va del actual Gobierno, lo que beneficiará a 305 mil educandos.



El alza en la subvención escolar preferencial para los alumnos prioritarios favorecerá al 40 por ciento más vulnerable y en 2012, por primera vez, a quienes cursan octavo año básico, lo que permitirá alcanzar a una cantidad de 900 mil estudiantes atendidos por esta vía.



En lo fundamental, se elevará en un 50 por ciento la subvención de quinto y sexto básicos, lo que igualará a la de los alumnos de prekínder a cuarto básico, y se duplicarán los aportes que se destinan desde séptimo básico a cuarto medio. Quedarán, en consecuencia, dos niveles: uno desde prekínder a sexto básico, y otro, desde séptimo básico a cuarto medio y que alcanza dos tercios del anterior.



Por último, se anticipará la entrada en vigencia de la educación media al régimen de la subvención escolar preferencial, lo que permitirá a los actuales educandos de octavo básico contar con aportes en el año 2013. 



Estos son los propósitos concretos y específicos que se persiguen.



Evaluada la iniciativa en su mérito, me parece que son pasos positivos, en especial en lo que significa un compromiso de aportar 300 millones de dólares a los niveles preescolar, básico y medio. Lo anterior, fundamentalmente, en lo más grueso, en la subvención para alumnos vulnerables, por intermedio de la subvención preferencial.



Ahora, ¿es esto todo lo que requiere nuestra educación? Por cierto que no. ¿Es esto todo lo que necesitan nuestros alumnos vulnerables para poder mejorar su acceso a ella? Tampoco. ¿Esto resuelve lo que está ocurriendo en el ámbito preescolar? Desde luego, la respuesta es negativa. Falta mucho por avanzar. Pero no por eso podemos desacreditar lo que se está realizando. Más bien, el debate debiera exhibir el sentido positivo de concluir: “Si realmente hemos asumido un compromiso y queremos adelantar más rápido, hagamos un esfuerzo extra”.



En lo personal, he sido de aquellos que creen que para lograr lo anterior no son suficientes los recursos ordinarios que obtiene el país por su crecimiento económico.



Y no soy partidario de las reformas tributarias como concepto, en general, porque si las dificultades se resolvieran simplemente con el aumento de los impuestos, los problemas del mundo se habrían resuelto hace rato. Es preciso subirlos con criterio, con sensatez, para no afectar la economía ni el empleo.



Pero, si se actúa con prudencia, es posible un afán adicional en materias tributarias que beneficie a la educación. Y creo que quizás puede no representar cinco mil millones de dólares, porque eso sería duro para nuestra actividad económica y la inversión, mas sí una cifra cercana a la mitad y muy superior a la que está planteando el Ejecutivo con su reforma, el que está realizando un buen esfuerzo, pero insuficiente, a mi juicio, para lo que queremos.



En consecuencia, separaría el debate. Por una parte, tenemos aquí un proyecto que va avanzando a un cierto ritmo y que, en lo sustantivo, se halla bien orientado, bien focalizado. Pero, desde el punto de vista de los montos que se están asignando, nos parece que eso no basta, al final, si queremos superar con rapidez los problemas de desigualdad social. En efecto, el principal instrumento de quiebre en la materia son precisamente los cambios en la educación, desde la cuna hasta la sepultura: debe ser universal, de calidad, con todos los soportes de subsidio para los sectores de menores ingresos. Siempre hemos pensado que los tres quintiles más bajos lo requerirán así durante mucho tiempo, en tanto que los otros podrán buscar otros mecanismos para mejorar la calidad. Sobre esa base será posible acelerar un proceso que Chile necesita, primero, por razones de mayor igualdad social, y segundo -pero ello no es menor-, porque el futuro pasa por gente bien educada.



Si el país quiere enfrentar niveles de competitividad en lo económico, si desea contar con armonía social y estabilidad política, necesita una inversión mayor en educación. Y por eso es preciso el esfuerzo adicional.



Junto con aprovechar para manifestar, entonces, que estamos dando pasos en tal dirección, insisto, de una manera positiva, en que intentemos realmente llegar ojalá a un acuerdo acerca de lo que tenemos que hacer en estas materias y proveamos de recursos para el cumplimiento de esos objetivos. Mas no por ello desacreditemos los pasos que se van dando en forma correcta, sobre todo si la inversión respectiva potenciará la educación en sectores que lo requieren. La plata no se está botando: se está ocupando en quienes de verdad lo necesitan más.



En virtud de las consideraciones anteriores, señor Presidente, voy a apoyar la iniciativa, sin dejar de recordar la conveniencia de un esfuerzo adicional en educación -repito- y de llevarlo a cabo con recursos frescos que permitan acelerar la reducción de la brecha social, objetivo que se logra solo por la vía de una modificación sustantiva en ese sector. Lo uno no quita lo otro. Pero lo procedente es pensar en ello en términos positivos y no en el tono negativo que he estado percibiendo en las intervenciones.

)-----------------(

El señor LARRAÍN.- Antes de concluir, deseo consignar que el Presidente de la Comisión de Agricultura, mi Honorable colega Coloma, quien me acompaña, me ha pedido que le solicite a la Mesa recabar la autorización para que dicho órgano técnico pueda funcionar en paralelo con la Sala a fin de ocuparse en un proyecto que es realmente de la mayor importancia para el sector de su especialidad, como lo es el que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para tal efecto?



No lo hay.

)-------------------(

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, no podría votar en contra de un proyecto que mejora, tal como lo ha expuesto el Senador señor Hernán Larraín, la ley sobre subvención escolar preferencial, dictada durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet y que costó mucho tiempo aprobar.



Comienzo con esta idea porque, como ya nos conocemos tanto y llevamos muchos años de trabajo parlamentario, creo que no tiene ningún valor el demonizarnos unos a otros. Respecto de ese beneficio, nuestros colegas hoy de Gobierno mantuvieron una posición contraria durante bastante tiempo. Fueron varios los años en que no tuvimos la posibilidad de contar con la mayoría de votos suficientes para aprobar la idea de legislar, a la cual se le encontraban múltiples defectos. Y, en definitiva, lo que se rechazaba era la necesidad de focalizar mayores recursos fiscales en los más débiles, los más desprotegidos, los que necesitan la protección del Estado para poder salir adelante. Me alegro sinceramente de que en el seno de las fuerzas de la Alianza por Chile se modificara ese criterio.



Ahora bien, uno de los oradores que me antecedieron en el uso de la palabra sostuvo que esta es una reforma estructural. En verdad, no es así. Considero que se requiere ser sumamente preciso en ello: se apunta a mejorar las debilidades del sistema educacional, con su actual estructura. Por lo tanto, encuentro por entero legítimo, de parte de los parlamentarios que hoy nos encontramos en la Oposición, manifestar nuestro reparo a tal idea.



Estoy del todo convencido de que aquello que ha entrado definitivamente en agotamiento es la estructura municipal de organización del sistema educacional. Y, en ese sentido, resulta evidente que es algo que no se aborda.



Lo que ha ocurrido con la subvención escolar, en general, y la escolar preferencial, en particular -eso se encuentra en un informe de la Contraloría General de la República relativo a que los municipios utilizan múltiples escapes para la utilización de estos recursos en fines que no son los de la educación-, viene a confirmar claramente que no podemos recurrir a un sistema atomizado y fragmentado en 345 “ministerios de educación”, tantos como las municipalidades existentes.



Este no es solo nuestro punto de vista. Muchos estudiosos comparten el mismo criterio. No existe una columna vertebral que le proporcione organización a la actual estructura. En consecuencia, los esfuerzos tienden a dispersarse y diluirse en 345 impulsos diferentes, los cuales deberían encontrarse articulados de manera descentralizada, pero con una orientación matriz que le diera un sentido de finalidad a la acción del sistema de enseñanza.



Lo entiendo: no se han creado las condiciones políticas para enfrentar el cambio de fondo. Y lamento, sinceramente, que mi esfuerzo para impulsar un diálogo en relación con asuntos de alcance nacional no surtiera efecto y fuese desechado. Porque -seamos claros- acá, en el Congreso, ninguna de las fuerzas existentes cuenta con los quórums necesarios para entrar efectivamente en un cambio estructural. Tal cantidad de votos no la tuvo la Concertación y no la tiene hoy la Alianza por Chile. De hecho, la subvención educacional preferencial debió esperar a un acuerdo político para ser aprobada. Entonces, ¿para qué nos engañamos? Si no media la preeminencia suficiente para imponer la voluntad al otro bloque.



De hecho, advierto que los problemas de conducción política se están agravando. En este momento, el proyecto sobre el ingreso mínimo carece de propuesta. La Cámara de Diputados lo rechazó en general y el Senado tuvo que habilitarlo para que regresara a la otra rama del Congreso, la cual, hoy en la tarde, ha desechado el artículo que establece la cantidad de 193 mil pesos. O sea, la iniciativa volverá a esta Corporación y sobre nosotros va a recaer el cien por ciento de la responsabilidad.



Deseo manifestarle al Ejecutivo por su intermedio, señor Presidente, dado que se encuentra en la Sala el Ministro señor Larroulet, que se dé un tiempo, que piense más en lo que está haciendo.



Un colega de las filas oficialistas me consultó por qué no se da cuenta del oficio que llegó de la Cámara de Diputados, para acelerar el trámite. Quisiera sugerirles a los Senadores de esas bancadas que no se apresuraran; que meditasen en lo que está ocurriendo. La cuestión va más allá del juego entre Gobierno y Oposición. No dejen caer sobre el Senado el cien por ciento de la responsabilidad sin antes considerar lo que harán. Les ruego no forzar el trámite del proyecto sobre el ingreso mínimo ahora que se cayó en particular en la otra rama del Congreso. Una coalición de Gobierno responsable se daría un espacio de tiempo.



Porque está claro que los 193 mil pesos no dan el ancho. Entonces, la ecuación resulta bastante simple: “Como la iniciativa exclusiva le corresponde al Presidente de la República, si no me aprueban la cantidad pueden rechazarla, para que se quede en cero”. De ese modo, se puede seguir desgastando el sistema político y continuar con un ejercicio de “suma cero” en el que el Gobierno y la Oposición se desgastan y los problemas del país no se solucionan. Observo que jugar al equilibrio al borde del abismo, a que “o me aceptan lo que impongo, por ser mía la iniciativa exclusiva, o no hay ley”, está conduciendo al sistema político a una situación francamente delicada.



¡Estimados amigos, esta es una práctica catastrófica!



Por su intermedio, señor Presidente, le solicito sinceramente al Ministro señor Larroulet, en la presente sesión pública, que el Ejecutivo formule una nueva proposición. ¡No le impongamos al Congreso Nacional un resultado de “suma cero”, en el que todos pierden y, al final, el sistema democrático se corroe!



Esta no es la controversia del Ejecutivo con el señor Carlos Larraín, Presidente de Renovación Nacional, sino el problema de que en el Congreso no hay votos suficientes para aprobar la cantidad de 193 mil pesos. 



Entonces, en una posición de realismo mínimo, le pido al Ejecutivo que se dé el tiempo necesario para realizar las consultas de rigor y encontrar la posibilidad de un acuerdo. De lo contrario, todos pierden.



Insisto en mi idea inicial, señor Presidente: no podemos rechazar un proyecto que otorga mayores recursos para educación. Pero ello no constituye un cambio estructural. La mayor parte de estos dineros se fugan hacia las ceremonias de aniversario de los municipios, hacia la contratación de personas que no se justifica, hacia el encubrimiento de funcionarios de otras dependencias municipales a los que se los presenta como si trabajaran en educación.



En definitiva, son más recursos para un sistema estructuralmente agotado. Porque la municipalización es lo que ha conducido a la crisis profunda que hoy día vivimos en la educación en nuestro país.



Y los vuelvo a invitar al diálogo, con el propósito de que podamos encontrar alternativas que sí cuenten con la mayoría necesaria para hacer los cambios estructurales que están pendientes.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor, 7 abstenciones y 1 pareo), y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 2 de agosto, a las 12.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Quintana, Rossi y Tuma.



No votó, por estar pareada, la señora Von Baer.

AUMENTO DE SANCIONES A VEHÍCULOS NO AUTORIZADOS PARA TRANSPORTE PÚBLICO Y DE ESCOLARES

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7815-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 36ª, en 20 de julio de 2011.



Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 3 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son incrementar el monto de las multas que se aplican a quienes prestan servicio de transporte público de pasajeros en vehículos impedidos para ello y evitar el transporte escolar informal en vehículos no habilitados. Para tales efectos, se aumentan las sanciones establecidas en la ley y se faculta a las autoridades fiscalizadoras a retirar de circulación los vehículos que presten el servicio en esas condiciones.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Letelier y Girardi.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión la idea de legislar.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, muy brevemente deseo manifestar que este proyecto -lo vimos en la Comisión de Transportes- busca corregir una serie de irregularidades que se verifican en el transporte de pasajeros, en especial en el de escolares, cuando este se realiza sin los permisos de rigor y sin cumplir con las normas y exigencias correspondientes.



Estamos hablando en realidad de una parte del transporte “pirata” que se desarrolla en muchos lugares de nuestro país, ya sea en sectores urbanos o rurales. Tal actividad ilícita reemplaza, en las horas peak o punta, al servicio formal de transporte público. 



En el caso del transporte escolar ilegal existe la complicación de que se cobra por el servicio, sin que los vehículos estén en el registro respectivo y sin cumplir todas las normas de seguridad.



Tal práctica es bastante más recurrente de lo que se piensa. Y cuando se producen accidentes por esa causa y nadie responde, entonces se genera un gran debate por la falta de fiscalización.



La iniciativa pretende aumentar fuertemente las multas para evitar que los infractores corran el riesgo de incurrir en el ilícito a sabiendas de que las sanciones son muy poco significativas. Ello, porque en los tribunales los jueces aplican la multa más baja, con lo cual no se genera ningún efecto disuasivo en los conductores. Estos saben que están cometiendo una infracción, pero actúan igual: si los sancionan, les sale barato.



Por lo tanto, pido que se apruebe el proyecto en general, tal como lo hizo la Comisión. 



En el trámite siguiente presentaremos indicaciones para mejorar la fiscalización y el control de ese tipo de transporte, que son verdaderos minibuses “piratas”, sin control de ninguna índole, que colocan en riesgo la seguridad de los pasajeros, fundamentalmente la de los escolares.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, el proyecto de ley que nos ocupa, iniciado en mensaje del Poder Ejecutivo y aprobado en forma unánime en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que presido, tiene por objeto elevar los estándares de seguridad en la operación de los vehículos de transporte remunerado de pasajeros y de escolares e incrementar las sanciones vigentes para los conductores que efectúen este tipo de servicios sin contar con las autorizaciones pertinentes o cuyos vehículos no estén inscritos en los registros que habilitan para llevar a cabo tales prestaciones a los usuarios.



Durante el debate en general, recibimos a dirigentes de varias organizaciones de transportistas, quienes estuvieron plenamente de acuerdo en aumentar las sanciones pecuniarias que actualmente se contemplan para este tipo de infracciones, de modo que se produzca una disuasión efectiva en su comisión reiterada, garantizando así la plena seguridad a las personas que hagan uso de esos vehículos. Se trata de evitar, o al menos disminuir, la existencia de los denominados “buses piratas”. 



Los miembros de la Comisión plantearon diversas inquietudes -muy atendibles, por cierto-, como la relativa a la existencia de taxis colectivos que realizan transporte de escolares; lo concerniente a vehículos destinados al transporte de escolares que son contratados para viajes especiales o de carácter interprovincial, e incluso, el caso de algunos conductores que transportan escolares sin que por ello reciban una remuneración, de modo que su actividad no tendría la calidad de transporte remunerado de pasajeros.



Todos esos planteamientos deberán ser abordados durante la discusión en particular, a fin de adoptar las medidas legislativas más adecuadas para solucionar ese tipo de situaciones. 



Lo más importante es que alcanzamos un consenso en la necesidad de legislar sobre la materia, con el objeto de que haya una mayor drasticidad en la fiscalización y sanción a los conductores de vehículos que no cumplan con la obligación de inscribirse en los registros pertinentes ni cuenten con las autorizaciones correspondientes, sanciones que podrían aplicarse, incluso, a sus propietarios.



En ese contexto, pido a los colegas que demos nuestro voto favorable a esta importante iniciativa de ley que nos ha propuesto el Supremo Gobierno y que, por su loable finalidad, debe contar sin lugar a dudas con nuestro incondicional apoyo.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como se ha dicho, este proyecto se origina en un mensaje del Ejecutivo y fue aprobado por unanimidad en la Comisión.



Su propósito es aumentar las multas a quienes presten servicios de transporte público de pasajeros en vehículos no autorizados e impedir el transporte informal de escolares. Además, se faculta a las autoridades fiscalizadoras a retirar de circulación a estos vehículos no habilitados. 



Durante la discusión del proyecto, la Comisión recibió a un amplio número de representantes de organizaciones gremiales del transporte tanto colectivo como escolar. 



De acuerdo con el mensaje, la intención de la iniciativa es bajar el número de accidentes de tránsito, ya que las normas especiales para el transporte de pasajeros y de escolares no son cumplidas por los vehículos clandestinos.



Según el mismo texto, desde el año 2009 se han cursado más de 2.500 infracciones por el ejercicio del servicio de transportes en vehículos no habilitados a tal efecto, conforme a las disposiciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y se han retirado de circulación 1.225 vehículos, lo que da cuenta de la magnitud del problema.



Como solución, se propone establecer una multa de 3 a 15 UTM para los choferes de vehículos no habilitados para efectuar transporte de pasajeros y de escolares, y el decomiso del vehículo mientras se resuelve el proceso, con cargo al infractor por el traslado y almacenaje.



Según el Ministerio de Transportes, en la actualidad se pueden aplicar multas de hasta 10 UTM, pero en los hechos los señores jueces de policía local sancionan con multas de media UTM.



Cabe señalar que las organizaciones gremiales del sector respaldaron la iniciativa. Incluso, sugirieron aumentar las multas.



A mi juicio, este es un muy buen proyecto, que busca evitar el clandestinaje en una actividad tan importante como el transporte público, especialmente de escolares.



Voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Desea hacer uso de la palabra, Senador Coloma?

El señor COLOMA.- Solo quiero pedir que recabe la anuencia de la Sala para que la Comisión de Agricultura sesione en paralelo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Vamos a votar primero, Su Señoría. De lo contrario, nos quedaremos sin quórum.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la idea de legislar (15 votos a favor y 2 pareos) y se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 6 de agosto, a las 12.



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Walker (don Patricio).



No votaron, por estar pareados, la señora Von Baer y el señor Novoa.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito la unanimidad de la Sala respecto de dos asuntos: 



En primer lugar, los Senadores señores Cantero y Gómez piden tratar ahora el proyecto, signado en la tabla de hoy con el número 7, que propone denominar “Aeropuerto Andrés Sabella” al Aeropuerto Nacional Cerro Moreno, ubicado en la ciudad de Antofagasta. 



En segundo término, el Senador Coloma ha solicitado que la Comisión de Agricultura pueda sesionar en forma paralela a la Sala.

El señor PIZARRO.- En ese caso, nos vamos a quedar sin quórum.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se precisa que la autorización a dicho órgano técnico para funcionar opera luego de realizar la votación de la iniciativa aludida.

El señor COLOMA.- No hay problema.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.
El señor ESCALONA (Presidente).- Se entiende, entonces, prorrogado el Orden del Día para tratar el proyecto ya mencionado.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Es para referirse a la materia?

El señor LETELIER.- No, señor Presidente.



Quiero decir algo con relación a estos acuerdos que se están tomando con cierta velocidad.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LETELIER.- Entiendo que los Senadores Cantero y Gómez han pedido que veamos un proyecto que es de su autoría. No tengo dificultad en acceder a ello. 



Mi duda es si se va a abordar la iniciativa signada con el numeral 2. Hubiera correspondido discutirla ahora, pero, dado que se alteró el orden,...

El señor ESCALONA (Presidente).- Es que igual no había tiempo para debatir ese proyecto, Su Señoría. Ya son las 19:30.

El señor LETELIER.- ¿Hay acuerdo para dejarlo en la tabla de la sesión de mañana?

El señor ESCALONA (Presidente).- Así se hará.

El señor LETELIER.- ¿En el primer lugar?

El señor ESCALONA (Presidente).- La Secretaría precisará ese punto para que no haya error.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la unanimidad de los Comités acordaron en sesión de hoy -se dio cuenta de ello-, por una parte, que los dos proyectos relativos a predios rústicos quedaban en el primer y segundo lugar de la tabla de mañana, y por otra, que la iniciativa que obliga a incluir la remuneración denominada “semana corrida” dentro de la base de cálculo del feriado de los trabajadores dependientes, con informe de la Comisión de Trabajo, quedaría en tercer lugar.

El señor LETELIER.- Tal vez los colegas deseen...

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Son muchos los deseos de los señores Senadores, Su Señoría...!



En todo caso, entiendo que esos proyectos son -no quiero emplear el término que siempre alarga su discusión-...

El señor PIZARRO.- ¿De “Fácil Despacho”?

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡No quería usar la expresión, Senador Pizarro...!



Se trata de iniciativas que no ocuparán toda la sesión.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, de todas manera pido que se recabe el acuerdo para que el proyecto que figura con el número 2 en la tabla de hoy quede en el primer lugar del Orden del Día de mañana. 



Correspondía haberlo debatido ahora. La idea es hacer la discusión general para que pueda seguir su trámite.

El señor NOVOA.- No, señor Presidente.



Ya hay un acuerdo unánime de los Comités al respecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- El Honorable señor Novoa no da el acuerdo.



Y le insisto, Senador Letelier: no había posibilidad de tratar la iniciativa a la que se refiere, pues ya había terminado el Orden del Día. 



Solo hubo unanimidad para tratar el proyecto iniciado en moción de los colegas Cantero y Gómez.

El señor LETELIER.- Entiendo.



Estaré encantado de colaborar con los Senadores del norte.

CAMBIO DE NOMBRE DE AEROPUERTO NACIONAL CERRO MORENO POR AEROPUERTO ANDRÉS SABELLA EN ANTOFAGASTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo acordado recién, corresponde ocuparse del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Cantero y Gómez, que propone denominar “Aeropuerto Andrés Sabella” al Aeropuerto Nacional Cerro Moreno, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.  



--Los antecedentes sobre el proyecto (8107-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Cantero y Gómez):


En primer trámite, sesión 83ª, en 21 de diciembre de 2011.


Informe de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es cambiar el nombre del mencionado aeropuerto para rendir homenaje a Andrés Sabella, destacado poeta antofagastino, autor de una vasta obra literaria.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Navarro.



El texto que se propone aprobar se consigna en el informe del referido órgano técnico.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, seré muy breve.



En primer lugar, doy muchas gracias a la Sala por la comprensión.



La verdad es que este proyecto fue aprobado en la Comisión de Educación hace muchas semanas (meses, en realidad). Ahora solicito, en conjunto con el Honorable señor Gómez, que la Sala respalde lo propuesto de forma unánime, como lo hizo el órgano técnico. 



Este es un homenaje al centenario del natalicio de Andrés Sabella, el vate del norte de Chile.



Esperamos el informe de los miembros del gobierno regional, quienes emitieron un pronunciamiento favorable luego de debatir la iniciativa.



Mirados los antecedentes, la Comisión aprobó el proyecto por unanimidad, razón por la cual pedimos a la Sala que le brinde su apoyo en homenaje al centenario del natalicio del gran poeta Andrés Sabella.



He dicho.

El señor GÓMEZ.- Suscribo todo lo que dijo el Honorable señor Cantero.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, quiero argumentar brevemente en la misma línea del Honorable señor Cantero, autor de la moción junto al Senador señor Gómez.



Lo más valorable ha sido el ejercicio de consultar al gobierno regional. Eso es bastante inédito; no se había hecho antes. Se generó un debate muy interesante en la Región de Antofagasta. 



Quiero dejar planteado ese punto porque, probablemente, van a venir otros casos similares. 



Por supuesto, los méritos del poeta Andrés Sabella hablan por sí mismos en la Región.



No es menor el hecho de que los aeropuertos son la puerta de entrada y la cara hacia el mundo. Por tanto, la identidad y los nombres de ellos son algo sumamente relevante. Lo digo a propósito de un debate que se halla bastante clausurado, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado: el de poner el nombre de Pablo Neruda al Aeropuerto Internacional de Santiago. Espero que en algún momento se retome esa discusión para hacer justicia también a nuestro Premio Nobel de Literatura.



Ojalá el Senado dé sus votos para una iniciativa de esa naturaleza.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (15 votos a favor y un pareo), y queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Letelier, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Walker (don Patricio).



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.

El señor ESCALONA (Presidente).- Felicitamos a los Senadores Cantero y Gómez por el avance de su iniciativa.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

MEDIDAS ADOPTADAS EN RELACIÓN CON EL LITIO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Girardi, señora Rincón y señores Cantero y Rossi, sobre el litio.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1472-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 16ª, en 9 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Presidente de la República lo siguiente:



1.- No innovar en el anuncio que hiciera el Gobierno en cuanto a proceder a la licitación de contratos de explotación de litio por la vía administrativa.



2.- Incorporar a la industria nacional a la cadena de valor.



3.- Disponer que se revisen los acuerdos y contratos originales que fueron suscritos entre el Estado y las concesionarias en los que se estipulaba la creación del Instituto del Litio, así como examinar el uso y destino que se ha dado al royalty pagado a CORFO por las empresas concesionarias.

El señor ESCALONA (Presidente).- El Secretario constata que no hay quórum de votación en la Sala.



En consecuencia, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.


PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío anunció el señor Presidente son los siguientes:



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole resolver acerca de MODIFICACIÓN DE REQUISITOS PARA POSTULACIÓN A BECA AYSÉN. Y a los señores Ministro de Educación y Director Nacional de JUNAEB, pidiéndoles dar pronta solución a ACCESO A INTERNET PARA CUMPLIMIENTO DE PROGRAMA “YO ELIJO MI PC” EN ESCUELA DE CALETA ANDRADE, COMUNA DE AYSÉN.



Del señor KUSCHEL:



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, para que informe sobre SOLICITUDES EXISTENTES Y APROBADAS EN COMUNAS DE DÉCIMA REGIÓN EN MATERIA DE BONO POR HIJO Y BONO BODAS DE ORO. Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole REVISIÓN DE DECISIÓN DE CONSTRUIR PUENTE EN PORTALES (comuna de Osorno); planteándole que reconsidere la CONVENIENCIA DE REPOSICIÓN DE RAMPA DE LA VILLA (isla Quenac, comuna de Quinchao), y requiriéndole informar en cuanto a AVANCE EN RAMPA DE CAPILLA ANTIGUA (isla Quenac). A los señores Ministros de Obras Públicas y de Vivienda y Urbanismo, a fin de solicitar EJECUCIÓN DE PROYECTO DE EVACUACIÓN DE AGUAS LLUVIA EN COMUNA DE MAULLÍN. Al señor Ministro de Salud, para que informe sobre FACTIBILIDAD DE IMPLEMENTACIÓN DE ESPECIALIDADES EN HOSPITAL DE CALBUCO Y AVANCE DE PROYECTOS DE BICENTENARIO EN COMUNAS DE DÉCIMA REGIÓN. Y al señor Presidente de BancoEstado, pidiéndole antecedentes en lo referente a estado de avance de SEGUROS DE VIDA PARA PESCADORES ARTESANALES DE REGIÓN DE LOS LAGOS.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole estudio para INSTALACIÓN DE PASARELA PEATONAL DE EMERGENCIA EN SECTOR ALONSO DE RIVERA, COMUNA DE CONCEPCIÓN (Región del Biobío), y recabándole información relativa a PROYECTOS DE PAVIMENTACIÓN PARA TRAMO DESDE ÑIPAS, COMUNA DE RÁNQUIL, A COMUNA DE COELEMU. Al señor Ministro de Salud, con el objeto de solicitarle copia de SUMARIO 474-36-2011 Y DE RESOLUCIÓN EXENTA 4435, DE SEREMI DE ANTOFAGASTA, EN RELACIÓN CON MUERTE DE SEIS TRABAJADORES. Al señor Subsecretario de Pesca, para que remita información concerniente a SISTEMA GUBERNAMENTAL  DE SEGUROS DE VIDA PARA PESCADORES ARTESANALES. Al señor Intendente del Biobío, demandándole antecedentes acerca de PROYECTO DE CONSEJO REGIONAL PARA PASARELA EN SECTOR ALONSO DE RIVERA (CERRO LA PÓLVORA), EN CONCEPCIÓN. Al señor Alcalde de Ránquil, solicitándole datos sobre FISCALIZACIONES TÉCNICAS A PAVIMENTACIÓN DE TRAMOS ENTRE PUENTE AMARILLO Y COELEMU POR EMPRESA CFI NUEVA ALDEA. Y a la señora Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito, pidiéndole información acerca de METODOLOGÍA PARA CÁLCULO DE NÚMERO DE FALLECIDOS EN ACCIDENTES DE TRÁNSITO.
)---------------(



--Se levantó la sesión a las 19:36.

Manuel Ocaña Vergara,










     Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE DEFINE EL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS Y ESTABLECE MEDIDAS DE CONTROL Y SANCIONES PARA QUIENES INCURRAN EN ESTA PRÁCTICA EN LAS FAENAS DE PESCA

(3777-03)


Oficio Nº 10.256


VALPARAÍSO, 5 de julio de 2012


La Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día de hoy, ha tomado conocimiento del rechazo parcial de las enmiendas propuestas por esta Cámara al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca, boletín N° 3777-03.


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los señores Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión  Mixta que debe formarse:


-don Sergio Bobadilla Muñoz.


-don Cristián Campos Jara.


-don Alejandro Santana Tirachini.


-don Jorge Ulloa Aguillón


-don Matías Walker Prieto


*******



Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 699/SEC/12, de 4 de julio de 2012. 


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
2

PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA ESCALA DE SUELDOS BASE FIJADA PARA EL PERSONAL DE LAS MUNICIPALIDADES POR EL ARTÍCULO 23 DEL DECRETO LEY N° 3.551, DE 1980 (8333-06)

                  Oficio Nº 10252   


VALPARAÍSO, 5 de julio de 2012


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8333-06.

                   PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Las municipalidades aumentarán, de conformidad con lo establecido en esta ley, la escala de sueldos bases mensuales, establecida en el artículo 23 del decreto ley N°3.551, de 1981 y sus modificaciones posteriores, para cada uno de los años y en los montos que para cada grado se indican:

	Grados
	Año 2012
	Año 2013
	Año 2014
	Año 2015

	3
	5.483
	4.154 
	3.656 
	             3.323 

	4
	             4.466 
	3.383 
	2.977 
	             2.706 

	5
	             3.960 
	3.000 
	2.640 
	             2.400 

	6
	           14.207 
	10.763 
	9.471 
	             8.610 

	7
	           12.494 
	9.465 
	8.329 
	             7.572 

	8
	           19.060 
	14.439 
	12.707 
	           11.551 

	9
	           19.674 
	14.905 
	13.116 
	           11.924 

	10
	           17.538 
	13.286 
	11.692 
	           10.629 

	11
	           16.260 
	12.319 
	10.840 
	             9.855 

	12
	           15.037 
	11.392 
	10.025 
	             9.113 

	13
	           13.919 
	10.545 
	9.280 
	             8.436 

	14
	           12.869 
	9.749 
	8.579 
	             7.799 

	15
	           11.882 
	9.002 
	7.922 
	             7.201 

	16
	           11.215 
	8.496 
	7.476 
	             6.797 

	17
	           10.301 
	7.804 
	6.868 
	             6.243 

	18
	             9.545 
	7.231 
	6.364 
	             5.785 

	19
	             9.050 
	6.856 
	6.033 
	             5.485 

	20
	             8.478 
	6.423 
	5.652 
	             5.138 


Los montos antes señalados se adicionarán a los sueldos bases mensuales según el siguiente procedimiento: 

i)
A contar del día primero del mes subsiguiente al de publicación de la ley se adicionará al sueldo base vigente el monto indicado en la columna “Año 2012” para cada grado.

ii)
A contar del 1 de enero de 2013, los montos de la columna “Año 2013” serán reajustados en el mismo porcentaje que se reajusten las remuneraciones de los trabajadores del sector público a contar del 1 de diciembre de 2012. El monto resultante se adicionará al sueldo base vigente a contar del mes de enero de 2013.

iii)
A contar del 1 de enero de 2014, los montos de la columna “Año 2014” serán reajustados acumulativamente en los porcentajes de los reajustes de remuneraciones que se hayan otorgado a los trabajadores del sector público a contar del 1 de diciembre de 2012 y 2013.  El monto resultante se adicionará al sueldo base vigente  a contar del mes de enero de 2014.

iv)
A contar del 1 de enero de 2015, los montos de la columna “Año 2015” serán reajustados acumulativamente en los porcentajes de los reajustes generales de remuneraciones del sector público que hubiere correspondido a contar del 1 de diciembre de los años 2012, 2013 y 2014. El monto resultante se adicionará al sueldo base vigente a contar del mes de enero de 2015.

Artículo 2°.- Otórgase un bono no imponible ni tributable, equivalente a la suma de las diferencias mensuales que represente la aplicación del aumento de los sueldos bases para el año 2012 dispuesto en el artículo 1°, en las remuneraciones brutas de carácter permanente del funcionario y el monto efectivamente percibido por los mismos conceptos, en los meses en que hubiere prestado servicios  entre el 1° de enero de 2012 y el mes siguiente a la publicación de la presente ley. Este bono se pagará en una sola cuota, en la misma oportunidad dispuesta en la letra i) del artículo anterior, sólo a quienes se encuentren en funciones a dicha fecha. 

Artículo 3°.- El aumento dispuesto por el artículo 1° de esta ley no afectará la determinación del monto de las asignaciones, otros emolumentos o incrementos que no se calculen en relación al sueldo base de la escala de sueldos del personal municipal, contenida en el artículo 23 del decreto ley N°3551, de 1981. 

Artículo 4º.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley será de cargo exclusivo de los municipios.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, para los efectos de contribuir a su financiamiento, el Fisco aportará a las municipalidades, durante los años 2012 y 2013, la cantidad de $6.000.000.000.- (seis mil millones de pesos), en cada uno de dichos años.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, mediante resolución, que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinará los montos que a cada municipio le corresponda por la aplicación de los artículos 1° y 2° de esta ley. Para estos efectos, dichos municipios deberán acreditar, mediante certificación de los respectivos secretarios municipales, la dotación efectiva de personal, considerando los funcionarios de planta y a contrata y el costo involucrado.

Las municipalidades tendrán que solicitar el aporte fiscal correspondiente al año 2012 dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley. Respecto al aporte fiscal para el año 2013, éste deberá solicitarse dentro del primer trimestre de dicho año. 

Las municipalidades sólo podrán destinar los fondos transferidos en virtud del presente artículo al pago de los aumentos establecidos en los  artículos 1° y 2° de la presente ley.

Artículo segundo.-  Para el cálculo de la bonificación por retiro voluntario que se otorgare durante la aplicación de la presente ley y a que pudiere tener derecho un funcionario municipal perteneciente o asimilado a las plantas de Directivos, Profesionales o Jefaturas, en razón de haber cesado en sus funciones por tener cumplidas determinadas edades y en relación a los años de servicio prestados, se considerará la remuneración que resulte de incluir los aumentos en los sueldos bases que le correspondiere a enero de 2015, de conformidad con la tabla contenida en el artículo 1° de esta ley.

Artículo tercero.- Los funcionarios municipales que se encuentren en la situación prevista en el artículo anterior y que tengan, a lo menos, 10 años de servicio continuos o discontinuos en la administración municipal, tendrán derecho, además, a un bono especial no imponible equivalente a 100 UF, que no constituirá renta para ningún efecto legal, sujeto al cumplimiento de los siguientes requisitos copulativos:

1. Que los funcionarios respectivos estén calificados en lista 1 ó 2, en el momento de la cesación de sus funciones.

2.
Que, además, hayan preparado un informe que contenga la relación de las principales actividades realizadas en el desempeño de sus funciones durante los 12 meses previos a la entrega del informe, indicando el estado en que se encuentren y los principales problemas detectados.

3.
Que, en el mismo documento señalado en el número anterior o en otro específico, elaboren un manual que explique el rol desempeñado, sus relaciones con las diferentes jefaturas y unidades correspondientes, dando cuenta de su experiencia. Dicho documento deberá servir como texto para facilitar la capacitación, formación y orientación de los nuevos funcionarios que pasen a ocupar las vacantes, como antecedente para la realización de reformas o cambios que sea conveniente efectuar para el mejoramiento de la gestión institucional. Especial relevancia deberá darse a los aspectos vinculados a la probidad y transparencia. 

4.
El o los informes con los contenidos señalados en los números 2 y 3 anteriores deberán entregarse, a lo menos, dos meses antes de la cesación de funciones y ser aprobados por el jefe superior respectivo o quien lo  subrogue, dentro de los 30 días siguientes a su recepción. En caso de existir reparos al o los informes, éstos deberán ser notificados al funcionario dentro del mismo plazo. El funcionario contará con los siguientes 30 días para proceder a su corrección y, en caso de no efectuarla oportunamente, perderá el derecho al bono.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo elaborará un formato para el cumplimiento de lo establecido en este artículo, que deberá estar disponible en la página web de esa Subsecretaría para todas las municipalidades.”. 

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.305, SOBRE CONDICIONES DE RETIRO DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS CON BAJAS TASAS DE REEMPLAZO DE SUS PENSIONES, RECONOCE PAGOS Y OTORGA BENEFICIOS
(8059-13)
Oficio Nº 10.248  


VALPARAÍSO, 4 de julio de 2012


Con motivo del Mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8059-13.                                                                                                                                            

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 20.305, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, del siguiente modo:

a) Incorpórase en el artículo 3°, el siguiente inciso final:

“El Jefe superior del servicio o la jefatura máxima que corresponda que no efectúe o efectúe extemporáneamente las gestiones necesarias para que los funcionarios accedan a los beneficios de esta ley, incurrirá en responsabilidad administrativa conforme a las normas generales.”.

b) Reemplázase en el artículo 8°, inciso final, en la segunda oportunidad en que aparece mencionado, el vocablo “siguiente”, por “subsiguiente”.

Artículo 2°.-  Las leyes que se dicten para un determinado sector de la administración pública, referidas a bonificaciones al retiro voluntario, que dispongan plazos especiales de postulación y cesación en el cargo para efectos del bono establecido en la ley N° 20.305, prevalecerán sobre los plazos establecidos en aquélla.

Artículo 3°.- Decláranse bien pagados por el Servicio de Tesorerías los bonos establecidos en la ley N° 20.305 percibidos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2009 y la fecha de publicación de esta ley, por los funcionarios que postularon al beneficio dentro del plazo legal o en los 60 días siguientes, a quienes les fue suspendido el pago del referido bono por no haber acreditado el requisito exigido en el numeral 1 del artículo 2° de dicha ley. 

El Servicio de Tesorerías, en el plazo de 60 días contado desde la publicación de la ley, enviará a los respectivos empleadores un oficio en el que deberá individualizar a las personas que se encuentren en la situación descrita en el inciso anterior. 

El empleador, dentro de los 60 días siguientes a la notificación del oficio señalado en el inciso precedente, deberá certificar el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el inciso primero del presente artículo y dictar el decreto o resolución respectiva. Además, en el mismo plazo, deberá remitir un ejemplar de dicho acto administrativo y de sus antecedentes a la Tesorería General de la República, como asimismo del decreto o resolución respecto del cual se suspendió el beneficio. El bono se devengará a contar de la fecha de suspensión del pago y se pagará a contar del día primero del mes subsiguiente de la resolución o decreto que se dicte de conformidad con la facultad conferida por esta ley.

Artículo 4°.- El Servicio de Tesorerías, en el plazo de 60 días contado desde la publicación de la ley, deberá notificar a los respectivos empleadores de aquellos trabajadores que, habiendo presentado la solicitud para postular al bono establecido por la ley N° 20.305 dentro del plazo legal,  aquél no hubiere dado curso al pago por no haberse acreditado el requisito exigido en el número 1 del artículo 2° de la citada ley. Lo anterior se aplicará a los actos administrativos remitidos por los empleadores entre el 1 de enero de 2009 y la fecha de publicación de esta ley.

Facúltase a los empleadores mencionados en el inciso anterior para que, dentro del plazo de 60 días siguientes a la fecha de la notificación, procedan a dictar la resolución o decreto que conceda el beneficio establecido en la ley N° 20.305, a los trabajadores que se encuentren en la situación descrita en el inciso primero de este artículo. Excepcionalmente esta facultad podrá ser ejercida respecto de aquellos trabajadores que encontrándose en la situación descrita en el inciso primero de este artículo, hubieren postulado con justa causa de error dentro de los 60 días siguientes al vencimiento del plazo legal para presentar la solicitud al bono.

Dentro del plazo señalado en el inciso segundo, el empleador deberá remitir al Servicio de Tesorerías el acto administrativo que otorgue el bono de la ley N° 20.305, de conformidad con lo establecido en esta ley.  Asimismo, deberá adjuntar el acto administrativo respecto del cual no se dio curso al pago y sus antecedentes. 

El bono se devengará a contar del mes subsiguiente a la fecha de presentación de la solicitud de éste y se pagará a contar del día primero del mes subsiguiente de la resolución o decreto que se dicte de conformidad con la facultad conferida por esta ley.

Artículo 5°.- Agrégase al final del inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.041, a continuación del vocablo “fiscal”, la siguiente expresión: “, en especial suspender o rechazar el pago respectivo cuando los antecedentes lo ameriten”.

Artículo 6°.- Los trabajadores señalados en el artículo 1° de la ley N° 20.305, que hubieren obtenido la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que, cumpliendo los requisitos del artículo 12 de la citada ley, no hubiesen presentado la solicitud para acceder al bono dentro del plazo indicado en su inciso segundo, podrán excepcionalmente presentar la solicitud para acceder al bono, a contar de la fecha de vigencia de esta ley. Para ello, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de esta ley, los referidos trabajadores deberán presentar una solicitud ante su ex empleador, quien deberá requerir a la Superintendencia de Pensiones la estimación acerca de la tasa de reemplazo líquida del trabajador, de conformidad con lo señalado en el artículo 3°. Asimismo, el ex empleador verificará el cumplimiento de los demás requisitos legales necesarios para dictar la resolución o decreto que conceda el beneficio.

Facúltase a los empleadores mencionados en el inciso anterior, para que  procedan a dictar la resolución o decreto que conceda el beneficio establecido en la ley N° 20.305, de conformidad con las normas de este artículo, a los trabajadores que se encuentren en la situación descrita en el inciso primero.

El bono se devengará a contar de la fecha del decreto o resolución que se dicte de conformidad con la facultad conferida por esta ley y se pagará a contar del día primero del mes subsiguiente a la fecha de dictación de dicho acto administrativo.

Artículo 7°.- Los trabajadores señalados en el artículo 1° de la ley N° 20.305, que hubiesen obtenido la pensión de vejez del decreto ley N° 3.500, de 1980, por aplicación del artículo 68 bis de dicho decreto ley, y que cumpliendo los requisitos del artículo 13 de la citada ley no hubiesen presentado la solicitud para acceder al bono dentro del plazo indicado en su inciso segundo, podrán excepcionalmente presentar la solicitud para acceder al bono a contar de la fecha de vigencia de este cuerpo legal. Para ello, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de esta ley, los referidos trabajadores deberán presentar una solicitud ante su ex empleador, quien deberá requerir a la Superintendencia de Pensiones la estimación acerca de la tasa de reemplazo líquida del trabajador, de conformidad con lo señalado en el artículo 3° de la ley N° 20.305. Asimismo, el ex empleador verificará el cumplimiento de los demás requisitos legales necesarios para dictar la resolución o decreto que conceda el beneficio.


Facúltase a los empleadores mencionados en el inciso anterior para que  procedan a dictar la resolución o decreto que conceda el beneficio establecido en la ley N° 20.305, de conformidad con las normas de este artículo, a los trabajadores que se encuentren en la situación descrita en el inciso primero.


El bono se devengará a contar de la fecha del decreto o resolución que se dicte de conformidad con la facultad conferida por esta ley y se pagará a contar del día primero del mes subsiguiente a la fecha de dictación de dicho acto administrativo.

Artículo 8°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Fondo Bono Laboral establecido en el artículo 6° de la ley N° 20.305. El aporte fiscal que se establece en la letra c) del citado artículo, en caso de ser requerido, se financiará con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público de la ley de presupuestos.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3º de la ley N° 20.305, los funcionarios que habiendo cesado en funciones con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, que por motivos no imputables a ellos no hubiesen accedido al bono a que se refiere esa norma, que acrediten haber presentado en el plazo legal la solicitud al referido bono, mediante copia timbrada y firmada de la misma, tendrán un nuevo plazo de 90 días, contado desde la fecha de publicación de esta ley, para impetrar el citado beneficio, si cumplen con los demás requisitos legales. En este caso, el respectivo bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente de ocurrido el cese de funciones del trabajador.

Artículo segundo.- Los profesionales de la educación que desde la entrada en vigencia de la presente ley sean beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.501, tendrán un plazo especial de 90 días, contado desde la fecha de término efectivo de la relación laboral con sus respectivos empleadores, para postular al bono establecido en la ley N° 20.305, no siendo aplicables a su respecto los plazos de 12 meses señalados en los artículos 2°, N° 5, y 3°, de la ley N° 20.305. 


El requisito establecido en el numeral 4 del artículo 2° de la ley N° 20.305, respecto de los profesionales de la educación que sean beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.501, se entenderá cumplido para todos los efectos legales.”.
                    Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INCORPORA EN EL ARTÍCULO 78 DE LA LEY N° 18.290, DE TRÁNSITO, REQUISITOS PARA EL USO DE CHALECO REFLECTANTE

(8348-15)


Oficio Nº 10.255    


VALPARAÍSO, 5 de julio de 2012


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8348-15. 

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- En el número 7 del artículo 75 de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, reemplázase el punto y coma (;) por un punto aparte (.) y agrégase el siguiente párrafo segundo:

"Todo conductor de vehículo motorizado deberá disponer de un chaleco reflectante y fluorescente y deberá usarlo al momento de descender del vehículo ante una situación de emergencia. El vehículo deberá además contar con dos triángulos reflectantes y una linterna en el caso que el móvil tenga que forzosamente detenerse en la vía;”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.327, QUE CONTIENE NORMAS PARA LA PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE HECHOS DE VIOLENCIA EN RECINTOS DEPORTIVOS CON OCASIÓN DE ESPECTÁCULOS DE FÚTBOL PROFESIONAL

(4864-29)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de emitir su segundo informe respecto del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Patricio Hales Dib, Carlos Jarpa Webar, Cristián Monckeberg Brunner, Carlos Montes Cisternas y Manuel Rojas Molina, y los ex Diputados señores Sergio Correa De La Cerda, Francisco Chahuán Chahuán, Gonzalo Duarte Leiva, Osvaldo Palma Flores y Roberto Sepúlveda Hermosilla, con urgencia calificada de “Suma”.


A las sesiones en que la Comisión consideró las indicaciones que se formularon a esta iniciativa, concurrieron, además de sus integrantes, el Honorable Diputado señor Matías Walker; el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter; el Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra; y los abogados asesores de las mencionada Secretaría de Estado señores Juan Francisco Galli, y Juan Eduardo Vega.


Participaron, en alguna de sus sesiones, el Presidente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional (ANFP), señor Sergio Jadue, así como directivos y profesionales de esta organización señores Oscar Fuentes, René Rosas, Miguel Cajas y Luis Antonio Varas; el Presidente del Sindicato Interempresas de Futbolistas Profesionales (SIFUP), señor Carlos Soto y los miembros de su directorio señores Sergio Villegas y Julio Pastén; el Presidente de la Sociedad Deportiva “Blanco y Negro S.A” (club de fútbol Colo Colo), señor Carlos Tapia y su Gerente General, señor Álvaro Romero; el Presidente del Club Deportivo Universidad de Chile, señor José Yuraszeck; el Presidente de la Sociedad Deportiva “Cruzados” S.A (club de fútbol Universidad Católica), señor Jaime Estévez y su asesor jurídico señor Reinaldo Núñez.


Asistieron, también, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Juan Ignacio Gómez; los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Marcelo Drago y Jorge Cash; el asesor del Honorable Senador Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola; el asesor del Comité Demócrata Cristiano, señor Mathías Metsen; el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Benjamín Pilasi; el abogado asesor de la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), señor Sebastián Pavlovic; el asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Daniel Montalva y el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.

-.-.-


 Durante el estudio en particular de esta iniciativa, la Comisión tuvo a la vista las proposiciones contenidas en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional que modifica diversos artículos de la ley N° 19.327, de Violencia en los Estadios (Boletines N°s 5.877-07;6.055-25; 6.175-25; 6.205-25; 6.210-25; 7.229-07; 7.251-07; 7.509-07; 7.600-25; 7.603-25; 7.718-25; 7.721-25 y 7.741-25, refundidos), según se da cuenta en un acápite posterior de este informe.


Hacemos presente, asimismo, que no se propuso a la Sala refundir ambas iniciativas por impedirlo, en este trámite constitucional, el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Finalmente, cabe dejar constancia que el día 3 de julio del año en curso, la Sala del Senado abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL Y OPINIÓN DE LA EXCMA CORTE SUPREMA





Hacemos presente que el inciso final del artículo del nuevo artículo 4° es una norma orgánica constitucional y, en consecuencia, debe ser aprobada, según lo prescriben los artículos 77 y 66, inciso tercero, de la Ley Fundamental, por las cuatro séptimas de los señores Senadores en ejercicio.





Hacemos presente que durante el estudio de esta iniciativa se acordó oficiar, en conformidad con lo preceptuado por el artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, a la Excelentísima Corte Suprema para recabar su parecer respecto de la norma del inciso final del nuevo artículo 4°, toda vez que incide en las atribuciones de los tribunales de justicia.





El Máximo Tribunal, mediante oficio N° 55-2012, de 20 de junio de 2012, manifestó su opinión favorable a esta iniciativa, sin perjuicio de hacer una precisión que esta Comisión acogió.

-.-.-

CONSIDERACIONES PRELIMINARES





Hacemos presente que antes de analizar en detalle las indicaciones presentadas, la Comisión, en sesión especialmente convocada al efecto, escuchó los planteamientos del Presidente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional (ANFP); de los Presidentes de las Sociedades Anónimas Deportivas que tiene a su cargo la dirección y administración de los clubes fútbol Universidad de Chile; Universidad Católica y Colo-Colo, y también al señor Presidente del Sindicato Interempresas de Futbolistas Profesionales (SIFUP).





Al comienzo de esta sesión, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, ofreció la palabra al Jefe del Programa Estadio Seguro del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública, señor Cristián Barra, quien, junto con agradecer la invitación cursada, hizo presente que la referida Secretaría de Estado había creado el referido programa para definir las medidas legislativas y administrativas que era indispensable implementar para erradicar los hechos de violencia en los estadios de fútbol. 





Seguidamente, recordó que los países que han logrado superar el problema de la violencia en los estadios han comenzado modificando su legislación, con el fin de combatir los desmanes y actos delictuales que se producen en los espectáculos de fútbol.





En concordancia con lo anterior, afirmó que el Ejecutivo había presentado diversas indicaciones al proyecto de ley en estudio, con el fin de subsanar un conjunto vacíos y problemas que tiene la normativa vigente. Señaló que este estatuto fue diseñado en un contexto muy distinto al que debe enfrentar actualmente la Sociedad, donde la acción de las barras bravas afecta gravemente a quienes acuden a los estadios y causan daños a bienes públicos y privados.





Hoy día, agregó, hay un conjunto importante de conductas ilícitas que no están descritas en la legislación y que, por tanto, es imposible su persecución penal y civil. Para subsanar este vacío, puntualizó, se pretende incorporar en la ley un catálogo de faltas, de manera que quienes incurran en dichas conductas no puedan asistir al estadio durante un determinado plazo.





Sostuvo que las indicaciones presentadas por el Ejecutivo también buscan reforzar las medidas de seguridad y control con que deberán contar los recintos deportivos. A modo de ejemplo, indicó, que ellos deberían disponer de controles de acceso y sistemas de vigilancia para facilitar la labor preventiva que realiza Carabineros de Chile. Añadió que el Gobierno había presentado otras indicaciones para terminar con las barras bravas, ya que sus conductas causan innumerables perjuicios a esta actividad y alejan a las familias de los estadios de futbol.





A continuación, intervino el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, quien ahondó en el sentido de las indicaciones que presentó el Gobierno.





En primer lugar, señaló que ellas se habían formulado para perfeccionar la Moción parlamentaria que dio origen a este proyecto de ley, y que recoge un amplio debate de ideas que efectuó la Comisión de Seguridad Ciudadana de la Cámara de Diputados, con la participación de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional (ANFP), de los clubes de fútbol, de Carabineros de Chile y de otras instancias que estaban involucradas en este problema.





Sobre el particular, agregó que la indicación más relevante era la que incluye en la ley un catálogo de conductas que constituirán faltas. Indicó que actualmente existe una sensación de impunidad, debido a que un considerable número de conductas peligrosas no están sancionadas adecuadamente o no están configuradas como faltas. Esos comportamientos, recordó, no se detienen sólo imponiendo penas privativas de libertad sino que también con multas y con la prohibición de asistir, por un determinado plazo, a espectáculos de fútbol profesional. 





En segundo lugar, el señor Galli manifestó que prevenir los hechos de violencia en los estadios era una responsabilidad compartida entre el Estado y los organizadores de un espectáculo de fútbol profesional. Aseveró que era necesario otorgar más facultades a la autoridad para mantener la seguridad y el orden público en los recintos deportivos y sus inmediaciones.





Profundizando en este punto, sostuvo que era fundamental dotar a los Intendentes de los medios legales que les permitan adoptar acciones preventivas que disminuyan o eliminen los hechos de violencia en los estadios. Lo que el Ejecutivo pretende, continuó, es fortalecer las facultades que tienen las mencionadas autoridades para exigir, a los organizadores de un espectáculo deportivo, medidas seguridad mínimas que permitan prevenir desmanes y delitos en los estadios.





Al precisar dichas medidas, afirmó que era indispensable establecer sistemas de control de acceso a los recintos deportivos para impedir el ingreso a quienes, por resolución judicial, les está prohibido asistir a un estadio de fútbol.





Indicó, además, que con el fin de facilitar la labor del Ministerio Público, se han presentado indicaciones para que todos los estadios cuenten en el futuro con sistema de grabación de imágenes, de tal manera de reunir pruebas suficientes para acreditar la participación de una determinada persona en ciertos delitos o faltas.





En otro orden de materias, puntualizó que actualmente se hace innecesario distinguir entre partidos de alto riesgo de los que no lo son, ya que esa es una situación variable que no se puede prever anticipadamente. Señaló que debería ser el Intendente el que determine cuáles son las medidas mínimas que se deberían adoptar en cada estadio y frente a cada partido, en conformidad a las características del recinto y del encuentro deportivo.





Por otra parte, explicó que el Gobierno propone eliminar de la ley el concepto “barra”, ya que si bien la actual normativa utiliza esta expresión no la define, lo que produce una cierta ambigüedad en torno a su alcance, generando una serie de complicaciones prácticas al momento de distribuir a las personas dentro de un estadio. Lo que el Ejecutivo está haciendo, continuó, es eliminar esta noción y facultar a los organizadores de espectáculos deportivos para que, dependiendo de las características del espectáculo, pueda determinar ciertas zonas cerradas, por ejemplo, los codos de los estadios, donde los hinchas, de uno u otro equipo, puedan congregarse.





Finalmente, explicó que las otras indicaciones presentadas persiguen perfeccionar algunas de las propuestas que formularon diversos parlamentarios durante el estudio de este proyecto de ley.





A continuación, intervino el Presidente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional (ANFP), señor Sergio Jadue, quien luego de agradecer el interés parlamentario por estas materias, señaló que tanto la ANFP como los clubes de fútbol profesional son partidarios de eliminar todo tipo de violencia que pueda empañar el desarrollo normal del fútbol profesional y amateur en nuestro país.





En segundo lugar, puntualizó que tenía una opinión favorable de la iniciativa en estudio, sin perjuicio de lo cual estimaba necesario realizar ciertas precisiones con el fin de mejorar algunas de sus disposiciones.





Asimismo, agradeció públicamente la denuncia que en días pasados había realizado el jugador de fútbol señor Carlos Muñoz y lamentó que se haya rechazado, por inadmisible, la querella que presentó la ANFP. Llamó, en este sentido, a enmendar este vacío legal.





Hizo presente que la ANFP había realizado un conjunto de acciones para combatir los hechos de violencia en los estadios, entre las cuales se encontraban las reuniones de coordinación que había celebrado con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública para clasificar los distintos partidos de fútbol en diferentes categorías, según su mayor o menor convocatoria (tipos A, B y C) y precisar los estadios en que tales encuentros se podrían desarrollar.





Agregó que la ANFP había participado en una Comisión de Seguridad donde trabajó conjuntamente con el mencionado Ministerio y con Carabineros de Chile. Puntualizó que a esas reuniones también concurrieron parlamentarios interesados en buscar una solución a estos problemas. Como consecuencia de esta labor, indicó, se había elaborado el nuevo reglamento de la ley en vigor. Asimismo, explicó que se había solicitado algunos informes en derecho, y se había avanzado en medidas de autorregulación y contratación de seguros para proteger a quienes asisten a los eventos deportivos o a quienes participan en ellos.





Además, señaló, que con el fin de prevenir conductas reñidas con la práctica del deporte, el Tribunal de Disciplina había sancionado a varios clubes por situaciones acaecidas en determinados partidos. Asimismo, el Tribunal de Honor había impuesto algunas penas a dirigentes que vulneraron la normativa vigente. 





Informó que el día 19 de abril de 2012, en el Consejo de Presidentes de la ANFP, haría una propuesta, que esperaba contara con la aprobación de la totalidad de los clubes y que supone una modificación al Reglamento de esta Asociación y al Código de Procedimiento y Penalidades que la rige. En conformidad con ellas, informó, se prohibirá a todo club, director, administrador, representante o funcionario contratado realizar dolosa o negligentemente cualquier contribución pecuniaria o en especies, directa o indirectamente, a los simpatizantes del cualquier institución fútbol profesional.





Connotó que en conformidad con lo dispuesto en la letra a) del artículo 66 bis del mencionado reglamento, el Club infractor perdería 10 puntos de lo acumulado en el campeonato en que participa y que, en caso de que reincida en esas conductas, se le sancionará con el descenso a la categoría inferior en la temporada siguiente a la que cometió la trasgresión.





En este mismo sentido, afirmó que el directivo de un club que participe en calidad de autor, cómplice o encubridor en las conductas ilícitas será inhabilitado por diez años para ser dirigente de un club afiliado a la ANFP o para ejercer cualquier cargo, sea éste remunerado o ad honorem.





 Seguidamente, formuló algunas observaciones a las proposiciones que se han venido planteando con ocasión del estudio de este proyecto de ley.





En primer lugar, se refirió a la idea de contar la presencia de, a lo menos, dos fiscales del Ministerio Público en los partidos de fútbol.





En relación con este asunto, expresó que si bien esta es una medida que permitiría al Ministerio Público apreciar directamente los hechos constitutivos de delitos en una fase investigativa y no sancionatoria, desde el punto de vista del proceso penal resultaría irrelevante, pues Carabineros de Chile, como órgano auxiliar del Ministerio Público, perfectamente puede llevar a cabo esa función de investigación. Agregó que una norma de este tipo sólo se justificaría si sirve para evitar que se cometan delitos.





Seguidamente, se refirió a la posibilidad de establecer una sanción para el caso que una organización deportiva profesional no cumpla con el deber de informar, o entregue antecedentes parciales sobre las actividades de promoción y de apoyo a las barras. En relación con este punto, señaló que no se entendía bien la justificación de esta proposición. En efecto, recordó, los registros contables, por aplicación de la ley N° 20.019, se encuentran bajo la vigilancia de la Superintendencia de Valores y Seguros, la cual, a su vez, en el ejercicio de su rol fiscalizador, actúa coordinadamente con el Instituto Nacional de Deporte. De esta manera, continuó, la autoridad pública tiene acceso a todos los medios necesarios para conocer los antecedentes contables de una organización deportiva profesional.





Asimismo, manifestó que al imponer una obligación de este tipo se parte de un supuesto equivocado, que consiste en suponer que los clubes deportivos estarían financiando a las barras para cometer ilícitos. Sostuvo que este modo de razonar era erróneo pues no existe vinculación necesaria entre el hecho que un hincha cometa un delito en el marco de la Ley de Violencia en los Estadios, con la existencia de financiamiento de la barra como organización comunitaria. Salvo, sostuvo, que a ella se le considere como un tipo de asociación ilícita, situación que supondría la aplicación de otro tipo de figura legal.





Indicó que esa proposición tampoco precisa cuál será el órgano fiscalizador o jurisdiccional competente para aplicar la referida sanción.





En relación con el tema de la responsabilidad de los representantes legales de los clubes que, por negligencia o descuido culpable en el cumplimiento de las obligaciones que impone la ley, contribuyeren o facilitaren la comisión de conductas tipificadas en ella, señaló que la norma propuesta era bastante confusa, ya que contribuir o facilitar la comisión de delitos, implica un grado de participación en éste, lo cual ya se encuentra sancionado y regulado en nuestro ordenamiento jurídico penal.





Añadió que no le parecía conveniente establecer una presunción legal de negligencia o descuido en la hipótesis de que un club permite la entrada de una persona que ha sido condenada previamente, ya que en la actualidad las organizaciones deportivas no tienen la capacidad para individualizar a todos y cada uno de los asistentes a un espectáculo de fútbol profesional. 





En este orden de ideas, precisó que esta obligación se agrava debido a que el control de identidad de los asistentes no puede ser ejercicio por los funcionarios del club, esto es, por aquellos que dependen del representante legal del Club sino por la Policía, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 85 del Código Procesal Penal. 





Seguidamente, se refirió a la eventual responsabilidad solidaria que deberían asumir los clubes por los daños patrimoniales que cometan los integrantes de sus barras con motivo de un espectáculo de fútbol profesional. Sobre este aspecto, indicó, que una norma de esa especie amplía excesivamente el ámbito de la responsabilidad civil, por una interpretación extensiva del inciso primero del artículo 2320 del Código Civil, por cuanto los clubes tendrían un deber de vigilancia sobre sus socios, hinchas y simpatizantes. 





Afirmó que de aprobarse una norma de ese tipo, se establecería un claro ejemplo de responsabilidad objetiva, en la que bastaría acreditar la existencia del ilícito y el daño producido por un barrista, para que la organización deportiva profesional tuviera responsabilidad, situación que le parecía inadecuada e injusta.




A continuación, se refirió a la posibilidad de entregar a la ANFP la facultad de querellarse para perseguir la responsabilidad de quienes cometen ilícitos en los estadios. Expresó que si bien compartía plenamente la idea que la Asociación que él preside cuente con legitimación activa en esta materia, sería adecuado que también los clubes dispusieran de las mismas facultades, debido a que ellos deberían ser los primeros interesados en erradicar a los malos elementos de los estadios.





Asimismo, en cuanto al deber de las organizaciones deportivas de contar con una caución de 2.000.- UF para asegurar la reparación de los daños que se causen a los bienes públicos, manifestó que no se establecía con claridad la entidad encargada de hacer efectiva tal garantía ni un procedimiento preciso para aplicarla. Agregó que la existencia de cauciones no contribuirá a disminuir la comisión de delitos. En la misma idea, puntualizó, la entidad organizadora del espectáculo deportivo no podría asumir esa caución por conductas de terceros, sobre todo si ha aplicado las medidas de seguridad señaladas por la autoridad pública. Señaló que en el evento que esas medidas fueren insuficientes, la responsabilidad no sería del club organizador, sino de aquél que tiene a su cargo el orden público y la seguridad de las personas.





A mayor abundamiento, explicó que una norma de este tipo podría ser utilizada por delincuentes para presionar a los clubes, con el único objeto de perjudicarlos económicamente.





Por todas estas razones, sugirió eliminar esta norma del proyecto, manteniendo las reglas generales, esto es, que sólo se responde cuando se declara judicialmente la responsabilidad del club o la sociedad anónima.





En relación a la definición de lo que ha de entenderse por inmediaciones de un recinto deportivo, puntualizó que no sólo habría que precisar el ámbito espacial de aplicación de esta ley sino que también el temporal, cambiando la frase “antes, durante o después” del inciso 1º del artículo 6º de la siguiente forma: “Esta disposición se aplicará a hechos acaecidos durante un espectáculo de fútbol profesional, y hasta 3 horas antes o 3 horas después del comienzo o término del mismo, considerándose como “inmediaciones”, la distancia …”.





En relación con la norma que establece una limitación al número máximo de entradas que se podrían ofrecer para cada espectáculo deportivo, indicó que ese número está limitado por el aforo físico del recinto, autorizado por la Intendencia Regional, razón por la que, a su juicio, no se justificaría establecer una disposición especial en esta materia.





Seguidamente, y en relación con el listado de “elementos que pudieren, por su naturaleza, dimensiones y características, ser utilizados para provocar lesiones o daños, o alterar la normalidad del evento”, manifestó que sería conveniente elaborar una lista taxativa de los mismos, para darlos a conocer oportunamente al público, con el fin de crear conciencia entre los asistentes de los elementos que nunca pueden ingresar a un estadio. 





En otro orden de materias, se refirió a la posibilidad de imponer a los organizadores de un espectáculo de fútbol profesional el deber de contar con un Jefe de Seguridad y los medios tecnológicos adecuados para vigilar el comportamiento de los hinchas y público que asiste a los estadios. Respecto de este punto, indicó, que si bien  compartía estas ideas no quedaba claro el alcance de la “responsabilidad” del Jefe de Seguridad. Sostuvo que en esta materia el control del orden público recaía, en primer término, en la autoridad pública, tal como lo establece la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.





En este sentido, puntualizó que resultaba muy confuso atribuir “responsabilidad” al Jefe de Seguridad de un organismo privado en la implementación de estas medidas, ya que ella podría, eventualmente, por aplicación del artículo 2320 del Código Civil, extenderse incluso al Club que lo ha contratado. 





En relación con las medidas de seguridad, sostuvo que su implementación debiera corresponder al administrador del estadio y no al organizador del espectáculo deportivo. Aclaró que, en todo caso, los organizadores si podrán hacerse cargo de aquellos implementos de seguridad ocasionales, como, por ejemplo, detectores de metales, siempre que cuente con el respaldo económico para ello. 





Puntualizó que el concepto de “barra” que se proponía era muy amplio y genérico, y podría abarcar, de manera errónea, a socios, hinchas y simpatizantes de un club de fútbol.





Precisó que hoy existe un registro de socios, pero que en el caso de hinchas y simpatizante, la situación es mucho más difícil de controlar ya que esas personas no tienen la voluntad de registrarse. Además, indicó, los simpatizantes son eventuales y acuden en forma esporádica al recinto deportivo.





Agregó que era contradictorio querer separar el actuar de los clubes de las barras e imponer a éstos el deber de realizar un empadronamiento de sus integrantes.





Seguidamente, manifestó que si bien compartía la idea de implementar una medida cautelar que prohíba la asistencia al estadio de los infractores a la ley, ella implicará necesariamente establecer una coordinación con la autoridad facultada para hacer controles de identidad, ya que el club no tiene información acerca de si una persona está o no sujeta a tal medida.





Concluyó su intervención llamando a la Comisión a ponderar con cuidado la regulación de una eventual presunción de responsabilidad de los clubes de fútbol por la no presentación oportuna de los antecedentes que acreditan el número de boletos impresos para un partido de fútbol. En esta materia, sostuvo que si se acepta ese criterio deberían determinarse claramente como se va a dar por acreditada la infracción y los medios de prueba que se utilizarán en este caso. 





Seguidamente, intervino el Presidente de Blanco y Negro S.A, señor Carlos Tapia, quien agradeció la invitación cursada y expresó que el señor Jadue había resumido adecuadamente las principales inquietudes y aspiraciones que los clubes esperan se concreten mediante la modificación de la Ley que sanciona los Actos de Violencia en los Estadios.





Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que deseaba remarcar la importancia de configurar adecuadamente determinados aspectos de la ley.





En  primer lugar, llamó a la Comisión a debatir y precisar que ha de entenderse por “inmediaciones” de un recinto deportivo, tanto en su dimensión física como temporal. Agregó que era muy importante también clarificar, para no tener problemas de constitucionalidad, quien será el responsable de controlar los actos de violencia fuera del estadio. A este respecto, recordó que los clubes de fútbol no tienen competencias para mantener el orden público, tarea que corresponde exclusivamente a las fuerzas de orden y seguridad pública. 





A continuación, señaló que la distinción entre barristas e hinchas o simpatizantes de un club es una división que no se justifica y que termina perjudicando a las organizaciones deportivas profesionales. Estimó que al eliminarse esa diferenciación habría que colocar especial cuidado en las responsabilidades de los clubes y de los dirigentes, ya que ellos no pueden responder por todos los actos de las personas que asisten a un estadio.





Seguidamente, indicó que en los últimos años el club de fútbol Colo Colo había invertido aproximadamente 5 millones de dólares en medidas de seguridad, contando actualmente con sistemas de grabación de imágenes de última generación, lo que ha aumentado la protección de las personas que asisten habitualmente a su estadio.





Puntualizó que había que ponderar con cuidado la posibilidad de imponer la prohibición de ingreso a un estadio. Indicó que la regulación de esta materia debería tener en cuenta las disposiciones que protegen los derechos de los consumidores y las que impiden las discriminaciones arbitrarias.





Valoró, asimismo, que se proponga tipificar en la ley un conjunto de conductas que constituirán faltas y que permitirán expulsar de los estadios a quienes las cometen. 





Recordó a la Comisión que el resguardo del orden público al interior de los estadios y en sus alrededores corresponde a Carabineros de Chile. Los clubes, manifestó, pueden colaborar en esta función, por ejemplo, contratando guardias de seguridad, sin embrago su labor sólo podría consistir en poner a disposición de las fuerzas de orden a quienes cometen un delito o una falta. 





Apoyó, finalmente, la idea de terminar con la distinción legal entre partidos de alto riego de los que no lo son, ya que en la práctica las medidas de seguridad deben implementarse para todos los encuentros deportivos.





Seguidamente, intervino el Presidente del Club Deportivo de la Universidad de Chile, señor José Yuraszeck quien agradeció la invitación recibida e hizo presente que compartía las observaciones que precedentemente había manifestado el Presidente de la ANFP.





Recordó que el noventa y nueve por ciento de las personas que asiste a un estadio son pacíficas, no crean disturbios y sólo quieren apoyar a club de fútbol del cual son hinchas. Sólo un grupo muy reducido de individuos, como ocurrió en las marchas estudiantiles del año pasado, son los que provocan desmanes.





Por lo anterior, consideró que al legislar en esta materia había que tener claro que se están elaborando normas para controlar a grupos pequeños de personas que pueden provocar grandes daños a los espectáculos deportivos.





Los clubes, añadió, no quieren violencia en los estadios, sólo desean que las familias vuelvan a los recintos deportivos, que pasen un momento agradable de esparcimiento y en que todos puedan expresar, sanamente, sus preferencias por uno u otro equipo de fútbol.





Hizo presente que para los clubes era muy difícil impedir la entrada de personas a los estadios, aunque ya existe la tecnología que permitiría identificar a quienes asisten a un encuentro deportivo. Manifestó que en el caso del club que representa, probablemente durante el segundo semestre del presente año, se implementarán las medidas que permitirán identificar a todos quienes lleguen al estadio. En todo caso, precisó que los clubes no tienen facultades para impedir la entrada al estadio, tarea que debiera asumir la autoridad policial.





Llamó a la Comisión a regular con cuidado el tema de la responsabilidad de los directivos y accionistas de un club por los actos de violencia que se cometen en un estadio. Explicó que en el caso del club que el representa, la propia Universidad de Chile es uno de sus accionista, razón por la que cabría preguntarse por qué la Universidad tendría que responder por actos de personas con los cuales el club no tiene ninguna relación.





Al finalizar su intervención pidió a la Comisión definir claramente si las barras seguirían teniendo reconocimiento legal. Señaló que si se aceptaba la indicación del Ejecutivo debería eliminarse toda mención a ellas en la ley. Concluyó señalando que quienes dirigen los clubes deben saber con claridad cuáles serán las normas que deberán cumplir y la responsabilidad a la que quedarán sujetos.





A continuación, intervino el Presidente del Club Deportivo de la Universidad Católica, señor Jaime Estévez, quien agradeció la oportunidad de encontrarse nuevamente en el Senado y presentar su punto de vista sobre este asunto. Agregó que la Comisión tenía la oportunidad histórica de hacer una legislación que ayudara a subsanar los problemas de violencia que se producen en los estadios.





Recordó que hace aproximadamente veinte años atrás, junto con los entonces Diputados señores Pizarro y Espina, participó en la redacción de la ley vigente, la que había quedado en parte superada por la expansión del fenómeno de las barras bravas, que otras legislaciones han sabido combatir y poner coto antes que produzcan mayores daños.





En tal sentido, remarcó, hay dos ideas que debiera tener presente la Comisión al legislar sobre este asunto. Primero establecer los incentivos correctos y, seguidamente, configurar un conjunto de preceptos que, de manera coherente y sistemática, enfrenten los problemas que estamos tratando de subsanar.





Al describir situaciones en que, a su juicio, los incentivos están mal diseñados, señaló, a modo de ejemplo, que si un club importante va a jugar de visita a una Región o a un estadio que no sea el propio, muchas veces se encuentra con situaciones que no controlan, como por ejemplo, el número de entradas que se vendieron o las medidas de seguridad que se adoptaron. Agregó que en repetidas ocasiones el club local es el principal interesado en vender un elevado número de entradas, con lo cual se producen aglomeraciones de hinchas que luego desembocan en desordenes o conflictos. Si esas personas son hinchas del club visitante, esta organización deportiva debe responder por los daños, a pesar que no tuvo ninguna injerencia ni en la venta de entradas, ni en la organización del partido o en las medidas de seguridad que se adoptaron.





Asimismo, señaló que si un señor lanza una bengala en el estadio se termina suspendiendo todo el partido, perjudicando al club, a los jugadores y a quienes quieren asistir tranquilamente al estadio. Agregó que esas prácticas constituyen formas de extorsión que hay que erradicar del fútbol. Lo correcto en estos casos, apuntó, sería desalojar a la parte del estadio donde se generó el desorden y no castigar al resto de los asistentes.





Puntualizó que si se quería hacer responsables a los dirigentes por actos de terceros, ello supondría entregarles facultades policiales que actualmente no tienen y que no les corresponde ejercer. En todo caso, precisó que los dirigentes sí deberían responder cuando dan financiamiento o apoya a grupos que generan desmanes o desórdenes.





Igualmente, consideró importante avanzar no sólo en las modificaciones legales sino que también en la reglamentación interna de la ANFP.





Seguidamente, conminó a la Comisión a definir claramente si se le dará reconocimiento legal a la barras. A su juicio, lo más coherente sería que no lo tuvieran. En efecto, si ellas existen hay que empadronar a sus miembros y para lograr ese objetivo hay que dar incentivos (por ejemplo venderles entradas rebajas). Además hay que definir un área específica del estadio donde sólo los empadronados pueden asistir, con lo cual se termina favoreciendo su funcionamiento.





Consideró que las normas que se aprueben deben ser coherentes con las decisiones que se adoptan. Si se determina que no habrá barras entonces se debería prohibir los bombos y los lienzos en el estadio.





Afirmó que le parecían adecuadas las normas que prohíben la relación de los dirigentes con los barristas de los clubes. En todo caso, recordó que muchas veces no sólo los dirigentes de los clubes y los accionistas ayudan o financian a los barristas si no que también connotados parlamentarios, periodistas y empresarios. Esta es un área, agregó, sobre el que hay que reflexionar si se quiere definir claramente las responsabilidades en este asunto.





A continuación, llamó a la Comisión a determinar quién controla a los que cometen actos de violencia en un estadio o sus inmediaciones. Señaló que las normas vigentes eran confusas ya que se hace la ficción de que dentro del recinto los guardias privados deberían controlar los desordenes, lo que es irreal debido a que ellos no pueden actuar. A los clubes se les pide, dependiendo de la complejidad del partido, 50, 100 ó 200 guardias, y no hay problema en tenerlos, pero no pueden actuar, no pueden enfrentarse a un barrista, aunque éste lo ataque con violencia, ya que se arriesga a ser demandado. Por otra parte, no tienen, como la policía, atribuciones para detenerlo y conducirlo fuera del estadio. Por otra parte, agregó, los clubes tampoco pueden prohibir que una persona que compró una entrada ingrese a un estadio, ya que si lo hace será demandado en virtud de lo que dispone la Ley de Protección del Consumidor.





Sostuvo, asimismo, que el control de la seguridad al interior de los estadios es una labor que corresponde a organismos públicos, como son las Intendencias, las Gobernaciones, las policías, entidades que por mandato legal tienen competencia abocarse a estas materias. Lo que se tendría que complementar, añadió, es cómo los clubes pueden cooperar con la acción policial. Por ejemplo, si los guardias privados tendrán o no atribuciones para detener personas o retenerlas, mientras llega la policía; si se puede retirar del estadio a una persona que comete desórdenes, etc.





Finalmente, se refirió a la actuación de grupos delictuales organizados al interior de los estadios. Recordó que hay situaciones de bandas que trafican drogas o cometen otros ilícitos que requieren la aplicación de medidas que superan el marco de esta normativa. Este tipo de delitos, puntualizó, no se van a solucionar con las normas de esta ley sino que requieren que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y las autoridades policiales los persigan por otras vías legales. 





A continuación, intervino el Presidente del Sindicato Interempresas de Futbolistas Profesionales, señor Carlos Soto, quien luego de agradecer la invitación inició su intervención señalando que el fútbol se había convertido en una de las actividades sociales con mayor arraigo popular y con gran capacidad de movilización y convocatoria en el país, transformándose, por esta vía, en un elemento que, si está bien estructurado, puede ayudar al proceso formativo y educativo de la población.





La práctica de ese deporte, añadió, ayuda al mantenimiento de la salud y, en consecuencia, es un factor corrector de desequilibrios sociales, contribuyendo al desarrollo de la igualdad entre los ciudadanos; creando hábitos favorecedores de la inserción social y fomenta la solidaridad entre quienes forman parte de un equipo.





Recordó que hace diez años se desarrolló por primera vez en Chile el seminario sobre violencia en los estadios y sobre sociedades anónimas deportivas, en el que expusieron algunos de los Senadores presentes en esta sesión y donde quedó la sensación de que creando sociedades anónimas profesionales se acabaría la violencia en los estadios. Hizo presente que en estos últimos años se había avanzado mucho en la profesionalización del fútbol pero que la violencia perduraba y crecía.





Señaló que en dicho seminario la organización que él representa dijo que la violencia en los estadios era un proceso que si no se le ponía atajo crecería exponencialmente y que sería muy difícil de controlar posteriormente. Agregó que el tiempo les había dado la razón ya que las barras bravas tienen un enorme poder que ha dañado al fútbol.





Seguidamente, valoró que hubieran llegado más profesionales a la administración de los clubes de fútbol, ya que ello ha redundado en una mejor gestión de los mismos. Consideró importante recordar que muchos futbolistas se encontraban en el pasado con remuneraciones impagas, con un fútbol completamente desvalorizado y sin trascendencia internacional. Hoy, sostuvo, se está en un momento crucial para adoptar nuevas medidas destinadas a mejorar esta actividad.





El año 2005, continuó, se promulgó la Ley de Sociedades Anónimas Deportivas; el año 2006 apareció la red de estadios; el año 2007 se promulgó el estatuto laboral para todos los trabajadores de la actividad, y sin embargo, en el año 2012, aún perdura el problema de la violencia de las barras bravas.





Señaló que esta ley no sólo debiera preocuparse de regular las medidas para terminar con la violencia al interior de los estadios sino que también debería considerar todas aquellas medidas que den una mayor seguridad a quienes asisten a un espectáculo de futbol y así prevenir las consecuencias que se derivan, por ejemplo de un terremoto.





A continuación, se refirió a la calidad de los servicios que reciben quienes asisten a un espectáculo de fútbol. Recordó que las personas pagan por este espectáculo por lo que no es razonable que ingresen estresadas o agobiadas a un estadio porque no existen las normas de seguridad o resguardo para asistir de manera tranquila y pacífica a un recinto deportivo. En ese sentido, agregó, los clubes tienen una gran responsabilidad en evitar que estos problemas perduren. 





Manifestó que no se podía esperar que ocurriese un hecho grave para perfeccionar la seguridad en los estadios. Expresó que había que mejorar los accesos y las vías de evacuación de los recintos deportivos, sin perjuicio de adoptar otras medidas que facilitasen el ingreso de carros de bombas y ambulancias a los estadios. Sostuvo que lo anterior era parte de los servicios que debían garantizar los organizadores de un espectáculo de fútbol.





Respecto a la calificación del riesgo de los partidos, indicó que no sólo debería tenerse en cuenta el número de hinchas que va a los estadios, ya que hay otros hechos, como el cambio de entrenador de un equipo a otro, como sucedió en días previos a un partido entre Colo Colo y O’Higgins, que pueden transformar a ese encuentro en un partidos de alto riesgo.





Valoró, asimismo, que los estadios cuenten con jefes de seguridad y medios de grabación de imágenes dentro y fuera del recinto deportivo, ya que por esta vía se podría sancionar a los verdaderos responsables de los desmanes.





Consideró importante definir claramente que se entenderá por inmediaciones de un recinto deportivo y las medidas que se impondrán para garantizar que las entradas no serán falsificadas.





Sobre la responsabilidad penal de los dirigentes de los clubes por hechos delictuales que ocurren con ocasión de un partido de fútbol, consideró que ella sólo debiera exigirse respecto de quienes no cumplen con las normas que establece la ley o la autoridad. Precisó que si esas medidas fueron sobrepasadas por hechos ajenos a su voluntad, no debería haber responsabilidad.





Señaló que también debía sancionarse el ingreso de personas no autorizadas al campo de juego, ya que ellas pueden colocar en riesgo la integridad física de un futbolista, como pasó cuando en Argentina el club River Plate descendió a segunda división. 





Posteriormente, dijo que no era partidario de actos de discriminación como las que se presentaron en un partido entre Colo Colo y la Universidad Católica, donde a muchos hinchas no se les permitió acercarse al estadio e incluso se les bajó de buses sólo por llevar la camiseta de Colo Colo.





Asimismo, señaló que no sólo Carabineros de Chile sino que también la Policía de Investigaciones debería participar en el control de identidad. Manifestó que respaldaba la aplicación de la pena que consiste en prohibir el ingreso a los estadios de las personas que resulten condenadas. Asimismo, propuso que los menores de edad infractores de la ley se presenten en las comisarías “en compañía del padre tutor o guardador”, para que los adultos se hagan responsables de los actos de sus hijos.





Igualmente, señaló que debería prohibirse no sólo la venta de alcoholes en los estadios sino que también las degustaciones y los regalos de licores dentro del recinto deportivo o sus inmediaciones. 





 Agregó que la violencia en los estadios también puede ser estimulada por quienes practican este deporte. Así, si los entrenadores permiten que barristas hagan arengas y que futbolista pisen la bandera del equipo rival, se crea inmediatamente un clima de violencia inaceptable. Aclaró que las barras, el hincha, el simpatizante siempre ha sido parte del fútbol, pero otra cosa es incentivar a que saquen un dirigente o a un entrenador.





Señaló que los futbolistas y la organización que él preside están a favor de la modernización de esta actividad y por eso han presentado proyectos al Gobierno para fortalecerla.





Finalmente, plateó dos propuestas adicionales. Recordó que las barras han sido siempre parte del fútbol por lo que no se pueden eliminar, lo que necesitan, puntualizó, es que ellas sean encauzadas para mejorar el espectáculo. Agregó que un bombo o un lienzo más en el estadio no son responsables de lo que está pasando. También, señaló que compartía la idea de expulsar del estadio sólo a quienes cometían los desmanes y no decretar la suspensión de un partido por la acción de unos pocos.





Valoró, asimismo, la experiencia española para controlar los actos de violencia en los estadios. Señaló que la Ley del Deporte de España prevé una estructura democrática para enfrentar estos problemas. En ese país, manifestó, existe una comisión en la que participan los administradores del Estado, los representantes de las Federaciones, las asociaciones y las ligas de fútbol, los clubes profesionales, las asociaciones de futbolistas, quienes deben elaborar informes y proponer, luego de una deliberación amplia, medidas que todos se comprometen a cumplir.





Por último, volvió a agradecer la invitación formulada y afirmó que su organización estaba comprometida en la labor de mejorar la práctica del fútbol en nuestro país.





A continuación, intervino el Honorable Senador señor Alberto Espina, quien felicitó a quienes le habían antecedido en el uso de la palabra. Valoró especialmente el coraje que habían tenido para enfrentar un tema que trae, en lo personal, muchos sinsabores y amenazas de grupos violentos.





Felicitó, además, al señor Cristián Barra, quien también había sido víctima de ataques brutales, por su valentía y decisión para enfrentar el tema de la violencia en los estadios y por buscar soluciones que permitan que las familias vuelvan a los espectáculos de fútbol profesional.





Seguidamente, manifestó que muchas veces los problemas no se generaban porque las leyes estuvieren mal concebidas sino porque la autoridad llamada a aplicarla no tenía la voluntad política de implementar las medidas requeridas. Sostuvo que si ellas se hubieran adoptado en anteriores Administraciones probablemente no estaríamos sufriendo las consecuencias que ahora todos observamos y que empañan los encuentros de fútbol profesional.





En relación con el actuar de las barras, recordó que ellas surgieron en los años noventa del siglo pasado como una manifestación de un fenómeno social. Ellas se veían como una expresión de grupos que, en forma apasionada y entusiasta, alentaba a su club. Sin embargo, con el paso del tiempo y dado que no se adoptaron las medidas oportunas, este fenómeno fue atrapado por grupos violentistas que distorsionaron el sentido de las mismas. Recordó que en el año 90, junto al ex Director de Carabineros, que era Senador designado, señor Huerta; con el ex Senador socialista señor Carlos Ominami y con el actual Senador señor Juan Antonio Coloma, regalaron un bombo al club de fútbol Universidad de Chile, estimando que hoy no lo harían porque la realidad social cambió radicalmente.





A continuación, formuló algunas interrogantes. La primera orientada a saber qué opinaban los dirigentes deportivos sobre las atribuciones que deberían tener los guardias de seguridad en los estadios. En relación con este punto, señaló que no era aceptable distraer un número elevado de policías cuando se realiza un encuentro de fútbol profesional. Cada vez que eso ocurre, agregó, Carabineros de Chile deja de custodiar barrios y sectores muy importantes del país. Por lo tanto, preguntó si existía la disposición de entregar atribuciones a dichos guardias, para que ellos ejerzan labores de control y seguridad al interior de los estadios.





En segundo lugar, preguntó acerca de la mejor forma de regular la relación entre dirigentes y los miembros de la barra de un equipo. En esta materia, acotó, se han presentado tres tipos de indicaciones. Unas apuntan a elevar los estándares de transparencia, otras prohíben a los dirigentes entregar cualquier tipo de financiamiento a los barristas y, finalmente, otras hacen responsables a los dirigentes que, por negligencia de su parte, terminan contribuyendo a que barristas cometan actos de violencia.





Seguidamente, intervino el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, quien destacó el valor de este intercambio de opiniones y señaló que tanto los poderes públicos como los clubes de fútbol debían aunar esfuerzos en la tarea de erradicar la violencia en los estadios. Solidarizó, además, con los señores Carlos Soto y Carlos Muñoz por la valentía que habían demostrados al denunciar las amenazas que habían recibido.





Agregó que estaba convencido que este tema tenía que ser enfrentado con acciones que también consideren cambios culturales y legislativos, para así erradicar la violencia de los estadios.





Valoró, asimismo, que se propusieran medidas para disminuir los espacios de impunidad que aún perduran en el ámbito futbolístico. Destacó que le parecía correcto que quienes reinciden en conductas delictuales gravísimas puedan ser sancionados con la prohibición perpetua de asistir a los espectáculos deportivos.





Respecto al tema de la venta de entradas, manifestó que había terminar con el anonimato en este ámbito, ya que ello permite que perdure la impunidad, ya que no es posible identificar claramente a quien asiste a un estadio. Explicó que junto con la Honorable Senadora señora Alvear habían presentado varias indicaciones, las que de aprobarse, podrían ayudar a subsanar este problema.





Aseveró, igualmente, que la transparencia era un tema absolutamente clave en esta materia. Señaló que debería existir un registro de las donaciones que los dirigentes efectúan a las barras y a los hinchas. Asimismo, expresó que debía establecerse la responsabilidad solidaria de los dirigentes por los daños causados como consecuencia de un espectáculo de fútbol profesional, especialmente cuando ellos son el resultado de no haberse dado estricto cumplimiento a las normas legales vigentes y a las medidas de seguridad que ha dispuesto la autoridad. Sostuvo que debería eximirse de responsabilidad a los dirigentes que han adoptado las medidas correspondientes.





A continuación, intervino la Honorable Senadora señora Soledad Alvear, quien manifestó que gran parte de su vida ha estado vinculada al mundo del deporte. Junto con su padre, recordó, asistía los días sábados y domingo a disfrutar de los espectáculos de fútbol profesional. Sin embargo, hoy en día le cuesta mucho concurrir y menos llevaría a sus hijos o nietos, por los riesgos que innumerables veces implica ir al estadio. En razón de lo anterior, señaló que era fundamental establecer en la legislación disposiciones que doten a los recintos deportivos de mayores niveles de seguridad y aumentar los grados de responsabilidad por los daños causados. De esta manera permitir, sostuvo, se logrará que las familias concurran tranquilamente a los recintos deportivos.





Seguidamente, preguntó a los representantes del Ejecutivo que consecuencia tendría aprobar la norma que elimina de la ley el concepto de barra, cómo se compatibiliza esa decisión con la necesidad, que es ampliamente compartida por todos, de eliminar los aportes económicos que los dirigentes efectúan a los integrantes barras.





A los presidentes de los clubes les consultó si veían alguna forma para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial por los perjuicios que sufren las personas que asisten a un estadio o que viven en sus alrededores cuando se realiza un partido de fútbol conflictivo. Señaló que ella era de la opinión que los clubes debían responder por esos daños cuando no cumplen con las normas de seguridad establecidas por la autoridad. Indicó que en una indicación presentada, en conjunto con el Senador Walker, don Patricio, se exime de la referida responsabilidad al club si sus dirigentes implementan todas las medidas impuestas para garantizar la seguridad en esos recintos.





Por su parte, el Honorable Diputado señor Walker, don Matías, agradeció también la presencia en esta sesión de los presidentes de los clubes, del presidente de la ANFP y el presidente del Sindicato de Futbolistas. Se alegró, asimismo, de los cambios reglamentarios que en esta materia estaba adoptando la Asociación Nacional de Fútbol Profesional.





A continuación, se refirió al tema de la responsabilidad patrimonial de los dirigentes. Señaló que en un informe elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional sobre derecho comparado, especialmente en la Legislación Española, que es la más desarrollada del mundo, se establece que los representantes de los clubes participantes en el espectáculo son solidariamente responsables de los daños patrimoniales que se ocasionen con motivo de la realización de un encuentro de fútbol que ellos organizan. 





Finalmente, respecto de la intención del Ejecutivo de eliminar el concepto de “barra”, consideró que el señor Juan Francisco Galli explicó muy bien este punto. Agregó que la ley vigente no las define pero indirectamente reconoce su existencia. Puntualizó que era muy importante que la Comisión debatiera este punto, con el fin de clarificar adecuadamente si se les reconocerá algún tipo de derecho y cuál sería su relación con los órganos directivos del club.





Al hacerse cargo de algunas de las observaciones formuladas, el Jefe del Programa Estadio Seguro del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública, señor Cristián Barra, consideró que era importante definir con claridad la labor que debe realizar Carabineros de Chile en materia de orden público y, también, la responsabilidades que podrían tener los clubes en materia de seguridad en los estadios. Remarcó que el fútbol profesional es una actividad privada que recibe un gran respaldo del Sector Público, especialmente mediante el accionar de Carabineros. Agregó que le parecía curioso que pese a que los propios clubes y la misma ANFP así lo han manifestado, no exista esa misma consideración al momento de tomar la decisión de planificar los torneos. Señaló que los medios personales y materiales de Carabineros no eran infinitos y que los dirigentes debían estar conscientes de esta situación. Por lo tanto, señaló que era fundamental que la policía participara, de algún modo, en la planificación de las fechas y horarios en que se van a programar los partidos de fútbol.





Refiriéndose al tema de las atribuciones de los guardias de seguridad que contratan los clubes, recordó que ellos tienen, como cualquier persona, en virtud de lo dispuesto en el artículo 129 del Código Procesal Penal, la facultad de detener a quien sorprendan cometiendo un delito flagrante. En ese evento, el guardia de seguridad debe entregar al detenido a la policía.





El Presidente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, señor Sergio Jadue señaló que no tenía sentido tener guardias de seguridad en los estadios si no se les van a dar atribuciones suficientes para realizar labores de seguridad.





Puntualizó que analizando la legislación española se observa que los guardias privados participan activamente en la prevención de delitos y faltas, por lo tanto, expresó que si se les van a otorgar atribuciones especiales en esta materia, quienes desempeñen esta labor deberían asistir a cursos especiales para que sepan como actuar en momentos de crisis o conflicto al interior de los estadios.





En segundo término, manifestó que la Asociación que él preside no va permitir que exista ningún vínculo entre barristas, hinchas o simpatizantes de un club y los dirigentes de estas entidades. Lo que se pretende, agregó, es eliminar por completo las diversas formas de aporte o ayudas a las barras.





En tercer lugar, señaló que, a su juicio, sólo quién comete el delito debe responder por el mismo. Puntualizó que no debería establecerse que un accionista de un club o un dirigente que no asiste al estadio tenga que responder civilmente por los actos de un tercero que no controla. Estimó que aprobar una norma en este sentido podría ser un incentivo para que continúen las extorsiones a los dirigentes.





El Presidente de Blanco y Negro S.A, señor Carlos Tapia, señaló, en relación con el papel que deben cumplir los guardias de seguridad en los estadios, que ellos eran una necesidad de las sociedades de masas, ya que todos los espectáculos masivos, deportivos, artísticos, culturales, sociales y políticos que se realizan en distintos recintos requieren medidas de seguridad. Sin embargo, precisó que la mantención del orden público es una tarea que le corresponde asumir a la autoridad política y no a entidades privadas que no pueden suplantar a Carabineros de Chile, en cumplimiento de las labores que les fija la propia Constitución Política.





Sobre la responsabilidad solidaria de los dirigentes, consideró que era un tema de difícil resolución. En todo caso, puntualizó que en esta materia también debieran tener responsabilidad los órganos del Ejecutivo que están llamados a velar por la seguridad pública.





Puntualizó que sólo en casos excepcionales una persona es responsable civilmente por los actos de un tercero. En atención a lo anterior, rechazó la idea de hacer responsables a los dirigentes por los actos que realizan individuos con los que no se tiene ningún tipo de relación familiar o laboral.





El Presidente del Sindicato Interempresas de Futbolistas Profesionales, señor Carlos Soto, comentó que en Inglaterra el problema de los hooligans se terminó por la aplicación de medidas sancionatorias severas. En Europa, añadió, se puso fin a la violencia porque existen los abonados y, aunque es un tema de largo aliento, esa debería ser, tal vez, una vía, que si se acompaña de los incentivos correctos, podría evitar muchos actos de violencia en los estadios.





Respecto a la labor de los guardias de seguridad señaló que una fórmula en esta materia sería señalar que a ellos les corresponde, dentro del recinto deportivo, efectuar los controles de las personas que asisten al estadio. Puntualizó que en todo caso, tales funcionarios deberían estar correctamente preparados para hacerse cargo de las situaciones complejas que se pueden producir.





Finalmente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, recordó que desde hace tiempo existen en nuestra legislación normas que consagran la responsabilidad objetiva en materia civil y laboral. En todo caso, puntualizó, si se va a imponer a los clubes algún tipo de responsabilidad se les debería otorgar las atribuciones necesarias para que pudieran controlar efectivamente la seguridad al interior de los estadios.





Concluyó sus palabras agradeciendo a cada uno de los invitados las opiniones y los antecedentes que se habían entregado en esta sesión de la Comisión.

-.-.-





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 1, 7, 28 y nueva indicación de S.E el señor Presidente de la República en la parte que agrega un inciso final en el artículo 2°.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 2, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 30 (en la parte que propone un artículos primero y tercero transitorios), 31 y 32 ( en la parte que propone un artículos primero y tercero transitorios).

4.- Indicaciones rechazadas: no hay

5.- Indicaciones retiradas: 29, 30 (en la parte que propone un artículo 2° transitorio) y 32 (en la parte que propone un artículo 2° transitorio). 

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

-.-.-

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de aquellas disposiciones del proyecto respecto de las cuales se formularon indicaciones, los debates que a propósitos de ellas se efectuaron, consignándose, además, los acuerdos adoptados por la Comisión.

Artículo único


El texto aprobado en general se estructura en un artículo único, que se subdivide en nueve numerales. Su encabezado es del siguiente tenor:


"Artículo único.- Modifícase la ley Nº 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos, con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, en la forma que a continuación se indica:”


A su respecto, se presentó la indicación Nº 1, del Honorable Senador señor Espina, para remplazar la expresión “único” por “1º”.


Al fundamentar su indicación, el Honorable Senador señor Espina, explicó que ello se debe a que en la indicación Nº 31 introduce un artículo 2°, nuevo, al proyecto, que modifica la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, razón por la que es necesario realizar la adecuación en la numeración de este precepto.


- Sometida a votación esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Número 1


Mediante este número, se modifica el artículo 1º de la ley Nº 19.327. Este precepto dispone que los recintos deportivos destinados a la realización de espectáculos de fútbol requerirán de una autorización otorgada por el Intendente de la Región respectiva para poder funcionar. Este permiso se otorgará, previo informe de Carabineros de Chile, siempre que se acredite que reúnen las condiciones de seguridad para efectuar tales eventos.


El texto aprobado en general precisa que estas autorizaciones tendrán una duración máxima de un año, debiendo sus propietarios o administradores renovarlas con la debida antelación a su vencimiento.


En relación con esta enmienda, se presentaron las indicaciones números 2 y 3. La indicación Nº 2, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, remplaza el texto aprobado en general por otro que introduce dos modificaciones al artículo 1º de la ley Nº 19.327.


La primera agrega, al final del inciso primero que los recintos deportivos no sólo deberán cumplir, para obtener la referida autorización, con las exigencias establecidas en la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sino que además con “lo dispuesto por el reglamento de la presente ley. Las autorizaciones que se otorguen considerarán las características de los eventos que se realicen”.


La segunda agrega cuatro incisos nuevos en el artículo 1°. Su texto es el siguiente:


“La autorización indicada en el inciso precedente podrá siempre ser revocada si desaparecieren las circunstancias que motivaron su otorgamiento o sobrevinieron otras que, de haber existido, habrían justificado su denegación.


Los contratos que suscriban los organizadores de espectáculos de fútbol profesional con los administradores de los estadios destinados a dichos espectáculos, deberán incorporar las condiciones de seguridad que haya fijado el Intendente en la respectiva resolución.


En caso de incumplimiento, el Intendente podrá suspender temporalmente la autorización otorgada conforme al inciso primero del presente artículo, hasta el cumplimiento de las condiciones.


Un reglamento, establecido por un decreto supremo que llevará la firma del Ministro del Interior y Seguridad Pública, regulará las condiciones mínimas que deberán cumplir los recintos y los organizadores de espectáculos de fútbol profesional, de acuerdo a las características y al riesgo para el orden público y para la seguridad pública y de los asistentes.”.


A su vez, la indicación Nº 3, del Honorable Senador señor Espina, también sustituye el texto aprobado en general por otro, que introduce dos enmiendas al artículo 1º de la ley.


Mediante la primera se añade, al final del inciso primero de la disposición citada, la siguiente frase: “y en el reglamento de la presente ley”.


La segunda agrega los siguientes incisos segundo y terceros, nuevos:


“Para otorgar la mencionada autorización se deberá tener en cuenta, asimismo, las características de los eventos que se realizarán en el recinto deportivo. En todo caso, ella podrá ser revocada si desaparecieren las circunstancias que motivaron su otorgamiento o sobrevinieron otras que, de haber existido, habrían justificado su denegación.


Los contratos que suscriban los organizadores de espectáculos de fútbol profesional con los administradores de los estadios deberán incorporar las condiciones de seguridad que se hayan fijado en la resolución en que consta la autorización.”.


Al iniciarse el debate de ambas indicaciones, el asesor del Ministerio del Interior, señor Juan Francisco Galli, explicó que la primera parte de la indicación del Ejecutivo precisa que para obtener la referida autorización se deberá cumplir con las exigencias que fije el reglamento de la ley.


Agregó que el Ministerio se encontraba elaborando un reglamento que, entre otras cosas, estandarizará los requerimientos que pueden exigir los Intendentes ante un partido de fútbol profesional, ya que hoy día se observa una gran dispersión de criterios en esta materia.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que la idea de dejar a un reglamento la regulación de los detalles de esta normativa es acertada, por lo que propuso aprobar ese criterio.


El Honorable Senador señor Espina expresó que en su indicación se termina con la idea de que existen autorizaciones otorgadas a perpetuidad para desarrollar eventos deportivos en un recinto determinado. Ellas pueden ser revocadas o pueden ser suspendidas si no se cumplen con las exigencias establecidas por el Intendente respectivo.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli expresó que la indicación del Ejecutivo considera dos tipos de sanciones para quienes no cumplen con las exigencias establecidas: la primera es la revocación, que procede cuando desaparecieren las circunstancias que motivaron el otorgamiento de la autorización o sobrevinieron otras que, de haber existido, habrían justificado su denegación; y la segunda es la suspensión temporal, que procede cuando se incumple una o más de las condiciones impuestas por la autoridad.


Agregó que la parte final de la proposición del Gobierno se dispone que en un reglamento, que llevará la firma del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, se establecerán las condiciones mínimas que deberán cumplir los recintos deportivos y los organizadores de un espectáculo de fútbol profesional para obtener las referidas autorizaciones


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso aprobar ambas indicaciones subsumidas en el texto propuesto en la indicación del Ejecutivo, sin perjuicio de otras modificaciones de forma que perfeccionan su redacción.


- Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Número 2


Este número del proyecto modifica el artículo 2° de la ley N° 19.327. Este precepto establece que los organizadores de espectáculos de fútbol calificados de alto riesgo para la seguridad pública deberán cumplir, oportunamente, con las exigencias especiales que establezca Carabineros de Chile. Agrega que si ellas no se cumplen el Intendente podrá disponer la suspensión del partido de fútbol. Describe, finalmente, algunas medidas que hay que adoptar en relación con las barras de fútbol. 


El texto aprobado en general agrega dos incisos a esta norma. En ellos se dispone que los organizadores de los espectáculos de fútbol profesional deberán designar un jefe de seguridad, que tendrá registrarse, con la debida antelación, ante la unidad de Carabineros de Chile correspondiente. Esta persona será responsable de implementar las medidas de seguridad que se establecen en el inciso siguiente, y podrá contratar, para tal efecto, guardias de seguridad, a quienes se les aplicarán las normas contenidas en el artículo 5° bis del decreto ley Nº 3.607, de 1981, y su reglamento.


Agrega que se deberán implementar las medidas tecnológicas necesarias que permitan garantizar la seguridad de las personas que asistan a estos espectáculos, tales como cámaras de seguridad y detectores de metales, en conformidad a lo resuelto por la Intendencia Regional, previo informe de Carabineros de Chile. Precisa que se deberán coordinar con los medios de comunicación debidamente acreditados, la indumentaria y credenciales que usarán los profesionales que cubran los eventos, y su ubicación en el recinto deportivo.


En relación con esta norma, se presentaron las indicaciones Números 4 y 5. La indicación Nº 4, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, reemplaza el texto aprobado en general por otro que sustituye totalmente el artículo 2º de la ley por el siguiente: 


“Artículo 2°.- Los organizadores de los espectáculos de fútbol profesional deberán cumplir en los recintos deportivos destinados a espectáculos de fútbol profesional y sus inmediaciones con las siguientes exigencias especiales que determine el Intendente, previo informe de Carabineros de Chile y de acuerdo al riesgo que el espectáculo represente para el orden público, para la seguridad pública y para los asistentes al evento:


a) Designar un jefe de seguridad, que deberá registrarse como tal y con la debida antelación en la Intendencia respectiva;


b) Contratar guardias de seguridad privada y determinar su cantidad de conformidad a lo dispuesto por el Intendente respectivo y en cumplimiento de lo dispuesto por el decreto ley N° 3.607.


c) Instalar y utilizar los recursos tecnológicos que sean necesarios para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública tales como cámaras de seguridad y detectores de metales u otros, en la cantidad, calidad y ubicación que determine el Intendente;


d) Establecer la forma en que se acreditarán los profesionales de los medios de comunicación que cubran los eventos, las credenciales que usarán y la ubicación que se les asignará en el recinto deportivo correspondiente;


e) Establecer ubicaciones separadas y claramente delimitadas para cada uno de los distintos sectores del recinto deportivo;


f) Las demás que sean necesarias para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública.


Sin perjuicio de las exigencias señaladas en el inciso precedente, el Intendente respectivo deberá exigir a los organizadores que los recintos deportivos destinados a la realización de espectáculos de fútbol profesional cuenten con sistemas de control de acceso de los espectadores que permitan su identificación y cuantificación, los que deberán cumplir con las características y requisitos que fije el reglamento. Asimismo, exigirá a los organizadores de espectáculos de fútbol profesional la grabación de imágenes, dentro del recinto destinado al desarrollo de espectáculos de fútbol profesional que permitan la identificación de las personas asistentes a los espectáculos, de acuerdo a las características que determine el mismo reglamento.


En caso de incumplimiento de cualquiera de las medidas impuestas, el Intendente podrá disponer la suspensión del espectáculo hasta el cumplimiento de las mismas.


El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá controlar el cumplimiento de los requisitos de ingreso y permanencia que determine el reglamento de la presente ley. En caso de incumplimiento, el referido personal podrá impedir el ingreso o disponer la expulsión del recinto de aquella persona que incumpliere con las referidas condiciones. Para lo anterior, el personal de seguridad podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.


Para los efectos de la presente ley y su reglamento, se entenderá por “inmediaciones”, la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde los límites exteriores del recinto deportivo, en línea recta y directa, hacia todos los costados del mismo en que se realizan espectáculos de fútbol profesional.”.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina presentó la indicación Nº 5, que también sustituye el texto aprobado en general, por una disposición que reemplaza el artículo 2º de la ley por el siguiente:


“Artículo 2°.- Los intendentes podrán, previo informe de Carabineros de Chile, exigir a los organizadores de los espectáculos de fútbol profesional que cumplan con todas o algunas de las siguientes exigencias especiales, con el fin de garantizar el orden y la seguridad pública:


a) Designar un jefe de seguridad, que deberá registrarse como tal y con la debida antelación ante la unidad de Carabineros de Chile correspondiente;


b) Contratar guardias de seguridad, los que deberán cumplir con las normas contenidas en el artículo 5° bis del decreto ley N° 3.607, de 1981.


c) Instalar y utilizar recursos tecnológicos tales como equipos de rayos X, cámaras de seguridad y detectores de metales u otros, en la cantidad, calidad y ubicación que determine el Intendente;


d) Establecer la forma en que se acreditarán los profesionales de los medios de comunicación que cubren los eventos, así como la indumentaria, las credenciales que usarán y la ubicación que se les asignará en el recinto deportivo correspondiente;


e) Determinar las zonas de barras, las que deberán estar ubicadas en sectores separados y claramente delimitados;


f) Contar con sistemas de control de acceso de los espectadores que permitan su identificación y cuantificación.


g) Disponer de medios de grabación de imágenes, dentro y fuera del recinto deportivo que faciliten la identificación de las personas que asisten al estadio.


h) Contratar seguros por daños, en los términos previstos en el inciso segundo del artículo 3°.


i) Las demás que sean necesarias para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública.


Mediante un decreto supremo reglamentario que llevará, además, la firma del Ministro del Interior y Seguridad Pública, se establecerá la manera en que los organizadores de los espectáculos de fútbol deberán acreditar el cumplimiento de las exigencias de seguridad señaladas precedentemente y los procedimientos de control a los que estarán sometidas.


En caso de incumplimiento de cualquiera de las medidas impuestas, el Intendente podrá disponer la suspensión del espectáculo hasta el cumplimiento de las mismas.


El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá controlar que los asistentes cumplan con los requisitos de ingreso y permanencia que determine el reglamento de la presente ley. En caso que no se observen los mencionados requisitos, el personal de seguridad podrá impedir el ingreso o disponer la expulsión del recinto de aquellas personas que incumplieren con las referidas condiciones. Para lo anterior, el personal de seguridad podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.”.


Por tratarse de indicaciones similares, la Comisión acordó tratarlas conjuntamente.


Al iniciarse su estudio, el Honorable Senador señor Espina solicitó a la Comisión resolver los siguientes puntos:


En primer lugar, decidir si las exigencias que ellas establecen tendrían un carácter obligatorio o facultativo para los organizadores de un espectáculo de fútbol profesional.


Seguidamente, resolver si la ley impondrá directamente estas exigencias o se entregará al Intendente la facultad de establecerlas.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que concordaba con la idea de que los organizadores de espectáculos deportivos cumplieran obligatoriamente con las exigencias que establecen ambas indicaciones.


El Jefe del Programa Estadio Seguro del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Cristián Barra, manifestó que algunas de estas medidas podrían tener el carácter de obligatorias y otras facultativas, ya que hay realidades que son distintas. Ejemplificó señalando que es razonable imponer a todos los recintos deportivos un sistema de control de acceso que permita la individualización y cuantificación de los asistentes, pero también es atendible que, en eventos de alto riesgo, se puedan exigir condiciones de seguridad adicionales.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sometió a votación la idea que las medidas que este precepto establece tenga un carácter obligatorio para los organizadores de fútbol profesional:


- Sometido a votación este criterio general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, y a solicitud del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se abrió discusión sobre el tenor del encabezado del artículo 2º introducido por las indicaciones números 4 y 5.


Sobre el particular, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que en conformidad a lo señalado precedentemente, las medidas contenidas en los literales de ambas indicaciones debieran ser obligatorios para los organizadores de cualquier espectáculo de fútbol profesional, y que, en ningún caso, ellas podrán quedar entregadas a la discrecionalidad del Intendente, salvo, a su juicio, las referidas a los seguros y las cauciones, norma que se examinará más adelante.


En razón de ello, propuso resolver este asunto estableciendo, en el encabezado del artículo, la siguiente oración:


“Artículo 2°.-Los organizadores de espectáculos de fútbol profesional deberán cumplir, en los recintos deportivos destinados a ese propósito y en sus inmediaciones, con las siguientes exigencias:”.


Además, expresó que la regulación de estas exigencias, contenidas en los literales que se examinarán, deberán ser reguladas en un reglamento, que deberá llevar la firma del Ministro del Interior y Seguridad Pública, y para cuya dictación deberá haberse oído, previamente, a Carabineros de Chile.


- Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Pizarro planteó que la redacción aprobada podía generar algunas dudas interpretativas. Agregó que parecía desprenderse que los deberes que impone este precepto obligarán a los todos los que participan de espectáculos de fútbol a cumplir con estas exigencias, en cada uno de los recintos deportivos que existen en una Región.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que lo que se pretende es, por ejemplo, que en cada partido que organice un club de fútbol, esa institución designe un jefe de seguridad.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, puntualizó que el propósito de esta disposición es que cada club tenga su jefe de seguridad propio, y no que esa designación sea por recinto, ya que hay varios estadios en el país que son ocupados, alternativamente, por diversos equipos de fútbol.


El Honorable Senador señor Pizarro insistió que el tenor literal del encabezado del artículo señala obligaciones para los clubes deportivos considerados en plural. Explicó que por ello incluso podría interpretarse que la designación del jefe de seguridad le corresponde a la ANFP, porque esa institución también en un organizador de espectáculos de fútbol. En virtud de lo anterior, solicitó a la Comisión establecer que esta responsabilidad recae en el “organizador” y no en los “organizadores”. 


La Honorable Senadora señora Alvear puntualizó que compartía la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Pizarro y solicitó que las obligaciones que establece este artículo se exijan a la entidad que individualmente organiza un espectáculo de fútbol.


El Honorable Senador señor Espina propuso cambiar el encabezado de este artículo de manera que se haga referencia al “organizador de un espectáculo de fútbol profesional” y no a los “organizadores” para precisar que siempre debe existir un responsable.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puntualizó que en la enumeración de las obligaciones que plantean los diversos literales del artículo 2º, parece que algunas son aplicables a cada espectáculo deportivo, individualmente considerado, y por ello debería ser de cargo del club que lo organiza; pero hay otras que parecen estar referidas al recinto deportivo en cuanto locación o inmueble. Explicó que ello puede generar confusión.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra expresó que el reglamento de esta ley se detallarán las condiciones mínimas con que deben contar los recintos deportivos para que en él se puedan desarrollar cualquier tipo de espectáculo futbolístico, y otras adicionales que se aplicarán sólo a una determinada categoría, como los que representan alto riesgo para la seguridad pública.


Añadió que el encabezado que se propone es adecuado, porque no sólo los clubes de fútbol organizan eventos deportivos, sino que también lo hace la ANFP cuando se trata de encuentros en que participa la selección nacional de fútbol, e incluso productoras privadas, cuando se trata de partidos amistosos o torneos que están fuera del campeonato.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que a la luz de lo anteriormente señalado el encabezado del artículo debe referirse, en singular, al organizador de un espectáculo deportivo, entendiendo -para la historia de la ley-, que este concepto comprenderá en algunos casos al club de fútbol que actúa como local en un encuentro deportivo, en otras ocasiones se referirá a la Asociación Nacional de Fútbol (ANFP) como, por ejemplo, cuando se trata de un partido de la Selección Nacional de Fútbol y en otras hipótesis a una productora privada. Cualquiera de estas entidades – en la medida que organicen un espectáculo de fútbol- deberá cumplir con las exigencias que prescribe esta norma.


En virtud de lo anterior, propuso a la Comisión aprobar la siguiente redacción para la primera parte del inciso primero del artículo 2°:


“Artículo 2°.- El organizador de un espectáculo de fútbol profesional deberán cumplir, en los recintos deportivos destinados a ese propósito y en sus inmediaciones, con las siguientes exigencias:”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó la primera parte de las indicaciones números 4 y 5, con la enmienda señalada. Votaron a favorablemente esta proposición los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán; Pizarro y Prokurica.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puso en discusión la letra a), contenida tanto en la indicación Nº 4, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, como en la indicación Nº 5, del Honorable Senador señor Espina. 


La indicación número 4 dispone lo siguiente:


“a) Designar un jefe de seguridad, que deberá registrarse como tal y con la debida antelación en la Intendencia respectiva;”


La indicación número 5, por su parte propone la siguiente letra a):


a) Designar un jefe de seguridad, que deberá registrarse como tal y con la debida antelación ante la unidad de Carabineros de Chile correspondiente;


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, destacó que ambas disposiciones se diferencian en que la primera establece que el Jefe de Seguridad deberá ser registrado ante la Intendencia y, en cambio, la indicación del Honorable Senador señor Espina señala que tal registro debe hacerse ante Carabineros de Chile.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que compartía la idea de que Carabineros de Chile no tenga que afrontar toda la labor de seguridad que implica el desarrollo de un evento deportivo masivo, pero observó que ambas indicaciones proponen que los organizadores de los espectáculos deportivos de fútbol profesional tienen la obligación de designar a un Jefe de Seguridad, pero no definen claramente cuáles serán las atribuciones ni las responsabilidades de ese funcionario. Agregó que ello es importante cuando sobrevienen hechos desafortunados como es el que puede producirse cuando un guardia privado que agrede a un espectador.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, expresó que acaba de ser publicado en el Diario Oficial el reglamento de la Ley de Violencia en los Estadios. Señaló que esa normativa, que fue elaborada conjuntamente por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Instituto Nacional de Deportes, con la participación de la ANFP y los clubes de fútbol profesional, precisa esa materia.


Señaló que no corresponde que todos los detalles de la seguridad de un encuentro sean resueltos directamente por el Presidente o el Gerente del Club, porque comúnmente no son personas especializadas en este asunto, y que, en cambio, es mejor que las medidas de seguridad sean adoptadas por un experto, quien debe tener a su cargo la relación directa con Carabineros de Chile y el Intendente.


Frente a la observación de la Honorable Senadora señora Alvear, sostuvo que el jefe de seguridad es un funcionario de una sociedad anónima deportiva privada y por ende no tiene ninguna facultad especial en la ley, más allá de la que cualquier ciudadano posee para detener a quien fuere sorprendido cometiendo un delito flagrante, con el solo objeto de ser puesto a disposición del juez competente dentro de las veinticuatro horas siguientes, tal como lo establece la letra c) del Nº 7º del artículo 19 de la Constitución Política de la República.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, manifestó que la tendencia en los países europeos ha sido incorporar más vigilancia privada en los espectáculos deportivos. Indicó que esa medida tiene por objeto obligar a los clubes a ser colaboradores de la gestión de la seguridad en los eventos deportivos, porque se entiende que es una actividad privada con fines de lucro.


El Honorable Senador señor Espina señaló que todo evento deportivo debe contar con un jefe de seguridad, que sea el interlocutor con los encargados de la seguridad pública y con el Intendente.  Explicó que en la actualidad algunos clubes grandes designan a un funcionario de este tipo para hacer frente a la contingencia de partidos de alto riesgo.


Añadió que consideraba que la indicación del Ejecutivo era más precisa, porque es preferible que ese Jefe de Seguridad esté registrado ante la Intendencia, que representa a la autoridad política responsable por el orden público.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que compartía los propósitos antes mencionados y que, al igual que el Honorable Senador señor Espina, prefería que los jefes de seguridad sean registrados ante la Intendencia y no ante Carabineros de Chile.


El Presidente de la Comisión, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, puntualizó que había consenso en la Comisión respecto de que debe imponerse a los organizadores de eventos de fútbol profesional la obligación de nombrar a un encargado de seguridad. Añadió que aunque Carabineros de Chile tiene la capacidad para llevar el registro de estos funcionarios, en este caso es mejor que esa labor la efectúe la Intendencia, porque tiene una visión más general sobre el asunto.


- Sometidas a votación las proposiciones contenidas en la letra a) de la indicación Nº 4), y el mismo literal de la indicación Nº 5), fueron aprobadas subsumidas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a consideración la letra b) del artículo 2º propuesto en la indicación Nº 4), y la misma disposición de la indicación Nº 5.


La indicación número 4 propone la siguiente redacción:


“b) Contratar guardias de seguridad privada y determinar su cantidad de conformidad a lo dispuesto por el Intendente respectivo y en cumplimiento de lo dispuesto por el decreto ley N° 3.607.


Por su parte, la indicación número 5, en esta parte propone lo siguiente:


“b) Contratar guardias de seguridad, los que deberán cumplir con las normas contenidas en el artículo 5° bis del decreto ley N° 3.607, de 1981.”


Al iniciarse el análisis de ambas indicaciones, el Honorable Senador señor Espina destacó que no parecía posible ni correcto que el Intendente determine, tal como lo hace la indicación del Ejecutivo, la cantidad de guardias de seguridad que se deben contratar para un evento deportivo determinado. Con mayor razón, agregó, si se ha acordado que las obligaciones que se establecen, en cada una de las letras de este artículo, tendrán un carácter obligatorio para los organizadores de los espectáculos deportivos.

El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, señaló que tampoco resulta posible que la ley determine una cantidad precisa de guardias para cada evento. Lo razonable, agregó, sería aprobar una norma que imponga a los organizadores la obligación de contratar guardias de seguridad, requisito que se entenderá cumplido con la disposición de una cantidad mínima de personal que permita enfrentar la complejidad de un encuentro determinado.


Por otra parte, señaló que en las indicaciones formuladas se hace referencia al decreto ley Nº 3.607, de 1981, norma que no es plenamente aplicable a estos guardias de seguridad. Asimismo, sostuvo que en este caso tampoco debería aplicarse las normas de la ley Nº 19.303 que también inciden en la actuación de guardias privados. Hizo presente que en la actualidad la Cámara de Diputados se está discutiendo una reforma sustantiva en la materia, que redefinirá toda la regulación de la seguridad privada en nuestro país, y por ello, propuso cambiar ambas referencias normativas por una más genérica, que diga relación con la normativa o la legislación que rige la materia. 


Continuando con el debate, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, propuso otorgar al Intendente la facultad de establecer la cantidad mínima de guardias que se deberán contratar para cada encuentro.


El Honorable Senador señor Espina propuso señalar en la norma que la contratación deberá hacerse “en número suficiente”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que la fórmula que debería emplearse es una referencia a la “cantidad suficiente para cubrir los riesgos del evento”. En todo caso, señaló, una norma de este tipo requeriría la presentación de una indicación del Ejecutivo mediante la cual se otorgue esta facultad al Intendente.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, manifestó que la idea de contratar la cantidad de guardias necesaria de acuerdo al riego que el espectáculo presente para el orden público, para la seguridad pública y para los asistentes del evento, es parte del encabezado del artículo propuesto en la indicación del Ejecutivo.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, observó que la explicación entregada por el personero hace aún necesario especificar en esta disposición que el Intendente debe determinar la cantidad mínima de guardias de seguridad a contratar.


El Gobierno haciéndose cargo de esta observación, formuló una indicación para acoger esta idea. Su texto es el siguiente:


“b) Contratar guardias de seguridad privada, en conformidad a las normas que regulan a dicha actividad. 


Cada Intendente determinará, de acuerdo a las características de los recintos deportivos que se encuentre en la región, la cantidad mínima de guardias que cada uno de ellos deberá tener para desarrollar un espectáculo de fútbol profesional;”.


- Sometida a votación la letra b) del artículo 2º propuesto en la indicación Nº 4), y la misma disposición de la indicación Nº 5, fueron aprobadas subsumidas en la redacción propuestas en la nueva indicación del Ejecutivo, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, Pizarro y Prokurica.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puso en discusión la letra c) del artículo 2º propuesto en la indicación Nº 4), y una disposición similar contenida en la indicación Nº 5.


El texto de la indicación número 4, de S.E el señor Vicepresidente de la República, propone lo siguiente:


“c) Instalar y utilizar los recursos tecnológicos que sean necesarios para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública tales como cámaras de seguridad y detectores de metales u otros, en la cantidad, calidad y ubicación que determine el Intendente;”


A su turno, la indicación número 5, del Honorable Senador señor Espina, sugiere la siguiente redacción:


“c) Instalar y utilizar recursos tecnológicos tales como equipos de rayos X, cámaras de seguridad y detectores de metales u otros, en la cantidad, calidad y ubicación que determine el Intendente;”.


Al comenzar el análisis de ambas indicaciones, el Honorable Senador señor Espina recordó que esta medida tendrá un carácter obligatorio para todos los organizadores de un encuentro de fútbol profesional y en consecuencia, debiera examinarse si todos ellos podrán cumplir cabalmente con esta exigencia que pudiera ser excesiva para algunos estadios de provincia.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, puntualizó que la disposición que se analiza expresa que debe tratarse de los recursos tecnológicos “necesarios”, o sea, los que sea menester ocupar según las características locales de cada instalación. Además, cada Intendente deberá determinar la cantidad, calidad y su ubicación en el recinto deportivo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que la precisión hecha por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio resuelve la inquietud planteada, y pidió dejar constancia expresa de ella en la historia de la ley.


- Puesta en votación la letra c) del artículo 2º propuesto en la indicación Nº 4), y la misma disposición de la indicación Nº 5, fueron aprobadas subsumidas y con modificaciones de forma, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puso en discusión la letra d) del artículo 2º propuesto en la indicación Nº 4), y la misma disposición contenida en la indicación Nº 5.


La indicación número 4, de S.E el señor Vicepresidente de la República, propone lo siguiente:


“d) Establecer la forma en que se acreditarán los profesionales de los medios de comunicación que cubran los eventos, las credenciales que usarán y la ubicación que se les asignará en el recinto deportivo correspondiente;”.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Espina, por su parte dispone lo siguiente:


“d) Establecer la forma en que se acreditarán los profesionales de los medios de comunicación que cubren los eventos, así como la indumentaria, las credenciales que usarán y la ubicación que se les asignará en el recinto deportivo correspondiente;”.


Al iniciarse el estudio de esta parte de ambas indicaciones, el señor Presidente de la Comisión expresó que compartía la idea de regular la acreditación en los encuentros deportivos de los profesionales de los medios de comunicación social, así como la determinación del lugar en que deberán cumplir con sus labores.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, recordó que los periodistas tienen acceso a lugares en que están vedados para la mayoría de las personas, como son, por ejemplo, los camarines. En virtud de lo anterior, señaló que era importante distinguirlos del resto de la concurrencia.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que la proposición de la indicación Nº 5, que establece que los profesionales de la prensa acreditada deben tener una indumentaria determinada podría resultar excesivo y, en razón de ello, sugirió a la Comisión aprobar esta norma en los términos propuestos en la indicación del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Espina expresó que si bien era conveniente uniformar la indumentaria de los periodistas y personal auxiliar acreditado, quizás por ahora no es viable un cambio tan radical, por lo que propuso aprobar ambas disposiciones, con la redacción del Ejecutivo.


El Gerente de Competiciones de la ANFP, señor René Rosas, explicó que los periodistas que quieren cubrir torneos organizados por esta Asociación siempre deben acreditarse ante ella.


El Honorable Senador señor Espina planteó que la acreditación antes mencionada está referida a todo un torneo, y se efectúa al comienzo del mismo. En cambio, observó que la disposición en debate está referida a un evento deportivo determinado, cuya organización corresponde al club deportivo que actúa como local. 


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que la acreditación que exige esta letra se refiere a la que los periodistas deben obtener antes de cada partido con el organizador del encuentro de fútbol profesional.


La Honorable Senadora señora Alvear compartió las observaciones antes indicadas, y explicó que esta era una responsabilidad de los organizadores de un espectáculo de fútbol profesional.


- Sometida a votación la letra d) del artículo 2º propuesto en la indicación Nº 4), y la misma disposición de la indicación Nº 5, fueron aprobadas subsumidas, con enmiendas de forma, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán puso en discusión la letra e) del artículo 2º propuesto en la indicación Nº 4), norma que es similar a la sugerida en la letra e) del artículo 2° de la indicación número Nº 5.


La indicación número 4, de S.E el señor Vicepresidente de la República, propone lo siguiente:


“e) Establecer ubicaciones separadas y claramente delimitadas para cada uno de los distintos sectores del recinto deportivo;”


Por su parte, la indicación número 5, del Honorable Senador señor Espina, sugiere aprobar la siguiente letra e):


“e) Determinar las zonas de barras, las que deberán estar ubicadas en sectores separados y claramente delimitados;”


Al iniciarse el estudio de ambas indicaciones, el abogado asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, señaló que en la indicación del Ejecutivo no se hacía mención a las barras ya que en la indicación número 7, cuyo autor es S.E el señor Vicepresidente de la República, se propone suprimir en la ley la mención a las barras.


En la Comisión primó el criterio de no hacer mención a las barras en esta letra mientras no se resolviera si ellas tendrían o no un reconocimiento legal.


En consideración a lo anterior, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán propuso a la Comisión aprobar la siguiente redacción para esta letra:


“e) establecer ubicaciones separadas y claramente delimitadas para socios, hinchas, simpatizantes y visitantes en cada uno de los distintos sectores del recinto deportivo…”. 


Agregó que al aprobarse esta norma se permitiría distinguir claramente las distintas zonas que pueden existir en un estadio y separar a las hinchadas de equipos rivales con el fin de evitar conflictos innecesarios.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, expresó que también debía considerarse que hay otras separaciones en el estadio, como galerías y tribunas, que son relevantes al momento de determinar las entradas que se pondrán en venta por cada club.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, observó que la distinción mencionada ya está contenida en la proposición a través de la idea de que la distribución se hace “en cada uno de los sectores del recinto deportivo”.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, puntualizó que esa norma no evita que la barra de un club deportivo se ubiquen en sectores distintos a los que se les hayan establecido cuando se sectorizó el estadio.


En este punto del debate se volvió a recordar que más adelante había una indicación que elimina de la ley toda mención a las barras, razón por la que la norma en discusión no debería hacer referencia a ellas.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que para solucionar esa inquietud se podría especificar en esta letra que la sectorización abarcará tanto a los hinchas, como a los simpatizantes de los equipos, y también al resto del público general que concurran a un espectáculo deportivo, y que la manera en que ello se realizará, debiera quedar entregado a un norma reglamentaria.


En consideración a lo anterior, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la siguiente redacción para esta letra del artículo 2°:


“e) Establecer zonas separadas y claramente delimitadas en los estadios, en que se ubicarán los hinchas o simpatizantes de los equipos de fútbol y el público general que concurran a un encuentro deportivo;”


- Sometida a votación la letra e) del artículo 2º contenida en la indicación números 4 y 5, fueron aprobadas con modificaciones, en los términos indicados precedentemente. Concurrieron a este acuerdo la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán sometió a discusión la letra f) de la indicación número 5, del Honorable Senador señor Espina.


Su texto es el siguiente:


“f) Contar con sistemas de control de acceso de los espectadores que permitan su identificación y cuantificación.”


Al iniciarse el debate de esta materia, el Honorable Senador señor Espina señaló que esta norma apunta a un mismo fin y que consiste en determinar las responsabilidades individuales e institucionales que, en caso que se produzca, como consecuencia de un delito o una falta que se cometa en un espectáculo de fútbol profesional.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, manifestó que la idea contenida en la letra f) de la indicación del Honorable Senador señor Espina ya estaba considerada en el inciso segundo del artículo 2° de la indicación del Gobierno.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puntualizó que la forma de enunciación propuesta en la indicación del Honorable Senador señor Espina era más clara, porque continuaba con la enumeración en literales separados, en los que se precisa las medidas que deben adoptar los organizadores de un espectáculo deportivo. 


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, puntualizó que es fundamental establecer que el organizador de un espectáculo de fútbol estará obligado a instalar sistemas de control de ingreso que permitan establecer la identificación y cuantificación precisa de los asistentes, y disponer de sistemas electrónicos de grabación de imágenes, tanto al interior como al exterior de los estadios.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, expresó que compartía la idea que era más adecuado establecer en distintas letras cada una de las obligaciones que deberán cumplir los organizadores de un espectáculo de fútbol. En todo caso, planteó que sería conveniente precisar en un reglamento la manera específica en que ellas se cumplirán. Explicó que era importante establecer una norma reglamentaria ya que permitirá que la Contraloría General de la República no impugne la existencia de un futuro decreto supremo que regule este asunto.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso aprobar la letra f) en los términos previstos en la indicación Nº 5.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, precisó que los sistemas de control de acceso debieran, además, garantizar la posibilidad de identificar a los espectadores.


Teniendo en consideración las observaciones ya indicadas, S.E el señor Presidente de la República presentó una indicación para aprobar esta letra en los siguientes términos:


“f) Contar con sistemas de control de acceso e identidad de los espectadores que permita su identificación y cuantificación;”.


- Sometida a votación la letra f) de la indicación Nº 5, subsumida en la indicación formulada por el Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, Pizarro y Prokurica.


A continuación, el Presidente de la Comisión puso en votación la letra g) de la indicación Nº 5, del Honorable Senador señor Espina.


Su texto es el siguiente:


“g) Disponer de medios de grabación de imágenes, dentro y fuera del recinto deportivo que faciliten la identificación de las personas que asisten al estadio, y 


- Puesta en votación esta letra de la indicación Nº 5, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puso en discusión la letra h) contenida en la indicación número 5, del Honorable Senador señor Espina, mediante la cual se obliga a los organizadores de espectáculos de fútbol profesional a contratar seguros por daños, en los términos previstos en el artículo 3° de esta ley.


Al iniciarse la consideración de este punto, el abogado asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli puntualizó que se trataba de una idea nueva, no considerada en las indicaciones que había presentado el Gobierno.


Agregó que una proposición similar se planteó en el proyecto que discutió la Cámara de Diputados, Corporación que en definitiva decidió no acogerla en razón del problema jurídico que representa probar el nexo causal entre los daños causados en un espectáculo de fútbol y la eventual responsabilidad que en ellos podría tener un club deportivo, pues ello supone dilucidar si hay una especie de responsabilidad civil estricta, que es una discusión que hay que realizar a propósito de otras indicaciones que se han formulado a este proyecto.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que podría establecerse que el organizador de un espectáculo de fútbol estará obligado a contratar un seguro o a constituir una caución cuando así lo determine el Intendente respectivo, ya que no en todos los partidos de fútbol es necesario adoptar estos resguardos. Señaló que, por ejemplo, en encuentros deportivos desarrollados en provincia con clubes que no tienen una hinchada muy numerosa, no resulta necesario constituir cauciones.


El Honorable Senador señor Espina propuso acoger esta idea y ampliar el contenido de esta medida a la contratación de cauciones, seguros o garantías.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consideró que había consenso en la Comisión en torno a la idea de establecer que el Intendente estará facultado, cuando las circunstancias lo ameriten, para exigir a los organizadores de espectáculos de fútbol profesional la contratación de un seguro, caución o garantía para responder por los eventuales daños a terceros.


En relación con este asunto, el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública valoró esta indicación pues ella persigue proteger a los bienes públicos que sufran daños como consecuencia de los desbordes que se producen lamentablemente en determinados partidos de futbol. Agregó que ley no puede extender esa protección a todos los bienes privados que se encuentran en las inmediaciones de un estadio.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, advirtió que concurriría a aprobar una disposición como la planteada siempre y cuando se establezca, fuera de toda duda, que esta facultad no se predica solamente para los partidos declarados de alto riesgo sino para cualquier encuentro deportivo que haga necesario contar con dichas garantías.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso aprobar la idea antes propuesta y dejar, en la historia fidedigna del establecimiento de la ley, la preocupación planteada por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio.


Agregó que el propósito de la norma es que frente a partidos de alto riesgo el Intendente tenga la facultad para requerir la contratación de un seguro que cubra los daños a los bienes públicos ubicados tanto al interior de un estadio como en sus inmediaciones, en los términos anteriormente definidos.


En una sesión posterior, en que se continuó con el análisis de esta norma, el Honorable Senador señor Prokurica consultó cuál era la razón para restringir el ámbito de este seguro sólo a los bienes públicos.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó qué sucede si el estadio donde se desarrolla un partido de estas características es de propiedad privada.


El Honorable Senador señor Espina señaló que este asunto debía ser reconsiderado. Agregó que sería muy difícil explicarle a la ciudadanía que frente a destrozos generalizados provocados con ocasión de un partido de alto riesgo, los únicos daños garantizados son los que sufran los bienes públicos del estadio y sus inmediaciones.


La Honorable Senadora señora Alvear explicó que en su momento el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública justificó esta disposición señalando que no era posible que por medio de una ley se obligue a un privado a tomar un seguro para garantizar los daños que puedan sufrir bienes privados.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que no es posible aprobar una ley que contenga un criterio como el señalado. Expresó que hay otros ámbitos de actividades en los que se obliga a privados a contratar seguros que cubren los daños a particulares, como es el caso de transporte de pasajeros. Puntualizó que extender esta garantía a los bienes privados puede que genere problemas prácticos de implementación, pero ello no puede ser óbice para desechar dicho criterio de la legislación.


El Honorable Senador señor Espina señaló que el argumento indicado es válido, pero es difícil cuantificarlo. Expresó que mientras ese dato no se dilucide este tema debería quedar pendiente.


El Honorable Senador señor Pizarro observó que el objetivo de este proyecto es crear normas especiales que se aplican a ciertos espectáculos deportivos especiales, y no para las demás circunstancias en las que puedan ser ocupados los estadios, como por ejemplo en los conciertos musicales de amplia convocatoria. Explicó que en ese tipo de eventos las partes involucradas, esto es, el dueño del estadio y la productora que trae al artista, acuerdan privadamente la forma de caucionar y compensar los posibles daños que provoque la audiencia. Señaló que lamentablemente esto no puede predicarse respecto del fútbol profesional en Chile, en el que en el último tiempo se han visto situaciones que trastocan totalmente este esquema habitual, pues ha aparecido un fenómeno nuevo consistente en la formación de grupos organizados de hinchas muy violentos, que generan mucho daño, y por eso es necesario una legislación especial que establezca que el organizador de estos encuentros deportivos deba responder de los perjuicios causados, tanto si se lesionan bienes públicos como bienes privados.


Indicó que la idea anterior predeciblemente va a transformar a los partidos de fútbol en eventos tan caros que obligará a los clubes deportivos a cortar de raíz toda relación con las barras bravas y los demás grupos delictuales. Señaló que este es el punto crucial del proyecto, y si no se toma una resolución en esta materia no se va a terminar nunca con el problema.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, señaló que había que tener cuidado en este aspecto, porque es posible que el seguro que se establezca sea un producto que no existe en el mercado de las aseguradoras por la inconmensurabilidad del riesgo involucrado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que este aspecto debería quedar pendiente mientras no se tenga una evaluación sobre la factibilidad y la cuantía de esta medida. 


En una sesión posterior, el Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra expresó que en cumplimiento de lo acordado, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública tomó contacto con la Asociación Nacional de Aseguradores y le solicitó su opinión respecto de las alternativas de contratación de seguros que el proyecto baraja. Al respecto, dicha Asociación contestó lo siguiente:


“Minuta proyecto incorporación seguro para garantizar reparación de daños por eventos deportivos.


Antecedentes


El proyecto de ley que modifica la nominada “Ley de Violencia en los Estadios”, Ley Nº 19.327, establece que el Intendente podrá exigir a los organizadores de espectáculos de fútbol profesional la contratación de seguros por daños de acuerdo al riesgo asociado a los espectáculos de fútbol profesional.


El seguro que se exige a los organizadores debe garantizar la reparación de los daños que se causen a los bienes públicos ubicados en el estadio o en sus inmediaciones. Por inmediaciones entendemos, la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde los límites exteriores del recinto deportivo, en línea recta, hacia todos los costados del mismo en que se realizan espectáculos de fútbol profesional.


Además, el proyecto de ley establece que un reglamento fijará las condiciones bajo las cuales se deberán contratar los seguros. Este reglamento, aún no ha sido elaborado.


Análisis preliminar


1. Actualmente existe oferta del mercado asegurador para cubrir daños provenientes de vandalismo dentro de los recintos deportivos.


Efectivamente, las compañías de seguros cubren este tipo de daños como una cobertura adicional al riesgo del edificio. Es el caso, por ejemplo, del recinto “Movistar Arena” o el Estadio de La Florida o Coquimbo. La naturaleza de este tipo de seguros es que se cubre el edificio por riesgo de incendio, sismo, y otras cláusulas adicionales como actos terroristas, huelga motín, vandalismo, etc.


El tema acá, es que es una cobertura adicional comprendida dentro de otras coberturas y es improbable que exista oferta para cubrir sólo los actos vandálicos dentro del recinto.


Cuando la cobertura es tratados como un adicional, su consto es relativamente bajo, del orden 0,1 al 0,2 por mil del monto asegurado, y la indemnización contempla un sublimita por este tipo de riesgos, es decir, el monto máximo de indemnización es inferior al monto asegurado total del edificio.


Si los dueños de los recintos que albergan este tipo de espectáculos tuviesen la obligación de contratar estos seguros, el problema dentro del recinto deportivo estaría resuelto. A su vez, ellos podrían, dentro del costo del arriendo, incluir parte de las costas que cubrir estos riesgos les implique.


Este seguro es posible de otorgar por las razones antes descritas y porque las compañías se cercioran que el recinto tome las medidas de seguridad apropiadas en los espectáculos y se responsabilicen de manejar lo que ocurre dentro de ellos, luego el riego está acotado a circunstancias no controlables.


2. Cubrir daños provenientes de vandalismo en las inmediaciones de los recintos deportivos es más complejo.


En primer lugar, no existen pólizas innominadas (por innominadas entendemos que a priori no se sabe quién sería el beneficiario del seguro) que cubran sólo daños de este tipo. Tampoco si se desean además cubrir la propiedad privada.


Es importante aclarar que una persona, dueña de un inmueble cercano a un recinto deportivo puede acceder a cubrir su casa por el riego de incendio y terremoto y tomar una cobertura adicional de vandalismo o actos terroristas, por lo cual pueden cubrirse ante el hecho de los actos producidos por asistentes a espectáculos deportivos. Esta cobertura existe.


El problema está entonces en cubrir el riego de los daños producidos en las inmediaciones cuando no es posible suscribir o cuantificar dicho riesgo anticipadamente.


Una condición esencial de asumir el riego dentro de un recinto deportivo es que son conocidas las medidas de seguridad que se toman para prevenir que los siniestros ocurran, es decir, el tomador del seguro hace todo lo posible por evitar el siniestro.


En Chile, la protección y el orden y la seguridad en la propiedad pública está delegada en el Estado y en particular, en la Fuerza Pública, la cual tiene dependencia del Gobierno, a través del Ministerio del Interior.


Es especialmente importante que el asegurado tome todas las medidas de mitigación para evitar que los siniestros, de manera que ellos sean “la eventualidad de todo caso fortuito que pueda causar la pérdida o deterioro de los objetos asegurados “(Código de Comercio, inciso segundo, artículo 513).


El tema es como probar que el caso es fortuito y si el tomador de la póliza tomó los resguardos necesarios para evitar esos siniestros.


En algunos países es posible la contratación de la fuerza pública o de fuerza privada para la seguridad en las inmediaciones de los espectáculos, con ello, se logra reducir un riesgo cierto o circunstancias dolosas o fraudulentas y lograr cobertura a un precio razonable. Sin embargo, desconocemos si esto es posible en Chile.


Entendiendo estas premisas anteriores, existen dos tipos de seguros que pudiesen ser factibles de implementar, aunque en principio, a pesar de ello, es posible que finalmente no exista oferta para el riesgo.


a. Póliza de responsabilidad civil por daños.


En este caso el Club deportivo, organizador del evento, puede contratar un seguro de responsabilidad civil que cubra los daños ocasionados en las inmediaciones (acotado a un perímetro) inmediatamente antes o después de producido un espectáculo (se debe acotar o definir “inmediatamente”).


Para disminuir fraudes, la compañía de seguros puede hacer un escaneo fotográfico del sector antes y después del espectáculo, dejando en notaría protocolizadas dichas fotografías.


Los dueños de los inmuebles afectados deberán hacer una denuncia ante un juzgado de policía local en contra del Club organizador, para reclamar la indemnización. Una vez obtenida una sentencia positiva para el cobro de la indemnización, el club deportivo puede efectuar el cobro del siniestro en contra de la póliza.


No es posible, a esta altura, dar un precio estimado de este tipo de cobertura, pero puede ser pagada como un porcentaje del precio de las entradas, por ejemplo, lo cual haría que la prima tuviese relación con el aforo del evento.


b. Póliza de garantía tomada por el organizador.


En este caso el club organizador toma una póliza de garantía con un afianzado innominado a favor de la comunidad o de los bienes públicos.


Es importante considerar que las pólizas de garantía tienen como principio que el tomador tenga responsabilidad sobre los hechos asegurados. A primera vista jurídicamente no parece ser el caso. Sin embargo, si una ley lo determina así (que el Club es responsable), sería posible esta figura.


Por otro lado, también es importante comprender que una póliza de Garantía actúa de igual manera que una Boleta de garantía bancaria, es decir, finalmente, el costo indemnizado debe ser cancelado por el contratante de la póliza (el club deportivo).


La operación del cobro del siniestro, en este caso, es de la siguiente forma: el afectado denuncia a la compañía de seguros quien determina si el hecho procede, de aceptar el siniestro se hace cargo de las reparaciones y luego cobra el mismo monto al tomador de la póliza, quien por contrato queda obligado a rembolsar los siniestros pagados.


La diferencia con la Boleta bancaria, es que no necesitan disponer de un monto de dinero importante para enfrentar los eventuales siniestros a priori, sino que deben pagar sólo los riesgos indemnizados a posteriori.”.


El señor Jefe del Programa Estadio Seguro, Cristián Barra, al precisar el alcance de este informe, indicó que en la actualidad existe una oferta en el mercado para asegurar y cubrir los daños causados por el vandalismo dentro de los recintos deportivos.


Puntualizó que era más difícil diseñar un seguro que permitiera la reparación de los daños causados fuera del estadio, porque no existen las pólizas “innominadas”, o sea, las que no tengan un beneficiario preestablecido. Añadió que es posible implementar algún sistema de levantamiento fotográfico de los bienes que se encuentran en las inmediaciones del estadio antes de un encuentro deportivo, pero es difícil acreditar su estado previo (como los automóviles), de forma tal de poder determinar la magnitud del posible daño sufrido a causa del vandalismo.


Expresó que el informe concluye que sí es posible tomar una póliza de garantía por el organizador del evento, que opera de la misma forma que una boleta de garantía bancaria.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puntualizó que en este caso se trata de un mercado en evolución, cuyas condiciones específicas podrían quedar entregadas a un reglamento.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que ya existe como producto en el mercado de seguros la póliza de garantía para caucionar este tipo de responsabilidades, y que la introducción de una norma como la que se propone posiblemente permitirá que se puedan crear nuevos instrumentos de seguro.


Añadió que es importante que este seguro protege tanto los daños que se producen bienes públicos como privados.


El Honorable Senador señor Espina expresó que sin lugar a dudas deben incluirse los bienes públicos como los privados. Recordó que el texto propone que se puedan contratar tanto seguros o pólizas u otras cauciones y, por tanto, hay buenas posibilidades de encontrar un producto en el mercado de las aseguradoras que permita el cumplimiento. Indicó que no le preocupan las observaciones relativas a la dificultad de establecer las condiciones previas de los bienes siniestrados por vandalismo en las proximidades de los estadios, porque ellas terminan siendo el típico problema de prueba y de riesgo moral que siempre ha enfrentado la operatoria de los seguros.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que hay claridad respecto a la obligación de asegurar tanto bienes públicos como privados al interior de los recintos deportivos. Indicó que la duda estriba en si cabe algún tipo de distinción cuando se trata de bienes fuera del recinto deportivo pero ubicados en sus inmediaciones.


El Honorable Senador señor Espina expresó que esta regulación debe quedar en manos de los Intendentes.


El Secretario Ejecutivo de la ANFP, señor Oscar Fuentes, precisó que tal como indica el informe de la Asociación de Aseguradores, los seguros contratados para cubrir daños en bienes privados en las inmediaciones de los estadios tienen el carácter de pólizas innominadas, porque no se sabe cuando se contratan quién será su beneficiario. Por esta razón –explicó- es muy difícil que el mercado de seguros ofrezca un producto de este tipo, por lo que los clubes deportivos podrían quedar sujetos a una obligación imposible de cumplir, con el detrimento adicional de que este proyecto de ley establece que si el club incumple estos mandatos queda responsable de los perjuicios causados en razón de su incumplimiento.


El Honorable Senador señor Espina señaló que ello se soluciona si se deja en la ley una atribución expresa para que las Intendencias determinen las condiciones de los seguros o cauciones para cubrir los daños a los bienes privados en las inmediaciones a los recintos deportivos, lo que introduce cierta flexibilidad para la imposición de esta obligación. Explicó que esa solución supera el problema de la obligación imposible de cumplir, y deja responsable a la Intendencia por la falta de regulación en este aspecto.


La Honorable Senadora señora Alvear planteó que el reparo que se puede hacer a una proposición como la expresada es que deja un ámbito muy abierto de responsabilidad política para el Intendente respectivo, que es un funcionario de nominación directa y de exclusiva confianza del Presidente de la República.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, recordó que el proyecto plantea que queda en manos de la intendencia la imposición y la determinación de las condiciones en las cuales se impone la contratación de la totalidad de los seguros, tanto respecto de bienes que se ubiquen dentro del estadio como en sus inmediaciones.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puntualizó que la regulación de esta materia debería quedar establecida en un precepto que incluya la protección de los bienes privados.


Acogiendo esta idea S. E el señor Presidente de la República hizo llegar una indicación, cuyo texto es el siguiente:





“Artículo.- El Intendente respectivo podrá requerir, de acuerdo al riesgo asociado a determinados espectáculos de fútbol profesional, que los organizadores del mismo cumplan con las siguientes  exigencias adicionales:





a.- Que la venta de los boletos de entrada se ajuste a las condiciones especiales de seguridad fijadas por la intendencia, y 





b.- Que contraten seguros o constituyan cauciones para garantizar la reparación de los daños que se causen a los bienes públicos o privados, ubicados en el recinto deportivo o en sus inmediaciones. Sin perjuicio de lo anterior, y en remplazo del contrato de seguro, los organizadores de espectáculos de fútbol profesional podrán proponer a la autoridad el otorgamiento de cualquier otra caución para cubrir la indemnización de los daños que se causaren. El Intendente calificará la suficiencia de la caución ofrecida así como la expedición para hacerla efectiva. El reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se deberán contratar los referidos seguros o constituir las mencionadas cauciones.”. 


Al explicar el propósito de esta indicación, el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, expresó que esta redacción incorpora la idea de que el seguro o caución abarcará tanto la protección de los bienes públicos como de los privados, y que su imposición será una facultad de los intendentes.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que la redacción propuesta parecía adecuada, pero establece condiciones complicadas de cumplir por parte de los clubes de fútbol involucrados.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, expresó que el proyecto establece que el reglamento de la ley regulará las condiciones de este seguro. Puntualizó que una de las cuestiones más difíciles de determinar contractualmente son precisamente las condiciones de las pólizas de seguro como la avaluación de los bienes que se protegen, las contingencias aseguradas, la forma como se efectúa el pago, etc., lo cual hace que sea muy complicado que ellas sean establecidas en un reglamento.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, expresó que en este tema hay dos consideraciones que hacer:


En primer lugar, es necesario establecer condiciones objetivas que permiten que el Intendente respectivo exija la contratación de este seguro o caución, o sea, cuando se va a considerar que el riesgo involucrado en el evento permite ejercer la facultad que la disposición señala para la autoridad regional.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, puntualizó que entonces la regulación está referida a las situaciones en las que podría hacerse exigible la contratación del seguro, más que las condiciones en que ella debe materializarse.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, explicó que el reglamento intenta fijar cuáles serán los riesgos asegurables, y algún elemento que permita una cierta determinación de ellos, de forma tal de hacer posible la creación del producto que satisfaga esta exigencia.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, insistió que sería preferible precisar que el reglamento establecerá las circunstancias que permitirán al Intendente exigir la contratación del seguro o caución, por lo que propuso incorporar ese término en la redacción, para orientar esta facultad a cuando ella debe ejercerse y no como debe ejercerse.


El Honorable Senador señor Espina sostuvo que en ese caso quizás es preferible eliminar el término “condiciones”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, indicó que la proposición antes planteada es más preferible, porque de esa forma no incide en la libertad contractual.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, precisó que en este ámbito hay que tener en claro que el Intendente es el llamado a fijar las reglas del juego, las condiciones o el alcance, el cuándo y el cómo procede la contratación del seguro o caución; y desde esta perspectiva la adopción de la idea de que lo único que procede regular son las “circunstancias” retrotrae todo a un tema de meras consideraciones de hecho.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública manifestó que en este aspecto se ocupó el léxico legal común, que indica que en general los reglamentos determinan las formas y condiciones en que se ejerce una facultad que establece la ley. Precisó que en este caso no se ocupó el término “formas” porque acá la propia ley establece la forma específica como se ejerce la facultad –la contratación de un seguro o caución-, por lo que la redacción empleo sólo el término “condiciones”. Dicho lo anterior, el personero declaró que en este caso puede agregarse el término “circunstancias”, tal como lo solicitó originalmente el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, dio por cerrado el debate y propuso a la Comisión agregar en la redacción propuesta el término “circunstancias”.


- Sometida a votación la letra h) de la indicación número 5, fue aprobada subsumida en los términos propuestos por la indicación del Ejecutivo, con la enmienda sugerida por el Honorable Senador señor Carlos Larraín, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Asimismo, se acordó, por la misma unanimidad, incorporar esta norma como inciso primero del artículo 2° A, nuevo.


Seguidamente, la Comisión consideró la letra i) de la indicación número 5 y la letra f) de la indicación número 4.


La primera de ellas establece que el organizador de un espectáculo de fútbol deberá adoptar las demás medidas que sean necesarias para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública.


Por su parte, la letra f) de la indicación número 4 dispone que los organizadores de espectáculos de fútbol deberán cumplir con las demás obligaciones “que sean necesarias para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública”.


Durante el análisis de estas disposiciones se tuvo en cuenta que corresponderá al reglamento determinar las demás exigencias que sean necesarias para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública en el recinto deportivo y sus inmediaciones.


En virtud de lo anterior se puso en votación la letra i) de la indicación número 5 y letra f) de la indicación número 4°, ambas modificadas en los siguientes términos:


“h) Las demás que fije el reglamento y sean necesarias para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública en el recinto deportivo y sus inmediaciones.”. 


Sometida a votación las referidas indicaciones en la forma indicada, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, el Presidente de la Comisión sometió a discusión el inciso segundo del artículo 2° contenido la indicación Nº 4, y una disposición homóloga, contenida en el mismo inciso de la indicación Nº 5.


El texto de la indicación número 4, de S.E. el señor Vicepresidente de la República, es el siguiente:


“Sin perjuicio de las exigencias señaladas en el inciso precedente, el Intendente respectivo deberá exigir a los organizadores que los recintos deportivos destinados a la realización de espectáculos de fútbol profesional cuenten con sistemas de control de acceso de los espectadores que permitan su identificación y cuantificación, los que deberán cumplir con las características y requisitos que fije el reglamento. Asimismo, exigirá a los organizadores de espectáculos de fútbol profesional la grabación de imágenes, dentro del recinto destinado al desarrollo de espectáculos de fútbol profesional que permitan la identificación de las personas asistentes a los espectáculos, de acuerdo a las características que determine el mismo reglamento.”


Por su parte, en este punto la indicación número 5, del Honorable Senador señor Espina, propone lo siguiente:


“Mediante un decreto supremo reglamentario que llevará, además, la firma del Ministro del Interior y Seguridad Pública, se establecerá la manera en que los organizadores de los espectáculos de fútbol deberán acreditar el cumplimiento de las exigencias de seguridad señaladas precedentemente y los procedimientos de control a los que estarán sometidas.”.


Al considerarse este asunto, se tuvo presente que parte de lo que establece el inciso segundo de artículo 2° propuesto por la indicación N° 4 ya estaban considerado en las nuevas letras f) y g) del artículo 2° aprobado por la Comisión. En virtud de lo anterior, el Presidente de la Comisión propuso a la Comisión centrar el debate en el punto referido a la posibilidad de que mediante un reglamento se precise la forma en que se cumplirán las exigencias a las que estarán sometidos los organizadores de espectáculos deportivos.


En relación con este punto se sugirió aprobar esta parte de ambas indicaciones, modificada en los siguientes términos:





“En el referido reglamento, y previa consulta a Carabineros de Chile, se establecerá la manera en que los organizadores de los espectáculos de fútbol deberán acreditar el cumplimiento de las exigencias de seguridad señaladas en este artículo y en el precedente y los procedimientos de control a los que estarán sometidas.”.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, aprobó ambas disposiciones, en los términos señalados precedentemente, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio. La norma aprobada se incorpora como inciso segundo del nuevo artículo 2° A.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puso en discusión el inciso tercero del artículo 2° de la indicación número 4  y el inciso tercero del mismo artículo 2° propuesto en la indicación Nº 5.


El texto de ambas indicaciones es este punto es el mismo y dispone lo siguiente:


“En caso de incumplimiento de cualquiera de las medidas impuestas, el Intendente podrá disponer la suspensión del espectáculo hasta el cumplimiento de las mismas.”

- Ambas incisos fueron aprobados sin enmiendas, incorporándose como inciso tercero del nuevo artículo 2° A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


 Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto de la indicación número 4 e inciso 4° de la indicación número 5°, por incidir en materias similares.


La indicación número 4, de S.E. el señor Vicepresidente de la República, propone agregar los siguientes incisos, nuevos:


“El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá controlar el cumplimiento de los requisitos de ingreso y permanencia que determine el reglamento de la presente ley. En caso de incumplimiento, el referido personal podrá impedir el ingreso o disponer la expulsión del recinto de aquella persona que incumpliere con las referidas condiciones. Para lo anterior, el personal de seguridad podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.


Para los efectos de la presente ley y su reglamento, se entenderá por “inmediaciones”, la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde los límites exteriores del recinto deportivo, en línea recta y directa, hacia todos los costados del mismo en que se realizan espectáculos de fútbol profesional.”.”.

Por su parte, la indicación número 5 sugiere en este punto agregar el siguiente inciso:


“El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá controlar que los asistentes cumplan con los requisitos de ingreso y permanencia que determine el reglamento de la presente ley. En caso que no se observen los mencionados requisitos, el personal de seguridad podrá impedir el ingreso o disponer la expulsión del recinto de aquellas personas que incumplieren con las referidas condiciones. Para lo anterior, el personal de seguridad podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.”.

En el debate de ambas indicación, la discusión se centró, esencialmente, acerca de qué debía entenderse por “inmediaciones” del recinto deportivo.


El Honorable Senador señor Espina expresó que era muy importante definir con claridad qué iba a entenderse por inmediaciones del recinto deportivo ya que por fuera de ese ámbito no se aplicaría la Ley de Violencia en los Estadios. Observó que tal como está propuesta la norma dejaría fuera de la ley cualquier desmán producido en la Plaza Italia de Santiago, cuando se juega un partido de fútbol en el Estadio Nacional.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, recordó que la expresión “inmediaciones” ya está actualmente considerada en el artículo 6° de la ley vigente.


Agregó que, en consecuencia, la definición de inmediaciones debería entenderse en concordancia con la regla del artículo 6º, ya que ello permitiría sancionar, a través de las normas especiales de violencia en los estadios, las riñas o los daños provocados por las barras en los servicentros ubicados en la cercanías o en el camino a la comuna en la que se encuentra el estadio.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, precisó que la idea era sancionar los ilícitos penales y las faltas cometidos “con motivo u ocasión” de un espectáculo deportivo siempre que se realicen en el estadio o en sus inmediaciones.


Añadió que en la actualidad el ámbito de aplicación de la ley abarca a los recintos deportivos y sus inmediaciones, razón por la que es fundamental determinar qué espacio físico quedaría comprendido dentro del término “inmediaciones”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, observó que está claro que el ámbito de las obligaciones de los organizadores no sólo comprende el interior de los recintos deportivos, sino también las inmediaciones del mismo.


En consideración a lo anterior, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán sometió a votación los incisos cuarto y quinto de la indicación número 4° y el inciso cuarto de la indicación número 5. 


- Sometidos a votación los referidos incisos, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, Pizarro y Prokurica.


Por la misma unanimidad, de acordó consignar estos incisos de la siguiente manera:


“Artículo 2° B.- El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá controlar que los asistentes cumplan con los requisitos de ingreso y permanencia que determine el reglamento de la presente ley. En caso que no se observen los mencionados requisitos, el personal de seguridad podrá impedir el ingreso o disponer la expulsión del recinto de aquellas personas que incumplieren con las referidas condiciones. Para lo anterior, el personal de seguridad podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.





Artículo 2° C.-Para los efectos de la presente ley y su reglamento, se entenderá por “inmediaciones”, la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde los límites exteriores del recinto deportivo, en línea recta hacia todos los costados del mismo en que se realizan espectáculos de fútbol profesional.”. 

- - -


A continuación, y a proposición del Honorable Diputado señor Walker, don Matías la Comisión consideró la posibilidad de incorporar a esta iniciativa una norma que establezca que “en el caso de ser declarado el espectáculo de fútbol profesional de alto riesgo y, o alta convocatoria, se deberá contar con la presencia de, a lo menos, dos fiscales del Ministerio Público.”


Al iniciarse el estudio de esta proposición se tuvo presente que una idea similar estaba contenida en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional que modifica diversos artículos de la ley N° 19.327, de Violencia en los Estadios (Boletines N°s 5.877-07;6.055-25; 6.175-25; 6.205-25; 6.210-25; 7.229-07; 7.251-07; 7.509-07; 7.600-25; 7.603-25; 7.718-25; 7.721-25 y 7.741-25, refundidos).


Asimismo, se tuvo a la vista, en la parte que incide en este asunto, el oficio N° 218/2012 del Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán Sarrás dirigido a S.E el señor Presidente del Senado.


Al efecto, el señor Fiscal Nacional señaló, en la parte pertinente del referido oficio, que esta proposición no debía ser aprobada. Transcribimos a continuación los argumentos expresados por la referida autoridad:

“1.- La modificación carece de utilidad para los fines perseguidos:


La moción parlamentaria tuvo como fundamento el perfeccionamiento de la ley en la consideración que la aplicación de la misma no ha sido del todo satisfactoria y eficiente. De esta forma, se estima que el medio más eficaz para desincentivar la violencia en los estadios no pasa por exigir nuevas autorizaciones para organizar un partido de fútbol o por crear nuevos delitos, sino que, simplemente, se debe dar a los hinchas la señal que el que se comporta violentamente será castigado, y el que destruya la propiedad ajena deberá pagar los daños, por lo que resulta necesario perfeccionar la normativa a fin que ella se transforme en una ley eficiente y no en letra muerta. Con tal objetivo, se ha pensado que el Ministerio Público puede constituirse en un elemento no sólo disuasivo, sino que definitorio en una persecución criminal efectiva.


Lo anterior, sin embargo, no se logra con la presencia de uno, dos o del número de fiscales que se estime en los recintos deportivos, toda vez que una de las dificultades que se ha presentado en la aplicación de la Ley N°19.327 no radica en la ausencia de fiscales en los estadios. De hecho, la presencia de fiscales en dichos recintos en la práctica se ha venido dando, en coordinación con carabineros, pero la verdadera dificultad se presenta por los escasos medios de prueba con los que se cuenta para realizar imputaciones concretas e individuales al momento de formalizar investigación, pedir medidas cautelares o enfrentar un juicio, lo que no mejorará con la presencia de fiscales en los estadios, desde que ellos, como sostenedores de la pretensión punitiva estatal, no pueden transformarse en el medio de prueba que tienda a acreditar dichas imputaciones.

Es por todos conocida la realidad que se da, no sólo en los actos de violencia con ocasión de un espectáculo deportivo, o con ocasión de actividades o manifestaciones de gran masividad o concentración de personas, que se caracteriza por múltiples hechos con participación masiva de personas, situación que llama, prioritariamente, a reestablecer el orden y la tranquilidad pública y, dentro de ese contexto, es que se producen detenciones por funcionarios policiales que luego, por su especializada función, en el caso de los funcionarios de fuerzas especiales de Carabineros, no siguen el procedimiento con los detenidos, sino que éstos son entregados a los funcionarios de las unidades territoriales respectivas, quienes adoptan el procedimiento con indicaciones genéricas respecto a las acciones que realizaba el detenido (v. qr., "fue detenido mientras realizaba desórdenes públicos en las inmediaciones del estadio") lo que, ciertamente, dificulta la imputación de hechos concretos.


Por lo expuesto, nada se obtiene con la presencia de un número de fiscales en los recintos deportivos, sino que lo que se debe mejorar es la obtención de medios probatorios que permitan realizar imputaciones concretas en contra de las personas que son puestas a disposición de los jueces de garantía.

2-. Vulnera las normas constitucionales que reconocen la autonomía del Ministerio Público y que entregan la superintendencia directiva, correccional y económica al Fiscal Nacional:


En primer lugar, creemos que esta norma atenta contra la autonomía del Ministerio Público consagrada en la Constitución Política de la República, que establece en su artículo 83 "Un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Ministerio Público, dirigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito (...)".

Junto con establecer el Ministerio Público, la Carta Fundamental, en su artículo 84 dispone que una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones del Ministerio Público y añade, en su inciso segundo, que "La ley orgánica constitucional establecerá el grado de independencia y autonomía y la responsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de la investigación" y en el artículo 91 de la Constitución se establece que el Fiscal Nacional tendrá la superintendencia directiva, correccional y económica del Ministerio Público, en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva.

A las normas antes citadas debemos agregar lo establecido en la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público,
N° 19.640, que en su artículo primero reitera lo establecido en el art. 83 de la Carta Fundamental.


Luego en su artículo 2° inciso final señala que "los fiscales, en los casos que tengan a su cargo, dirigirán la investigación y ejercerán la acción penal pública con el grado de independencia, autonomía y responsabilidad que establece esta ley"


El artículo 13 de la Ley Orgánica del Ministerio Público dispone que "el Fiscal Nacional es el jefe superior del Ministerio Público y responsable de su funcionamiento" y es a él a quien corresponde -conforme lo establece el artículo 17 letra a) de la LOC 19.640- fijar, oyendo previamente al Consejo General, los criterios de actuación del Ministerio Público para el cumplimiento de los objetivos establecidos en la Constitución y las Leyes y, especialmente, impartir las instrucciones generales que estime necesarias para el adecuado cumplimiento de las tareas de dirección de la investigación de los hechos punibles, ejercicio de la acción penal y protección de las víctimas y testigos.


Pues bien, sobre la base de las normas citadas, la forma de funcionamiento de las fiscalías locales, así como las normas e instrucciones generales que se impartan acerca de la administración de los recursos del Ministerio Público y, particularmente en este caso, las que resulten necesarias para la adecuada dirección de la investigación de hechos punibles y las actuaciones concretas y específicas que deben desarrollarse en el marco de dicha función, corresponde, por mandato constitucional, al Fiscal Nacional.


La finalidad del constituyente fue la de garantizar la adecuada independencia del Ministerio Público frente a los otros poderes del estado, dotándolo de la facultad de autodirección, sin la intervención de personas ajenas al organismo, lo cual se encuentra plasmado en el primer informe de la Comisión de Legislación y Justicia del H. Senado con ocasión del proyecto de reforma constitucional sobre creación del Ministerio Público:


"La Comisión aprobó crear el Ministerio Público como ente autónomo y jerarquizado.


Se entiende por autonomía la potestad para dirigirse a sí mismo, sin intervención de terceros; ella tiene una dimensión funcional, consistente en el libre y expedito cumplimiento de las funciones otorgadas, y una operativa, que permite hacer cumplir las decisiones adoptadas. Su contrapartida son los mecanismos de control y la responsabilidad de los fiscales. La autonomía, en la especie, está referida a los poderes del Estado. Este concepto fue una de las claves del consenso alcanzado en el estudio del proyecto, porque es consubstancial a las funciones investigadoras que se otorgan a la nueva entidad. Por esta razón, y porque no cumple un cometido jurisdiccional, el Ministerio Público queda excluido del control de la Corte Suprema." (Pag. 31 Historia de la Ley N°19.519)

Todo lo antes expuesto se ve vulnerado desde sus bases por la modificación pretendida, toda vez que entrega funciones y atribuciones exclusivas del Fiscal Nacional, como la de dirección y administración de los recursos, a funcionarios del Poder Ejecutivo como lo son los Intendentes Regionales y Gobernadores Provinciales, ya que en ellos radica, según lo establece el artículo 2° de la Ley N° 19.327, la calificación de alto riesgo del espectáculo de fútbol, lo que, en definitiva, hace obligatoria la presencia de dos fiscales del Ministerio Público a dichos espectáculos.


A lo anterior se suma que la norma en comento ha sido considerada, para efectos de quórum, como una ley común, lo que resultaría incoherente o, derechamente, contrario a lo dispuesto en el artículo 84 de la Constitución Política de la República, conforme al cual, las materias que incidan en la organización y atribuciones del Ministerio Público deben ser reguladas por una ley orgánica constitucional.


3. Imposibilidad de cumplimiento teniendo en consideración la realidad y la práctica:

La modificación propuesta que, como ya se planteó, presenta evidentes problemas de constitucionalidad, en la práctica y en atención a las diferentes realidades no resulta aplicable.


La modificación pretende que en todo espectáculo de fútbol profesional de alto riesgo e, incluso, de alta convocatoria estén presentes dos fiscales del Ministerio Público, no teniendo en vista que hay localidades en las cuales se desarrollan encuentros deportivos que pueden tener la calificación de alto riesgo o alta convocatoria y que cuentan con una Fiscalía Local Unipersonal, es decir, sólo cuentan con un Fiscal, como en el caso de la localidad de El Salvador, de la comuna de Diego de Almagro, donde se encuentra la Fiscalía del mismo nombre que cuenta con un solo Fiscal adjunto. Lo anterior implicaría que cualquier otro delito cometido en el territorio de la Fiscalía de Diego de Almagro mientras se desarrolla el espectáculo de Fútbol, quedaría sin la posibilidad de contar con el fiscal para concurrir al sitio del suceso, con el objeto de dirigir la investigación y de ordenar la práctica de diligencias específicas que pueden contribuir notablemente al esclarecimiento de los hechos y ello, sólo porque fue necesario contar con fiscales en los estadios, para la "eventual" comisión de hechos ilícitos.


La situación antes descrita no es de extraña ocurrencia, -teniendo presente que será también aplicable a los partidos de la Copa Chile, donde participan clubes hasta de tercera división- y no sólo se da en aquellas localidades que cuentan con fiscalías unipersonales sino que también entorpecería la labor de los Fiscales del Ministerio Público en cada fiscalía local en que exista un estadio en que se lleve a efecto un partido calificado de alto riesgo o de alta convocatoria.


Todo ello, sin siquiera aludir al problema de dotación que afecta actualmente a la institución y respecto del cual hemos puesto en conocimiento tanto al Ejecutivo como a ese Honorable Congreso Nacional. Sin duda, no resulta coherente, en lo fáctico -además de todo lo señalado en términos jurídicos- sumar funciones al ente persecutor, que afectarían notablemente la ya compleja situación actual y nuestra gestión interna, sin antecedentes que ello pudiera implicar una mejora en la eficacia investigativa de esos hechos concretos.”.

ooo


Ante las dudas de constitucionalidad planteadas, la Comisión acordó, como medida para mejor resolver este asunto, consultar a los abogados y profesores de Derecho señores Jorge Correa Sutil y Miguel Ángel Fernández González, con el fin de considerar las objeciones planteadas precedentemente.





En primer lugar, la Comisión recibió el informe del profesor de derecho y abogado señor Jorge Correa Sutil. Su texto es el siguiente:

“INFORME

Ante la petición contenida en el Oficio de la referencia, emito opinión acerca de la constitucionalidad de la disposición que pretende agregar un nuevo inciso cuarto al artículo 2° de la Ley N°19.327 de Violencia en los Estadios, contenida en el Proyecto de Ley del que da cuenta el Boletín N°5.877-07. La norma proyectada dispone que "en el caso de ser declarado el espectáculo de fútbol profesional de alto riesgo, y/o alta convocatoria, se deberá contar con la presencia de, a lo menos, dos Fiscales del Ministerio Público".

Para emitir esta opinión, he tenido a la vista el oficio FN N°218/2012, de 30 de marzo pasado, suscrito por el señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, y en cuyo apartado III, letra b), número 2, el Sr. Fiscal sostiene fundadamente que la norma que se propone incorporar vulnera la disposición constitucional que reconoce la autonomía del Ministerio Público y la que entrega la superintendencia directiva, correccional y económica de ese órgano a su Fiscal Nacional.

En síntesis, mi opinión es que una ley puede, sin infringir la Carta Fundamental, imponer una carga a los fiscales como aquella que se propone en el proyecto, a condición que exista una justificación racional mínima para estimar que tal exigencia resulta conducente al cumplimiento de los fines constitucionales del Ministerio Público.

Desarrollo sucintamente los fundamentos para opinar así, distinguiendo entre las cuestiones de la autonomía del órgano, de la superintendencia que corresponde al Sr. Fiscal Nacional y la de la finalidad de la norma.

1.- Establecer por ley una carga como la que propone el Provecto a los fiscales no infringe la autonomía del Ministerio Público.

La autonomía del Ministerio Público, así como la de cualquier otro organismo al que la Carta Fundamental reconoce tal atributo, no lo hace inmune a que el legislador le atribuya nuevas competencias al órgano o deberes a sus funcionarios. La autonomía, expresamente reconocida en la Carta Fundamental, tiene por objeto destacar la no subordinación del órgano de investigación y persecución penal a los tribunales de justicia y particularmente el no sometimiento de los fiscales a la superintendencia de la Corte Suprema, así como asegurar su autonomía del Gobierno, como ocurre en otras latitudes.1 Esa falta de subordinación a otra autoridad no impide al legislador regular los deberes de la entidad o de sus funcionarios.
La autonomía dice relación con la falta de tutela o dirección de otro poder, órgano ó autoridad en la manera de cumplir con sus deberes constitucionales o legales, la disposición de sus recursos y la determinación de estrategias y tácticas para alcanzarlos de manera eficaz y eficiente; pero no con la determinación de sus deberes, pues estos si pueden ser especificados por ley, la que ciertamente puede añadir el cumplimiento de alguna tarea, a condición -como se dirá más adelante- de que la que se imponga diga relación con el cometido o función constitucional de la entidad; en la especie, y en esencia, la dirección de la investigación de los hechos constitutivos de delitos y el sostenimiento de la acción penal pública.
La ley está llamada a establecer las competencias específicas de los órganos autónomos (Contraloría General de la República, Tribunal Constitucional, Banco Central y Municipios, por nombrar algunos). Al hacerlo, puede y de hecho determina específicamente algunas de las cargas p deberes de sus funcionarios e incluso las reglas de procedimiento para su actuar. Es en el marco de su cometido general, estatuido en la Constitución y de los deberes más específicos que las leyes les imponen, que los órganos gozan de autonomía.
La tesis contraria supondría que la autonomía de los organismos constitucionales les hace inmunes a la regulación del legislador, noción que me parece contradictoria tanto con la idea toral del estado de derecho de someter a los órganos no sólo a la Constitución, sino también a la ley (artículos 6°, inciso primero y 7° constitucionales), como contradictoria con la noción misma de una república democrática (artículo 4°), sistema en el que los legisladores electos son los llamados a configurar la institucionalidad, con la sólo limitación de las normas expresas contenidas en la Carta Fundamental.
La Carta Fundamental no prohíbe al legislador regular la organización o las atribuciones del Ministerio Público, y por el contrario, las delega expresamente en el legislador; al igual como la independencia, autonomía y responsabilidad de los fiscales en la dirección de la investigación. (Artículo 84).
2. Tampoco me parece la norma atente en contra de la superintendencia directiva, correccional o económica que sustenta el Fiscal Nacional del Ministerio Público.

Las aludidas superintendencias, particularmente la directiva y económica facultan al Jefe de ese órgano a disponer de los medios de los que se encuentra dotada la entidad para así cumplir los fines que la Constitución y la ley le encomienden.
Tales atribuciones, ese gobierno y cuidado que se encarga al Fiscal Nacional ha de darse en el marco de la ley; por lo que la existencia de sus facultades no impiden que el legislador pueda imponer nuevas cargas a los fiscales, al igual como puede establecer nuevos deberes a los jueces, sin infringir por ello la superintendencia que. detenta la Corte Suprema sobre los tribunales de la Nación.
El hecho de ser los Intendentes los llamados a calificar los partidos de fútbol como de alto riesgo y/o de alta convocatoria no traslada a esas autoridades del gobierno interior la capacidad de dirigir la investigación de los delitos o ejercer la. superintendencia directiva o económica respecto de los fiscales; toda vez que es la ley y no los Intendentes la que establecería el deber de asistencia a los estadios, limitándose éstos últimos a calificar el hecho que hace surgir el deber estatuido en la ley.
3. La nueva obligación que se pretende establecer para los fiscales debe tener algún vínculo racional con la función constitucional del Ministerio Público.
Se me ha solicitado una opinión constitucional y no de mérito, por lo que no me corresponde pronunciarme acerca de las razones de este tipo que esgrime el Sr. Fiscal Nacional, para oponerse a la norma, las que no puedo dejar, sin embargo, de calificar como atendibles.
Con todo, me parece que ellas tienen un matiz que sí dice relación con el debate acerca de la constitucionalidad de la norma en cuestión. Como bien se sabe, la Constitución crea el Ministerio Público con el objeto de dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delitos, los que determinan la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado; así como para ejercer la acción penal pública en la forma prevista por la ley y adoptar las medidas para proteger a víctimas y testigos.
En consecuencia, parece también ser un imperativo constitucional y no sólo una cuestión de mérito, preguntarse si la presencia física de dos fiscales en los partidos de alto riesgo y/o de alta convocatoria, resulta conducente a la función constitucional del Ministerio Público ya referida, teniendo en consideración que el Ministerio Público, en su función de dirigir la investigación puede impartir órdenes a las policías, las que éstas están llamadas a cumplir sin más trámite, sin que puedan calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad. En este sentido, no puede dejar de llamar a sorpresa la queja del Sr. Fiscal Nacional, contenida en su Oficio ya referido, respecto al modo como Carabineros obra con los detenidos en los estadios.
Conforme a una larga y sostenida doctrina del Tribunal Constitucional, las razones de mérito corresponde juzgarlas al legislador. Lo que la Constitución sí impone es que exista algún nivel de adecuación racional entre la finalidad buscada por la Carta Fundamental (un órgano dedicado a la investigación de los ilícitos y al sostenimiento de la acción penal pública) con la medida legal en comento, que exige la presencia física de dos fiscales en los estadios en aquellas oportunidades que se verifiquen riesgos de ilícitos.
Establecido que exista un vínculo racional justificable entre la finalidad asignada por la Carta Fundamental al Ministerio Público y la obligación que el Proyecto pretende imponer a los fiscales, ello debiera satisfacer el examen de constitucionalidad, pues no corresponde a ningún otro ente público evaluar si la medida es la más idónea o necesaria a los fines previstos en la Carta Fundamental. Ese juicio de mérito es propio de la autoridad y de la actividad política, que radica en el legislador. A mi juicio, así lo entiende el Tribunal Constitucional.”.

ooo




A continuación, la Comisión tomó conocimiento del informe que sobre esta asunto emitió el abogado y profesor de Derecho Constitucional señor Miguel Ángel Fernández. Su texto es el siguiente:





“I. INTRODUCCION


Agradezco la invitación de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado para opinar acerca de la constitucionalidad del proyecto de ley que, entre otras modificaciones a la Ley N° 19.327, que fija normas sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional
, propone agregar el siguiente inciso 4° a su artículo 2°: “En el caso de ser declarado el espectáculo de fútbol profesional de alto riesgo y/o alta convocatoria, se deberá contar con la presencia de, a lo menos, dos fiscales del Ministerio Público”.  


La duda se ha planteado a raíz que el Fiscal Nacional del Ministerio Público ha sostenido la inconstitucionalidad de dicha norma, atendido que vulneraría la autonomía que la Carta Fundamental reconoce a esa Institución y porque afectaría la superintendencia directiva, correccional y económica que le corresponde como máxima autoridad de ella.


Naturalmente, para resolver la duda planteada, es menester examinar el sentido y alcance de la autonomía con que la Constitución ha caracterizado al Ministerio Público.


II. AUTONOMÍA CONSTITUCIONAL


El Ministerio Público no sólo goza de jerarquía constitucional, como todos y cada uno de los órganos creados directamente por la Carta Fundamental, sino que, además, ha sido dotado de autonomía, la cual constituye una caracterización relevante en nuestro Código Político.





1. Significado

La autonomía con que la Constitución tipifica a algunos de los órganos que ella crea, como el Consejo Nacional de Televisión, el Ministerio Público, la Contraloría General de la República, el Banco Central y las Municipalidades, tiene como consecuencia directa e inmediata –y, es más, como finalidad notoriamente perseguida- que aquellos órganos no formen parte ni queden sometidos o subordinados al Gobierno, al Congreso Nacional, al Poder Judicial o entre sí, aunque todos se relacionen –en un sistema de frenos y contrapesos que hace operativo el principio de separación de funciones- y sin perjuicio que sus funciones y atribuciones correspondan a potestades históricamente asociadas con los órganos constitucionales tradicionales, como el Poder Judicial, en el caso de la tarea consistente en investigar los hechos que revisten caracteres de delito.

Dicha autonomía, que se reconoce por la Carta Fundamental tanto a grupos intermedios como a órganos constitucionales, resulta indispensable para que unos y otros puedan cumplir sus fines específicos, ejerciendo los derechos o ejecutando las atribuciones que el ordenamiento jurídico les reconoce
. Sin autonomía, en otras palabras, no habría grupos intermedios en sentido genuino y, por ende, conforme al artículo 1º inciso 3º, la sociedad se estructuraría no a través de ellos, sino que desde, por y para el Estado, construyéndose así un sistema totalitario y no democrático
. Al mismo tiempo, los órganos estatales sin autonomía estarían subordinados a otro ente público de jerarquía constitucional, reduciendo nuestro sistema a concepciones clásicas de división tripartita ya superadas
.

En todos los casos, la autonomía tiene idéntico significado, se manifiesta en términos semejantes y surte los mismos efectos. En nexo con lo primero, se dota a los destinatarios de esa cualidad de capacidad de gobierno propio, dentro de la Constitución y las leyes
; en relación con la forma como se manifiesta, ella depende de la configuración que se haga del ente autónomo, pues una característica cardinal de este concepto es su relatividad, ya que los grupos y los órganos pueden ser dotados de distintos grados de autonomía
, pero siempre se incluye una mayor o menor capacidad de organizarse y una más o menos amplia capacidad decisoria; en fin y respecto de los efectos, la autonomía siempre supone un nivel –mayor o menor- de independencia de otros, v.gr., para excluirlos de los Órganos Constitucionales que desempeñan las funciones clásicas, esto, la Función Gubernativa -con sus tres subfunciones, Política, Administrativa y Ejecutiva-, la Función Judicial y la Legislativa
.

El profesor Silva Cimma es claro en el punto, cuando señala que “(...) se rigen por los preceptos de la Constitución Política, de la ley o leyes que los regulan y de la reglamentación interna que ellos mismos se den para los efectos de proveer a su funcionamiento. No existe relación alguna de subordinación, ni siquiera supervigilancia frente al Supremo Administrador del Estado, puesto que la índole de sus funciones, esencialmente fiscalizadoras en el caso de la Contraloría y reguladoras bancarias en el caso del Banco Central, haría inconciliable con ellas la subordinación (...)”
.

Revisando la jurisprudencia, por último, es posible advertir una clara evolución hacia la interpretación que aquí se viene explicando, esto es, desde aceptar la incorporación a fortiori de los órganos constitucionales autónomos, en una concepción clásica de la división de funciones, hasta concebirlos como independientes de aquéllas.

Recuérdese, en el primer sentido, lo resuelto por el Tribunal Constitucional cuando revisó la constitucionalidad del proyecto de Ley de Bases, aunque desde entonces ya se destacaba por la Magistratura Constitucional la regulación específica de que eran objeto, entre otros, los órganos autónomos
. Sin embargo, cuando le correspondió controlar la constitucionalidad del proyecto de ley sobre Banco Central, sostuvo categóricamente, “que de todo lo dicho precedentemente resulta incuestionable que al Presidente de la República le corresponde ejercer el gobierno y la administración del Estado dentro del marco que la Constitución establece y, en consecuencia, con las limitaciones que ella contempla; como asimismo, que el Banco Central por mandato de la Constitución, es un organismo autónomo, cuya composición, organización, funciones y atribuciones le corresponde determinarlas a una ley orgánica constitucional (...)”
.

Por ello, concluía el Tribunal “(…) pretender que el Banco Central esté sujeto al poder jerárquico del Presidente de la República sería inconstitucional, pues la Constitución lo crea como un ente autónomo”
.

Y lo propio expresó, aún antes de la reforma de 1992, respecto de las Municipalidades
, tal y como también consta en la jurisprudencia administrativa, aunque sin llegar a comprender todavía a cabalidad el alcance de dicha autonomía
.

En suma, “(…) son órganos autónomos para la Constitución los organismos que presentan especiales caracteres de independencia de frente a los poderes del Estado, hallándose sometidos sólo a la Constitución Política y a la ley que conforme a ella regula su organización, funcionamiento y atribuciones”
.





2. Aplicación al Ministerio Público

Llevado cuanto acaba de expresarse a esta Institución Investigativa, consta de la historia fidedigna de su creación que “se entiende por autonomía la potestad para dirigirse a sí mismo, sin intervención de terceros; ella tiene una dimensión funcional consistente en el libre y expedito cumplimiento de las funciones otorgadas, y una operativa, que permite hacer cumplir las decisiones adoptadas (…). La autonomía en la especie está referida a los Poderes del Estado. Este concepto fue una de las claves del consenso alcanzado en el estudio del proyecto, porque es consustancial a las funciones investigadoras que se otorgan a la nueva entidad (...)”
.

Ya no es suficiente, por ende, visualizar una división tripartita de las funciones del Estado, siendo anómalo encuadrar, en alguno de los tres órdenes clásicos, a todos los órganos estatales, sin considerar la tipificación, funciones y demás elementos esenciales que caracterizan, por mandato expreso de la Carta Fundamental, a cada uno de ellos.


Precisamente, por esto, se ha explicado que “(...) el Ministerio Público, como institución, y el Fiscal Nacional, los Fiscales regionales y demás autoridades que pertenecen a ella se hallan al margen de la potestad fiscalizadora de la Cámara de Diputados. Esta exclusión rige igualmente con respecto a los órganos internos de esa rama del Congreso. Por consiguiente, los diputados individualmente considerados, están privados también de desempeñar, de cualquier manera que sea, clase o especie alguna de fiscalización sobre el Ministerio Público, sus autoridades y funcionarios”
.


En esta perspectiva, útil es recordar que el problema de las autonomías constitucionales no se ha presentado sólo en relación con la Administración, como ha ocurrido a propósito del Banco Central
 y de las Municipalidades
, sino que también en nexo con el Ministerio Público respecto del Poder Judicial. A este respecto, conviene traer a colación la controversia suscitada a propósito de la aplicación de sanciones, por parte de un juez de garantía, a fiscales o funcionarios del Ministerio Público, la cual fue resuelta, sin embargo, erróneamente por la Corte Suprema. 


Al tenor de cuanto viene siendo explicado, tiene que coincidirse con que “(...) la superintendencia ‘disciplinaria’, que reconoce la Constitución Política al Fiscal Nacional, importa marginar a estos servidores públicos de la competencia general sancionatoria de los Jueces de Garantía”
.


En términos claros, por lo categóricos y acertados, en fin, hay que comprender, en relación con el Ministerio Público, pero extendiéndolo a todos los órganos constitucionalmente autónomos, que se trata “(...) de una institución de jerarquía máxima, suprema o constitucional. Como tal, se halla en el nivel más alto de los órganos de nuestro Estado de Derecho, en igualdad, desde tal punto de vista, con el Presidente de la República, el Congreso, la Corte Suprema, el Tribunal Constitucional, la Contraloría General y el Banco Central. Ninguna de estas autoridades tiene, por ende, nivel jerárquico superior al Ministerio Público en el servicio de las potestades que le ha confiado la Ley Suprema”
.


Finalmente y en cuanto a la superintendencia del Fiscal Nacional, “la legislación confirma tal superintendencia exclusiva (…) cerrando toda injerencia de otros órganos en materias propias de la superintendencia (…)”
.


Para concluir, es menester recordar que el Tribunal Constitucional ha resuelto “que, en cumplimiento de su responsabilidad de velar por el respeto del principio de supremacía constitucional, asegurado en el inciso primero del artículo 6° de la Ley Suprema, este Tribunal declarará la constitucionalidad del inciso segundo del artículo noveno del proyecto de ley en examen, en el entendido de que no resulta aplicable al Ministerio Público, al Tribunal Constitucional, ni al Tribunal Calificador de Elecciones lo dispuesto en el artículo 8º del Título III de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, por cuanto la autonomía que la Constitución ha asignado a ciertos órganos del Estado, como los recién mencionados, y que se proyecta en una triple dimensión -organizativa, institucional y normativa- implica, precisamente, que cada uno de estos ámbitos de acción no puede estar supeditado, en su ejercicio, a órganos que se relacionen, aunque sea en forma indirecta, con las labores de gobierno y administración propias de la función ejecutiva”
.


Asimismo, decidió que “(…) las normas generales que dicte el Consejo para la Transparencia, en ejercicio de sus potestades legales, no son vinculantes para el Ministerio Público, para el Tribunal Constitucional ni para el Tribunal Calificador de Elecciones, ya que, de otro modo, se afectaría la autonomía e independencia que la Constitución Política les reconoce a los mismos organismos (…)”
.


III. NORMA PROPUESTA ES INCONSTITUCIONAL
Antes de absolver directamente la duda planteada, dejo constancia de la justificación que tendría la disposición que se me ha pedido evaluar, en nexo con la cual “sostienen los autores de la moción que la aplicación de esta ley (de violencia en los estadios) no ha sido del todo satisfactoria y eficiente como se pensó al dictarse, por lo que estiman que el medio más eficaz para desincentivar la violencia en los estadios no pasa por exigir nuevas autorizaciones para organizar un partido de fútbol o crear nuevos delitos, sino que simplemente dar la señal a los hinchas que el que se comporta violentamente será castigado, y el que destruya la propiedad ajena deberá pagarla, por lo cual se le debe perfeccionar a fin de que ella se transforme en una ley eficiente y no en letra muerta y para ello, estiman, que el Ministerio Público puede constituirse en un elemento no sólo disuasivo, sino que definitorio en una persecución criminal efectiva. Para ello se propone incorporar en su normativa la obligación de que en todo partido calificado por la autoridad pertinente como de alto riesgo exista la obligación de contar a lo menos con dos fiscales del Ministerio Público para que pueda llevarse a cabo el espectáculo deportivo”
.

Por su parte, “(…) el señor Asesor Legislativo del Ministerio del Interior, don Francisco Galli Basili, afirmó que, efectivamente, el hecho de contar con al menos 1 fiscal constituye una práctica habitual en espectáculos donde se espera puedan producirse incidentes. Por otra parte, manifestó que no sería conveniente limitar esta obligación a partidos declarados de alto riesgo, por cuanto esta decisión se encuentra en manos del Intendente, quien podría eventualmente no decretarla por variadas razones. En otro orden de ideas, sugiere que la norma hable de un solo fiscal, como ha sido la práctica habitual en estos casos”
.


Desde luego, no se divisa la justificación, desde el ángulo del proceso penal, que tendría imponer la obligación de contar con dos fiscales en los recintos donde se lleven a cabo partidos de fútbol de alto riesgo o convocatoria. Máxime si ellos no pueden actuar como testigos ni como ministros de fe de los hechos que allí ocurran, pues su competencia, constitucionalmente asignada, consiste en dirigir las investigaciones de los hechos que revistan carácter e delito y deben hacerlo, más todavía, conforme al principio de objetividad.


Con todo, lo relevante es que una disposición de esa naturaleza afecta la autonomía del Ministerio Público y la superintendencia que el artículo 91 corresponde al Fiscal Nacional, desde que aquella cualidad constitucional –que se proyecta en una triple dimensión organizativa, institucional y normativa, como ha señalado el Tribunal Constitucional- implica que aquella Institución no esté supeditada al designio de otros, en la gestión cotidiana y concreta que aplica a quienes la integran y los recursos de que disponen al ejercicio de la atribución conferida por la Carta Fundamental.


De esta manera, sería el legislador quien estaría decidiendo, por anticipado y sin consideración a las situaciones fácticas concretas, como tendría que obrarse en relación con la presencia de fiscales en un espectáculo deportivo, sin que fuera el Fiscal Nacional, quien tiene la superintendencia de la Institución, el que adoptara la decisión correspondiente, sustrayéndole, entonces, no sólo la potestad de dirigirla, sino también la responsabilidad que se sigue de ella.


Ese nivel de decisión específica no puede realizarse por el legislador, sino que, para ello, la Carta Fundamental ha configurado al Ministerio Público como entidad autónoma y, aún antes, jerarquizada, de tal manera que sus órganos de conducción, comenzando por el Fiscal Nacional, tienen que resolver la actuación cotidiana que le permita cumplir, a cabalidad, sus funciones.


Si, por otra parte, lo que se quiere con la norma en comento es, como exponen sus autores, dar la señal a los hinchas que el que se comporta violentamente será castigado y el que destruya la propiedad ajena deberá pagarla, constituyendo al Ministerio Público en un elemento no sólo disuasivo, sino que definitorio en una persecución criminal efectiva, se le están confiriendo atribuciones que la Constitución y la ley entregan a Carabineros en el resguardo del orden público y de la seguridad pública interior, por lo que también resultan lesivas del Código Político.


VI. CONCLUSIÓN


La moción que propone agregar a la Ley N° 19.327 que, en caso de ser declarado el espectáculo de fútbol profesional de alto riesgo y/o alta convocatoria, se deberá contar con la presencia de, a lo menos, dos fiscales del Ministerio Público, es contraria a la Constitución, pues afecta la autonomía que ella confiere a dicha Institución, al adoptar una decisión que compete a sus autoridades, en particular al Fiscal Nacional que tiene la superintendencia del Ente Persecutor.


Una decisión específica de esa naturaleza, adoptada en abstracto por el legislador, exige considerar circunstancias fácticas concretas que sólo pueden ser apreciadas por las autoridades del Ministerio Público y de cuya certera realización se siguen las responsabilidades constitucionales y legales que no es posible exigir del legislador. Además que, si con ella se confiere a los fiscales la naturaleza de entes preventivos del delito, invade también la competencia confiada por la Carta Fundamental a la Fuerza Pública.”.

ooo


Teniendo presente los antecedentes antes transcritos la Comisión trató este asunto.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, planteó que tenía dudas acerca de la conveniencia de establecer una norma como la que se propone. Señaló que quizás bastaría hacer una referencia general a las atribuciones ordinarias que tiene el Ministerio Público para designar fiscales para lleven adelante una investigación y no obligarlo perentoriamente a designar a uno o más fiscales, para que asistan a los encuentros de alta convocatoria. 


Con todo, señaló que por lo que había percibido en conversaciones con otros miembros de la Comisión, habría un parecer mayoritario por acoger la propuesta planteada por el Honorable Diputado señor Walker, don Matías.


La Honorable Senadora señora Alvear precisó que ella era compartía la opinión del ex Ministro del Tribunal Constitucional y profesor señor Correa Sutil y, en consecuencia, señaló que no observaba un problema de constitucionalidad en esta propuesta. Asimismo, explicó la norma debiera permitir que el Fiscal Regional correspondiente pudiera designar a uno o más fiscales para que asistan a encuentros en que pueda existir riesgo para la seguridad pública o de las personas.


Acogiendo estos planteamientos, S.E. el señor Presidente de la República hizo llegar a la Comisión una indicación que propone agregar el siguiente inciso final al artículo 2°.


“Si un espectáculo fútbol profesional implicare un riesgo para el orden público o la seguridad de las personas o los bienes, el Intendente comunicará este hecho al Fiscal Regional del Ministerio Público, quien deberá ordenar la presencia de, a lo menos, un fiscal.”.


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos y Walker don Patricio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán.


En relación con el quórum de aprobación de esta disposición, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, consideraron que ella era una norma de quórum simple.

Número 3


El texto aprobado en general modifica el artículo 3° de la ley Nº 19.327.


El referido artículo impone a las autoridades del fútbol profesional la obligación de comunicar al Intendente respectivo el calendario de competencias nacionales e internacionales  para su evaluación. Agrega, en su inciso segundo, que los espectáculos no contemplados en dicho calendario deberán ser comunicados a las autoridades regionales y policiales con no menos de veinticuatro horas de anticipación. 


El texto aprobado en general agrega un nuevo inciso segundo que dispone lo siguiente:


“Tratándose de partidos de fútbol profesional declarados de alto riesgo, los Intendentes Regionales podrán exigir a las autoridades del fútbol profesional, la rendición de una caución de hasta dos mil unidades de fomento, para asegurar la reparación de los daños que se causen a los bienes públicos.”.


En relación con esta norma, se presentó la indicación Nº 6, del Honorable Senador señor Espina, para sustituir el Nº 3 del artículo único del proyecto por otro, que modifica en dos literales el citado artículo 3º de la ley Nº 19.327.


Mediante el primero se agrega un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Conforme al riesgo asociado a los espectáculos de fútbol profesional,  se podrá exigir a los organizadores del espectáculo de fútbol profesional la suscripción de contratos de seguros por daños, a fin de garantizar la reparación de los que se causen a los bienes públicos ubicados en el estadio o en sus inmediaciones. El reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se deberán contratar los seguros. Sin perjuicio de lo anterior y en remplazo del contrato de seguro, los organizadores de espectáculos de fútbol profesional podrán proponer a la autoridad el otorgamiento de cualquier otra caución para cubrir la indemnización de los daños que se causaren a los bienes públicos ubicados en el estadio o en sus inmediaciones como consecuencia del espectáculo de fútbol profesional. El Intendente calificará la suficiencia de la caución ofrecida así como la expedición para hacerla efectiva.”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que esta materia ya había sido regulada en la redacción acordada para la letra b) del nuevo artículo 2° A, razón por la que propuso dar por aprobada esta indicación subsumida en la redacción acordada para la mencionada norma.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán, aprobó esta letra de la indicación número 6 en los términos ya indicados.


Seguidamente, la Comisión examino la letra b) de la indicación número 6.


Mediante ella se agrega un inciso final al artículo 3º de la ley Nº 19.327, del siguiente tenor:


“Para los efectos de la presente ley y su reglamento, se entenderá por “inmediaciones”, la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde los límites exteriores del estadio, en línea recta y directa, hacia todos los costados del recinto deportivo en que se realizan espectáculos de fútbol profesional.”.”.


Los miembros de la Comisión observaron que una disposición similar fue acordada previamente, razón por la que, por la misma unanimidad indicada precedentemente, dieron por aprobada esta letra de la indicación número 6, en los términos en que se consignan en el nuevo artículo 2° C.


Como consecuencia de los acuerdos alcanzados precedentemente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, y de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó suprimir el número 3° del texto aprobado en general. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -

Número 4


Este número modifica el artículo 4° de la ley N° 19.327. Este precepto dispone que los clubes de fútbol deberán contar con un padrón oficial actualizado de los miembros de su barra, el que se llevará en sus oficinas centrales. Asimismo, impone otras obligaciones referidas a la forma en que se registrará a los integrantes de la barra y la entrega de una credencial que acredite tal condición.


El texto aprobado en general modifica, en dos literales, el artículo 4º de la ley Nº 19.327


En primer lugar, propone agregar un inciso primero nuevo del siguiente tenor:


“Artículo 4°.- Para los efectos de esta ley, se denomina barra al conjunto de personas debidamente registradas e identificadas como tales en el padrón oficial de un determinado club de fútbol profesional, en calidad de socios o simpatizantes del mismo, los que previa exhibición de la credencial que se menciona en el inciso siguiente, se congregan en un determinado sector de un recinto deportivo, con el fin de alentar al equipo de su club que participa en el espectáculo.”.


En segundo lugar, incorpora un inciso tercero, nuevo, que dispone lo siguiente:


“Los referidos clubes deberán actualizar ante las Intendencias Regionales, a lo menos una vez al año, en la fecha que éstas determinen, el padrón oficial de sus barras. El incumplimiento de esta obligación será sancionada con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.”.


En relación con este número, Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, presentó la indicación Nº 7, que remplaza este número por otro que deroga el artículo 4º de la ley Nº 19.327.


Al iniciarse el estudio de esta indicación, la Honorable Senadora señora Alvear planteó que ella no compartía la idea de eliminar la mención a las barras que hace en esta ley, ya que por esta vía los dirigentes podrían llegar a acuerdos con grupos organizados de hinchas no sometidos a ningún tipo de regulación.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recalcó que la decisión sobre que regulación que tendrán las barras en la ley es un tema de fondo en este proyecto. Recordó que al respecto la Cámara de Diputados fue de la opinión de que las barras deberían estar definidas y estrictamente reguladas en la ley, de forma tal de lograr –entre otros objetivos- un cumplimiento más estricto a la norma vigente, que indica que los dirigentes de los clubes son responsables del control de acceso al sector de barras en los encuentros deportivos en que participe su institución, y la prohibición absoluta de que esos dirigentes las financien o apoyen.


Manifestó que también era menester establecer algún sistema que permita no solo diferenciar las barras de los clubes en competencia, sino del resto de la hinchada de cada equipo.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que desde su perspectiva el objetivo de esta indicación es eliminar de la ley toda referencia a las barras, para terminar con los problemas que se han creado en torno a su funcionamiento, pero en ningún caso proscribirlas.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra precisó que al reconocerse en la ley a las barras se obliga  a los organizadores de un espectáculo deportivo a establecer un espacio delimitado y cerrado en el que ellas se ubican. Además, explicó que la ley parte de una idea equivocada, cual es que los equipos de fútbol sólo cuentan con una barra, lo que no es cierto y, por el contrario, da pábulo para que hayan fuertes rencillas de poder entre distintos grupos organizados que alientan al mismo club, con el fin de lograr el sitial de barra oficial.


Añadió que el o los grupos que no obtienen el reconocimiento oficial se ubican en sectores distintos del estadio, y desde ahí organizan desórdenes porque están menos controlados que los que se ubican en la zona de la barra oficial.


Manifestó que todo ello se evitaría si se logra eliminar el concepto de barra de la ley.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, agregó que la norma vigente es anómala, porque al no definir que es una barra, se termina identificando con el espacio físico  que ocupa dentro del estadio.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que se podría explorar la posibilidad de suprimir esta noción siempre y cuando en su reemplazo se establezca el concepto de hincha de un equipo de fútbol. Asimismo, agregó que sería conveniente aprobar una norma que haga responsables a los dirigentes de los clubes, por el control e identificación de quien ingresa a un estadio de fútbol.


El Jefe del Programa Estado Seguro, señor Cristián Barra coincidió con esta idea, y expresó que lo que se persigue es terminar con cualquier trato preferencial a una parte de la hinchada de un club.


El Honorable Senador señor Espina precisó que la regulación de las barras en la ley Nº 19.327 nunca tuvo real vigencia, porque no había una definición precisa de ellas y porque no existió la voluntad política para controlar su actuación.


Puntualizó que cualquier regulación de barras supone especificar dentro de cada recinto un sector específico donde ellas se ubicarán, por lo que el barrista que quiere hacer desórdenes tiene un incentivo evidente para evitar tal lugar y agruparse en otra parte del estadio, que estará menos vigilada. Señaló que si en cambio se elimina el concepto y se establece una sectorización total de cada recinto, será posible imponer el mismo nivel de vigilancia para todo el estadio.


La Honorable Senadora señora Alvear puntualizó que si se elimina de la ley el concepto de barra automáticamente desaparecería la sanción por los aportes económicos que les hagan uno o más dirigentes deportivos, ya que no se puede penalizar el financiamiento de una organización que la propia ley dice que no existe. Precisó que la prohibición de aportes a la barra por parte de los dirigentes es uno de los principales objetivos de la ley. Agregó que al suprimir este concepto se terminará perjudicando al resto de los hinchas, que comprensiblemente desean que se les diferencie de las barras organizadas.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, subrayó que, en todo caso, debe prohibirse el financiamiento de las barras o grupos de hinchas organizados por parte de la dirigencia de los clubes, y debe, asimismo, consagrarse una estricta sectorización de esas barras o esos grupos de hinchas organizados al interior de los recintos deportivos.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, explicó que la norma vigente menciona a las barras con dos propósitos: obligar a los clubes deportivos a empadronarlas, y hacer responsables a los dirigentes por el control del ingreso a los sectores destinados a ellas. Señaló que la mantención de lo anterior, y la prohibición absoluta de que la dirigencia las financie, hace recomendable continuar con una referencia a las barras en la ley.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, indicó que al eliminar el concepto de barra de la ley se acaba también las luchas internas de poder entre los distintos grupos de hinchas organizados.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, señaló que al eliminar el concepto de barra de la ley se amplía la responsabilidad de los dirigentes a toda la hinchada de su club y al espectáculo en general. 


El Honorable Senador señor Espina expresó que la obligación que establece la ley vigente de empadronar a las barras nunca se ha cumplido, y si ahora se hiciera efectiva generaría inmediatamente un incentivo para que los hinchas organizados que quisieran obtener apoyo financiero de la dirigencia deportiva no se enrolen como parte de la barra oficial.


Seguidamente, la Honorable Senadora señora Alvear expresó que si se elimina el concepto de barra, los dirigentes deportivos serán responsables de todo daño provocado por cualquier hincha de su equipo.


El Honorable Senador señor Espina puntualizó que lo anterior sólo procedería si el dirigente entregó recursos o financió a un determinado hincha.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que si con la legislación actual ya es difícil empadronar a los barristas, sería prácticamente imposible empadronar a todos lo hinchas de un club deportivo.


En segundo lugar, indicó que eliminar la distinción entre hinchas y barristas no tiene en consideración que los hinchas quieren distinguirse de los barristas porque no desean que los involucren en los hechos delictivos que muchas veces protagonizan los segundos.


Finalmente, observó que será muy difícil explicar a la opinión pública la eliminación de toda referencia a las barras, cuando lo que se persigue es precisamente controlar su actuación.


El Honorable Senador señor Espina puntualizó que la norma actual, que contempla la existencia y regulación de las barras, favorece a sus integrantes y perjudica a los demás hinchas o simpatizantes de un club, ya que los miembros de la barra tienen asegurado un espacio en el estadio.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra coincidió con lo señalado precedentemente, y explicó que el sistema actual sólo permite delimitar los sectores específicos del estadio en los que se ubicarán los barristas, lo que genera un claro incentivo perverso para que grupos organizados de hinchas que no quieran ser controlados se sienten en otras partes del estadio. Señaló que el objetivo de este proyecto es lograr sectorizar el 100% de las ubicaciones de los estadios, y controlar la identidad de todos los que asisten a un espectáculo deportivo.


El abogado de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, señor Luis Varas, expresó que el viernes 27 de abril del año en curso, el Consejo de Presidente de Clubes acordó introducir una modificación al Código de Procedimiento de Penalidades de la ANFP, del siguiente tenor:


“Artículo 66 bis.- Se prohíbe a todo club o sus directores, administradores, representantes legales o funcionarios contratados bajo cualquier modalidad realizar dolosa o negligentemente cualquier contribución pecuniaria o en especie a los simpatizante y adherentes.”. 


Explicó que con esta norma se amplía la prohibición que el proyecto plantea más allá del concepto de barra.


La Honorable Senadora señora Alvear observó que si se elimina de la ley toda mención a las barras y se quiere establecer los controles y sectorizaciones que se han anunciado, será necesario preguntar a cada una de las personas que asisten a un espectáculo deportivo qué equipo de fútbol respalda, lo que en principio le parece impracticable.


El Jefe del Programa Estadio Seguro explicó que la sectorización no se hará por la vía que se indica sino por el control de la venta de entradas. Señaló que la idea es que cada club que participe de un encuentro deportivo venda un número determinado entradas, y la identificación y sectorización en el estadio se efectuará según donde el asistente compró su entrada.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, insistió que, en principio, no le parece conveniente eliminar del todo el concepto de barras de la ley. En subsidio de lo anterior manifestó que esa situación podría aceptarse si, en su reemplazo, se establecen las siguientes condiciones de control:


1) que el vendedor de las entradas a los encuentros deportivos quede obligado a identificar a todas las personas que le compran las entradas.


2) se impone un estricto control de ingreso en todos los recintos deportivos, que permita identificar y contabilizar a todos los asistentes.


3) se establece la responsabilidad respectiva de los dirigentes.


4) se dispone de una sectorización estricta y completa de cada recinto deportivo.


Agotado el debate acerca de este asunto, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sometió a votación la indicación número 7. 


- La Comisión, por mayoría de votos aprobó, sin enmiendas esta indicación. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Alvear.

ooo


Seguidamente, la Comisión consideró la indicación número 9, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, que agrega al artículo 4º de la ley un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:


“Asimismo, la organización deportiva deberá disponer de un sistema de venta de entradas que permita la individualización de cada uno de los asistentes a los espectáculos de fútbol profesional, con a lo menos, el nombre completo y la cédula de identidad del asistente, que deberán constar en la entrada del asistente y en un registro especial que deberá llevar la organización deportiva para tales efectos.”.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, puntualizó que no se consideró necesario incluir el sistema de venta de entradas en las modificaciones propuestas por el Ejecutivo porque cuando se trata de partidos de alta convocatoria los organizadores han optado por externalizar este servicio en empresas que han logrado elaborar entradas con una serie de sistemas de seguridad que hace que sea muy difícil su falsificación, y que han demostrado mucha eficacia en su cometido.


Expresó que la idea de establecer entradas nominativas podría implicar mejoras de seguridad, pero como contrapartida haría más complejo todo el proceso, porque solo podría ingresar al estadio la persona que compró la entrada o cuyo nombre conste en ella, y tendría que establecerse un procedimiento extra para que una persona distinta a la que aparece en la entrada pueda asistir al encuentro.


Precisó que en este ámbito no importa quién compró la entrada sino quién hace uso de efectivo de ella e ingresa al estadio, y por eso en las modificaciones anteriormente introducidas al artículo 2º de la ley Nº 19.327 ya se acordó establecer la obligatoriedad de que se instalen sistemas de control de ingreso en todos los estadios, los que posibilitarán identificar a cada uno de las personas que asisten a un recinto deportivo.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra expresó que en Europa se utiliza el sistema de entradas nominativas para los espectáculos de fútbol profesional, pero ello es posible porque cerca del 90% de las personas que compran estos tickets no lo hacen para un evento determinado sino para toda una temporada. Puntualizó que el 10% restante de las entradas a los estadios en el viejo continente se vende por boletería y en ellas no consta el nombre del adquirente.


Añadió que este sistema sería difícil de aplicar en los estadios ubicados en el sur de nuestro país, porque en ellos las personas aplazan su decisión de ir a un espectáculo de fútbol determinado hasta último momento, porque deben tener en consideración las circunstancias climáticas.


Finalizó su intervención señalando que el único problema que hasta la fecha se ha tenido en la venta de entradas, son aquellos partidos con alta concurrencia de público, dónde se han producido desórdenes en las afueras de los locales donde funcionan las boleterías.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, expresó que la obligación de identificación de los asistentes a un recinto deportivo en el control de acceso a los estadios a que ha hecho mención el señor Ministro, dice relación con dar estricto cumplimiento a la medida cautelar o a la pena accesoria de prohibición de asistir a espectáculos deportivos de fútbol profesional, pero lo que se pretende fiscalizar con la indicación en discusión es el origen de la entradas de los asistentes a un encuentro deportivo, sobre todo con el propósito de rastrear quién compra las entradas de los que integran las barras de los clubes deportivos.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que aunque son atendibles las consideraciones expresadas por el Ejecutivo, la proposición contenida en la indicación de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio podría ser acogida entregando a la autoridad la facultad de regular la forma en que se venderán las entradas.


A esta altura del debate, recordó que esta idea ya estaba contenida en la redacción de la letra a) del artículo 2° A

.


Los restantes miembros de la Comisión consideraron adecuado el planteamiento del Presidente.


- Sometida a votación la indicación Nº 9 fue aprobada, subsumida en la redacción de la letra a) del nuevo artículo 2° A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.

- - -


A continuación, el Presidente de la Comisión sometió a consideración las indicaciones números 8 y 10.

La primer de ellas, del Honorable Senador señor Espina, y tiene por objeto reemplazar el Nº 4 del artículo único del proyecto aprobado en general por otro, que agrega un artículo 4º A a la ley. Su texto es el siguiente:


“Artículo 4º A.- Toda contribución en dinero o estimable en dinero, efectuada por una organización deportiva a una barra o integrante de ella, en razón de su pertenencia a ésta, sea que se materialice bajo la forma de mutuo, donación, comodato o cualquier acto o contrato a título gratuito u oneroso, deberá ser registrada contablemente y comunicada a las autoridades del fútbol profesional y a la Intendencia respectiva en la forma, plazos y condiciones determinados por el reglamento a que se refiere el inciso siguiente.


Las organizaciones deportivas deberán, en los términos, plazos y condiciones establecidas en el reglamento mencionado en el artículo 2°, llevar un registro con todas sus actividades de promoción y de apoyo a las barras, en el que deberá constar la individualización precisa de las personas beneficiadas, la clase de actividad o promoción, la fecha y el evento deportivo al que estuvieron asociadas.


La omisión del deber de informar, la entrega o registro de información parcial o con infracción  a lo señalado por el reglamento, será sancionada con multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia.


Se prohíbe a los representantes legales de las organizaciones deportivas, miembros de directorio y accionistas de sociedades anónimas deportivas, entregar personalmente o por interpósita persona cualquier tipo de financiamiento o apoyo económico o material a la barra o integrantes de ella. La infracción de esta prohibición será sancionada de la manera indicada en el inciso anterior.”.


Por su parte, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, presentaron la indicación Nº 10, que tiene por finalidad incorporar a la ley un artículo 4º bis, del siguiente tenor:


“Artículo 4° bis.- Toda contribución en dinero o estimable en dinero, efectuada por una organización deportiva a una barra o integrante de ella, en razón de su pertenencia a ésta, sea que se materialice bajo la forma de mutuo, donación, comodato o cualquier acto o contrato a título gratuito u oneroso, deberá ser registrada contablemente y comunicada a las autoridades del fútbol profesional y a la Intendencia respectiva en la forma, plazos y condiciones determinados por el reglamento a que se refiere el inciso siguiente.


Las organizaciones deportivas deberán, en los términos, plazos y condiciones fijados por un reglamento emitido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, llevar un registro con todas sus actividades de promoción y de apoyo a las barras, en el que deberá constar la individualización precisa de las personas beneficiadas, la clase de actividad o  promoción, la fecha y el evento deportivo al que estuvieron asociadas.


La omisión del deber de informar, la entrega o registro de información parcial o con infracción  a lo señalado por el reglamento, será sancionada con multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia.


Se prohíbe a los representantes legales de las organizaciones deportivas, miembros de directorio y accionistas de sociedades anónimas deportivas, entregar personalmente o por interpósita persona cualquier tipo de financiamiento o apoyo económico o material a la barra o integrantes de ella. La infracción de esta prohibición será sancionada de la manera indicada en el inciso anterior.


Los representantes legales de una organización deportiva, los miembros de su directorio, los accionistas de sociedades anónimas deportivas o los dirigentes de una organización deportiva que ofrecieren, prometieren, dieren o consintieren en dar cualquier contribución en dinero o estimable en dinero a una barra o a los integrantes de una barra, para incidir en decisiones deportivas o electorales al interior de la organización deportiva, serán sancionados con una multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales, que se duplicará en caso de reincidencia.”.


En vista y considerando que las disposiciones propuestas en los cuatro primero incisos de ambas indicaciones son similares, el Presidente de la Comisión decidió tratarlas conjuntamente, dividiendo su discusión por los incisos que las componen.


Al iniciarse el debate de estas indicaciones, el Honorable Diputado señor Walker, don Matías, expresó que aunque la Comisión decidió eliminar el concepto de las barras de la ley, ellas en la práctica seguirán existiendo, y por ello la intención de estas proposiciones debiera estar dirigida a transparentar los aportes que se hagan a estas organizaciones por parte de los clubes deportivos. Señaló que para evitar usar el término “barra”, se debería emplear la noción de hinchas o grupo de hinchas.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra expresó que compartía esta proposición.


El Gerente de Competiciones de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, señor René Rosas, manifestó que, como ya habían señalado precedentemente, una modificación de este tipo ya se hizo en el Código de Procedimiento de Penalidades de la ANFP. Señaló que en esa reforma también se tuvo el cuidado de ocupar el término hincha o simpatizante en reemplazo del término barrista.


El Honorable Senador señor Espina observó que el contenido de la indicación no prohíbe los aportes de los clubes a los hinchas organizados, pero obliga a que se registre contablemente y que se den todos los avisos que correspondan.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, expresó que, según los que dispone la Ley sobre Sociedades Anónimas Deportivas, estos aportes deben quedar registrados en la contabilidad del club aunque en la práctica esta exigencia nunca se ha cumplido a cabalidad.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, observó que el inciso final de la indicación prohíbe tales aportes.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, explicó que la disposición a que hizo referencia el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, se refiere a los directores, representantes, accionistas y otros funcionarios del club que, en cuanto personas naturales y a nombre propio, realizan dichos aportes. Señaló que en ese caso las donaciones a las barras o hinchas quedan prohibidas, porque a través de esa vía se burla la ley, pues dichos montos no son entregados en representación del club, sino por cuenta de ciertas personas.


El Secretario Ejecutivo de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, señor Oscar Fuentes, expresó que su normativa interna ha prohibido la entrega de fondos a las barras por parte de los dirigentes deportivos, estableciendo sanciones importantes en caso de incumplimiento, que llegan hasta la inhabilidad vitalicia del sancionado para integrarse a cualquier jefatura de un club deportivo de fútbol profesional. A su respecto, recordó con el Consejo de Presidentes ha incorporado una disposición nueva al Código de Procedimiento de Penalidades de la institución, del siguiente tenor:


“Artículo 66 bis: se prohíbe a todo club, o sus directores, administradores, representantes legales o funcionarios contratados bajo cualquier modalidad, realizar doloso o negligentemente cualquier contribución pecuniaria o en especie a los simpatizantes o adherentes de instituciones o de cualquier otra del fútbol profesional. Entre otras acciones serán constitutivas de contribución cualquier forma de remuneración de las prevista en el Código del Trabajo, capítulo V, artículos 41 y 42. Igualmente será considerada contribución el otorgamiento de entradas por cualquier clase de partido, la asignación de recursos para la adquisición de implementos y accesorios que se empleen por los adherentes o simpatizantes, y aquellos cuya finalidad sea el transporte bajo cualquiera de sus formas, la estadía o alimentación.”.


Respecto del inciso primero contenido en ambas indicaciones, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso reemplazar el término “barra o integrante de ella” por “hincha o hinchas” y sometió a votación la siguiente redacción:


“Artículo 4º A.- Toda contribución en dinero o estimable en dinero, efectuada por una organización deportiva a hinchas o simpatizantes de un club de fútbol, sea que se materialice bajo la forma de mutuo, donación, comodato o cualquier acto o contrato a título gratuito u oneroso, deberá ser registrada contablemente y comunicada a las autoridades del fútbol profesional y a la Intendencia respectiva, en la forma, plazos y condiciones determinados por el reglamento de esta ley.”


- Sometido a votación los incisos primero de las indicaciones 8 y 10, fueron aprobados, con la modificación anteriormente señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.


Seguidamente, se examinó conjuntamente el inciso segundo de las indicaciones número 8 y 10.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puntualizó que esta norma es consecuencia de la anterior, y que debería ser aprobada sustituyendo, al igual como se hizo previamente, los términos “a las barras” por “a los hinchas”. Por tanto, sugirió aprobar la siguiente redacción:


“Las organizaciones deportivas deberán, en los términos, plazos y condiciones establecidas en el referido reglamento, llevar un registro con todas sus actividades de promoción y de apoyo a los hinchas o simpatizantes de un club de fútbol, en el que deberá constar la individualización precisa de las personas beneficiadas, la clase de actividad o promoción, la fecha y el evento deportivo al que estuvieron asociadas.”


- Sometido a votación los incisos segundo de las indicaciones 8 y 10, fueron aprobados, con la modificación anteriormente señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.


A continuación, se examinó conjuntamente el inciso tercero de las indicaciones número 8 y 10, dado que su tenor es similar.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puntualizó que esta norma es también consecuencia de la aprobada en el inciso primero. Añadió que a su juicio la multa que ella contiene es suficiente disuasiva para que se evite la infracción que sanciona. En virtud de lo anterior, propuso aprobar la siguiente redacción:


“La omisión total o parcial del deber de informar será sancionada con multa de cien a doscientas unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia.”


- Sometido a votación el inciso tercero de las indicaciones 8 y 10, fueron aprobados subsumidos, con enmiendas de forma, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.


El cuarto inciso de las indicaciones número 8 y 10 es de tenor similar, razón por las que también se trataron conjuntamente.


Los miembros de la Comisión consideraron apropiado la idea contenida en el inciso cuarto, pues a su juicio es necesario prohibir que las personas relacionadas con los clubes deportivos hagan, a título personal, contribuciones a uno o más hinchas o simpatizantes.


 Puntualizaron que en este ámbito es muy importante precisar, fuera de toda duda, que personas quedarán sometidas a esta prohibición. Para este efecto, consideraron el siguiente listado: organizadores de espectáculos de fútbol profesional; personas naturales que sean representantes legales de los clubes actuando por sí mismas; directores de sociedades anónimas deportivas; accionistas de sociedades anónimas deportivas; funcionarios de clubes deportivos (incluyendo dentro de esta categoría a los jugadores; miembros del equipo técnico y administrativos y auxiliares).


Además, ante una observación hecha por el Gerente de Competiciones de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, señor René Rosas, los miembros de la Comisión consideraron que esta prohibición debía ser general, en el sentido que se prohíben las contribuciones de estas personas a cualquier hincha o grupo de hinchas de fútbol profesional, y no solo a quienes pertenezcan a la parcialidad el mismo equipo de quien está impedido de hacer contribuciones.


Por su parte, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, acotó que al igual como se ha hecho en las indicaciones anteriores, resultaba indispensable sustituir la expresión “a la barra” por “a un hincha o grupo de hinchas”. En virtud de lo anterior, sugirió a la Comisión aprobar la siguiente redacción:


“Se prohíbe a las personas naturales que representen legalmente a las organizaciones deportivas, a los miembros de directorio o accionistas de sociedades anónimas deportivas y a los dirigentes, jugadores, miembros del equipo técnico y demás funcionarios de una organización deportiva entregar personalmente o por interpósita persona cualquier tipo de financiamiento o apoyo económico o material a los hinchas o simpatizantes de un club de fútbol.”.


- Sometido a votación los incisos cuarto de las indicaciones 8 y 10, fueron aprobados subsumidos, con las modificaciones anteriormente señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.


Finalmente, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sometió a la consideración de los miembros de la Comisión el inciso final de la indicación Nº 10, que contiene una idea nueva consistente en aplicar las mismas sanciones a las personas indicadas en el inciso anterior cuando el propósito de su aporte o donación fuese influir en una decisión deportiva o electoral al interior de un club de futbol profesional.


El texto de este inciso dispone lo siguiente:


“Los representantes legales de una organización deportiva, los miembros de su directorio, los accionistas de sociedades anónimas deportivas o los dirigentes de una organización deportiva que ofrecieren, prometieren, dieren o consintieren en dar cualquier contribución en dinero o estimable en dinero a una barra o a los integrantes de una barra, para incidir en decisiones deportivas o electorales al interior de la organización deportiva, serán sancionados con una multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales, que se duplicará en caso de reincidencia.”.”.

Ante una observación hecha por el Honorable Senador señor Espina, el señor Presidente de la Comisión consideró la posibilidad de limitar los verbos rectores de esta proposición a ofrecieren o dieren.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, expresó que parecía haber consenso en que la actividad basal que prohíbe esta norma es dar aportes a los hinchas, por tanto ese verbo rector no ofrece dudas.


 Planteó, además, que era más dudoso incorporar el verbo “ofreciere” porque jurídicamente las ofertas pueden ser rechazadas, caso en el que la proposición pierde todo efecto. En esta línea, señaló que el acto que debería sancionarse es “consintieren”, porque en ese momento se ha formado una voluntad con efectos jurídicos.


El Honorable Senador señor Espina precisó que cuando se da algo hay un hecho objetivo que puede ser objeto de prueba, en cambio la mera oferta de una promesa que tendrá efectos en el futuro es un elemento mucho más subjetivo, difícil de probar, y por tanto se puede transformar con facilidad en una forma de chantaje a los dirigentes deportivos.


La Honorable Senadora señora Alvear consideró adecuada la precisión hecha por el Honorable Senador señor Espina, y propuso restringir esta prohibición a los verbos rectores indicados por el Presidente de la Comisión.


Los miembros de la Comisión añadieron que el efecto de esta prohibición debe extenderse a las mismas personas y en las mismas condiciones que se señalaron en el inciso anterior.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra expresó que esta norma podría entroncarse con otra situación que no está regulada en Chile porque aún no se ha generalizado como problema de las competencias deportivas profesionales, cual es el de las mafias que manejan apuestas deportivas. Señaló que las decisiones deportivas en este sentido podrían no sólo estar motivadas por razones de la hinchada, sino por intereses económicos tras algún resultado deportivo específico.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que el punto plateado era importante, pero rebasaba con mucho las ideas matrices de esta ley. Añadió que si el Gobierno está particularmente preocupado por el tema, debería presentar un nuevo proyecto de ley para regular el asunto.


A continuación, declaró cerrado el debate y propuso aprobar el inciso final de la indicación Nº 10, redactado en los siguientes términos:


“Asimismo, se prohíbe a las personas indicadas en el inciso anterior dar o consentir en dar cualquier contribución en dinero o estimable en dinero  a hinchas o simpatizantes de un club de fútbol, para incidir en decisiones deportivas o electorales al interior de una organización deportiva.





La infracción de las prohibiciones ya señaladas será sancionada con la multa establecida en el inciso tercero.”.


- Sometido a votación el inciso final del artículo propuesto en la indicación Nº 10, fue aprobado, en los términos propuestos precedentemente, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.


Finalmente, y ante una inquietud planteada respecto del tribunal que sería competente para conocer de esta infracción, se propuso, aprobar, como último inciso de esta norma la siguiente disposición:


“Conocerá de estas infracciones el juez de policía local del lugar en que se cometió la infracción, de conformidad al procedimiento ordinario que establece la ley N° 18.287”,


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, y de conformidad a lo que establece el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó esta proposición. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.

- - -

Número 5


Este número del proyecto aprobado en general modifica, mediantes dos letras, el artículo 6º de la ley Nº 19.327, disposición que define qué conductas son consideradas delitos cometidos con ocasión de un encuentro de fútbol profesional. 


El texto aprobado en general intercala un inciso cuarto, nuevo, mediante el cual se dispone que durante el curso del proceso, el juez podrá decretar, como medida cautelar, la prohibición de asistir a los futuros espectáculos de fútbol profesional, en la forma establecida en la letra b) del inciso quinto de este artículo.”.


Por otra parte, agrega un inciso final que establece que “para los efectos de esta ley, se considera como “inmediaciones”, la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde el lugar donde se encuentra el respectivo recinto deportivo en que se realizan espectáculos de fútbol profesional. Lo anterior es sin perjuicio de que el juez de garantía estime, de acuerdo con los antecedentes del caso, una distancia mayor a la establecida, para efectos de considerar el lugar de comisión de los delitos señalados en los incisos anteriores.”.


En relación con este número se presentaron las indicaciones números 11 y 12, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República y del Honorable Senador señor Espina, respectivamente, que sustituyen íntegramente el quinto numeral del artículo único del proyecto – que ha pasado a ser artículo 1°- por otros, que introducen diversas modificaciones al artículo 6º de la ley.


La indicación número 11 introduce en cinco numerales las siguientes enmiendas al artículo 6°:





i. En el inciso primero:





a. Intercálase entre las expresiones “espectáculo de fútbol profesional,” y “causare lesiones”, la frase “dentro del recinto deportivo o de sus inmediaciones,”;





b. Reemplázase la frase “bienes en el recinto en que tiene lugar o sus inmediaciones, antes, durante o después de su desarrollo” por la expresión “la propiedad”;





c. Reemplázase la expresión “delictual merezca” por la frase “constituya un delito a que la ley asigne”.





ii. En el inciso segundo:





a. Intercálase entre las expresiones “Con la misma pena” y “será sancionado”, la frase “del inciso anterior”.





b. Reemplázase el punto final (.), por la expresión “, salvo que el hecho constituya un delito a que la ley asigne una pena superior.”.





iii. Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:





“El que con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, dentro del recinto deportivo o de sus inmediaciones, cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 269, 296, 297, 391, 395, 396, 397, 433 ó 436 inciso primero, todos del Código Penal, será sancionado con la pena señalada por la ley al delito, con exclusión de su grado mínimo si ella consta de dos o más grados, o de su mitad inferior, si la pena constituye un grado de una divisible.”.





iv. Intercálanse los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto nuevos:





“El que, con perjuicio de tercero, falsificare una entrada a un espectáculo de fútbol profesional será castigado de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 197 del Código Penal. Las mismas penas se impondrán a quien hiciere uso malicioso de una entrada falsificada. Si tal uso consistiere en vender, revender o ceder a cualquier título una entrada falsificada, la pena será la de presidio menor en su grado máximo y multa de dieciséis a veinte unidades tributarias mensuales.





En los casos en que la fabricación, uso, venta, reventa o cesión a cualquier título de entradas falsificadas no produjere perjuicio a un tercero, la pena será de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales.





En las causas por los delitos mencionados en el presente artículo, el juez podrá decretar como medida cautelar personal la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, en la forma establecida en la letra b) del inciso siguiente del presente artículo. El tiempo que el imputado ha permanecido sujeto a esta medida se imputará a la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional que se le imponga.”.





v. Reemplázase el inciso cuarto, que pasa a ser séptimo, por el siguiente:





“Al responsable de alguno de los delitos señalados en los incisos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto del presente artículo, se le impondrán, en todo caso, las siguientes penas accesorias:





a) La inhabilitación hasta por quince años para ser dirigente de un club deportivo de fútbol profesional;





b) La prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año, aunque la pena privativa de libertad impuesta lo fuere por un tiempo menor. Si se tratare de los delitos previstos en los artículos 391, 395, 396, 397, 433 o 436 inciso primero del Código Penal, referidos en el inciso tercero de este artículo, la prohibición será decretada por un lapso de entre tres y quince años, según la gravedad del delito. En caso de reincidencia en alguno de los delitos señalados en este artículo, la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional se elevará al doble. Si el reincidente cometiere nuevamente alguno de los delitos señalados precedentemente, la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional tendrá una duración de entre tres y cinco años y, tratándose de los delitos previstos en los artículos 391, 395, 396, 397, 433 o 436 inciso primero del Código Penal, será perpetua.





El que quebrante la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo. La misma pena se impondrá a quien quebrantare la medida cautelar personal referida en el inciso quinto del presente artículo.





Sin perjuicio de las penas aplicables a los que quebrantasen la condena, en el evento de que quien infrinja esta prohibición haya sido beneficiado con alguna pena sustitutiva a las privativas de libertad, ella se entenderá revocada por el solo ministerio de la ley.





Están obligados a denunciar el quebrantamiento de esta prohibición los dirigentes de los clubes participantes en el espectáculo de fútbol profesional en que se produzca dicha infracción, dentro del plazo señalado en el artículo 176 del Código Procesal Penal. En caso de incumplimiento de esta obligación les será aplicable lo dispuesto en el artículo 177 del Código Procesal Penal; y





c) La inhabilitación absoluta, durante el tiempo de la condena, para asociarse a un club de fútbol profesional. Esta pena no será inferior a dieciocho meses, aunque la pena privativa de libertad impuesta lo fuere por un tiempo menor.”.





vi. Agréganse los siguientes incisos octavo y noveno, nuevos:





“Ejecutoriada que sea la resolución que imponga la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, ya sea como medida cautelar personal, o como condición impuesta en caso de suspensión condicional del procedimiento, o como pena accesoria, según sea el caso, el Juzgado que la impusiere deberá comunicarla a Carabineros de Chile y a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o a quien jurídicamente sea su continuador, para su cumplimiento en lo que corresponda.





El que cometiere el delito previsto en el artículo 214 del Código Penal con la finalidad de acceder al recinto en el que se realizará un espectáculo de fútbol profesional, sin perjuicio de la sanciones penales que correspondan, se le aplicará la de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año.”.”.


En relación con esta misma disposición, el Honorable Senador señor Espina formuló la indicación número 12, cuyo tenor es similar a la presentada por el Ejecutivo.


Su texto es el siguiente:


“5.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 6°:




a) Sustitúyese en su inciso primero la voz “bienes” por la expresión “a la propiedad”.





b) Reemplázanse los incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo por los siguientes:





“Con la misma pena del inciso anterior será sancionado el que, en las circunstancias mencionadas, y sin cometer esos delitos, portare armas de cualquier tipo, elementos u objetos idóneos para perpetrarlos, o incitare o promoviere la ejecución de alguna de dichas conductas, salvo que el hecho constituya un delito a que la ley asigne mayor pena.





El que con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 269, 296, 297, 391, 395, 396, 397, 433 ó 436 inciso primero, todos del Código Penal, será sancionado con la pena señalada por la ley al delito con exclusión de su grado mínimo, si ella consta de dos o más grados, o de su mitad inferior, si la pena constituye un grado de una divisible.





El que maliciosamente hiciere uso de una entrada falsificada, en los términos del artículo 198 del Código Penal, será castigado, además de las penas previstas para dicho ilícito, con las  accesorias señaladas en el inciso sexto del presente artículo.





En las causas por los delitos mencionados en el presente artículo el juez podrá decretar como medida cautelar personal la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, en la forma establecida en la letra b) del inciso primero del artículo 6° A. El tiempo que el imputado ha permanecido sujeto a esta medida se imputará a la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional que se le imponga.”.”.


Dado que ambas indicaciones inciden, básicamente, en las mismas materias, la Comisión decidió tratarlas conjuntamente.


En primer lugar, se consideraron las enmiendas al inciso primero del artículo 6°.


Como se puede observar precedentemente, la indicación Nº 11 contiene una letra i) que introduce tres modificaciones, en igual número de literales, al inciso primero. 


El primer literal de la letra i) de la indicación Nº 11 establece lo siguiente:


“Intercálase entre las expresiones “espectáculo de fútbol profesional,” y “causare lesiones”, la frase “dentro del recinto deportivo o de sus inmediaciones,”;”.


Al iniciarse el estudio de este asunto, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puntualizó que la indicación del Ejecutivo agrega la idea de que el ámbito de aplicación de la ley también considera las inmediaciones de los recintos deportivos.


- Sometida a votación el primer literal de la letra i) de la indicación Nº 11, fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.


A continuación el Presidente de la Comisión sometió a la consideración lo dispuesto en las letras b) y c) del primer literal de la indicación Nº 11. Como antes se indicó, estas disposiciones inciden en el inciso primero del artículo 6º de la ley Nº 19.327. Su tenor es el siguiente:


“b. Reemplázase la frase “bienes en el recinto en que tiene lugar o sus inmediaciones, antes, durante o después de su desarrollo” por la expresión “la propiedad”;


c. Reemplázase la expresión “delictual merezca” por la frase “constituya un delito a que la ley asigne”.”.


Por su parte, la letra a) del numeral propuesto en la indicación Nº 12 también se refiere a ese mismo inciso. Su texto es el siguiente:


“Sustitúyese en su inciso primero la voz “bienes” por la expresión “a la propiedad”.”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, connotó que la indicación del Honorable Senador señor Espina precisa que se penalizará, por medio de esta disposición, entre otros, los delitos contra la propiedad. Indicó que esta fórmula constituía una referencia técnica más adecuada. 


Por su parte, el Honorable Diputado señor Walker, don Matías, recordó que en una sesión anterior se discutió y precisó que debía entenderse por “inmediaciones” de un estadio de fútbol. En la enmienda que ahora se analiza, agregó, se plantea el mismo concepto para otro fin, cual es la determinación del ámbito de aplicación de los tipos penales que define la Ley de Violencia en los Estadios.


Asimismo, hizo presente que la ley establece circunstancias por las que se agravan las penas, con el fin de ampliar el amparo institucional a las víctimas de estos delitos. Explicó que teniendo ello en mente, es perfectamente posible considerar que existen delitos que se cometen con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional fuera del perímetro que está definido como “inmediaciones”. En esta situación se encuentran, sostuvo, los desmanes que ocurren en las celebraciones en Plaza Italia, o los daños que provocan los hinchas en los servicentros camino a los estadios.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública señaló que la preocupación planteada por Su Señoría es válida, y fue objeto de discusión y análisis en el Ministerio cuando se preparaban estas indicaciones. Expresó que al respecto se tuvo en consideración que es perfectamente posible que dos telespectadores de la ciudad de Arica de un encuentro de fútbol que se desarrolla en Santiago cometan un delito con motivo u ocasión del partido que presencian por la televisión, y en ese caso aplicar la ley de violencia en los estadios parecía ser excesivo. En razón de ello, explicó, que se optó por limitar el ámbito de aplicación de la ley al perímetro que esta norma señala.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso aprobar la letra b) del primer numeral introducido por la indicación Nº 11 y lo que propone la letra a) de la indicación número 12.


- Sometidas a votación ambas indicaciones, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a consideración la letra c) del primer numeral propuesto en la indicación Nº 11. A su respecto, observó que la proposición hace una precisión técnicamente correcta al inciso primero del artículo 6º de la ley, y por tanto debería ser aprobada.


- Sometida a votación la letra c) del primer numeral introducido por la indicación Nº 11, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.


En conformidad con las enmiendas acordadas precedentemente se acordó, por la ya indicada unanimidad, sustituir el inciso primero del artículo 6°, por el siguiente:


“Artículo 6°.- El que, con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional causare, dentro del recinto deportivo o en sus inmediaciones, lesiones a las personas o daños a la propiedad, será castigado con presidio menor en su grado medio, salvo que el hecho constituya un delito al cual la ley asigne una pena superior.”


Seguidamente, la Comisión analizó las enmiendas propuestas al inciso segundo del artículo 6°. 


Estas disposiciones corresponden a las letras a) y b) que introduce la letra ii) de la indicación Nº 11, y la letra b) de la indicación Nº 12.


El tenor de esta parte de la indicación número 11 es el siguiente:


“a. Intercálase entre las expresiones “Con la misma pena” y “será sancionado”, la frase “del inciso anterior”.


b. Reemplázase el punto final (.), por la expresión “, salvo que el hecho constituya un delito a que la ley asigne una pena superior.”.”.


A su vez, el texto propuesto en la indicación número 12, es el siguiente:


“Con la misma pena del inciso anterior será sancionado el que, en las circunstancias mencionadas, y sin cometer esos delitos, portare armas de cualquier tipo, elementos u objetos idóneos para perpetrarlos, o incitare o promoviere la ejecución de alguna de dichas conductas, salvo que el hecho constituya un delito a que la ley asigne mayor pena.”.


El señor Presidente de la Comisión observó que el inciso propuesto en la indicación Nº 12 es el resultado práctico de aprobar las modificaciones de los dos literales transcritos de la indicación Nº 11, por lo que sometió todas estas disposiciones a una misma discusión.


Los miembros de la Comisión consideraron que las disposiciones agregan elementos técnicos que mejoran la redacción del inciso segundo del artículo 6º de la ley Nº 19.327.


- Sometidas a votación las letras a) y b) que introduce el segundo literal de la indicación Nº 11, y el inciso segundo que propone introducir la letra b) de la indicación Nº 12, fueron aprobadas subsumidas en la redacción propuesta por esta última indicación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.


Como consecuencia de lo anterior, el inciso segundo quedó aprobado en los siguientes términos:


“Con la misma pena del inciso anterior será sancionado el que, en las circunstancias mencionadas, y sin cometer esos delitos, portare armas, elementos u objetos idóneos para perpetrarlos, o incitare o promoviere la ejecución de alguna de dichas conductas, salvo que el hecho constituya un delito a que la ley asigne una pena superior.”


Seguidamente, la letra iii) de la indicación número 11 propone remplazar el inciso tercero del artículo 6° por otro que dispone lo siguiente:


“El que con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, dentro del recinto deportivo o de sus inmediaciones, cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 269, 296, 297, 391, 395, 396, 397, 433 ó 436 inciso primero, todos del Código Penal, será sancionado con la pena señalada por la ley al delito, con exclusión de su grado mínimo si ella consta de dos o más grados, o de su mitad inferior, si la pena constituye un grado de una divisible.”.


En relación con el referido inciso, la indicación número 12 propone sustituirlo por el siguiente:


“El que con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 269, 296, 297, 391, 395, 396, 397, 433 ó 436 inciso primero, todos del Código Penal, será sancionado con la pena señalada por la ley al delito con exclusión de su grado mínimo, si ella consta de dos o más grados, o de su mitad inferior, si la pena constituye un grado de una divisible.”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, connotó que ambas disposiciones se diferencian en que la indicación del Ejecutivo precisa que el ámbito de la aplicación de la agravación a los delitos, se limita a los hechos cometidos al interior de un recinto deportivo o en sus inmediaciones; en cambio, la indicación del Honorable Senador señor Espina no hace tal distinción.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, precisó que anteriormente ya se ha aprobado la idea de que la aplicación de los tipos penales de esta ley quedaría limitada a los hechos ocurridos en el interior de los recintos deportivos o en sus inmediaciones, razón por lo que habría que optar por la indicación del Ejecutivo.


Añadió que ambas proposiciones ocupan una técnica legislativa sugerida por el profesor señor Juan Domingo Acosta, que establece que para lograr un aumento relevante en la penalización real de un tipo penal determinado, tiene mucho más efecto limitar el mínimo de la pena aplicable que subir su máximo, porque por el juego de las atenuantes y las agravantes en el proceso penal, por regla general no se aplican casi nunca los tramos superiores de la sanción.


- Sometidas a votación el literal iii) de la indicación Nº 11, y lo que señala la primera parte de la letra b) de la indicación Nº 12, fueron aprobadas subsumidas en la redacción propuesta en la indicación número 11. Se consigna esta enmienda, como nuevo inciso primero del artículo 6°A del articulado. Concurrieron a este acuerdo la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel, Larraín y Walker, don Patricio.


La norma aprobada quedó redactada en los siguientes términos:





“Artículo 6° A.- El que con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, dentro del recinto deportivo o de sus inmediaciones, cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 269, 296, 297, 391, 395, 396, 397, 433 ó 436 inciso primero, todos del Código Penal, será sancionado con la pena señalada por la ley al delito, con exclusión de su grado mínimo si ella consta de dos o más grados, o de su mitad inferior, si la pena constituye un grado de una divisible.”.


Seguidamente, se examinó las indicaciones 11 y 12, en la parte que proponen incorporan los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos, al artículo 6º de la ley Nº 19.327.

La indicación 11, en su letra iv) propone incorporar los siguientes incisos:


“El que, con perjuicio de tercero, falsificare una entrada a un espectáculo de fútbol profesional será castigado de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 197 del Código Penal. Las mismas penas se impondrán a quien hiciere uso malicioso de una entrada falsificada. Si tal uso consistiere en vender, revender o ceder a cualquier título una entrada falsificada, la pena será la de presidio menor en su grado máximo y multa de dieciséis a veinte unidades tributarias mensuales.


En los casos en que la fabricación, uso, venta, reventa o cesión a cualquier título de entradas falsificadas no produjere perjuicio a un tercero, la pena será de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales.


En las causas por los delitos mencionados en el presente artículo, el juez podrá decretar como medida cautelar personal la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, en la forma establecida en la letra b) del inciso siguiente del presente artículo. El tiempo que el imputado ha permanecido sujeto a esta medida se imputará a la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional que se le imponga.”.


Sobre esta materia, se tuvo en cuenta que la indicación número 12 también sugiere agregar los siguientes incisos nuevos a este artículo: Su texto es el siguiente:


“El que maliciosamente hiciere uso de una entrada falsificada, en los términos del artículo 198 del Código Penal, será castigado, además de las penas previstas para dicho ilícito, con las  accesorias señaladas en el inciso sexto del presente artículo.


En las causas por los delitos mencionados en el presente artículo el juez podrá decretar como medida cautelar personal la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, en la forma establecida en la letra b) del inciso primero del artículo 6° A. El tiempo que el imputado ha permanecido sujeto a esta medida se imputará a la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional que se le imponga.”.”.

Al iniciarse el estudio de este asunto, el Honorable Senador señor Espina consultó cuál era la razón para que los ilícitos documentales que penan estas disposiciones, partan siempre de la base de que se obre en perjuicio de un tercero.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, explicó que ello se debe a la estructura general que establece el artículo 197 del Código Penal, que es la norma matriz de las falsificaciones documentales en instrumentos privados. Recordó que esa disposición establece como elemento del tipo el hecho de que la falsificación se produzca en perjuicio de un tercero.


- Sometidos a votación los nuevos incisos que incorpora la letra iv) de la indicación Nº 11, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. Con la misma votación dio por aprobados subsumidos en la redacción ya señalada los incisos cuarto y quinto considerados en la indicación número 12.


Finalmente, también se convino en consignar estas modificaciones como nuevos artículos 6° B y 6° C de la ley. Su texto es el siguiente:


“Artículo 6° B.-El que, con perjuicio de tercero, falsificare una entrada a un espectáculo de fútbol profesional será castigado de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 197 del Código Penal. Las mismas penas se impondrán a quien hiciere uso malicioso de una entrada falsificada. Si tal uso consistiere en vender, revender o ceder a cualquier título una entrada falsificada, la pena será la de presidio menor en su grado máximo y multa de dieciséis a veinte unidades tributarias mensuales.





En los casos en que la fabricación, uso, venta, reventa o cesión a cualquier título de entradas falsificadas no produjere perjuicio a un tercero, la pena será de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales.





Artículo 6° C.- En las causas por los delitos mencionados en los artículos 6°, 6° A y 6° B , el juez podrá decretar como medida cautelar personal la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, en la forma establecida en la letra b) del inciso primero del artículo 6° D. El tiempo que el imputado ha permanecido sujeto a esta medida se imputará a la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional que se le imponga.”.


A continuación, la Comisión consideró las proposiciones que inciden en el actual inciso cuarto del artículo 6º de la ley Nº 19.327.


Cabe recordar que el referido inciso regula las penas accesorias que se imponen a los condenados por los delitos que establece la ley para la prevención y sanción de hechos de violencia en los estadios. A su respecto, la letra v) de la indicación Nº 11, de S.E. el señor Vicepresidente de la República, que propone sustituir completamente tal regulación. A su vez, el Honorable Senador señor Espina presentó, sobre esta misma materia, la indicación Nº 16, que agrega un artículo 6° A, nuevo, a la ley, cuyo contenido es similar a lo que propone la letra v) de la indicación Nº 11.


Por su parte, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, presentaron la indicación Nº 13, que establece como única pena accesoria a los delitos contemplados en la ley Nº 19.327 la de prohibición perpetua de asistir a un espectáculo de fútbol profesional.


Al iniciarse el estudio de esta materia, el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, explicó que el propósito de la regulación propuesta por el Ejecutivo es establecer penas accesorias a todos quienes sean condenados por delitos establecidos en la Ley que sanciona los hechos de Violencia en los Estadios.


Sostuvo que la primera norma repite la disposición vigente, señalando que, independiente de la magnitud del delito cometido, el culpable quedará inhabilitado por un plazo de 15 años para ser dirigente deportivo.


Asimismo, puntualizó que se establece una pena accesoria que consiste en la prohibición de asistir a eventos deportivos, que se gradúa según la magnitud del delito principal y de la reincidencia del culpable, según la siguiente escala:


a) prohibición común para el primerizo: de seis meses a un año.


b) prohibición para el primerizo condenado por los delitos de homicidio calificado y simple, mutilaciones, otras lesiones graves, o robo con violencia o intimidación: de tres a quince años.


c) primera reincidencia: prohibición por el doble del tiempo, salvo que se trate de los delitos señalados en la letra b), caso en el cual es perpetua.


d) segunda reincidencia sin importar la clase de delito: prohibición perpetua.


Seguidamente, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, señaló que prohibir al alguien asistir a un estadio, en un período de 6 a 12 meses, implica, siempre que se aplique la pena máxima, impedirle que concurra a todos los partidos que restan de un campeonato, y también a los del siguiente. Manifestó que en caso de reincidencia, la sanción que se aplica es más gravosa que la que establece el derecho penal común, debido al nivel de reincidencia que tienen quienes incurren en este tipo de infracciones.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso como primera moción de orden establecer estas normas en un artículo distinto, tal como lo hace la indicación del Honorable Senador señor Espina, para evitar que la redacción del artículo 6º de la ley abarque demasiado.


- Sometida a votación la letra v de la indicación número 11 y las tres primeras letras del artículo 6° A de la indicación 16, fueron aprobados con correcciones de forma como nuevo artículo 6° D, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.





En una nueva revisión de esta norma, la Comisión consideró apropiado elevar las el período por el cual quedaría una persona sancionada por los delitos sancionados en la letra b) del nuevo artículo 6° D.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, puntualizó que las penas anexas de prohibición de ir al estadio en caso de delitos debían partir de un año, y que en el caso de las faltas dicha prohibición partiría en seis meses.


La Honorable Senadora señora Alvear puntualizó que en este caso es muy importante la sanción anexa, porque se trata de hinchas que practican reiteradamente la violencia al interior de los espectáculos deportivos, por tanto, si se les impide seguir asistiendo lo razonable sería aplicar una sanción ejemplarizadora. En razón de ello, propuso reestudiar esta escala de forma de aumentar la duración de la pena de prohibición de asistencia a espectáculos deportivos.


El señor Presidente de la Comisión, el Honorable Senador Larraín, don Hernán coincidió con lo previamente señalado, y puntualizó que tratándose de delitos la pena de prohibición de asistir a un estadio debiera comenzar estableciendo una escala que comience en un rango de uno a dos años la que se elevaría en el caso reincidencia.


El señor Secretario Ejecutivo de la ANFP manifestó que compartía esta idea y propuso a la Comisión establecer que esa prohibición de asistir al estadio también comprenda a las inmediaciones de los estadios donde se desarrollan los encuentros deportivos, porque es allí es donde se provocan los mayores desbordes.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, explicó que ello no es practicable por la complejidad que implicaría hacer control de identidad a todas las personas que están en las inmediaciones del estadio en día de cada encuentro deportivo.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que hay que hacer el control de identidad siempre y a todo evento en los portales de ingreso al estadio, pero sería posible también aplicar de forma aleatoria controles de identidad a quienes están en las inmediaciones del recinto, pues ello sería una forma muy efectiva de disuadir a quienes se les impuso esta prohibición de acercarse siquiera a los estadios cuando hay eventos deportivos. Señaló que esta medida sería muy efectiva, tal como lo ha demostrado la nueva ley que aumentó las penas por manejo de automóviles bajo los efectos del alcohol. En razón de ello, Su Señoría secundó la propuesta expresada por el personero de la ANFP.


El Honorable Senador señor Espina se sumó a la proposición.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso aprobar las siguientes ideas que debieran consignarse en el texto del artículo 6° D.


- ampliar la pena anexa de prohibición de asistir a espectáculos deportivos a las inmediaciones de los recintos en los que se desarrollen.


- elevar el rango de la prohibición de los delitos que son calificados de menos graves según los siguientes criterios: primera vez: uno a dos años; segunda vez: tres a cinco años; tercera vez: cinco a diez años.


- Sometida a votación la proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Pizarro.


En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Espina observó que la sanción que se establece para quién no cumple esta prohibición es muy baja, en comparación a la norma general que regula el desacato
.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, explicó que en este caso se aplicó la regla establecida para el quebrantamiento de penas, haciendo en este caso la analogía con la sanción de inhabilidad para ocupar cargos públicos
.


El Honorable Senador señor Espina consultó que pasa si dicha prohibición se incumple cuando ella tiene la calidad de medida cautelar o de condición para la suspensión del procedimiento.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública señor Galli explicó que, en ese caso, no hay quebrantamiento de condena y por ello se hizo remisión expresa a la misma sanción.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sostuvo que en esos últimos dos casos debería aplicarse las reglas generales que proceden cuando se incumple las medidas cautelares o las condiciones para la suspensión del procedimiento, y por ello propuso eliminar, para esos casos, la aplicación de la pena que se impone a quienes incumple esta medida en calidad de pena, a menos que esa sanción sea menor que la que acá se establece.


En otro orden de materias, añadió que al inicio de la disposición se indica que la pena accesoria de prohibición de asistir a eventos deportivos se aplicará al “responsable” de los delitos que indica, en vez de “al condenado”, que es la expresión técnica más apropiada.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, explicó que ello se propuso así para ampliar la norma tanto a los condenados en calidad de autores, como a los cómplices y encubridores.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, dejó constancia de dicha explicación para la historia fidedigna del establecimiento de la ley.

-.-.-


Seguidamente, la Comisión consideró la propuesta de enmienda consignada en el apartado vi) de la indicación 11 y en los incisos segundo y tercero del nuevo artículo 6° A, propuesto por la indicación número 16, del Honorable Senador Espina.


El texto de la indicación número 11, en este apartado, es el siguiente:


“vi. Agréganse los siguientes incisos octavo y noveno, nuevos:




“Ejecutoriada que sea la resolución que imponga la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, ya sea como medida cautelar personal, o como condición impuesta en caso de suspensión condicional del procedimiento, o como pena accesoria, según sea el caso, el Juzgado que la impusiere deberá comunicarla a Carabineros de Chile y a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o a quien jurídicamente sea su continuador, para su cumplimiento en lo que corresponda.





El que cometiere el delito previsto en el artículo 214 del Código Penal con la finalidad de acceder al recinto en el que se realizará un espectáculo de fútbol profesional, sin perjuicio de la sanciones penales que correspondan, se le aplicará la de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año.”.”.


Por su parte, la referida parte de la indicación número 16, prescribe lo siguiente:


“Ejecutoriada que sea la resolución que imponga la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, ya sea como medida cautelar personal, o como condición impuesta en caso de suspensión condicional del procedimiento, o como pena accesoria, según sea el caso, el Juzgado que la impusiere deberá comunicarla a Carabineros de Chile y a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o a quien jurídicamente sea su continuador, para su cumplimiento en lo que corresponda.





El que cometiere el delito previsto en el artículo 214 del Código Penal con la finalidad de acceder al recinto en el que se realizará un espectáculo de fútbol profesional, sin perjuicio de la sanciones penales que correspondan, se le aplicará la de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año.”.


Al iniciarse el estudio de estas proposiciones, el Honorable Senador señor Espina expresó que era relevante establecer un sistema estricto de comunicación y control de la medida cautelar decretada o de la pena accesoria de prohibición de asistir a un espectáculo de futbol profesional, porque de lo contrario la resolución judicial que las imponga no tendrá cumplimiento práctico.





Añadió que era muy importante, asimismo eliminar de los textos propuestos la expresión “ejecutoriada” porque se parte de la base que la resolución que impone la prohibición es ejecutable desde que está dictada. 





Puntualizó, asimismo, que era más adecuado precisar que el juez comunique esta prohibición - en el plazo de 48 horas de dictada- no sólo a Carabineros de Chile sino que también a la ANFP y a todos los clubes de fútbol profesional. Explicó que de esa forma se evita el vacío legal que supone la no existencia de una sanción si la obligación de comunicar a todos las organizaciones deportivas afiliadas queda exclusivamente en manos de la ANFP.





Los miembros de la Comisión consideraron apropiado el tenor del texto planteado, y mostraron su voluntad de aprobarlo.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó las referidas modificaciones, consignado la última de ellas como nuevo artículo 6° E. 

-.-.-





Seguidamente, la Comisión consideró la indicación número 13, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, para agregar un literal, nuevo, al artículo 6°. Su texto es el siguiente:





“b) Si se cometiere algunas de las conductas descritas en el inciso primero de este artículo, con la prohibición perpetua para asistir a los futuros espectáculos de fútbol profesional, en cualquier recinto deportivo del país.”.





La Comisión, por la misma unanimidad indicada precedentemente dio por aprobada esta indicación, subsumida en la nueva redacción de la letra b) del artículo 6° D. Disposición que también establece, para determinadas hipótesis la prohibición perpetua para asistir a un espectáculo de fútbol profesional.

-.-.-





A continuación, la Comisión consideró la indicación número 14, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker conjuntamente con la parte de la indicación número 16, del Honorable Senador señor Espina, que incorpora un artículo 6° B a la ley.





El texto de la indicación número 14 propone agregar dos incisos finales al artículo 6°. Su texto es el siguiente:





“Los representantes legales de la organización deportiva, miembros del directorio y los accionistas de sociedades anónimas deportivas serán solidariamente responsables de los daños ocasionados como consecuencia de la ocurrencia de alguno de los delitos señalados en este artículo, siempre que la comisión del delito fuere consecuencia del incumplimiento, por parte de la organización deportiva, de alguna de las medidas de seguridad que impone esta ley para la realización de los espectáculos de fútbol profesional o de las instrucciones impartidas por la autoridad pública responsable.





Se eximirán de responsabilidad, cuando con anterioridad a la comisión del delito, la organización deportiva hubiere adoptado e implementado cada una de las medidas de seguridad señaladas en esta ley y las instrucciones impartidas por la autoridad pública responsable.”.”.





En relación con este asunto la indicación número 16 agrega el siguiente artículo 6° B. Su texto es el siguiente:





“Artículo 6° B.- Los representantes legales de los clubes participantes en el espectáculo, que, por negligencia o descuido culpable en el cumplimiento de las obligaciones que les impone la presente ley, contribuyeran o facilitaren la comisión de las conductas tipificadas en los incisos primero y segundo, serán sancionados con multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia.”.





Asimismo, el Honorable Diputado señor Walker, don Matías solicitó a la Comisión considerar, en el estudio de este asunto, una norma que está contenida en el proyecto de ley que también modifica la Ley que sanciona los hechos de violencia en los estadios (Boletines números 5.877-07 y otros, refundidos). Su tenor es el siguiente:




“Los representantes legales de los clubes participantes en el espectáculo, que, por negligencia o descuido culpable en el cumplimiento de las obligaciones que les impone la presente ley, contribuyeran o facilitaren la comisión de las conductas tipificadas en los incisos primero y segundo, serán sancionados con multa de doscientas a cuatrocientas unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia. Se presumirá la negligencia o el descuido cuando se haya facilitado o financiado el transporte o su entrada al recinto deportivo a personas que, con conocimiento de los representantes legales,  hayan sido condenadas por cualquier delito que merezca pena corporal dentro de los cinco años anteriores, estén o no registradas como integrantes de la barra, como asimismo, a quienes hayan cometido desórdenes o incurrido en actos de violencia con ocasión de un espectáculo público deportivo.





Las sanciones previstas en el inciso anterior se aplicarán sin perjuicio de las responsabilidades criminales que se deriven de la aplicación del artículo 492 del Código Penal.”.





iv) Agrégase el siguiente inciso final: 





“Los clubes serán solidariamente responsables de los daños patrimoniales que integrantes de sus barras ocasionen con motivo de la realización de un espectáculo de fútbol profesional.”.”.





Al iniciarse la consideración de este asunto, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que la primera diferencia está en centrada en definir quien será responsable por los daños ocasionados como consecuencia de un espectáculo de fútbol. Señaló que el artículo 6° de ley vigente dispone que serán responsables los representantes legales de los clubes de fútbol profesional, criterio que ratifica el artículo 6° B de la indicación número 16, en cambio, la indicación Nº 14 extiende esta responsabilidad, de manera solidaria, a los miembros del directorio y a los accionistas de la organización deportiva de que se trate.





El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, connotó que el texto de la ley vigente hace surgir la responsabilidad en caso de negligencia o culpa del representante legal. Expresó que en la norma que solicitó considerar precedentemente, sólo se propone un aumento del monto de las sanciones pecuniarias que en este caso se pueden imponer.





Sostuvo que le parecía más adecuado mantener circunscrita esta responsabilidad a los representantes legales del club y no extenderla accionistas, tal como se observa en el Derecho Comparado, en particular la legislación española, que establece que esos representantes legales son solidariamente responsables de los hechos de violencia que se generan en los encuentros deportivos.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que coincide con la idea de que sólo sean responsables los representantes legales de los clubes.





Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que la otra diferencia que existe entre ambas proposiciones se refiere la forma como se configura la infracción, pues en el texto de la ley vigente y en la parte correspondiente de la indicación Nº 16, se requiere que el incumplimiento se deba a negligencia o descuido del representante legal del club involucrado; en cambio, la indicación Nº 14 es más estricta, pues frente a la mera constatación del incumplimiento hace surgir la responsabilidad.





Finalmente, expresó que le parecía adecuado exigir que se acredite algún nivel de negligencia o culpabilidad para dar por constituido el incumplimiento.





El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, explicó que era preferible mantener el sistema actual que establece la exigencia de negligencia o culpabilidad para dar por acreditado un incumplimiento. El personero ejemplificó esta situación explicando que la Intendencia puede imponer para un partido de alto riesgo la contratación de 500 guardias de seguridad, pero que por imprevistos de último minuto cabría la posibilidad de que las empresas contratistas que proveen este servicio sólo puedan contar con 490 funcionarios para este propósito, por ejemplo, debido a licencias o enfermedad del personal. Indicó que lo que en este caso pretende la autoridad es que los organizadores de espectáculos de fútbol profesional hagan su mejor esfuerzo.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, destacó que la indicación de su autoría establece, en reemplazo de la regla de la negligencia, una responsabilidad solidaria y estricta en caso de incumplimiento, pero morigerada por el hecho de que desaparecerá dicha responsabilidad si la organización deportiva adopta e implementa las medidas de seguridad establecidas en la ley.





El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, consultó si las multas que constan en los incisos pertinentes de la ley vigente se han aplicado en la práctica.





El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, manifestó que no tenía antecedentes si alguna vez se habían aplicado sanciones a los representantes de los clubes que, por negligencia de sus dirigentes, hayan contribuido o facilitado la comisión de los delitos previstos en este título de la ley. 





El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán insistió que las indicaciones del Honorable Senador señor Espina y de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, tienen una diferencia fundamental que consistente en la forma como se construye el incumplimiento. Explicó que en el primer caso se exige, al igual que la ley vigente, acreditar la negligencia o culpa del representante involucrado, en cambio en el segundo se da por establecida la responsabilidad solidaria cada vez que se incumplen las normas de seguridad que impone la ley o las instrucciones impartidas por la autoridad.





El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, agregó que la indicación Nº 14 establece una responsabilidad solidaria de los representantes legales, al igual que lo hace la experiencia comparada.





El Honorable Senador señor Espina puntualizó que el primer elemento que debe dilucidarse es si la indemnización por los daños causados será de cargo del patrimonio del club involucrado y o del peculio personal del representante legal.





Agregó que si se iba a establecer una presunción de responsabilidad debía precisarse de la manera más estricta posible.





El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que estos temas eran muy importantes y debían ser aclarados en este debate. Al respecto, indicó que era fundamental precisar, fuera de toda duda, quién responderá por estas infracciones y si ello involucrará el patrimonio del club deportivo involucrado.





 El Honorable Senador señor Espina puntualizó que si se mantiene el criterio actual de que la responsabilidad patrimonial por la multas recae en los representantes legales como personas naturales y no en los clubes que representan, se generarán alguno de los siguientes efectos nocivos: o por una parte se mantendrá esta parte de la ley como letra muerta, o se desincentivará que alguien pase a ocupar el cargo de representante legal de una organización deportiva, porque ello conllevaría un peligro cierto para sus patrimonio.





El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, expresó que este era un punto fundamental de esta iniciativa. Hizo presente que en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional que modifica diversos artículos de la ley N° 19.327, de Violencia en los Estadios (Boletines N°s 5.877-07 y otros, refundidos) agrega un inciso final al artículo 6º que hace responsables a los clubes, en tanto personas jurídicas, por los daños que hubieren ocasionado sus barras. Indicó que este principio debe ser recogido en una modificación que establezca la responsabilidad de los clubes por los daños ocasiones en caso de que se constate un incumplimiento de sus obligaciones, precisándose eximentes de responsabilidad si dichos daños se ocasionaron pese a que la organización deportiva involucrada acató todas las obligaciones impuestas por la ley y por la autoridad competente.





El Secretario Ejecutivo de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, señor Oscar Fuentes, manifestó su acuerdo con lo expresado por el Honorable Senador señor Espina. Puntualizó que no es posible establecer una presunción de derecho de la responsabilidad por las infracciones que acá se sancionan con multa, porque la Carta Fundamental expresamente lo prohíbe. Añadió que debe establecerse una regla que sea concordante con el sistema de responsabilidad por culpa o negligencia debidamente acreditada.





Agregó que esta responsabilidad no se puede extender, en caso alguno, a los hechos de terceros sobre los cuales el club no tiene ningún control, como es el caso de los barristas de un equipo de fútbol, a menos que se indique, fuera de toda duda, que se eximirá de esta responsabilidad a los clubes que adopten todas la providencias que establezca la ley y la autoridad competente. En este mismo ámbito, reiteró que no debe adoptarse un criterio de responsabilidad objetiva o sin culpa acreditada, ni menos una responsabilidad solidaria del club si no se acredita fehacientemente su responsabilidad.





 El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, planteó que era necesario resolver dos puntos: En primer lugar, la multa que se debería imponer a los clubes que por negligencia o descuido culpable de sus representantes incumplen las obligaciones que les impone la presente ley y la forma como se daría por acreditado dicho incumplimiento.





En segundo lugar, puntualizó que se ha levantado un nuevo tema relativo a la posible responsabilidad solidaria de las organizaciones deportivas de fútbol profesional por los daños causados por los hinchas.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio expresó que todos estos cuestionamientos se deben a que en la práctica la ley no ha arbitrado medios para hacer efectiva la responsabilidad civil de los clubes.





Añadió que la indemnización que se imponga debería ser imputada al patrimonio del club deportivo involucrado, y no al del representante legal del club.





Recordó, finalmente, que la indicación Nº 14 plantea una responsabilidad solidaria del club, en la medida que se produzca un delito como consecuencia del incumplimiento de las exigencias de seguridad que establece esta ley o de las medidas de seguridad impuestas por la autoridad competente. Esa responsabilidad termina si se prueba que dicho efecto ilícito se produjo pese a que el club hubiera adoptado e implementado cada una de las obligaciones y medidas anteriormente señaladas.





El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puntualizó que en el debate hay dos normas distintas: una relativa a la responsabilidad por la multa en caso de incumplimiento de las medidas, y otra por los daños producidos como consecuencia de un ilícito. Señaló que la ley vigente y el artículo 6B propuesto en la indicación Nº 16 sólo se refieren al primer tópico planteado.





 El Honorable Senador señor Espina señaló que en este caso es menester distinguir lo siguiente:





1.- la indudable responsabilidad general del club deportivo por la actuación negligente de sus representantes legales, según las reglas generales del Derecho Civil.





2.- la posible responsabilidad solidaria que se pueda imponer al dirigente y a su club, por incumplimiento de las medidas que impone la ley y la autoridad competente.





3.- la eventual responsabilidad que les podría corresponder por los hechos de violencia producidos con ocasión de un encuentro deportivo.





 El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que si hay una multa que cancelar por la actuación negligente de un club, ella siempre debiera ser de cargo del club y no de su representante legal.





Añadió que también debería establecerse que los daños ocasionados por terceros a raíz del incumplimiento del club genera la responsabilidad solidaria de aquél.





El Honorable Senador señor Espina puntualizó que las consecuencias indicadas por Presidente son las que deben ser recogidas en la ley.





La Honorable Senadora señora Alvear expresó que la idea detrás de las normas propuestas en la indicación Nº 14 es propender a que exista la mayor cantidad de herramientas legales que incentiven el cumplimiento de las obligaciones que esta ley y las autoridades impongan a los organizadores de espectáculos deportivos, y en razón de ello se optó por incorporar a los accionistas y directores, porque muchas veces se observa que los clubes deportivos tienen cajas exiguas o están, derechamente, cercanos a la insolvencia.





El Honorable Senador señor Espina puntualizó que sin importar el club de que se trate, si un dirigente actúa negligentemente y producto de ello se produce un hecho que tiene caracteres de delito, será siempre responsable según las reglas generales del Derecho. Puntualizó que fuera de este ámbito no tiene sentido hacer al dirigente personal ni solidariamente responsable por las sanciones derivadas de los incumplimientos de las obligaciones que esta ley asigna al club, y por los daños que se pueden ocasionar a raíz de dichos incumplimientos.





El señor Secretario Ejecutivo de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional expresó que en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley establece serán siempre de cargo de los clubes deportivos y no de sus representantes legales o dirigentes.





 Añadió que la Biblioteca del Congreso Nacional, en un informe que presentó durante el primer trámite constitucional, señaló que en el Derecho Comparado no existía ninguna norma que establezca algún tipo de responsabilidad directa de los clubes por los daños provocados por las barras, sino que sólo los obliga a adoptar medidas preventivas para evitar que se produzcan daños.





Connotó que la regla general para hacer a una persona responsable por el hecho de un tercero es requerir, previamente, que se acredite aquella persona ha tenido algún grado de participación o control en el ilícito de un tercero, caso que nunca se da entre un club deportivo y un barrista.





Señaló que sería razonable establecer alguna responsabilidad administrativa para el club en caso de un incumplimiento objetivo a alguna de las medidas que impone esta ley.





El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán puntualizó que había que discutir también cuál era el monto de las multas que se aplicará en estos casos.





Expresó que las alternativas que se han planteado abarcan un rango de entre 50 y 100 UTM o entre 100 y 200 UTM. Puntualizó que en principio podría establecerse un parámetro entre 50 y 200 UTM, que se fijarán según la naturaleza del hecho, con el propósito de darle al juez cierta flexibilidad en la fijación de su monto.





El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, señaló que el monto de la multa no es un asunto menor. Explicó que es muy importante que el incumplimiento de las medidas que establezca la ley y el intendente estén sancionadas con un monto alto, porque de lo contrario los equipos de fútbol pueden sentirse incentivados a incumplir las normas.





El Honorable Senador señor Espina observó que esta multa procedería aunque no se hubiera producido ningún daño.





El señor Secretario Ejecutivo de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional recordó que sólo hay tres clubes deportivos con una hinchada significativa y con presupuestos lo suficientemente importantes como para afrontar las multas que aquí se indican.





Explicó que el monto planteado como mínimo -50 UTM- equivale al gasto común que en un mes realiza un club deportivo de primera división en sus divisiones juveniles, por tanto, una multa de esa magnitud podría significar un perjuicio muy importante para la mayor parte de las organizaciones deportivas. Por ello, propuso establecer un piso más bajo para quienes por primera vez infringen esta norma, y elevarlo sólo en el caso que se reiteren infracciones.





Seguidamente, la Honorable Senadora señora Alvear señaló que había que favorecer el cumplimiento de la norma, porque con ello se previenen los hechos de violencia en los estadios. Puntualizó que el club que cumple todas sus obligaciones nunca tendría que pagar una multa, por alta que sea.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso, como solución para resolver este debate, establecer una multa para el caso de incumplimiento que vaya entre las 100 a las 300 UTM, que se eleva al doble en caso de reincidencia.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó esta proposición.





El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que a lo anterior se añade la obligación solidaria del club de solventar los daños se produzcan a causa de un incumplimiento negligente de las obligaciones que les impone esta ley y la autoridad competente; que a lo anterior se suman las responsabilidades penales que correspondan según las reglas generales; y que finalmente se incorporan las hipótesis de presunción de cumplimiento negligente según el texto del proyecto alternativo, pero sin considerar las menciones que se efectúan a las barras, las que deben ser armonizadas según las otras modificaciones que se han realizado anteriormente.





El Honorable Senador señor Espina añadió que agregaría una mención expresa al artículo donde constan las obligaciones.





- Sometida a votación la proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.





Como resultado de este debate, se dio por aprobada preliminarmente la siguiente norma:





“Artículo 6° F.- Las organizaciones deportivas profesionales que, por  negligencia o descuido culpable de sus dirigentes en el cumplimiento de las obligaciones que les impone la presente ley, contribuyan o faciliten la comisión de los ilícitos tipificados en los artículos 6°, 6° A y 6° B, serán sancionados con multa de cien a trescientas  unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que se duplicará en caso de reincidencia.





Asimismo, las organizaciones deportivas profesionales que por negligencia de sus dirigentes incumplan las medidas de seguridad impuestas por la autoridad, serán solidariamente responsables por los daños ocasionados como consecuencia de los ilícitos que se cometan con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional que ellas organicen. Se eximirán de esta responsabilidad sí, con anterioridad a la comisión de los referidos ilícitos, hubieren adoptado e implementado cada una de las medidas de seguridad señaladas en esta ley y las instrucciones impartidas por el Intendente respectivo.





En una sesión posterior, y ante las dudas formuladas acerca de la posibilidad de imponer sanciones penales a las personas jurídicas, se acordó consultar al abogado y profesor de Derecho penal, señor Juan Domingo Acosta quien puntualizó que el inciso primero de la norma aprobada requería una nueva revisión por parte de la Comisión. A su juicio dicho inciso establece: “a) una sanción punitiva (multa) y no una forma de indemnización civil. Tampoco es un apremio pues no tiene por objeto obtener compulsivamente el cumplimiento de una obligación; b) supone que haya una sentencia penal condenatoria por la comisión de alguno de los delitos del artículo. 6º, 6º A y 6º B. Si no es así, no opera la disposición; c) no se señala que Tribunal es competente para imponer la multa. Debe tener competencia para constatar que hubo descuido o negligencia culpables de los dirigentes. Esto es más propio de lo penal, pero es muy complejo que sean los Tribunales penales quienes conozcan de la responsabilidad penal de personas jurídicas. Ella existe en la ley Nº 20.393 pero es un estatuto completo, no aplicable a estos delitos; d) no es claro si la frase “contribuyan o faciliten la comisión de los ilícitos” se refiere a las organizaciones deportivas o a sus dirigentes. Lo primero no puede ser porque las personas jurídicas, como ficción legal, son incapaces de contribuir o facilitar (son acciones humanas); e) tampoco puede referirse a los dirigentes, porque se trata de una conducta de instigación o complicidad, que debe ser conocido y resuelto en el sistema penal. La inducción y la complicidad sólo pueden ser dolosas (comprendiendo el dolo eventual). No las hay culposas (negligencia o descuido culpables). Se produce un contrasentido y f) Si es un tribunal distinto al penal quien impone la multa (p. ej. Juez de Policía Local), debería actuar sólo en mérito de la sentencia firme que condena por los delitos incluyendo a los dirigentes inductores o cómplices (bajo la segunda hipótesis) y se limitaría a constatar la negligencia o descuido de los dirigentes. Es altamente probable que para ese entonces la falta que justifica la multa haya prescrito (hay bastante jurisprudencia judicial y de la Contraloría General de la República que extiende a las faltas mal llamadas “no penales” el plazo de prescripción de las faltas penales: 6 meses).”.


Teniendo en cuenta estas observaciones, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso a la Comisión volver a considerar la redacción del inciso primero del artículo 6° F.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, argumentó que este asunto era de crucial importancia en el proyecto, porque a medida que ha transcurrido el tiempo se ha sabido que los clubes de futbol efectuaban aportes económicos a los miembros de las barras.


Asimismo, indicó que el problema detectado por el profesor señor Acosta podría solucionarse si se establece que el responsable por los incumplimientos es el representante legal de la institución, tal como hasta ahora lo hace el texto vigente. Expresó que esta idea es la que se siguió en el proyecto alternativo aprobado por la Cámara de Diputados, que mantuvo los verbos rectores que actualmente establece la legislación y se limitó a aumentar las multas. Manifestó que esa fórmula debería ser considerada también en este proyecto.


Agregó que no hay mayores observaciones a la redacción propuesta para el inciso segundo de la disposición, por tanto ella debería ser ratificada por la Comisión.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que con la precisión anterior se podría establecer que los responsables serán los representantes legales de los clubes, estableciendo en ella el rango de la multa que anteriormente había aprobado la Comisión, esto es, de 100 a 300 UTM para el primerizo, y que se duplique en caso de reincidencia. 


En virtud de lo anterior propuso aprobar las indicaciones número 14 y 16, en la parte que propone incorporar un artículo 6° B, en los siguientes términos:


“Artículo 6º F.- Los representantes legales de los clubes participantes en el espectáculo que, por negligencia o descuido culpable en el cumplimiento de las obligaciones que les impone la presente ley, contribuyeran o facilitaren la comisión de las conductas tipificadas en los artículos 6º, 6º A y 6° B serán sancionados con una multa de cien a trescientas unidades tributarias mensuales a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia.


Asimismo, las organizaciones deportivas profesionales que por negligencia de sus dirigentes incumplan las medidas de seguridad impuestas por la autoridad, serán solidariamente responsables por los daños ocasionados como consecuencia de los ilícitos penales que se cometan con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional que ellas organicen. Se eximirán de esta responsabilidad sí, con anterioridad a la comisión de los referidos ilícitos, hubieren adoptado e implementado cada una de las medidas de seguridad señaladas en esta ley y las instrucciones impartidas por el Intendente respectivo.”.


- Sometida a votación esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, Pizarro y Prokurica.

-.-.-





A continuación, la Comisión consideró la indicación número 15 de S.E el señor Vicepresidente de la República, mediante ella se propone agregar un artículo nuevo a la ley, con el fin de sancionar las faltas que pueden cometer quienes asisten a un espectáculo de futbol profesional y las sanciones a las que se verán afectos. Su texto es el siguiente:





“Artículo 6° bis.- Será sancionado con multa de 1 a 15 unidades tributarias mensuales y se le impondrá la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año, al que con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, dentro del recinto deportivo o de sus inmediaciones, incurriere en alguna de las siguientes faltas:





1° Irrumpiere sin autorización en el terreno de juego;





2° Portare, activare o lanzare bengalas, petardos o, en general, productos inflamables, fumíferos o corrosivos, salvo que el hecho constituya un delito al que la ley asigne mayor pena; 





3° Realizare conductas que produjeren la interrupción del espectáculo de fútbol profesional o retrasare su inicio; y





4° Cometiere alguna de las faltas tipificadas en los artículos 494 números 1°, 4° y 16°; 495 números 1°, 2°, 4° y 5°; y 496 números 1°, 10°, 11°, 18° y 26°, todas del Código Penal. Tratándose de la falta prevista en el artículo 494 bis del Código Penal, además de la pena privativa de libertad allí prevista, se impondrán las que establece el presente artículo.





Además, podrá imponerse como pena accesoria la de inhabilitación absoluta, hasta por dos años, para asociarse a un club de fútbol profesional.





Al que, en el recinto deportivo o en sus inmediaciones, consumiere o portare sustancias o drogas estupefacientes o psicotrópicas, además de lo dispuesto en el artículo 50 de la ley N° 20.000, se le aplicará la prohibición de asistir a cualquier futuro espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año.





En caso de reincidencia en alguna de las faltas señaladas en este artículo, las penas se elevarán al doble. Si el reincidente cometiere nuevamente alguna de las faltas señaladas precedentemente, la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional tendrá una duración de entre tres y cinco años.





Quienes fueren sorprendidos cometiendo alguna de las faltas señaladas en este artículo, serán expulsados de manera inmediata del recinto deportivo por las Fuerzas de Orden y Seguridad.





El que quebrante la pena de suspensión para asistir a un espectáculo de fútbol profesional impuesta por la comisión de alguna de las faltas previstas en el presente artículo o su reiteración, será sancionado con la pena señalada en el inciso séptimo del artículo precedente.”.





En relación con este asunto, se tuvo presente que la indicación número 16, cuyo autor es el Honorable Senador señor Espina, también propone recoger, en un artículo 6° C, nuevo, similares sanciones a las indicadas precedentemente. En atención a lo anterior, la Comisión acordó tratar ambas indicaciones conjuntamente.





La indicación del Honorable Senador señor Espina propone lo siguiente:





“Artículo 6° C.- Será sancionado con multa de 1 a 15 unidades tributarias mensuales y se le impondrá la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año, al que con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional incurriere en alguna de las siguientes faltas:





1° Irrumpiere sin autorización en el terreno de juego;





2° Portare en las instalaciones o en los recintos en que se celebraren o desarrollaren espectáculos de fútbol profesional, bengalas, petardos o, en general, productos inflamables, fumíferos o corrosivos, salvo que el hecho constituya un delito a que la ley asigne mayor pena;





3° Realizare conductas que produjeren la interrupción del espectáculo de fútbol profesional; y





4° Consumiere o portare, en el recinto deportivo o en sus inmediaciones, bebidas alcohólicas.





Además, podrá imponerse como pena accesoria la de inhabilitación absoluta, por hasta dos años, para asociarse a un club de fútbol profesional.





A quien consumiere o portare sustancias o drogas estupefacientes o psicotrópicas, además de lo dispuesto en el artículo 50 de la ley N° 20.000, se le aplicará la prohibición de asistir a cualquier futuro espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año.





En caso de reincidencia en alguna de las faltas señaladas en este artículo, las penas se elevarán al doble. Si el reincidente cometiere nuevamente alguna de las faltas señaladas precedentemente, la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional tendrá una duración de entre tres y cinco años.





Quienes fueren sorprendidos cometiendo alguna de las faltas señaladas en este artículo, serán expulsados de manera inmediata del recinto deportivo por las Fuerzas de Orden y Seguridad.





El que quebrante la pena de suspensión para asistir a un espectáculo de fútbol profesional impuesta por la comisión de alguna de las faltas previstas en el presente artículo o su reiteración, será sancionado con la pena señalada en el inciso sexto del artículo precedente.





A las faltas previstas en este artículo, se les aplicará el procedimiento monitorio conforme a lo establecido en los artículos 392 y siguientes del Código Procesal Penal.”.





Al iniciarse el estudio de estas indicaciones, Honorable Senador señor Espina observó que había que ser muy cuidadoso con las referencias que se hacen a otras leyes, sobre todo cuando ellas asignen penas mayores y, además, porque es muy importante que en esos casos también se imponga la pena accesoria que prohíbe concurrir a espectáculos deportivos.




Agregó que hay que revisar también los plazos de prohibición que se proponen, porque en principio parecen muy exiguos y no compatibles con los que se determinaron cuando se revisó la norma sobre los delitos cometidos con motivo u ocasión de un espectáculo deportivo.





El señor Secretario Ejecutivo de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional señaló que la peor sanción que se le puede imponer a un hincha violentista es la prohibición de asistir al estadio.





Añadió que no hay ninguna proposición que contemple la posibilidad de que los Carabineros presentes en el recinto deportivo puedan desalojar a los hinchas que profieren cánticos abiertamente ofensivos o amenazantes contra dirigentes o autoridades, que a la larga inducen a hechos de violencia graves. En razón de ello, propuso a la Comisión que esas conductas puedan ser tipificadas en esta ley.





El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Eduardo Vega, expresó que la inquietud planteada era comprensible pero que también era muy difícil determinar qué persona profirió los gritos ofensivos o amenazantes.





El Honorable Diputado Walker, don Matías señaló que en legislaciones comparadas también se han proscrito los canticos y gritos de contenido xenófobo. Agregó que en la Cámara de Diputados se ha evaluado la posibilidad de introducir una regla similar en la legislación nacional, sin perjuicio de lo cual expresó que compartía la prevención planteada por el señor Vega.





El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que era razonable elevar el tiempo por el cual se prohibirá a una persona que ha cometido un delito asistir a un estadio. Agregó que también compartía la idea de que, sin perjuicio de que una de estas conductas sean sancionadas, si procede, con una pena mayor, ellas también deberían ser castigadas la prohibición de asistir a un recinto deportivo.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina connotó que esta norma también hace referencia a las faltas sancionadas en virtud del artículo 50 de la Ley de Drogas. Al respecto puntualizó que la norma referida establece una regulación completa y distinta que se aplica a los consumidores de drogas en lugares públicos o abiertos al público –amen de las reglas generales que sancionan el delito de tráfico de estupefacientes-, por lo tanto es importante analizar la situación para prever y evitar posibles conflictos normativos.





El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Vega, señaló que la referencia al artículo 50 se debe a que esa disposición establece sanciones específicas, entre las cuales no está la prohibición de asistir a un estadio de fútbol.





El Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso acoger ambas indicaciones subsumiendo el contenido de la indicación del Honorable Senador señor Espina en el texto propuesto por Ejecutivo.





- Sometidas a votación las indicaciones números 15 y 16, en la parte que propone agregar un artículo 6° C,  fueron aprobadas con enmiendas de forma, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio. 





Esta disposición se incorpora a la ley como nuevo artículo 6° G.

- - -

Número 6





El sexto numeral del artículo único del proyecto incorpora a la ley Nº 19.327 un artículo 6º bis, nuevo, del siguiente tenor:





“Artículo 6° bis.- El que incurriere en la reventa de entradas de espectáculos de fútbol profesional, será sancionado con multa de 4 a 20 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto comercializar, vender o ceder a título oneroso, en las inmediaciones del recinto deportivo, uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, ya adquirido previamente.





Con la misma multa señalada en el inciso anterior se sancionará al organizador de un espectáculo de fútbol profesional que ofrezca un número de entradas superior al que se le hubiere autorizado, para el evento respectivo.  Dicha multa se elevará al doble en los casos en que, producto de la sobreoferta, se produjeren desórdenes, aglomeraciones que pongan en riesgo a los asistentes o cualquier otra alteración de la tranquilidad o el orden público.





 Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, los intendentes regionales deberán, con la anticipación que determine el reglamento, fijar el número máximo de entradas que podrán ofrecerse para el respectivo espectáculo, el que no podrá exceder del noventa por ciento del aforo físico del recinto.





 Los organizadores de los espectáculos deportivos deberán acreditar ante la autoridad regional correspondiente, a más tardar cuarenta y ocho horas antes del inicio del espectáculo, que el número de boletos impresos no excede del número máximo autorizado.





La no presentación oportuna de los antecedentes indicados en el inciso anterior hará presumir la sobreoferta de entradas.”.





En relación con esta norma se presentaron las indicaciones números 17 y 18, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República y del Honorable Senador señor Espina, respectivamente. La primera de ellas propone reemplazar el artículo aprobado en general por el siguiente:





“Artículo 6° ter.- El que revendiere entradas no falsificadas para espectáculos de fútbol profesional, será sancionado con multa de 4 a 20 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto enajenar, comercializar, vender o ceder a título oneroso, uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, ya adquirido previamente, a un precio superior al establecido por el organizador del espectáculo de fútbol profesional.”.”.





A su turno, la indicación número 18 también propone reemplazar la disposición aprobada en general por la que sigue:





“6.- Agrégase el siguiente artículo 6° D, nuevo:





“Artículo 6° D.- El que revendiere entradas para espectáculos de fútbol profesional, será sancionado con multa de 4 a 20 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto enajenar, comercializar, vender o ceder a título oneroso, uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, ya adquirido previamente, a un precio superior al establecido por el organizador del espectáculo de fútbol profesional. La misma pena se impondrá a  quienes posean o adquieran a cualquier título entradas falsificadas para luego comercializarlas, venderlas o cederlas, salvo que el hecho constituya un delito a que la ley asigne una pena más grave.





Con la misma multa señalada en el inciso anterior se sancionará al organizador de un espectáculo de fútbol profesional que ofrezca un número de entradas superior al que se le hubiere autorizado, para el evento respectivo. Dicha multa se elevará al doble en los casos en que, producto de la sobreoferta, se produjeren desórdenes, aglomeraciones que pongan en riesgo a los asistentes o cualquier otra alteración de la tranquilidad o el orden público.





Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, los intendentes regionales deberán, con la anticipación que determine el reglamento, fijar el número máximo de entradas que podrán ofrecerse para el respectivo espectáculo, el que no podrá exceder del noventa por ciento del aforo físico del recinto.





Los organizadores de los espectáculos deportivos deberán acreditar ante la autoridad regional correspondiente, a más tardar cuarenta y ocho horas antes del inicio del espectáculo, que el número de boletos impresos no excede del número máximo autorizado.





La no presentación oportuna de los antecedentes indicados en el inciso anterior hará presumir la sobreoferta de entradas.”.





Al iniciarse el estudio de ambas indicaciones, el Honorable Senador señor Espina expresó, en relación con el inciso primero propuesto por ambas proposiciones, que le parecía más adecuada la redacción propuesta en la indicación del Ejecutivo, porque la segunda frase de su indicación puede genera algunas dudas, ya que una persona que compra una entrada no tiene como saber, a ciencia cierta, que el ticket que adquirió es auténtico o falsificado.





 Añadió que la regla que establece el inciso segundo de la indicación de su autoría puede en principio adolecer de un exceso de detalle reglamentario. 





El señor Secretario Ejecutivo de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional indicó que la norma propuesta en el inciso segundo de la indicación número 18 puede entrar en conflicto con lo que dispone el inciso segundo artículo 23 de la ley Nº 19.496, sobre derechos de los consumidores, que tipifica y sanciona una conducta similar. Observó que esa norma, que data del año 1997, nunca se ha aplicado respecto de un club deportivo. Expresó que no obstante dicho dato, es importante también aclarar que la eventual aprobación del inciso segundo mencionado no implica una derogación tácita del otro artículo citado.





El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristian Barra explicó que la sobreventa de entradas también crea problemas para implementar  los operativos de seguridad que se diseñan antes de un encuentro deportivo. En efecto dichos planes tienen en consideración el aforo máximo autorizado.





El Honorable Senador señor Espina expresó que la imposición de penas por la sobre oferta de boletos es un tema muy relevante ya que su incumplimiento también dará lugar a multas y a posibles indemnizaciones por los eventuales daños que se causaren por los delitos cometidos con ocasión de dicho incumplimiento.





El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso resolver esta discusión aprobando el texto la indicación Nº 17, subsumiendo en ella las ideas contenidas en el inciso primero del artículo 6° D previsto en la indicación número 18.





 - Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.





En virtud de este acuerdo, la norma quedó aprobada, en su inciso primero en los siguientes términos:





“Artículo 6° H.- El que revendiere entradas no falsificadas para espectáculos de fútbol profesional, será sancionado con multa de 4 a 20 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto enajenar, comercializar, vender o ceder a título oneroso, uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, ya adquirido previamente, a un precio superior al establecido por el organizador del espectáculo de fútbol profesional.”





En una sesión posterior, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, reabrir debate sobre esta disposición, en virtud de lo dispuesto en el artículo 125 del Reglamento.


Para adoptar el referido acuerdo, se tuvo en cuenta un informe de  Unidad de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional que en su parte esencial señaló lo siguiente:


“Se estima que esta figura puede ser parcialmente redundante con el delito del artículo 97, N° 18, del Código Tributario
, de reventa ilícita de entradas a espectáculos públicos, y que existen algunos aspectos ventajosos en esta última norma, que sin alterar los elementos esenciales de la norma propuesta, pueden perfeccionarla: la pena de multa (aplicable al vendedor, comprador y tenedor de entradas) y la presunción de autoría del mero tenedor ilícito de entradas.


Especialmente, se destaca que el Código Tributario no exige precio determinado para configurar el delito; en cambio la norma propuesta exige reventa a un precio superior al establecido, lo que despenaliza una hipótesis hoy delictual: la reventa de entradas al mismo precio o inferior.”.


Sobre este punto, el Honorable Senador señor Prokurica expresó que las dos figuras comparadas apuntan a finalidades diversas, pues la norma tributaria intenta asegurar el ingreso fiscal, en cambio la disposición que incorporaría a la ley tiene por finalidad incrementar la seguridad en los espectáculos de fútbol profesional. Asimismo, observó que la redacción es confusa porque especifica que lo sancionado es la reventa de entradas no falsificadas, lo que no tiene en consideración que el expendio de ticket falsificados es un delito autónomo de estafa con una pena propia, por lo que la distinción que introduce la proposición no cumple ningún objetivo preciso, y en razón de ello propuso sancionar la reventa de entradas sin otro calificativo.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, observó que la disposición propuesta sólo sanciona a quién revende entradas, y no a quién las porta para ese propósito o las compra.


El asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada, señaló que la observación hecha por Su Señoría es acertada, y que hay otras diferencias importantes relativas al ámbito de aplicación de la norma vigente del Código Tributario y la redacción que se propone, tal como se representa en el siguiente cuadro:

	Elemento
	Observaciones

	1. Acción o conducta


	· Código Tributario: se refiere solo a compra y venta.

· Norma propuesta: se refiere a todo acto que tenga por objeto enajenar, comercializar, vender o ceder a título oneroso, uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional.

	2. Objeto del delito


	· Código Tributario: Se refiere a entradas a espectáculos públicos en forma ilícita.

La ilicitud de la venta está dada por el no obedecimiento a las normas tributarias respectivas, lo que convierte al acto comercial respectivo en un hecho constitutivo de comercio clandestino, tipificado también en el artículo 97, N° 8, del Código Tributario.

· Norma propuesta: se refiere sólo a entradas no falsificadas para espectáculos de fútbol profesional, ya adquiridas previamente (no necesariamente por el autor).

	3. Requisito típico y/o normativo


	· Código Tributario: no exige precio determinado.

· Norma propuesta: exige reventa a un precio superior al establecido por el organizador del espectáculo de fútbol profesional.

· Esta norma supone la despenalización de una hipótesis, hoy delictual: la reventa de entradas al mismo precio o inferior pues el Código Tributario no distingue. 

	4. Sanción


	Código Tributario:

· Multa: 1 a 10 UTA, y 

· Presidio menor en grado medio.

· Multa puede aplicarse a comprador, vendedor, y tenedor de entradas.

· Norma propuesta: Sólo multa de 4 a 20 UTM

	5. Presunción contra mero tenedor 
	· Código Tributario: Para efectos de aplicación de multa, presume autor a mero tenedor de entradas a quien mantenga entradas a espectáculos públicos en forma ilícita.

· Norma propuesta: no contiene presunción a este respecto.

	6. Titularidad de la acción penal
	· Código Tributario. Sólo el Director Nacional o Regional del SII.

· Norma propuesta: Es de acción penal privada, y también podrán querellarse las organizaciones deportivas profesionales directamente afectadas y la Asociación Nacional de Fútbol Profesional.



El Honorable Senador señor Espina coincidió con la precisión gramatical explicada por el Honorable Senador señor Prokurica, y agregó que como esta figura sanciona a quién vende entradas a un precio mayor que el señalado por el organizador, se puede presumir que quien compra en esas condiciones está en conocimiento de que se trata de una entrada revendida, por tanto podría explorarse la posibilidad de incluir al comprador en el alcance de este ilícito.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, precisó que lo anteriormente propuesto es una idea nueva, y que era más prudente mantener el acuerdo original.


El Honorable Senador señor Prokurica puntualizó que el problema de la reventa se termina si se establece un sistema de entradas nominativas, que sólo permita el ingreso al estadio de la persona a cuyo nombre está la entrada. Su Señoría agregó que si se establece como un ilícito penal la reventa de entradas en cualquier lugar, y no sólo en el estadio o en sus inmediaciones, es menester agregar una norma que obligue a los organizadores de los espectáculos deportivos a recomprar las entradas de quienes desistan asistir al partido.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra señaló que el problema de la reventa partió con la práctica de entrega de entradas de cortesía. Explicó que ellas son suministradas gratuitamente a los dirigentes, jugadores, cuerpo técnico y otras personas relacionadas de los clubes deportivos, y comúnmente son objeto de reventa posterior. Expresó que ello genera un problema de orden público severo en las inmediaciones de los recintos deportivos.


Recordó que la Comisión ya discutió y desechó la idea de establecer un sistema de venta de entradas nominativas, y que en dicho debate se decidió entregar una nueva facultad al intendente que le permitirá requerir a los organizadores de un espectáculo de fútbol profesional que la venta de boletos de entradas en partidos de alto riesgo. Sobre el particular ejemplificó que para el partido Universidad de Chile con Boca Juniors se estableció un sistema especial, que otorgaba preferencia para la compra a quienes ya estaban abonados, lo que funcionó muy bien porque permitió vender un gran número de entradas a personas conocidas y que van al partido como hinchas acreditados de la Universidad de Chile.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que es evidente que la reventa de entradas genera disturbios para el orden público y violencia.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán propuso zanjar la discusión manteniendo la redacción antes acordada con una única modificación: eliminar los términos “no falsificadas”.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Prokurica, acordaron eliminar del texto anteriormente aprobado la expresión “no falsificadas”.





A continuación, el Presidente de la Comisión sometió a consideración los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto de la indicación Nº 18, y las mismas disposiciones del texto aprobado en general.





La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que las disposiciones en discusión tienen un carácter reglamentario. Sin perjuicio de lo anterior, precisó que sus ideas esenciales debían quedar comprendidas en el texto de la ley.





El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, recordó que en el artículo 2° A faculta al intendente para imponer condiciones especiales para la venta de entradas en determinados partidos.





En virtud de lo anterior, se propuso aprobar los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 6° D, contenidos en la indicación número 18, enmendados en los siguientes términos:





“Con la misma multa señalada en el inciso anterior se sancionará al organizador de un espectáculo de fútbol profesional que ofrezca un número de entradas superior al que se le hubiere autorizado, para el evento respectivo. Dicha multa se elevará al doble en los casos en que, producto de la sobreoferta, se produjeren desórdenes, aglomeraciones que pongan en riesgo a los asistentes o cualquier otra alteración de la tranquilidad o el orden público.





En el reglamento de esta ley se establecerá la forma en que se fijará el número máximo de boletos de entrada que se podrán vender y el plazo dentro del cual los organizadores de un espectáculo deportivo deberán acreditar, ante el Intendente respectivo, que el número de boletos impresos no excede del máximo autorizado.”.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Prokurica, acordó dar por aprobada esta proposición.




En conformidad a los acuerdos adoptados precedentemente, se acordó aprobar el número 6 aprobado en general por el siguiente:





6.- Agrégase, el siguiente artículo 6° H, nuevo:





Artículo 6° H.- El que revendiere entradas para espectáculos de fútbol profesional, será sancionado con multa de 4 a 20 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto enajenar, comercializar, vender o ceder a título oneroso, uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, ya adquirido previamente, a un precio superior al establecido por el organizador del espectáculo de fútbol profesional.





Con la misma multa señalada en el inciso anterior se sancionará al organizador de un espectáculo de fútbol profesional que ofrezca un número de entradas superior al que se le hubiere autorizado, para el evento respectivo. Dicha multa se elevará al doble en los casos en que, producto de la sobreoferta, se produjeren desórdenes, aglomeraciones que pongan en riesgo a los asistentes o cualquier otra alteración de la tranquilidad o el orden público.





En el reglamento de esta ley se establecerá la forma en que se  fijará el número máximo de boletos de entrada que se podrán vender y el plazo dentro del cual los organizadores de un espectáculo deportivo deberán acreditar, ante el intendente respectivo, que el número de boletos impresos no excede del máximo autorizado.”.





Como consecuencia de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Prokurica, acordó dar por aprobadas, con modificaciones, las indicaciones número 17 y 18, en los términos indicados precedentemente. 
- - -

Indicación número 19





La ley N° 19.327 regula, en su artículo 7º las circunstancias agravantes especiales que se aplicarán a los delitos contemplados en ella. Su tenor es el siguiente:





“Artículo 7°.- Se considerarán circunstancias agravantes especiales:





1a. Ser integrante de un grupo organizado para la realización de los hechos descritos; miembro de la barra, o socio de alguno de los clubes de fútbol profesional que participen en el espectáculo.





2a. Ser organizador o protagonista en el espectáculo de fútbol profesional, o dirigente de alguno de los clubes participantes en él.





3a. Actuar bajo los efectos de bebidas alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes o sustancias análogas.





4a. Haber causado las lesiones a las que se refiere el artículo 6 a jugadores, técnicos, dirigentes o protagonistas del espectáculo de fútbol profesional.”.





A su respecto, el señor Vicepresidente de la República presentó la indicación número 19, cuyo objeto es derogar este artículo.





El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, explicó que esta derogación se explica, en parte, por el hecho de que anteriormente ya se había acordado eliminar las normas referidas a las barras de futbol.





Asimismo, la Comisión tuvo a la vista, en este punto, la opinión del profesor de Derecho Penal señor Juan Domingo Acosta quien señaló le parecía correcta esta derogación, por las siguientes razones:





a) En relación con la primera circunstancia agravante expresó que “el proyecto está construido en base a delitos comunes, cuyas penas se agravan, por el hecho de cometerse con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional y dentro del estadio o sus inmediaciones. En ese contexto, no me parece que la pertenencia a una barra o socio de un club sea una circunstancia suficiente para justificar una segunda agravación de la pena.”





b) En relación con la segunda circunstancia agravante señaló que por las mismas razones aducidas respecto de la primera también debía derogarse. 





c) Respecto de la tercera circunstancia agravante expresó que ella “no se justifica. Portar o consumir drogas es en sí mismo constitutivo de una falta en el proyecto. No puede agravar la responsabilidad penal (ne bis in ídem) por esta circunstancia. El estado de ebriedad, puntualizó, no es una circunstancia que por sí misma justifique dirigir un reproche más severo.





d) En relación con la última de las circunstancia agravante previstas  en el artículo 7° también debía aplicarse el principio de “Ne bis in ídem”. Recordó que la provocación de lesiones es un delito agravado en esta ley. Que las sufran jugadores, técnicos, dirigentes o protagonistas tampoco justifica una mayor penal.


Al iniciarse el debate sobre este asunto, el Honorable Senador señor Espina manifestó, como primer criterio general sobre este tema, que establecer agravantes específicas sobre los tipos ya construidos en este proyecto de ley no es, necesariamente, una mala técnica legal. En razón de ello abogó por no derogar todas las hipótesis agravantes establecidas en el artículo 7º de la ley vigente.


El señor Secretario Ejecutivo de la ANFP expresó que aunque cabe la posibilidad que alguna de las agravantes especiales contenidas en el artículo en discusión ya estén contenidas en las normas generales del Código Penal, de todas maneras, agregó, hay circunstancias particularmente graves en los ilícitos cometidos con ocasión de los partidos de fútbol que ameritan un tratamiento especial. Ejemplificó lo anterior señalando que debe haber una pena mayor cuando el ilícito de que se trata es cometido por una facción de hinchas organizados.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, adujo que el mero hecho de ser socio de un club no debería considerarse como una circunstancia especial para determinar la responsabilidad, aunque actuar de manera concertada con otros hinchas para cometer un ilícito podría suponer mayor ilicitud en la conducta.


El Honorable Senador señor Espina agregó que la circunstancia mencionada en el Nº 2 de la disposición vigente también debería mantenerse, porque quien organiza un espectáculo de fútbol tiene un rol de garante de la seguridad del espectáculo, y por lo mismo su participación en un ilícito es más reprochable.


El Gerente de Competiciones de la ANFP, señor René Rosas, manifestó que para su institución era importante mantener la agravante establecida en el numeral cuarto del artículo, porque las personas que ahí se señalan son víctimas usuales de agresiones y amenazas por los hinchas.


Sobre el punto, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, recordó que el profesor señor Acosta sostuvo que la provocación para la comisión de un delito es un ilícito agravado por sí mismo en este ley y por tanto el mero hecho de mencionar a los jugadores, técnicos, dirigentes u otros protagonistas del espectáculo no justifica una agravación adicional. Agregó que las disposiciones anteriormente aprobadas ya sancionan a quien se presenta al estadio o permanece en él bajo los efectos de las drogas o el alcohol y, en consecuencia, no corresponde establecer, además, una circunstancia agravante por esta misma causa.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, explicó que el parámetro básico que utiliza esta ley para agravar la pena por delitos cometidos, es que ellos se producen en el recinto deportivo o en sus inmediaciones y por ello no es procedente establecer, además, agravantes especiales, como la participación de jugadores o dirigentes.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso, para llegar a un acuerdo en esta materia, acoger sólo en parte la derogación que plantea la indicación número 19. En conformidad con lo anterior sustituir el artículo 7° por el siguiente:





“Artículo 7°.- Se considerarán circunstancias agravantes especiales:





1a. Ser integrante de un grupo organizado para la realización de los ilícitos descritos en los artículos precedentes, y





2a. Ser organizador o protagonista en el espectáculo de fútbol profesional, o dirigente de alguno de los clubes participantes en él.”

- Sometida a votación la indicación número 19, fue aprobada parcialmente, en los términos descritos precedentemente, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín don Hernán, y Prokurica.

-.-.-

Número 7


Este número del texto aprobado en general agrega a la ley un artículo 7º bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 7° bis.-  El personal de Carabineros de Chile podrá prohibir el ingreso a los recintos deportivos, durante el desarrollo de espectáculos de fútbol profesional, de elementos que pudieren, por su naturaleza, dimensiones y características, ser utilizados para provocar lesiones o daños, o alterar la normalidad del evento o dificulte la fiscalización al interior del mismo.


Asimismo, dicho personal podrá efectuar controles de identidad, en los recintos deportivos o sus inmediaciones, con las facultades contempladas en el artículo 85 del Código Procesal Penal.”.


A su respecto se presentaron las indicaciones Nos 20 y 21, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República y del Honorable Senador señor Espina, respectivamente.


La indicación Nº 20 remplaza el artículo introducido por el texto aprobado en general por el siguiente:


“Artículo 7° bis.- Sin perjuicio del derecho de admisión al espectáculo de fútbol profesional que corresponde a los organizadores del mismo, el personal de Carabineros de Chile podrá prohibir el ingreso a los recintos deportivos, durante el desarrollo de espectáculos de fútbol profesional, de elementos que pudieren, por su naturaleza, dimensiones y características, ser utilizados para provocar lesiones o daños, o alterar la normalidad del evento o dificultar la fiscalización al interior del mismo.


Podrá, asimismo, prohibir el ingreso al recinto deportivo de personas que se encuentren bajo la influencia del alcohol o de drogas o en estado de ebriedad. Para la determinación de lo anterior, Carabineros de Chile estará facultado para llevar a cabo pruebas respiratorias que permitan acreditar la existencia de alcohol o drogas en los asistentes. Si la persona se negare a realizarse la prueba, el personal de Carabineros de Chile podrá prohibirle el ingreso al recinto deportivo.


El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá solicitar a Carabineros de Chile que realice las pruebas señaladas en el inciso anterior.


El personal de Carabineros de Chile podrá efectuar controles de identidad, con las facultades contempladas en el artículo 85 del Código Procesal Penal, en los recintos deportivos o sus inmediaciones, desde tres horas antes, durante y hasta tres horas después del desarrollo de un espectáculo de fútbol profesional.”.


Por su parte, la indicación Nº 21 sustituye la disposición citada por la siguiente:


“Artículo 7° A.- El personal de Carabineros de Chile podrá prohibir el ingreso a los recintos deportivos, durante el desarrollo de espectáculos de fútbol profesional, de elementos que pudieren, por su naturaleza, dimensiones y características, ser utilizados para provocar lesiones o daños, o alterar la normalidad del evento o dificultar la fiscalización al interior del mismo.


Podrá, asimismo, prohibir el ingreso al recinto deportivo de personas que se encuentren bajo la influencia del alcohol o de drogas o en estado de ebriedad. Para la determinación de lo anterior, Carabineros de Chile estará facultado para llevar a cabo pruebas respiratorias que permitan acreditar la existencia de alcohol o drogas en los asistentes. Si la persona se negare a realizarse la prueba, el personal de Carabineros de Chile podrá prohibirle el ingreso al recinto deportivo.


El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá solicitar a Carabineros de Chile que realice las pruebas señaladas en el inciso anterior.


El personal de Carabineros de Chile podrá efectuar controles de identidad, con las facultades contempladas en el artículo 85 del Código Procesal Penal, en los recintos deportivos o sus inmediaciones, desde tres horas antes, durante y hasta tres horas después del desarrollo de un espectáculo de fútbol profesional.”.


Al iniciarse el estudio de estas indicaciones, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, señaló que en la proposición del Ejecutivo establece que los organizadores de los espectáculos de fútbol tienen la facultad de regular los accesos a los recintos deportivos. Indicó que este elemento es importante, ya que también establece una suerte de obligación de control de la admisión por parte de las organizaciones deportivas, lo que permite que un fracción del costo de la mantención del orden público sea abordada por las instancias privadas que lucran con dichos espectáculos.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó qué elemento se tuvo en consideración para fijar en tres horas previas al inicio del espectáculo el límite superior para que Carabineros pueda iniciar los controles que se contemplan en ambas indicaciones.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, señaló que dependiendo del aforo del estadio y de la magnitud del evento involucrado, comúnmente las puertas de los recintos se abren entre 2 a 3 horas antes del inicio del espectáculo, momento que coincide con el fin de la venta de entradas.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, indicó que el público que asiste a los partidos de la selección chilena de fútbol llega normalmente al estadio antes que abran sus puertas, por tanto, ese plazo debería contabilizarse desde ese momento.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, manifestó que, en todo caso, la estructura básica del operativo policial para estos eventos ya está operativa seis horas antes que comience el encuentro.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina subrayó que el artículo 85 del Código Procesal Penal permite a la policía hacer controles de identidad en el momento que estime conveniente, siempre que existan indicios que una persona hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito, o falta; o que se dispusiere a cometerlo; o que pueda suministrar información útil para la indagación de un ilícito, o que transite encapuchado o embozado.


Explicó que en este tipo de eventos deportivos la policía podría perfectamente efectuar controles de identidad preventivos sin que sea necesario dar por acreditado que se está cometiendo o se ha cometido un delito o una falta. Puntualizó que el único sentido de establecer una norma especial en este caso es permitir que Carabineros de Chile puede realizar una labor preventiva y controlar la identidad de las personas que se encuentran en las inmediaciones de un estadio, con el fin de resguardar el orden y la seguridad de la población.


En vista de lo anterior, solicitó dejar expresa constancia de este criterio en la historia de la ley.


La Honorable Senadora señora Alvear planteó que le parecía inadecuado establecer un plazo de tres horas como sugiere la indicación. En su remplazo propuso que Carabineros de Chile pudiera hacer ese control de identidad una hora antes de que se abran las puertas del recinto deportivo.


El Honorable Senador señor Espina añadió que debía establecerse, tal como lo propone inciso primero de la indicación del Ejecutivo, que los organizadores del espectáculo también tienen el deber de controlar el ingreso de personas al estadio.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, solicitó a la Comisión incorporar en la enumeración de los objetos que no se pueden ingresar al estadio aquellos elementos que, por sus características, puedan entorpecer el uso de las vías de acceso y evacuación del estadio.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consideró adecuadas las observaciones antes señaladas y propuso aprobar las indicaciones Nos 20 y 21 con las siguientes modificaciones:


1.- precisar que las normas especiales que introduce la disposición podrán hacerse exigibles una hora antes de la apertura de las puertas al recinto donde se va a desarrollar el espectáculo deportivo.


2.- establecer en la historia de la ley que la facultad de la policía para efectuar controles de identidad no requiere la existencia de los indicios a que hace mención el artículo 85 del Código Procesal Penal.


3.- añadir entre las conductas prohibidas deberá también considerarse el ingreso de elementos que por sus características puedan entorpecer el uso de las vías de acceso y evacuación de los recintos deportivos.


4.- hacer una mención expresa al derecho de admisión que tienen los organizadores del espectáculo al final del primer inciso.


En conformidad con lo anterior, propuso a la Comisión aprobar las indicaciones números 20 y 21, con enmiendas, en los siguientes términos:


“Artículo 7° A.- El personal de Carabineros de Chile podrá impedir el ingreso a los recintos deportivos de elementos que pudieren, por su naturaleza, dimensiones y características, ser utilizados para provocar lesiones, daños, alterar la normalidad del evento, entorpecer las vías de evacuación o dificultar la fiscalización al interior del referido recinto. Lo anterior es sin perjuicio del derecho de admisión al espectáculo de fútbol profesional que corresponde a los organizadores del mismo. 





Carabineros de Chile podrá, igualmente, impedir el ingreso de personas que se encuentren bajo la influencia del alcohol o de drogas o en estado de ebriedad. Para la determinación de lo anterior, Carabineros de Chile estará facultado para llevar a cabo pruebas respiratorias que permitan acreditar la existencia de alcohol o drogas en los asistentes. Si la persona se negare a realizarse la prueba, el personal de Carabineros de Chile podrá prohibirle el ingreso al recinto deportivo.





El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá solicitar a Carabineros de Chile que realice las pruebas señaladas en el inciso anterior.





El personal de Carabineros de Chile podrá efectuar controles de identidad preventivos, con las facultades contempladas en el artículo 85 del Código Procesal Penal, en los recintos deportivos o sus inmediaciones, desde una hora antes de que se abran las puertas del recinto deportivo, durante la realización de un espectáculo deportivo de fútbol profesional y hasta tres horas después de su término.”.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó las mencionadas indicaciones en los términos transcritos precedentemente.


En una sesión posterior, la Honorable Senadora señora Alvear solicitó reabrir debate acerca de esta disposición con el fin de aclarar algunas dudas le habían sido planteadas en torno a la redacción acordada.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, acordó acceder a la solicitud planteada.


En virtud de lo anterior, la Honorable Senadora señora Alvear consultó a los representantes del Ministerio del Interior y Seguridad Pública qué criterios aplica Carabineros de Chile para determinar la peligrosidad de un elemento que se quiera ingresar al estadio. Planteó que en la práctica hay muchas situaciones que se generan dudas, por ejemplo, si en todos los casos se deben prohibir los paraguas o los bastones, que pueden ser considerados como objetos contundentes o arrojadizos, pero que también pueden ser esenciales para la protección de la lluvia o para el desplazamiento de las personas que los emplean.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra coincidió con lo planteado y ejemplificó relatando que en un encuentro deportivo nocturno que se celebre en Santiago o en el Norte del país, las hojas de papel periódico son un elemento peligroso, porque comúnmente son utilizadas para hacer antorchas; en cambio, en Concepción u otras ciudades al Sur de Chile esas mismas hojas de papel son necesarias para deshumedecer los asientos del estadio y poder sentarse en las graderías.


El Honorable Senador señor Espina afirmó que frente a la falta de criterio en la aplicación de estas normas el legislador no tiene nada que hacer. Expresó que este tipo de problemas se solucionan con instrucciones generales emanadas del alto mando de Carabineros. Añadió que el proyecto además considera que los organizadores del espectáculo se reservan el derecho de admisión, por tanto, en esa norma también hay un llamado al buen criterio.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que siempre se legisla sobre la base del sentido común y el buen criterio del intérprete de la ley.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, indicó que establecer criterios que definan que es peligroso y que no es un asunto que no debería ser materia de ley, sino de una referencia al reglamento.


El señor Secretario Ejecutivo de la ANFP expresó que coincidió con lo planteado, porque en la práctica, agregó, se ha demostrado que es difícil controlar a grandes grupos de hinchas exaltados. El personero recordó que este proyecto hace responsable solidariamente al club de los daños provocados con ocasión de un incumplimiento culpable de las obligaciones impuestas por esta ley o dictadas por la autoridad, por lo que es muy importante que dichas obligaciones estén claramente establecidas.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso agregar al texto aprobado un inciso nuevo que recoja lo planteado en este debate.


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que en este aspecto hay que tener en cuenta que las personas comunes obedecen y respetan mucho más a los Carabineros que a los guardias privados, sobre todo en ciudades de provincia, que un parte relevante del contingente policial debe ser destinado a los partidos de alto riesgo, dejando en la completa indefensión al resto de la población. En razón de ello, fue de la idea de que el operativo de seguridad se centre en la utilización de Carabineros, y que los clubes se hagan cargo del gasto fiscal por esta causa.


El señor Secretario Ejecutivo de la ANFP expresó que, en la práctica, los guardias privados no tendrán más utilidad que ayudar a la identificación de las personas que ingresan al estadio y acomodar a la gente en las graderías.


El Jefe del Programa Estadio Seguro, señor Cristián Barra, indicó que lo que se pretende es incrementar la calidad y pericia técnica de los guardias de seguridad para que ellos se hagan cargo de los problemas más comunes que se generan al interior del recinto deportivo, y las fuerzas tengan a su cargo el operativo exterior y sólo ingresen al estadio cuando sea estrictamente necesario.


El señor Gerente de Competiciones de la ANFP expresó que se tiene en carpeta la creación, en el Instituto Nacional del Fútbol, de un curso especial para guardias de espectáculos deportivos, que permitirá que estos funcionarios mejoren su calificación y puedan cumplir con los cometidos que les impone esta ley.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puntualizó que una de las ideas centrales de este proyecto es que los clubes de fútbol profesional se responsabilicen por la gestión de la seguridad en los espectáculos deportivos que organizan. En razón de ello, propuso mantener la redacción del artículo, agregando en su inciso primero la mención al reglamento antes referida.


Concluido el debate, se propuso agregar a la norma aprobada el siguiente inciso final, nuevo:


“En el reglamento de esta ley se establecerán las normas de procedimientos y directrices para la aplicación de lo dispuesto en este artículo.”.


En conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín don Hernán, y Prokurica, aprobó esta enmienda


En virtud de estas modificaciones, el número 7 del texto aprobado en general pasa a ser número 8

- - -

Número 8


Este número del proyecto aprobado en general sustituye el artículo 9º de la ley Nº 19.327 por lo siguiente:


“Artículo 9°.- Se aplicarán las reglas previstas en la ley Nº 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente, a las personas menores de edad que incurrieren en las conductas contempladas en el artículo 6° y 6° bis.


Tratándose de personas mayores de 14 años de edad y menores de 18 años, el juez podrá imponer, sin perjuicio de las sanciones previstas en ese cuerpo legal, la pena accesoria de prohibición de asistir a los futuros espectáculos de fútbol profesional, con obligación de presentarse en los días y horas en que ellos se realicen, en el lugar fijado por el juez, hasta el término de un año.  Dicha medida podrá ser decretada por el juez como medida cautelar durante el curso del proceso.


La persona que tuviese a su cargo el cuidado del menor será civilmente responsable de los perjuicios que éste cause.”.


A su respecto se presentaron las indicaciones números 22 y 23, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República y del Honorable Senador señor Espina, respectivamente.


La indicación número 22 sustituye el texto aprobado en general por lo siguiente:

“Artículo 9°.- Cuando se trate de menores de edad que cometieren las conductas sancionadas en la presente ley, podrán aplicarse, como pena accesoria, conjuntamente con la que corresponda de conformidad a la ley N° 20.084, las accesorias del artículo 6°.”.


Por su parte, la indicación Nº 23 propone reemplazar la disposición por lo siguiente:


“Artículo 9°.- Se aplicarán las reglas previstas en la ley Nº 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente, a las personas menores de dieciocho años y mayores de catorce de edad que incurrieren en las conductas contempladas en el artículo 6°.


Además, se le impondrán las mismas penas accesorias previstas para los adultos en el artículo 6° A de la presente ley.”.


Al iniciarse la consideración de ambas indicaciones, la Honorable Senadora señora Alvear puntualizó que la indicación del Honorable Senador señor Espina estaba más ordenada que la del Ejecutivo. 


Hizo presente, además, que según la ley vigente, los adolescentes a los que se les ha impuesto la prohibición de asistir a los espectáculos deportivos deben presentarse, en el momento en que se desarrollen los encuentros, en el lugar que determine el juez.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, planteó que una idea matriz de este proyecto es establecer sistema de control de identidad al acceso, de tal manera que ninguna persona a la que se haya impuesto la prohibición de asistir a un encuentro de fútbol profesional pueda hacerlo. Añadió que el proyecto también considera un régimen transitorio para el período de vacancia de la obligación de instalar dichos sistemas, dentro del cual las personas a las que se les impuso esta prohibición deberán presentarse y permanecer en una comisaría o en el recinto que ordene el juez, durante el lapso de tiempo que dure el partido.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que la idea es que a los adolescentes condenados por los delitos o las faltas contempladas en esta ley se les imponga, además, como pena accesoria, la prohibición de asistir a eventos deportivos.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que en su indicación se, a todo evento, que el juez deberá imponer al adolescente infractor la sanción de prohibición de asistir a espectáculos deportivos, en cambio la proposición del Ejecutivo sólo entrega una facultad que puede o no ejercer el juez. Puntualizó que la imposición de esta medida accesoria debe ser obligatoria para el juez de la causa.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública coincidió con lo señalado precedentemente.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, se sumó al juicio emitido, e indicó que para que surta pleno efecto es menester precisar en la indicación que cada vez que un juez condene a un menor a causa de un delito contemplado en esta ley, deberá imponer, además, la pena accesoria de prohibición de concurrir a eventos deportivos. En razón de ello, Su Señoría propuso aprobar las indicaciones 22 y 23, subsumidas en la siguiente redacción:


“Artículo 9°.- Se aplicarán las reglas previstas en la ley Nº 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente, a las personas menores de dieciocho años y mayores de catorce de edad que incurrieren en las conductas contempladas en el artículo 6, 6° A y 6° B°.





Además, en el caso de que sean condenados, se le impondrán las mismas penas accesorias previstas para los adultos en el artículo 6° D.”.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó las mencionadas indicaciones en los términos transcritos precedentemente.


En virtud de estas modificaciones, el número 8 del texto aprobado en general pasa a ser número 9.

- - -

Indicaciones números 24 y 25


Las indicaciones números 24 y 25 de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República y del Honorable Senador señor Espina, respectivamente, agregan un nuevo artículo a la ley vigente.


El texto de la indicación Nº 24 es el siguiente:


“Artículo 9° bis.- Si un menor de dieciocho años y mayor de dieciséis años de edad incurriere en alguna de las conductas descritas en los artículos 6° bis y 6° ter de la presente ley, se le aplicarán las penas que, conforme a los artículos 21, 22, 23 N° 5 y demás pertinentes de la ley N° 20.084, corresponda imponer.


Además, se le impondrá la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por los mismos plazos que los artículos 6° bis y 6° ter establecen respecto de los adultos.”.


A su turno, el texto contenido en la indicación Nº 25 es el siguiente:


“Artículo 9° A.- Si un menor de dieciocho años y mayor de dieciséis años de edad incurriere en alguna de las conductas descritas en los artículos 6°C y 6° D, se le aplicarán las penas que, conforme a los artículos 21, 22, 23 N° 5 y demás pertinentes de la ley N° 20.084, corresponda imponer.


Además, se le impondrá la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por los plazos previstos en el artículos 6° C.”.


Al iniciarse la consideración de este asunto, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, explicó que el propósito de esta norma es hacer aplicables a los menores de edad las penas contempladas para las faltas y la reventa de entradas.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que la finalidad que persigue esta norma es atendible, pero su redacción debía ser mejorada.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, propuso aplicar la prohibición de asistir a los estadios a los adolescentes a partir de los 14 años de edad. 


La Comisión concordó con este criterio.


- Sometidas a votación las indicaciones Números 24 y 25, fueron aprobadas subsumidas, con las enmiendas sugeridas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


En virtud de esto acuerdo se incorpora un número 10, nuevo a esta iniciativa.

- - -

Número 9


Este número del artículo único agrega al artículo 10 de la ley Nº 19.327 un inciso segundo, nuevo del siguiente tenor:


“El Fiscal, en conformidad con lo establecido en el artículo 237 del Código Procesal Penal, en las causas en que solicite la suspensión condicional del procedimiento deberá pedir que se aplique, a la persona beneficiada con la medida, la prohibición de asistir a los estadios o recintos deportivos, durante el tiempo que dure la suspensión.”.


A su respecto se presentaron las indicaciones números 26 y 27, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República y del Honorable Senador señor Espina, respectivamente. La indicación Nº 26 sustituye el nuevo inciso agregado al artículo 10 por el siguiente:


“El Fiscal, en conformidad con lo establecido en el artículo 237 del Código Procesal Penal, en las causas en que solicite la suspensión condicional del procedimiento deberá pedir que se aplique como condición, a la persona beneficiada con la medida, la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, durante el tiempo que dure la suspensión.”.


Por su parte, la indicación Nº 27 remplaza todo el artículo 10 por el siguiente:


“Artículo 10.- La investigación y el juzgamiento de los delitos contemplados en esta ley se regirán por el Código Procesal Penal.


El Fiscal, en conformidad con lo establecido en el artículo 237 del Código Procesal Penal, en las causas en que solicite la suspensión condicional del procedimiento deberá pedir que se aplique, a la persona beneficiada con la medida, la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, durante el tiempo que dure la suspensión.”.


Al iniciarse la consideración de este asunto, el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública explicó que, según la norma vigente del Código Procesal Penal, el juez de garantía puede autorizar, durante el transcurso del procedimiento, la suspensión de éste, dejando al imputado sujeto a ciertas condiciones que se imponen luego de estudiar los antecedentes del caso.


Asimismo, expresó que lo que se persigue esta indicación es consagrar la idea de que siempre que se determine la suspensión condicional del procedimiento, se mantendrá la prohibición de asistir a eventos de fútbol profesional por el periodo de tiempo que determine el juez, de conformidad con las reglas que establece la legislación vigente.


El Honorable Senador señor Espina expresó que la modificación hace que sea obligatorio que el fiscal solicite al juez, cuando plantea la suspensión condicional del procedimiento, que se imponga al imputado la condición de no asistir a espectáculos deportivos, pero no establece la misma obligatoriedad para el juez en orden a imponer efectivamente dicha condición.


Señaló que lo anterior era un contrasentido, porque cada vez que hay una suspensión condicional del procedimiento se establece, en alguna medida, cierto reconocimiento de la responsabilidad del imputado, y por ello no es plausible que a quién se le ha formalizado por algún ilícito contemplado en la ley de violencia en los estadios, pueda volver a concurrir sin más a los espectáculos deportivos.


Indicó además que esta situación contrasta con la regulación contenida en el inciso quinto del artículo 197 de la ley Nº 18.290, que establece que a los imputados por manejo en estado de ebriedad que sean beneficiados con la suspensión condicional del procedimiento siempre se les impondrá, como condición, la suspensión de la licencia de conducir.


En razón de lo anterior, propuso establecer que cada vez que se decrete la suspensión condicional del procedimiento por un ilícito contenido en la ley de violencia en los estadios, el juez siempre deberá imponer la condición de prohibición de asistir a espectáculos deportivos de fútbol profesional.


- Sometidas a votación las indicaciones números 26 y 27, fueron aprobadas, con la enmienda planteada por el Honorable Senador señor Espina, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Hernán.


En virtud de estas modificaciones, el número 9 del texto aprobado en general pasa a ser número 11.


Seguidamente, el Honorable Diputado señor Walker, don Matías sugirió a la Comisión estudiar la posibilidad de incorporar en esta iniciativa una idea que está considerada en el proyecto de ley que modifica diversos artículos de la ley N° 19.327, de Violencia en los Estadios (Boletines Números 5.877-07; 6.055-25 y otros, refundidos) y que consiste en permitir que la Asociación Nacional de Futbol Profesional pueda querellarse para que se pueda perseguir la responsabilidad de quienes cometen los delitos que están establecidos en esta ley.


Sobre el particular, el abogado de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, señor Luis Varas, indicó que esta norma es crucial importancia para su institución, pues en varias ocasiones los juzgados de garantía han desechado querellas presentadas por la Asociación por entender que ella carece de legitimación activa para efectuar esas presentaciones, aunque tenga la representación de los clubes de fútbol involucrados.


El Honorable Senador señor Espina señaló que compartía la idea contenida en la proposición, pero habría que revisar la redacción planteada. Asimismo, agregó que también habría que considerar la posibilidad de incluir en esta norma a los clubes deportivos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que los clubes directamente afectados por estas conductas ilícitas tienen naturalmente la legitimación para hacer este tipo de presentaciones. Por lo anterior, sugirió incorporar, entre los habilitados para presentar querellas por hechos de violencia en los estadios, además de la ANFP, a los clubes deportivos directamente involucrados en los ilícitos que son materia de la querella.


En virtud de lo anterior, propuso aprobar la siguiente el siguiente inciso tercero, nuevo, que se agregaría al artículo 10.


“En los procesos criminales que se inicien por infracción a las normas de este Título también podrán querellarse las organizaciones deportivas profesionales directamente afectadas y la Asociación Nacional de Fútbol Profesional.”.


- Conforme a lo anterior, y según lo autoriza inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó incorporar este nuevo inciso tercero al artículo 10.

- - -


A continuación, la Comisión consideró las indicación números 28 del Honorable Senador señor Espina y la indicación número 29 del S.E el señor Vicepresidente de la República, por recaer ambas en el artículo 11 de le ley N° 19.327.


El artículo 11 agregó los siguientes incisos finales del artículo 159 de la ley N° 17.105, sobre bebidas alcohólicas y vinagres. Su texto es el siguiente:


"En los espectáculos de fútbol profesional que el Intendente califique de alto riesgo para la seguridad pública, decretará la prohibición de expendio de bebidas alcohólicas en los centros o recintos donde se lleven a efecto y en un perímetro máximo de cinco cuadras, medida que regirá desde tres horas antes del inicio del evento hasta tres horas después de su finalización.


Los establecimientos afectados serán notificados de esta resolución por inspectores municipales o por Carabineros de Chile con veinticuatro horas de anticipación a la entrada en vigencia de la misma.".”.


Mediante la indicación número 28 se propone derogar el artículo 11.


Por su parte, en la indicación número 29 se sugiere modificar en el inciso penúltimo que el artículo 11 incorporó al artículo 159 de la ley Nº 17.105 la expresión: “califique de alto riesgo para la seguridad pública” por “considerase riesgosos para la seguridad pública”.


Al iniciarse el estudio de estas indicaciones, el Honorable Senador señor Espina señaló que el citado artículo 159 de la ley Nº 17.105 fue derogado por la ley Nº 19.925, publicada en el Diario Oficial el 19 de enero de 2004, razón por la que no se justifica mantener el artículo 11 ya que fue eliminado en virtud de la enmienda ya indicada.


Atendida esta razón, y antes de proceder a la votación de la indicación número 29, S.E. El Presidente de la República presentó un mensaje retirando esta indicación.


Por lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, sólo aprobó la indicación número 28.


Como consecuencia de lo anterior, se agrega un nuevo número 12 a esta iniciativa de ley.

ooo


A continuación, la Comisión consideró la indicación número 31, del Honorable Senador señor Espina, por estar ella directamente vinculada con la disposición que precedentemente se acordó derogar.


En efecto, en esta indicación se propone agregar a esta iniciativa un artículo 2°, mediante el cual se modifica el inciso cuarto del artículo 19 de la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas.


El referido inciso dispone que en los espectáculos de fútbol profesional que el Intendente califique de alto riesgo para la seguridad pública, decretará la prohibición de expendio de bebidas alcohólicas en los centros o recintos donde se lleven a efecto y en un perímetro máximo de cinco cuadras, medida que regirá desde tres horas antes del inicio del evento hasta tres horas después de su finalización.


La modificación propuesta en la indicación número 31 sustituye la expresión que aparece destacada por otra que hace extensiva esta prohibición a cualquier partido en que exista riesgo y no sólo en los calificados de alto riego.


Al iniciarse el debate de esta indicación se tuvo en cuenta que esta prohibición no sólo debiera afectar expendio de bebidas alcohólicas sino que también a otras formas en que se puede entregar alcohol a los asistentes a un espectáculo de fútbol.


En consecuencia, se propuso aprobar con modificaciones la indicación número 31 con el fin de establecer que, en los espectáculos de fútbol profesional en que exista riego para la seguridad pública, se pueda decretar la prohibición de venta o entrega de bebidas alcohólicas.


Puesta en votación la indicación número 31, fue aprobada con la enmienda sugerida por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Prokurica.


Esta norma se incorpora como nuevo artículo 2°

- - -


A continuación, el Honorable Diputado señor Walker, don Matías, solicitó a la Comisión discutir la idea de establecer que la Asociación Nacional de Fútbol Profesional será subsidiariamente responsable de los daños acontecidos a la propiedad pública y privada, con ocasión de los espectáculos de fútbol profesional organizados por ella.


El Honorable señor Diputado explicó que esta norma pretende establecer que siempre habrá un patrimonio que solventará las indemnizaciones por los daños causados con ocasión de los espectáculos de fútbol profesional.


El Honorable Senador señor Espina precisó que las normas previamente discutidas y aprobadas por la Comisión en las sesiones anteriores han creado una cadena completa de responsabilidades por este tipo de perjuicios patrimoniales, que establece la responsabilidad solidaria de los clubes cuando no han cumplido las normas señaladas en esta ley o por la autoridad competente para garantizar la seguridad de los encuentros deportivos, y a causa de ello se producen daños a la propiedad pública o privada, estableciéndose además a ese respecto situaciones que hacen presumir la responsabilidad. Asimismo, recordó que el representante legal del club deportivo que haya tenido participación personal directa en los hechos que provocaron los daños, serán también personalmente responsable por ellos.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que en situaciones extremas es factible que la cadena de responsabilidad que antes se detalló no se logre identificar un patrimonio lo suficientemente solvente como para pagar dichos daños. Con todo, observó que no hay unanimidad en la Comisión como para introducir en la ley una norma como la que se propone.

- - -


Seguidamente, la Comisión consideró las indicaciones números 30 y 32 de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República y del Honorable Senador señor Espina, respectivamente, y agregan tres artículos transitorios al proyecto. La Comisión estudió en paralelo cada uno de ellos.


La indicación Nº 30 propone introducir en este proyecto de ley los siguientes artículos transitorios:


"Artículo Primero Transitorio.- Durante el plazo de dos años desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Intendente Regional podrá autorizar a los recintos destinados a la realización de espectáculos de fútbol profesional que no hayan cumplido con las obligaciones de contar con un sistema de control de acceso de los espectadores y de grabación de imágenes de los asistentes al espectáculo de fútbol profesional conforme a lo previsto por el inciso tercero del artículo 2° de la presente ley.


Transcurrido el plazo señalado en el inciso precedente, sin que se haya dado cumplimiento a la mencionada exigencia, el Intendente no podrá otorgar la autorización a que se refiere el artículo 1° de la presente ley.


Artículo Segundo Transitorio.- Los clubes de fútbol profesional deberán contar y mantener un padrón oficial actualizado de los miembros de su barra, el que se llevará en sus oficinas centrales y deberá ser enviado a la Intendencia y a Carabineros de Chile, por un plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley. En dicho registro deberá figurar, a lo menos, el nombre completo, copia de la cédula nacional de identidad, el domicilio y la profesión u ocupación de cada integrante. Al momento de la inscripción, el club deberá entregar una credencial numerada, individual e intransferible que indique ser miembro de la barra y contenga estos datos y una fotografía del miembro de la barra, y reúna características que dificulten su adulteración.


Sólo podrán ingresar a los sectores de barras los integrantes de las mismas, previa exhibición de su cédula nacional de identidad. Será responsabilidad del club respectivo, el control del ingreso y vigilancia del sector destinado a su barra.


Artículo Tercero Transitorio.- Por un plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, para el cumplimiento de la prohibición de asistir a los espectáculos de fútbol profesional, quienes se encuentren sujetos a ella, deberán presentarse en los días y horas en que ellos se realicen en el lugar que determine el juez respectivo.


En todo caso, el juez deberá establecer que el condenado con la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional deberá presentarse en los días y horas en que se realicen los partidos del club a cuya barra pertenezca. En caso que el sancionado no se encuentre registrado en una barra, la resolución que imponga la prohibición deberá señalar el club al cual pertenece el hincha para efectos de la aplicación de la misma.


El que no se presentare en el lugar y hora previamente determinado por el juez, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio.”.


Por su parte, la indicación Nº 32 incorpora el siguiente texto alternativo:


“Artículo Primero.- Durante el plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Intendente podrá autorizar la realización de espectáculos de fútbol en recintos deportivos que no hayan cumplido con las obligaciones de contar con un sistema de control de acceso de los espectadores y de grabación de imágenes de los asistentes al espectáculo de fútbol profesional, conforme a lo previsto por el inciso tercero del artículo 2° de la presente ley.


Transcurrido el mencionado plazo no se podrá otorgar la referida  autorización.


“Articulo Segundo.- Por el término de dos años contado desde la publicación de esta ley, los clubes de fútbol profesional deberán contar y mantener un padrón oficial actualizado de los miembros de su barra, el que se llevará en sus oficinas centrales y deberá ser enviado a la Intendencia y a Carabineros de Chile. En dicho registro deberá figurar, a lo menos, el nombre completo, copia de la cédula nacional de identidad, el domicilio y la profesión u ocupación de cada integrante. Al momento de la inscripción, el club deberá entregar una credencial numerada, individual e intransferible que indique ser miembro de la barra y contenga estos datos y una fotografía del miembro de la barra, y reúna características que dificulten su adulteración.


Sólo podrán ingresar a los sectores de barras los integrantes de las mismas, previa exhibición de su cédula nacional de identidad. Será responsabilidad del club respectivo, el control del ingreso y vigilancia del sector destinado a su barra.


“Artículo Tercero.- Por un plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, quienes se encuentren sujetos a la prohibición de concurrir a cualquier espectáculo de fútbol profesional deberán asistir, mientras éstos se realizan, al lugar que determine el juez respectivo.


En el caso que la prohibición se refiera a partidos en que compita un club o equipo de fútbol determinado, el juez deberá adoptar la misma resolución. 


El que no se presentare en el lugar y hora previamente determinado, será sancionado con la pena establecida en el artículo 90 del Código Penal.”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso discutir separadamente cada uno de los artículos transitorios propuestos en las indicaciones transcritas precedentemente.


En primer lugar, se debatió la propuesta de incorporar un artículo primero transitorio.


Al iniciarse el estudio de este asunto, el Honorable Senador señor Espina señaló que el plazo de dos años que plantean ambas indicaciones para poner en funcionamiento el sistema de control de acceso de espectadores parece excesivo, y debería justificarse mejor.

El Gerente de Competiciones de la Asociación Nacional de Fútbol, señor René Rosas, expresó que la mayor parte de los estados que tienen la condición de “estadios bicentenario” ya tienen instalada la tecnología que indica la disposición, y sólo algunos recintos de provincia, que tienen la categoría “clase c” no cuentan con estos aparatos. El personero señaló que este asunto en definitiva termina siendo un problema de disponibilidad de recursos públicos para afrontar este tema.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter explicó que de los 33 estadios en los que se desarrolla el fútbol profesional en Chile, sólo 4 son privados, y el resto son propiedad del Instituto Nacional de Deportes o de diversas municipalidades, por lo que este tema es, en el fondo, un asunto fiscal. Señaló que el problema que acá se presenta no es de la magnitud de los recursos involucrados, sino de su disponibilidad, ya que la experiencia indica que el sistema de licitación y compra pública que este proceso de adquisición requeriría un tiempo prolongado.


El Honorable Senador señor Espina puntualizó que cuando los plazos se aceleran los recursos terminan estando disponible por la presión política.


El señor Gerente de Competiciones de la ANFP propuso acortar el plazo a un año.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública señaló que un año parece ser un plazo muy atractivo desde el punto de vista de la opinión pública, pero en la práctica no es realista.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso acortar el plazo que señalan las indicaciones a 18 meses.


Acogiendo estas proposiciones, S.E el Presidente de la República presentó la siguiente indicación


“Artículo Primero.- Durante del plazo de dieciocho meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Intendente Regional podrán autorizar a los recintos destinados a la realización de espectáculos de fútbol profesional que no hayan cumplido con las obligaciones de contar con un sistema de control de acceso de los espectadores y de grabación de imágenes de los asistentes al espectáculo de fútbol profesional, conforme a lo previsto en las letras f) y g) del artículo 2° permanente de la presente ley.





Transcurrido el plazo señalado en el inciso precedente, sin que se haya dado cumplimiento a la mencionada exigencia, el Intendente no podrá otorgar la autorización a que se refiere el artículo 1° permanente de la presente ley.”.


- Puestas en votación las indicaciones 30, 32 y la nueva indicación del Ejecutivo – en la parte que proponen agregar un artículo primero transitorio- fueron aprobadas con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, la Comisión trató las indicaciones número 30 y 32, en la parte que proponen agregar un artículo segundo transitorio a esta iniciativa de ley.

El texto de la indicación número 30, en la parte ya indicada es el siguiente:


“Artículo Segundo Transitorio.- Los clubes de fútbol profesional deberán contar y mantener un padrón oficial actualizado de los miembros de su barra, el que se llevará en sus oficinas centrales y deberá ser enviado a la Intendencia y a Carabineros de Chile, por un plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley. En dicho registro deberá figurar, a lo menos, el nombre completo, copia de la cédula nacional de identidad, el domicilio y la profesión u ocupación de cada integrante. Al momento de la inscripción, el club deberá entregar una credencial numerada, individual e intransferible que indique ser miembro de la barra y contenga estos datos y una fotografía del miembro de la barra, y reúna características que dificulten su adulteración.


Sólo podrán ingresar a los sectores de barras los integrantes de las mismas, previa exhibición de su cédula nacional de identidad. Será responsabilidad del club respectivo, el control del ingreso y vigilancia del sector destinado a su barra.”.


A su vez, la indicación Nº 32 del Honorable Senador señor Espina, propone el siguiente texto alternativo:


“Articulo Segundo.- Por el término de dos años contado desde la publicación de esta ley, los clubes de fútbol profesional deberán contar y mantener un padrón oficial actualizado de los miembros de su barra, el que se llevará en sus oficinas centrales y deberá ser enviado a la Intendencia y a Carabineros de Chile. En dicho registro deberá figurar, a lo menos, el nombre completo, copia de la cédula nacional de identidad, el domicilio y la profesión u ocupación de cada integrante. Al momento de la inscripción, el club deberá entregar una credencial numerada, individual e intransferible que indique ser miembro de la barra y contenga estos datos y una fotografía del miembro de la barra, y reúna características que dificulten su adulteración.


Sólo podrán ingresar a los sectores de barras los integrantes de las mismas, previa exhibición de su cédula nacional de identidad. Será responsabilidad del club respectivo, el control del ingreso y vigilancia del sector destinado a su barra.”.


Al iniciarse el estudio de estas indicaciones, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó que aunque anteriormente ya se decidió eliminar a las barras de la regulación de la ley, en la práctica estos grupos organizados seguirán existiendo, y por tanto vale la pena aprobar la idea contenida en estas normas.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, señaló que para compatibilizar esta disposición con lo previamente aprobado por la Comisión debería cambiarse la expresión “barras” por “hinchas organizados”. Además, puntualizó que como el plazo que plantea este artículo transitorio está en directa relación con el término anteriormente discutido para exigir la instalación de sistemas de control de identidad de los asistentes y grabación electrónica de imágenes, ambos deben ser igualados.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó sí el sentido de esta norma es mantener la regulación de las barras durante un plazo posterior a la entrada en vigencia de esta ley.


El Honorable Senador señor Espina subrayó que esta disposición es totalmente contraria a lo previamente discutido y acordado sobre las barras. Indicó que la idea es eliminar todo trato especial a un grupo de hinchas, y extender el sistema de control de asistentes a todo el recinto deportivo y no solo a los lugares que ocupen las supuestas barras oficialmente reconocidas. En razón de ello, Su Señoría retiró la parte de su indicación que agrega el artículo en discusión.

El Honorable Diputado señor Walker, don Matías puntualizó que detrás de esta indicación hay un juicio de realidad acertado, porque el mero hecho de que la ley elimine la regulación de las barras no implica, en ningún caso, que ellas dejarán de existir.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública indicó que el Gobierno ha reconsiderado su propósito en esta disposición, y procedió también a retirar la parte de la indicación del Ejecutivo que proponía la inclusión de un nuevo artículo segundo transitorio.

-.-.-


Seguidamente, la indicación número 30, de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, propone agregar al proyecto un artículo tercero transitorio, del siguiente tenor:


“Artículo Tercero Transitorio.- Por un plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, para el cumplimiento de la prohibición de asistir a los espectáculos de fútbol profesional, quienes se encuentren sujetos a ella, deberán presentarse en los días y horas en que ellos se realicen en el lugar que determine el juez respectivo.


En todo caso, el juez deberá establecer que el condenado con la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional deberá presentarse en los días y horas en que se realicen los partidos del club a cuya barra pertenezca. En caso que el sancionado no se encuentre registrado en una barra, la resolución que imponga la prohibición deberá señalar el club al cual pertenece el hincha para efectos de la aplicación de la misma.


El que no se presentare en el lugar y hora previamente determinado por el juez, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio.”.


Por su parte, la indicación Nº 32, del Honorable Senador señor Espina, también propone agregar la siguiente disposición transitoria:


“Artículo Tercero.- Por un plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, quienes se encuentren sujetos a la prohibición de concurrir a cualquier espectáculo de fútbol profesional deberán asistir, mientras éstos se realizan, al lugar que determine el juez respectivo.


En el caso que la prohibición se refiera a partidos en que compita un club o equipo de fútbol determinado, el juez deberá adoptar la misma resolución. 


El que no se presentare en el lugar y hora previamente determinado, será sancionado con la pena establecida en el artículo 90 del Código Penal.”.


Al iniciarse el estudio de esta materia, el Honorable Senador señor Espina expresó que la idea contenida en esta parte de ambas indicaciones debería tener el carácter de permanente porque de lo contrario - una vez que se establezca el sistema de control de identidad en todos los estadios- las personas a las que se le impuso la medida de prohibición de asistir a los espectáculos deportivos se reunirán a las afueras de los recintos deportivos a protagonizar las mismas alteraciones al orden público que hoy protagonizan al interior de ellos.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, señaló que la pena que prohíbe a una persona asistir a los espectáculos deportivos, por su naturaleza sólo implica que el condenado queda impedido de concurrir a los espectáculos de futbol profesional por un lapso de tiempo definido. Agregó que transformar aquello en el deber de concurrir y permanecer en una Comisaría o en otro recinto que establezca el juez es un verdadero cambio de la esencia de esta sanción, que  sólo se justifica en tanto no se hayan instalado los sistemas de control de identidad y grabación digital de imágenes en todos los recintos deportivos.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, señaló que en la actualidad es una práctica habitual que a las personas a las que se les prohíbe asistir a un espectáculo deportivo, cumplen presentándose en la Comisaría más cercana y luego de firmar se dirigen a presenciar el encuentro deportivo al que no podrían asistir. En consideración a esa situación, apoyó la idea del Honorable Senador señor Espina, en el sentido de establecer que tanto la pena accesoria como la medida cautelar de prohibición de asistir a espectáculos deportivos de fútbol profesional se deba cumplir presentándose y permaneciendo en un comisaría durante todo el tiempo que dure el encuentro.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, manifestó que aunque en principio la norma contenida en el artículo transitorio en discusión podría ser leída como una limitación a la libertad individual, en la práctica se observa entre los condenados un grado importante de incumplimiento de las sanciones impuestas, y lo que es más grave, un nivel sostenido de reiteración de las conductas antisociales que dan lugar a esta prohibición, las que son razones suficientes para aprobar lo propuesto en ambas indicaciones. Añadió que dejar la resolución de todo este asunto al mero expediente de la instalación de aparatos electrónicos puede ser un tanto ingenuo.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que este proyecto había generado muchas expectativas en la opinión pública, y por ello es importante que se prevean medidas para asegurar el cumplimiento efectivo de las normas que contiene esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consignó que en este aspecto era muy importante cautelar la eficacia de la medida sancionatoria prevista en esta norma.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, recordó que este proyecto amplió las hipótesis en que se puede prohibir a una persona asistir a un estadio. Explicó que en primer lugar esta medida se aplica siempre como pena accesoria, tanto de los delitos como en las hipótesis de faltas Agregó que esta prohibición abarca no sólo a los partidos del club del que él sancionado es hincha, sino también a todos los demás, por lo que en la práctica si se establece esta obligación de asistencia y permanencia en las Comisarías habría un gran número de individuos que tendrían que hacer este trámite hasta tres veces por semana, lo que generaría una innegable dificultad práctica.


El Honorable Senador señor Espina coincidió en la apreciación relativa a la dificultad práctica mencionada por el señor Secretario de Estado y en consecuencia, se mostró partidario de aprobar la idea de que los condenados deban presentarse a las comisarías que determinen los jueces mientras no estén plenamente operativos los sistemas de control de identidad y de grabación electrónica de imágenes en todos los estadios del país.


El Gerente de Competiciones de la Asociación Nacional de Fútbol expresó que quizás podría considerarse que en el periodo de vacancia de la obligación de instalar los dispositivos electrónicos para controlar la asistencia, quedara limitada esta sanción a los encuentros deportivos en que participe el club respecto del cual el imputado es hincha.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, connotó que la restricción propuesta parece ser demasiado amplia, en vista de los objetivos centrales considerados cuando se presentó este proyecto. Con todo, planteó que podría quedar abierta esta opción para el juez determine, de manera específica, a que encuentro queda impedido de asistir el imputado. Seguidamente propuso que esta norma transitoria quedara circunscrita a 18 meses, tal como se acordó previamente en el artículo primero transitorio.


La Comisión fue partidaria de ampliar este plazo a 36 meses, con el fin de dar un período de tiempo suficiente para garantizar la puesta en marcha e implementación de todas las medidas de control que establece las normas permanentes de la ley.


Acogiendo estos planteamientos, S. E el señor Presidente de la República hizo llegar a la Comisión una indicación mediante la cual propone agregar el siguiente artículo segundo transitorio.


“Artículo .- Dentro del plazo de treinta y seis meses contado desde la entrada en vigencia de esta ley, el juez deberá, al imponer la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, establecer la obligación del condenado de presentarse y permanecer en una comisaría mientras se desarrollen los espectáculos de fútbol profesional que determine.


Quien que no se presentare en la comisaría y hora previamente fijada por el juez, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio.”.


- Puesta en votación las indicaciones 30, 32 y la redacción propuesta en la nueva  indicación del Ejecutivo- en la parte que proponen agregar un artículo transitorio nuevo, fueron aprobadas con modificaciones como nuevo artículo 2° transitorio. Concurrieron a este acuerdo, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

MODIFICACIONES PROPUESTAS


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único.

Sustituir la expresión “único” por “1°”.

(Unanimidad 4 x 0).

Número 1

Sustituirlo por el siguiente:





“1.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 1°:





a) Intercálase, entre la expresión “Construcciones” y el punto aparte (.) que figura a continuación, la siguiente frase y oración: “y en el reglamento de esta ley. Las autorizaciones que se otorguen considerarán las características de los eventos que se realicen.”.





b) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos:





“La autorización indicada en el inciso precedente podrá siempre ser revocada si desaparecieren las circunstancias que motivaron su otorgamiento o sobrevinieren otras que, de haber existido, habrían justificado su denegación.





Los contratos que suscriban los organizadores de espectáculos de fútbol profesional con los administradores de los estadios destinados a dichos eventos, deberán incorporar las condiciones de seguridad que haya fijado el Intendente en la respectiva resolución.





En caso de incumplimiento de tales condiciones, el Intendente podrá suspender temporalmente la autorización otorgada conforme al inciso primero.





En el reglamento de esta ley, establecido en un decreto supremo que llevará la firma del Ministro del Interior y Seguridad Pública, se regularán las condiciones mínimas que deberán cumplir los recintos y los organizadores de espectáculos de fútbol profesional, de acuerdo a las características y al riesgo para el orden público y para la seguridad pública y de los asistentes.”.”. (Unanimidad 4 x 0.)

Número 2

Sustituirlo por el siguiente:





“2.- Reemplázase el artículo 2°, por los siguientes:





“Artículo 2°.- El organizador de un espectáculo de fútbol profesional deberán cumplir, en los recintos deportivos destinados a ese propósito y en sus inmediaciones, con las siguientes exigencias: (Unanimidad 5 x 0).





a) Designar un jefe de seguridad, que deberá registrarse como tal y con la debida antelación en la Intendencia respectiva; (Unanimidad 4 x 0). 





b) Contratar guardias de seguridad privada, en conformidad a las normas que regulan a dicha actividad.





Cada Intendente determinará, de acuerdo a las características de los recintos deportivos que se encuentren en la región, la cantidad mínima de guardias que cada uno de ellos deberán tener para  desarrollar un espectáculo de fútbol profesional;(Unanimidad 5 x 0). 





c) Instalar y utilizar recursos tecnológicos tales como: cámaras de seguridad, detectores de metales u otros que sean necesarios para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública. Cada Intendente determinará la cantidad, calidad y su ubicación en el recinto deportivo; (Unanimidad 4 x 0).





d) Determinar la forma en que se acreditarán los profesionales de los medios de comunicación que cubran los espectáculos, las credenciales que usarán y la ubicación que se les asignará en el recinto deportivo correspondiente; (Unanimidad 4 x 0). 





e) Establecer zonas separadas y claramente delimitadas en los estadios, en que se ubicarán los hinchas o simpatizantes de los equipos de fútbol y el público general que concurran a un encuentro deportivo;

(Unanimidad 4 x 0). 





f) Contar con sistemas de control de acceso e identidad de los espectadores que permitan su identificación y cuantificación. (Unanimidad 5 x 0). 





g) Disponer de medios de grabación de imágenes, dentro y fuera del recinto deportivo que faciliten la identificación de las personas que asisten al recinto deportivo, y (Unanimidad 4 x 0) 





h) Las demás que  fije el reglamento y sean necesarias para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública en el recinto deportivo y sus inmediaciones.  (Unanimidad 4 x 0). 





Si un espectáculo de fútbol profesional implicare un riesgo para el orden público o la seguridad de las personas o los bienes, el Intendente comunicará este hecho al Fiscal Regional del Ministerio Público, quien deberá ordenar la presencia de, a lo menos, un fiscal. (3 x 1 abstención).




Artículo 2° A.-  El Intendente respectivo podrá requerir, de acuerdo al riesgo asociado a determinados espectáculos de fútbol profesional, que los organizadores del mismo cumplan con las siguientes  exigencias adicionales:




a.- Que la venta de los boletos de entrada se ajuste a las condiciones especiales de seguridad fijadas por la intendencia, y 





b.- Que contraten seguros o constituyan cauciones para garantizar la reparación de los daños que se causen a los bienes públicos o privados, ubicados en el recinto deportivo o en sus inmediaciones. Sin perjuicio de lo anterior, y en remplazo del contrato de seguro, los organizadores de espectáculos de fútbol profesional podrán proponer a la autoridad el otorgamiento de cualquier otra caución para cubrir la indemnización de los daños que se causaren. El Intendente calificará la suficiencia de la caución ofrecida así como la expedición para hacerla efectiva. El reglamento establecerá las circunstancias y condiciones bajo las cuales se deberán contratar los referidos seguros o constituir las mencionadas cauciones. (Unanimidad 4 x 0).




En el referido reglamento, y previa consulta a Carabineros de Chile, se establecerá la manera en que los organizadores de los espectáculos de fútbol deberán acreditar el cumplimiento de las exigencias de seguridad señaladas en este artículo y en el precedente y los procedimientos de control a los que estarán sometidas.





En caso de incumplimiento de cualquiera de las medidas impuestas, el Intendente podrá disponer la suspensión del espectáculo hasta el cumplimiento de las mismas. (Unanimidad 4 x 0).





Artículo 2° B.- El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá controlar que los asistentes cumplan con los requisitos de ingreso y permanencia que determine el reglamento de la presente ley. En caso que no se cumplan los mencionados requisitos, dicho personal podrá impedir el ingreso o disponer la expulsión del recinto de aquellas personas que vulneren las referidas exigencias. Para lo anterior, el personal de seguridad podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario. (Unanimidad 5 x 0).





Artículo 2° C.- Para los efectos de la presente ley y su reglamento, se entenderá por “inmediaciones”, la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde los límites exteriores del recinto deportivo, en línea recta hacia todos los costados del mismo en que se realizan espectáculos de fútbol profesional.”.”. (Unanimidad 5 x 0). 

Número 3

Suprimirlo (Unanimidad 4 x 0).

Inciso final del artículo 121 del Reglamento

Número 4

Pasa a ser número 3





Reemplazarlo por el siguiente:





“3.- Derógase el artículo 4°.”. (Mayoría de votos. 3 x 1 abstención).





Intercalar, a continuación el siguiente número, nuevo:





“4.- Incorpórase el siguiente artículo 4°, nuevo:





“Artículo 4º.- Toda contribución en dinero o estimable en dinero, efectuada por una organización deportiva a hinchas o simpatizantes de un club de fútbol, sea que se materialice bajo la forma de mutuo, donación, comodato o cualquier acto o contrato a título gratuito u oneroso, deberá ser registrada contablemente y comunicada a las autoridades del fútbol profesional y a la Intendencia respectiva, en la forma, plazos y condiciones determinados por el reglamento de esta ley. 





Las organizaciones deportivas deberán, en los términos, plazos y condiciones establecidas en el referido reglamento, llevar un registro con todas sus actividades de promoción y de apoyo a los hinchas o simpatizantes de un club de fútbol, en el que deberá constar la individualización precisa de las personas beneficiadas, la clase de actividad o promoción, la fecha y el evento deportivo al que estuvieron asociadas.





La omisión total o parcial del deber de informar será sancionada con multa de cien a doscientas unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia.




Se prohíbe a las personas naturales que representen legalmente a  organizaciones deportivas, a los miembros de directorio o accionistas de sociedades anónimas deportivas y a los dirigentes, jugadores, miembros del equipo técnico y demás funcionarios de una organización deportiva entregar personalmente o por interpósita persona cualquier tipo de financiamiento o apoyo económico o material a los hinchas o simpatizantes de un club de fútbol. 





Asimismo, se prohíbe a las personas indicadas en el inciso anterior dar o consentir en dar cualquier contribución en dinero o estimable en dinero  a hinchas o simpatizantes de un club de fútbol, para incidir en decisiones deportivas o electorales al interior de una organización deportiva.





La infracción de las prohibiciones ya señaladas será sancionada con la multa establecida en el inciso tercero. (Unanimidad. 4 x 0). 




Conocerá de estas infracciones el juez de policía local del lugar donde se cometió la infracción, de conformidad al procedimiento ordinario que establece la ley Nº 18.287.”.”. (Unanimidad 4 x 0). Inciso final del artículo 121 del Reglamento.
Número 5

Sustituirlo por el siguiente:





5.- Sustitúyese el artículo 6°, por los siguientes:





“Artículo 6°.- El que, con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional causare, dentro del recinto deportivo o en sus inmediaciones, lesiones a las personas o daños a la propiedad, será castigado con presidio menor en su grado medio, salvo que el hecho constituya un delito al cual la ley asigne una pena superior.





Con la misma pena del inciso anterior será sancionado el que, en las circunstancias mencionadas, y sin cometer esos delitos, portare armas, elementos u objetos idóneos para perpetrarlos, o incitare o promoviere la ejecución de alguna de dichas conductas, salvo que el hecho constituya un delito a que la ley asigne una pena superior. (Unanimidad. 4 x 0).




Artículo 6° A.- El que con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, dentro del recinto deportivo o en sus inmediaciones, cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 269, 296, 297, 391, 395, 396, 397, 433 ó 436 inciso primero, todos del Código Penal, será sancionado con la pena señalada por la ley al delito, con exclusión de su grado mínimo si ella consta de dos o más grados, o de su mitad inferior, si la pena constituye un grado de una divisible. (Unanimidad 5 x 0).





Artículo 6° B.- El que, con perjuicio de tercero, falsificare una entrada a un espectáculo de fútbol profesional será castigado de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 197 del Código Penal. Las mismas penas se impondrán a quien hiciere uso malicioso de una entrada falsificada. Si tal uso consistiere en vender, revender o ceder a cualquier título una entrada falsificada, la pena será la de presidio menor en su grado máximo y multa de dieciséis a veinte unidades tributarias mensuales.





En los casos en que la fabricación, uso, venta, reventa o cesión a cualquier título de entradas falsificadas no produjere perjuicio a un tercero, la pena será de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales.





Artículo 6° C.- En las causas por los delitos mencionados en los artículos 6°, 6° A y 6° B , el juez podrá decretar como medida cautelar personal la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, en la forma establecida en la letra b) del inciso primero del artículo 6° D. El tiempo que el imputado ha permanecido sujeto a esta medida se imputará a la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional que se le imponga. (Unanimidad 5 x 0.) 





Artículo 6° D.- Al responsable de alguno de los delitos señalados en los artículos 6°, 6° A y 6° B, se le impondrán, en todo caso, las siguientes penas accesorias:





a) La inhabilitación hasta por quince años para ser dirigente de un club deportivo de fútbol profesional;





b) La prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional y a las inmediaciones en que éste se realice, por un período de uno a dos años, aunque la pena privativa de libertad impuesta lo fuere por un tiempo menor. Si se tratare de los delitos previstos en los artículos 391, 395, 396, 397, 433 o 436 inciso primero del Código Penal, referidos en el artículo 6° A, la prohibición será decretada por un lapso de entre tres y quince años, según la gravedad del delito. En caso de reincidencia en alguno de los delitos señalados en el artículo 6°y 6° B, la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional se elevará al doble. Si el reincidente cometiere nuevamente alguno de los delitos señalados precedentemente, la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional tendrá una duración de entre cinco y diez años y, tratándose de los delitos previstos en los artículos 391, 395, 396, 397, 433 o 436 inciso primero del Código Penal, será perpetua.





El que quebrante la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo. La misma pena se impondrá a quien quebrantare la medida cautelar personal establecida en el artículo 6° C.





Sin perjuicio de las penas aplicables a los que quebranten la condena, si quien infrinja esta prohibición ha sido beneficiado con alguna pena sustitutiva a las privativas de libertad, ella se entenderá revocada por el solo ministerio de la ley.





Están obligados a denunciar el quebrantamiento de esta prohibición los dirigentes de los clubes participantes en el espectáculo de fútbol profesional en que se produzca dicha infracción, dentro del plazo señalado en el artículo 176 del Código Procesal Penal. En caso de incumplimiento de esta obligación les será aplicable lo dispuesto en el artículo 177 del  Código mencionado precedentemente; y 





c) La inhabilitación especial temporal, durante el tiempo de la condena, para asociarse a un club de fútbol profesional. Esta pena no será inferior a dieciocho meses, aunque la pena privativa de libertad impuesta lo fuere por un tiempo menor. (Unanimidad 5 x 0) 





La resolución que imponga la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, sea como medida cautelar personal o como pena accesoria, será comunicada dentro de las cuarenta ocho horas siguientes a que hubiere sido dictada a los clubes de fútbol profesional, a Carabineros de Chile y a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o a quien jurídicamente sea su continuador, para su cumplimiento en lo que corresponda. (Unanimidad 4 x 0). 





Artículo 6° E.- El que cometiere el delito previsto en el artículo 214 del Código Penal con la finalidad de acceder al recinto en el que se realizará un espectáculo de fútbol profesional, sin perjuicio de la sanciones penales que correspondan, se le aplicará la de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por un período de uno a dos años. (Unanimidad 4 x 0). 





Artículo 6° F.- Los representantes legales de los clubes participantes en el espectáculo que, por negligencia o descuido culpable en el cumplimiento de las obligaciones que les impone la presente ley, contribuyeran o facilitaren la comisión de las conductas tipificadas en los artículos 6°, 6° A y 6° B, serán sancionados con multa de cien a trescientas unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que se duplicará en caso de reincidencia.





Asimismo, las organizaciones deportivas profesionales que por negligencia de sus dirigentes incumplan las medidas de seguridad impuestas por la autoridad, serán solidariamente responsables por los daños ocasionados como consecuencia de los ilícitos penales que se cometan con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional que ellas organicen. Se eximirán de esta responsabilidad sí, con anterioridad a la comisión de los referidos ilícitos, hubieren adoptado e implementado cada una de las medidas de seguridad señaladas en esta ley y en las instrucciones impartidas por el Intendente respectivo. (Unanimidad 4 x 0).




Artículo 6° G.- El que, con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional incurriere, dentro de un recinto deportivo o en sus inmediaciones, en algunas de las faltas que se señalan a continuación, será sancionado con multa de una a quince unidades tributarias mensuales y se le impondrá la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año, salvo que el hecho constituya un delito al cual la ley asigne una pena superior.





1° Irrumpir sin autorización en el terreno de juego;





2° Portar, activar o lanzar bengalas, petardos o, en general, productos inflamables, fumíferos o corrosivos; 





3° Realizar conductas que produjeren la interrupción del espectáculo de fútbol profesional o retrasaren su inicio, y 





4° Cometer alguna de las faltas tipificadas en los artículos 494 números 1°, 4° y 16°; 495 números 1°, 2°, 4° y 5°; y 496 números 1°, 10°, 11°, 18° y 26°, todas del Código Penal. Tratándose de la falta prevista en el artículo 494 bis del Código Penal, además de la pena privativa de libertad allí prevista, se impondrán las que establece el presente artículo.





Además, podrá imponerse como pena accesoria la de inhabilitación absoluta, hasta por dos años, para asociarse a un club de fútbol profesional.





Al que, en el recinto deportivo o en sus inmediaciones, consumiere o portare sustancias o drogas estupefacientes o psicotrópicas, además de lo dispuesto en el artículo 50 de la ley N° 20.000, se le aplicará la prohibición de asistir a cualquier futuro espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año.





En caso de reincidencia en alguna de las conductas señaladas en este artículo, las penas se elevarán al doble. Si el reincidente cometiere nuevamente alguna de las faltas señaladas precedentemente, la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional tendrá una duración de entre tres y cinco años.





Quienes fueren sorprendidos cometiendo alguna de las faltas señaladas en este artículo, serán desalojados de manera inmediata del recinto deportivo por las Fuerzas de Orden y Seguridad.





El que quebrante la pena de suspensión para asistir a un espectáculo de fútbol profesional impuesta por la comisión de alguna de las faltas previstas en el presente artículo o su reiteración, será sancionado con la pena señalada en el párrafo segundo de la letra b) del artículo 6° D.”.”.(Unanimidad 4 x 0.) 

Número 6°

Sustituirlo por el siguiente:





6.- Agrégase, el siguiente artículo 6° H, nuevo:





“Artículo 6° H.- El que revendiere entradas para espectáculos de fútbol profesional, será sancionado con multa de 4 a 20 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto enajenar, comercializar, vender o ceder a título oneroso, uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, ya adquirido previamente, a un precio superior al establecido por el organizador del espectáculo de fútbol profesional.





Con la misma multa señalada en el inciso anterior se sancionará al organizador de un espectáculo de fútbol profesional que ofrezca un número de entradas superior al que se le hubiere autorizado, para el evento respectivo. Dicha multa se elevará al doble en los casos en que, producto de la sobreoferta, se produjeren desórdenes, aglomeraciones que pongan en riesgo a los asistentes o cualquier otra alteración de la tranquilidad o el orden público.





En el reglamento de esta ley se establecerá la forma en que se fijará el número máximo de boletos de entrada que se podrán vender y el plazo dentro del cual los organizadores de un espectáculo deportivo deberán acreditar, ante el Intendente respectivo, que el número de boletos impresos no excede del máximo autorizado.”.”.(Unanimidad 4 x 0). 

ooo





A continuación agregar el siguiente  número 7, nuevo:





“7.- Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:





“Artículo 7°.- Se considerarán circunstancias agravantes especiales:





1a. Ser integrante de un grupo organizado para la realización de los ilícitos descritos en los artículos precedentes, y





2a. Ser organizador o protagonista en el espectáculo de fútbol profesional, o dirigente de alguno de los clubes participantes en él.”.”. (Unanimidad 4 x 0) 

Número 7

Pasa a ser número 8

Remplazarlo por el siguiente:





8.- Agrégase el siguiente artículo 7° A, nuevo:





“Artículo 7° A.- El personal de Carabineros de Chile podrá impedir el ingreso a los recintos deportivos de elementos que pudieren, por su naturaleza, dimensiones y características, ser utilizados para provocar lesiones, daños, alterar la normalidad del evento, entorpecer las vías de evacuación o dificultar la fiscalización al interior del referido recinto. Lo anterior es sin perjuicio del derecho de admisión al espectáculo de fútbol profesional que corresponde a los organizadores del mismo. 





Carabineros de Chile podrá, igualmente, impedir el ingreso de personas que se encuentren bajo la influencia del alcohol o de drogas o en estado de ebriedad. Para la determinación de lo anterior, Carabineros de Chile estará facultado para llevar a cabo pruebas respiratorias que permitan acreditar la existencia de alcohol o drogas en los asistentes. Si la persona se negare a realizarse la prueba, el personal de Carabineros de Chile podrá prohibirle el ingreso al recinto deportivo.





El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá solicitar a Carabineros de Chile que realice las pruebas señaladas en el inciso anterior.





El personal de Carabineros de Chile podrá efectuar controles de identidad preventivos, con las facultades contempladas en el artículo 85 del Código Procesal Penal, en los recintos deportivos o sus inmediaciones, desde una hora antes de que se abran las puertas del recinto deportivo, durante la realización de un espectáculo deportivo de fútbol profesional y hasta tres horas después de su término.”. (Unanimidad. 4 x 0). 





En el reglamento de esta ley se establecerán las normas de procedimientos y directrices para la aplicación de lo dispuesto en este artículo.”.”. (Unanimidad. 4 x 0) Inciso final del artículo 121 del Reglamento. 

Número 8

Pasa a ser número 9

Reemplazarlo por el siguiente:





“9.- Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente:





“Artículo 9°.- Se aplicarán las reglas previstas en la ley Nº 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente, a las personas menores de dieciocho años y mayores de catorce de edad que incurrieren en las conductas contempladas en el artículo 6°, 6° A y 6° B..





Además, en el caso de que sean condenados, se le impondrán las mismas penas accesorias previstas para los adultos en el artículo 6° D.”.”. (Unanimidad. 4 x 0) 

ooo





A continuación, agregar el siguiente número 10, nuevo:





“10.- Agrégase el siguiente artículo 9° A, nuevo:





“Artículo 9° A.- Si un menor de dieciocho años y mayor de catorce años de edad incurriere en alguna de las conductas descritas en los artículos 6°G y 6° H, se le impondrán las penas que, conforme a los artículos 21, 22, 23 N° 5 y demás pertinentes de la ley N° 20.084, corresponda aplicar.





Además, se le impondrá la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por los plazos previstos en el artículos 6° G.”.”. (Unanimidad. 4 x 0).

Número 9

Pasa a ser número 11

Reemplazarlo por el siguiente:





“11. Agrégase en el artículo 10, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:





“El Fiscal podrá solicitar al juez de garantía la suspensión condicional del procedimiento siempre que se reúnan los requisitos establecidos en el artículo 237 del Código Procesal Penal. En tal caso, el juez podrá imponer al imputado cualquiera de las condiciones contempladas en el artículo 238 de dicho Código, debiendo siempre decretar la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, durante el tiempo que dure la suspensión. (Unanimidad. 3 x 0).





En los procesos criminales que se inicien por infracción a las normas de este Título también podrán querellarse las organizaciones deportivas profesionales directamente afectadas y la Asociación Nacional de Fútbol Profesional. ”.”.(Unanimidad. 4 x 0). Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 

ooo





A continuación, agregar el siguiente número 12, nuevo:





“12.- Derógase el artículo 11.”. (Unanimidad. 4 x 0.) 

ooo





A continuación, agregar el siguiente artículo 2°, nuevo:





“Artículo 2°.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 19 de la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, la  frase “califique de alto riesgo para la seguridad pública, decretará la prohibición de expendio” por “determine que existe riesgo para la seguridad pública, decretará la prohibición de venta o entrega.”.”. (Unanimidad 4 x 0). 

ooo





A continuación, agregar las siguientes disposiciones transitorias:

“Disposiciones transitorias





Artículo Primero.- Dentro del plazo de dieciocho meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Intendente podrán autorizar la realización de espectáculos de fútbol en recintos  deportivos que no cumplan con las obligaciones de contar con un sistema de control de acceso de los espectadores y de grabación de imágenes de los asistentes al espectáculo de fútbol profesional, conforme a lo previsto en las letras f) y g) del artículo 2° permanente de la presente ley.





Transcurrido el plazo señalado en el inciso precedente, sin que se haya dado cumplimiento a la mencionada exigencia, el Intendente no podrá otorgar la autorización a que se refiere el artículo 1° permanente de la presente ley. (Unanimidad. 5 x 0). 





Artículo Segundo.- Dentro del plazo de treinta y seis meses contado desde la entrada en vigencia de esta ley, el juez deberá, al imponer la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, establecer la obligación del condenado de presentarse y permanecer en una comisaría mientras se desarrollen los espectáculos de fútbol profesional que determine el tribunal.





Quien que no se presentare en la comisaría y hora previamente fijada por el juez, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio.”.”. (Unanimidad. 5 x 0). 

-.-.-


En virtud de las modificaciones ya señaladas, el proyecto de ley en estudio quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:





"Artículo 1°.- Modifícase la ley Nº 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos, con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, en la forma que a continuación se indica:





1.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 1°:





a) Intercálase, entre la expresión “Construcciones” y el punto aparte (.) que figura a continuación, la siguiente frase y oración: “y en el reglamento de esta ley. Las autorizaciones que se otorguen considerarán las características de los eventos que se realicen.”.





b). Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos:





“La autorización indicada en el inciso precedente podrá siempre ser revocada si desaparecieren las circunstancias que motivaron su otorgamiento o sobrevinieren otras que, de haber existido, habrían justificado su denegación.





Los contratos que suscriban los organizadores de espectáculos de fútbol profesional con los administradores de los estadios destinados a dichos eventos, deberán incorporar las condiciones de seguridad que haya fijado el Intendente en la respectiva resolución.





En caso de incumplimiento de tales condiciones, el Intendente podrá suspender temporalmente la autorización otorgada conforme al inciso primero.

En el reglamento de esta ley, establecido en un decreto supremo que llevará la firma del Ministro del Interior y Seguridad Pública, se regulará las condiciones mínimas que deberán cumplir los recintos y los organizadores de espectáculos de fútbol profesional, de acuerdo a las características y al riesgo para el orden público y para la seguridad pública y de los asistentes.”.





2.- Reemplázase el artículo 2°, por los siguientes:





“Artículo 2°.- El organizador de un espectáculo de fútbol profesional deberán cumplir, en los recintos deportivos destinados a ese propósito y en sus inmediaciones, con las siguientes exigencias: 





a) Designar un jefe de seguridad, que deberá registrarse como tal y con la debida antelación en la Intendencia respectiva; 





b) Contratar guardias de seguridad privada, en conformidad a las normas que regulan a dicha actividad.





Cada Intendente determinará, de acuerdo a las características de los recintos deportivos que se encuentren en la región, la cantidad mínima de guardias que cada uno de ellos deberán tener para  desarrollar un espectáculo de fútbol profesional;





c) Instalar y utilizar recursos tecnológicos tales como: cámaras de seguridad, detectores de metales u otros que sean necesarios para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública. Cada Intendente determinará la cantidad, calidad y su ubicación en el recinto deportivo; 





d) Determinar la forma en que se acreditarán los profesionales de los medios de comunicación que cubran los espectáculos, las credenciales que usarán y la ubicación que se les asignará en el recinto deportivo correspondiente; 





e) Establecer zonas separadas y claramente delimitadas en los estadios, en que se ubicarán los hinchas o simpatizantes de los equipos de fútbol y el público general que concurran a un encuentro deportivo;





f) Contar con sistemas de control de acceso e identidad de los espectadores que permitan su identificación y cuantificación.





g) Disponer de medios de grabación de imágenes, dentro y fuera del recinto deportivo que faciliten la identificación de las personas que asisten al recinto deportivo, y 





h) Las demás que fije el reglamento y sean necesarias para resguardar adecuadamente el orden y la seguridad pública en el recinto deportivo y sus inmediaciones. 





Si un espectáculo de fútbol profesional implicare un riesgo para el orden público o la seguridad de las personas o los bienes, el Intendente comunicará este hecho al Fiscal Regional del Ministerio Público, quien deberá ordenar la presencia de, a lo menos, un fiscal.




Artículo 2° A.-  El Intendente respectivo podrá requerir, de acuerdo al riesgo asociado a determinados espectáculos de fútbol profesional, que los organizadores del mismo cumplan con las siguientes  exigencias adicionales:





a.- Que la venta de los boletos de entrada se ajuste a las condiciones especiales de seguridad fijadas por la intendencia, y 





b.- Que contraten seguros o constituyan cauciones para garantizar la reparación de los daños que se causen a los bienes públicos o privados, ubicados en el recinto deportivo o en sus inmediaciones. Sin perjuicio de lo anterior, y en remplazo del contrato de seguro, los organizadores de espectáculos de fútbol profesional podrán proponer a la autoridad el otorgamiento de cualquier otra caución para cubrir la indemnización de los daños que se causaren. El Intendente calificará la suficiencia de la caución ofrecida así como la expedición para hacerla efectiva. El reglamento establecerá las circunstancias y condiciones bajo las cuales se deberán contratar los referidos seguros o constituir las mencionadas cauciones. 





En el referido reglamento, y previa consulta a Carabineros de Chile, se establecerá la manera en que los organizadores de los espectáculos de fútbol deberán acreditar el cumplimiento de las exigencias de seguridad señaladas en este artículo y en el precedente y los procedimientos de control a los que estarán sometidas.




En caso de incumplimiento de cualquiera de las medidas impuestas, el Intendente podrá disponer la suspensión del espectáculo hasta el cumplimiento de las mismas. 





Artículo 2° B.- El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá controlar que los asistentes cumplan con los requisitos de ingreso y permanencia que determine el reglamento de la presente ley. En caso que no se cumplan los mencionados requisitos, dicho personal podrá impedir el ingreso o disponer la expulsión del recinto de aquellas personas que vulneren las referidas exigencias. Para lo anterior, el personal de seguridad podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.





Artículo 2° C.- Para los efectos de la presente ley y su reglamento, se entenderá por “inmediaciones”, la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde los límites exteriores del recinto deportivo, en línea recta  hacia todos los costados del mismo en que se realizan espectáculos de fútbol profesional.”.





3.- Derógase el artículo 4°. 





4.- Incorpórase el siguiente artículo 4°, nuevo:





“Artículo 4º.- Toda contribución en dinero o estimable en dinero, efectuada por una organización deportiva a hinchas o simpatizantes de un club de fútbol, sea que se materialice bajo la forma de mutuo, donación, comodato o cualquier acto o contrato a título gratuito u oneroso, deberá ser registrada contablemente y comunicada a las autoridades del fútbol profesional y a la Intendencia respectiva, en la forma, plazos y condiciones determinados por el reglamento de esta ley. 





Las organizaciones deportivas deberán, en los términos, plazos y condiciones establecidas en el referido reglamento, llevar un registro con todas sus actividades de promoción y de apoyo a los hinchas o simpatizantes de un club de fútbol, en el que deberá constar la individualización precisa de las personas beneficiadas, la clase de actividad o promoción, la fecha y el evento deportivo al que estuvieron asociadas.





La omisión total o parcial del deber de informar será sancionada con multa de cien a doscientas unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia.




Se prohíbe a las personas naturales que representen legalmente a  organizaciones deportivas, a los miembros de directorio o accionistas de sociedades anónimas deportivas y a los dirigentes, jugadores, miembros del equipo técnico y demás funcionarios de una organización deportiva entregar personalmente o por interpósita persona cualquier tipo de financiamiento o apoyo económico o material a los hinchas o simpatizantes de un club de fútbol. 





Asimismo, se prohíbe a las personas indicadas en el inciso anterior dar o consentir en dar cualquier contribución en dinero o estimable en dinero  a hinchas o simpatizantes de un club de fútbol, para incidir en decisiones deportivas o electorales al interior de una organización deportiva.





La infracción de las prohibiciones ya señaladas será sancionada con la multa establecida en el inciso tercero.





Conocerá de estas infracciones el juez de policía local del lugar donde se cometió la infracción, de conformidad al procedimiento ordinario que establece la ley Nº 18.287.”.





5.- Sustitúyese el artículo 6°, por los siguientes:





“Artículo 6°.- El que, con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional causare, dentro del recinto deportivo o en sus inmediaciones, lesiones a las personas o daños a la propiedad, será castigado con presidio menor en su grado medio, salvo que el hecho constituya un delito al cual la ley asigne una pena superior.





Con la misma pena del inciso anterior será sancionado el que, en las circunstancias mencionadas, y sin cometer esos delitos, portare armas, elementos u objetos idóneos para perpetrarlos, o incitare o promoviere la ejecución de alguna de dichas conductas, salvo que el hecho constituya un delito a que la ley asigne una pena superior.




Artículo 6° A.-El que con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, dentro del recinto deportivo o en sus inmediaciones, cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 269, 296, 297, 391, 395, 396, 397, 433 ó 436 inciso primero, todos del Código Penal, será sancionado con la pena señalada por la ley al delito, con exclusión de su grado mínimo si ella consta de dos o más grados, o de su mitad inferior, si la pena constituye un grado de una divisible.





Artículo 6° B.- El que, con perjuicio de tercero, falsificare una entrada a un espectáculo de fútbol profesional será castigado de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 197 del Código Penal. Las mismas penas se impondrán a quien hiciere uso malicioso de una entrada falsificada. Si tal uso consistiere en vender, revender o ceder a cualquier título una entrada falsificada, la pena será la de presidio menor en su grado máximo y multa de dieciséis a veinte unidades tributarias mensuales.





En los casos en que la fabricación, uso, venta, reventa o cesión a cualquier título de entradas falsificadas no produjere perjuicio a un tercero, la pena será de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales.





Artículo 6° C.- En las causas por los delitos mencionados en los artículos 6°, 6° A y 6° B , el juez podrá decretar como medida cautelar personal la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, en la forma establecida en la letra b) del inciso primero del artículo 6° D. El tiempo que el imputado ha permanecido sujeto a esta medida se imputará a la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional que se le imponga.





Artículo 6° D.- Al responsable de alguno de los delitos señalados en los artículos 6°, 6° A y 6° B, se le impondrán, en todo caso, las siguientes penas accesorias:





a) La inhabilitación hasta por quince años para ser dirigente de un club deportivo de fútbol profesional;





b) La prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional y a las inmediaciones en que éste se realice, por un período de uno a dos años, aunque la pena privativa de libertad impuesta lo fuere por un tiempo menor. Si se tratare de los delitos previstos en los artículos 391, 395, 396, 397, 433 o 436 inciso primero del Código Penal, referidos en el artículo 6° A, la prohibición será decretada por un lapso de entre tres y quince años, según la gravedad del delito. En caso de reincidencia en alguno de los delitos señalados en el artículo 6° y 6° B, la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional se elevará al doble. Si el reincidente cometiere nuevamente alguno de los delitos señalados precedentemente, la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional tendrá una duración de entre cinco y diez años y, tratándose de los delitos previstos en los artículos 391, 395, 396, 397, 433 o 436 inciso primero del Código Penal, será perpetua.





El que quebrante la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo. La misma pena se impondrá a quien quebrantare la medida cautelar personal establecida en el artículo 6° C.





Sin perjuicio de las penas aplicables a los que quebranten la condena, si quien infrinja esta prohibición ha sido beneficiado con alguna pena sustitutiva a las privativas de libertad, ella se entenderá revocada por el solo ministerio de la ley.





Están obligados a denunciar el quebrantamiento de esta prohibición los dirigentes de los clubes participantes en el espectáculo de fútbol profesional en que se produzca dicha infracción, dentro del plazo señalado en el artículo 176 del Código Procesal Penal. En caso de incumplimiento de esta obligación les será aplicable lo dispuesto en el artículo 177 del  Código mencionado precedentemente; y 





c) La inhabilitación especial temporal, durante el tiempo de la condena, para asociarse a un club de fútbol profesional. Esta pena no será inferior a dieciocho meses, aunque la pena privativa de libertad impuesta lo fuere por un tiempo menor.





La resolución que imponga la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, sea como medida cautelar personal o como pena accesoria, será comunicada dentro de las cuarenta ocho horas siguientes a que hubiere sido dictada a los clubes de fútbol profesional, a Carabineros de Chile y a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o a quien jurídicamente sea su continuador, para su cumplimiento en lo que corresponda.





Artículo 6° E.- El que cometiere el delito previsto en el artículo 214 del Código Penal con la finalidad de acceder al recinto en el que se realizará un espectáculo de fútbol profesional, sin perjuicio de la sanciones penales que correspondan, se le aplicará la de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por un período de uno a dos años.





Artículo 6° F.- Los representantes legales de los clubes participantes en el espectáculo que, por negligencia o descuido culpable en el cumplimiento de las obligaciones que les impone la presente ley, contribuyeran o facilitaren la comisión de las conductas tipificadas en los artículos 6°, 6° A y 6° B, serán sancionados con multa de cien a trescientas unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que se duplicará en caso de reincidencia.





Asimismo, las organizaciones deportivas profesionales que por negligencia de sus dirigentes incumplan las medidas de seguridad impuestas por la autoridad, serán solidariamente responsables por los daños ocasionados como consecuencia de los ilícitos penales que se cometan con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional que ellas organicen. Se eximirán de esta responsabilidad sí, con anterioridad a la comisión de los referidos ilícitos, hubieren adoptado e implementado cada una de las medidas de seguridad señaladas en esta ley y en las instrucciones impartidas por el Intendente respectivo.





Artículo 6° G.- El que, con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional incurriere, dentro de un recinto deportivo o en sus inmediaciones, en algunas de las faltas que se señalan a continuación, será sancionado con multa de una a quince unidades tributarias mensuales y se le impondrá la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año, salvo que el hecho constituya un delito al cual la ley asigne una pena superior.





1° Irrumpir sin autorización en el terreno de juego;





2° Portar, activar o lanzar bengalas, petardos o, en general, productos inflamables, fumíferos o corrosivos; 





3° Realizar conductas que produjeren la interrupción del espectáculo de fútbol profesional o retrasaren su inicio, y 





4° Cometer alguna de las faltas tipificadas en los artículos 494 números 1°, 4° y 16°; 495 números 1°, 2°, 4° y 5°; y 496 números 1°, 10°, 11°, 18° y 26°, todas del Código Penal. Tratándose de la falta prevista en el artículo 494 bis del Código Penal, además de la pena privativa de libertad allí prevista, se impondrán las que establece el presente artículo.





Además, podrá imponerse como pena accesoria la de inhabilitación absoluta, hasta por dos años, para asociarse a un club de fútbol profesional.





Al que, en el recinto deportivo o en sus inmediaciones, consumiere o portare sustancias o drogas estupefacientes o psicotrópicas, además de lo dispuesto en el artículo 50 de la ley N° 20.000, se le aplicará la prohibición de asistir a cualquier futuro espectáculo de fútbol profesional por un período de seis meses a un año.





En caso de reincidencia en alguna de las conductas señaladas en este artículo, las penas se elevarán al doble. Si el reincidente cometiere nuevamente alguna de las faltas señaladas precedentemente, la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional tendrá una duración de entre tres y cinco años.





Quienes fueren sorprendidos cometiendo alguna de las faltas señaladas en este artículo, serán desalojados de manera inmediata del recinto deportivo por las Fuerzas de Orden y Seguridad.





El que quebrante la pena de suspensión para asistir a un espectáculo de fútbol profesional impuesta por la comisión de alguna de las faltas previstas en el presente artículo o su reiteración, será sancionado con la pena señalada en el párrafo segundo de la letra b) del artículo 6° D.”.




6.- Agrégase, el siguiente artículo 6° H, nuevo:





“Artículo 6° H.- El que revendiere entradas para espectáculos de fútbol profesional, será sancionado con multa de 4 a 20 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto enajenar, comercializar, vender o ceder a título oneroso, uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, ya adquirido previamente, a un precio superior al establecido por el organizador del espectáculo de fútbol profesional.





Con la misma multa señalada en el inciso anterior se sancionará al organizador de un espectáculo de fútbol profesional que ofrezca un número de entradas superior al que se le hubiere autorizado para el evento respectivo. Dicha multa se elevará al doble en los casos en que, producto de la sobreoferta, se produjeren desórdenes, aglomeraciones que pongan en riesgo a los asistentes o cualquier otra alteración de la tranquilidad o el orden público.





En el reglamento de esta ley se establecerá la forma en que se  fijará el número máximo de boletos de entrada que se podrán vender y el plazo dentro del cual los organizadores de un espectáculo deportivo deberán acreditar, ante el intendente respectivo, que el número de boletos impresos no excede del máximo autorizado.”.





7.- Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:





“Artículo 7°.- Se considerarán circunstancias agravantes especiales:





1a. Ser integrante de un grupo organizado para la realización de los ilícitos descritos en los artículos precedentes, y





2a. Ser organizador o protagonista en el espectáculo de fútbol profesional, o dirigente de alguno de los clubes participantes en él.”.





8.- Agrégase el siguiente artículo 7° A, nuevo:





“Artículo 7° A.- El personal de Carabineros de Chile podrá impedir el ingreso a los recintos deportivos de elementos que pudieren, por su naturaleza, dimensiones y características, ser utilizados para provocar lesiones, daños, alterar la normalidad del evento, entorpecer las vías de evacuación o dificultar la fiscalización al interior del referido recinto. Lo anterior es sin perjuicio del derecho de admisión al espectáculo de fútbol profesional que corresponde a los organizadores del mismo. 

Carabineros de Chile podrá, igualmente, impedir el ingreso de personas que se encuentren bajo la influencia del alcohol o de drogas o en estado de ebriedad. Para la determinación de lo anterior, Carabineros de Chile estará facultado para llevar a cabo pruebas respiratorias que permitan acreditar la existencia de alcohol o drogas en los asistentes. Si la persona se negare a realizarse la prueba, el personal de Carabineros de Chile podrá prohibirle el ingreso al recinto deportivo.





El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá solicitar a Carabineros de Chile que realice las pruebas señaladas en el inciso anterior.





El personal de Carabineros de Chile podrá efectuar controles de identidad preventivos, con las facultades contempladas en el artículo 85 del Código Procesal Penal, en los recintos deportivos o sus inmediaciones, desde una hora antes de que se abran las puertas del recinto deportivo, durante la realización de un espectáculo deportivo de fútbol profesional y hasta tres horas después de su término.”.





En el reglamento de esta ley se establecerán las normas de procedimientos y directrices para la aplicación de lo dispuesto en este artículo.”.





9.- Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente:





“Artículo 9°.- Se aplicarán las reglas previstas en la ley Nº 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente, a las personas menores de dieciocho años y mayores de catorce de edad que incurrieren en las conductas contempladas en el artículo 6, 6° A y 6° B°.





Además, en el caso de que sean condenados, se le impondrán las mismas penas accesorias previstas para los adultos en el artículo 6° D.”.





10.- Agrégase el siguiente artículo 9° A, nuevo:





“Artículo 9° A.- Si un menor de dieciocho años y mayor de catorce años de edad incurriere en alguna de las conductas descritas en los artículos 6°G y 6° H, se le impondrán las penas que, conforme a los artículos 21, 22, 23 N° 5 y demás pertinentes de la ley N° 20.084, corresponda aplicar.





Además, se le impondrá la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por los plazos previstos en el artículos 6° G.”.





11. Agrégase, en el artículo 10, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:





“El Fiscal podrá solicitar al juez de garantía la suspensión condicional del procedimiento siempre que se reúna los requisitos establecidos en el artículo 237 del Código Procesal Penal. En tal caso, el juez podrá imponer al imputado cualquiera de las condiciones contempladas en el artículo 238 de dicho Código, debiendo siempre decretar la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, durante el tiempo que dure la suspensión.





En los procesos criminales que se inicien por infracción a las normas de este Título también podrán querellarse las organizaciones deportivas profesionales directamente afectadas y la Asociación Nacional de Fútbol Profesional.”.





12.- Derógase el artículo 11.





Artículo 2°.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 19 de la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, la  frase “califique de alto riesgo para la seguridad pública, decretará la prohibición de expendio” por “determine que existe riesgo para la seguridad pública, decretará la prohibición de venta o entrega.”.

Disposiciones transitorias





Artículo Primero.- Dentro del plazo de dieciocho meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Intendente podrán autorizar la realización de espectáculos de fútbol en recintos  deportivos que no cumplan con las obligaciones de contar con un sistema de control de acceso de los espectadores y de grabación de imágenes de los asistentes al espectáculo de fútbol profesional, conforme a lo previsto en las letras f) y g) del artículo 2° permanente de la presente ley.





Transcurrido el plazo señalado en el inciso precedente, sin que se haya dado cumplimiento a la mencionada exigencia, el Intendente no podrá otorgar la autorización a que se refiere el artículo 1° permanente de la presente ley. 




Artículo Segundo.- Dentro del plazo de treinta y seis meses contado desde la entrada en vigencia de esta ley, el juez deberá, al imponer la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, establecer la obligación del condenado de presentarse y permanecer en una comisaría mientras se desarrollen los espectáculos de fútbol profesional que determine el tribunal.





Quien que no se presentare en la comisaría y hora previamente fijada por el juez, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio.”.”.

-.-.-


Acordado en sesiones celebradas los días 17 de abril; 2, 8, 15, 22 y 23 de mayo; 5, 12 y 19 de junio, y 3 de julio, todos de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Hernán Larraín Fernández (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela, y señores Alberto Espina Otero, Carlos Larraín Peña (Carlos Ignacio Kuschel Silva, Baldo Prokurica Prokurica) y Patricio Walker Prieto (Jorge Pizarro Soto).


Sala Comisión, 5 de julio de 2012.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA LAS SUBVENCIONES DEL ESTADO A LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(8070-04)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

A las sesiones que celebró la Comisión asistieron los siguientes invitados: del Ministerio de Educación, el Ministro, señor Harald Beyer; el Asesor, señor Raúl Figueroa y el Jefe de Gabinete, señor Pablo Eguiguren. De la Fundación Jaime Guzmán, el Secretario Ejecutivo, señor Jaime Bellolio. De la Universidad Diego Portales, el Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía, señor Gregory Elacqua; Del Centro de Estudios para el Desarrollo, CED, el Director, señor Pedro Montt. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor, señor Juan Pablo Rodríguez. De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Asesora, señora Macarena Lobos. De Educación 2020, la Abogado, señora Patricia Schaulsohn. De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista, señor Luis Castro. Del Instituto Igualdad, el Asesor Jurídico, señor Nicolás Guzmán. De Fundación Jaime Guzmán: la Asesora, señorita Javiera Alzola.


Cabe hacer presente que de conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 27 del Reglamento del Senado, esta iniciativa de ley debe ser informada, en ambos trámites reglamentarios, por la Comisión de Hacienda.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley propone incrementar la subvención para el primer y el segundo nivel de transición de la educación parvularia, como así también la subvención escolar preferencial y de concentración por alumnos prioritarios. Además, propone continuar incrementando la subvención general, de manera de avanzar en la meta de duplicar la subvención. Finalmente, busca que los posibles aumentos de subvención que sugiera el Ejecutivo en el futuro se funden en estudios de la realidad y recomendaciones del Consejo Nacional de Educación.

ANTECEDENTES

Para el análisis de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.-ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.-Artículo 19 N° 10 de la Constitución Política de la República.

2.-Ley N° 20.248 que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial.

3.-Decreto con Fuerza de Ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.

4.-Decreto Ley N° 3.166, de 1980, del Ministerio de Educación, que autoriza la entrega de la administración de determinados Establecimientos de Educación Técnico Profesional a las Instituciones o a las Personas Jurídicas que indica.

5.-Ley N° 20.529, de 2011, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización.

II.-ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje presidencial.

El Mensaje que da inicio a este proyecto de ley hace presente que el actual Gobierno se ha esforzado, desde el inicio de su mandato, en mejorar la calidad de la educación. Lo anterior, añade, ha quedado plasmado en las leyes números 20.501, de Calidad y Equidad de la Educación, 20.529, que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y 20.550, que modifica la Ley de Subvención Escolar Preferencial, aumentándola.

La iniciativa legal en estudio, afirma el Mensaje, viene a dar cumplimiento al compromiso presidencial de aumentar la subvención escolar y para ello propone incrementar los aportes que se realizan a los estudiantes y que llegan directamente a la sala de clases, comenzando por quienes más lo necesitan.

De esta manera, añade el Mensaje, se busca incrementar en un 18,5% la subvención para el primer y el segundo nivel de transición de la educación parvularia, a fin de mejorar la calidad de la educación y la igualdad de oportunidades desde los primeros años. Hace notar que la evidencia reconoce que los aprendizajes que se adquieren en esta etapa son claves para el desarrollo futuro de cada alumno y que la rentabilidad de invertir un peso en educación preescolar, es muy superior que en educación superior. Además, manifiesta que esta medida viene a sumarse a una serie de metas relacionadas con la cobertura, la calidad y el financiamiento de este fundamental nivel educativo.

Por otra parte, también se modifica la subvención escolar preferencial que beneficia aproximadamente al 40% de los alumnos de menores ingresos. Para estos efectos, se propone aumentar el monto en un 51, 5% para los estudiantes que asisten a 5° y 6° básico y así igualarlo para todo el ciclo. De esta forma, los aportes entre 1° y 6° básico, por concepto de subvención regular y subvención escolar preferencial, será superior a los $ 80.000 mensuales por alumno. Asimismo, el proyecto sugiere duplicar el aporte que reciben por concepto de subvención escolar preferencial los que cursan desde 7° básico a 4° medio, lo que se traduce en que el aporte total que recibirán fluctuará entre $70.000 y $ 90.000, según el curso y la especialidad del establecimiento. Además, se plantea un incremento de la misma magnitud en la subvención por concentración de alumnos prioritarios.

Finalmente, apunta el Mensaje, se continúa incrementando la subvención general que beneficiará a todos los estudiantes, avanzando en la meta de duplicarla, al aumentarla en un 3,5%.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Comisión recibió en audiencia al Ministro de Educación, señor Harald Beyer, a fin de que presentara y explicara, en lo sustantivo, la iniciativa legal impulsada por el Gobierno.

El señor Ministro de Educación explicó que el proyecto en informe persigue tres objetivos. En primer lugar, aumentar sustancialmente la subvención para pre-kínder y kínder, sumándose así a una serie de iniciativas y metas relacionadas con la cobertura, la calidad y el financiamiento de estos niveles de transición, habida consideración de la necesidad de fortalecer este fundamental sector educativo. Recordó que la meta del Gobierno, en educación pre-escolar, es alcanzar cobertura para el 100% del 60% más vulnerable de la población el año 2014, lo que supone aumentar éste y los próximos dos años en 25.000 los cupos. Además, hizo ver que los recursos con los que se cuenta en la actualidad para este sector son escasos, razón por la cual se ha decidido aumentarlos de manera considerable. 

En segundo lugar, sostuvo que se busca incrementar la subvención escolar preferencial para los alumnos prioritarios. Ello, precisó, tiene varios componentes, ya que por un lado se aumenta en 5° y 6° básico la subvención a fin de igualarla con aquélla que existe desde pre-kínder a 4° básico y, por otro, se incrementa desde 7° básico a 4° medio, adelantándose, además, el ingreso de la educación media al esquema de subvención escolar preferencial en un año. 

En tercer lugar, indicó, se persigue acrecentar la subvención regular.

Una vez que reseñó los tres grandes pilares del proyecto de ley en informe, el señor Ministro de Educación se abocó a explicar el aumento de la subvención para pre-kínder y kínder, y relató que el Ejecutivo propone un aumento de un 18,5% real en la subvención de los niveles educativos en comento. Recordó que si ello se une al 1,5% establecido en ley N° 20.501,
 que comenzó a operar este año, suma un total 20% real durante el Gobierno del Presidente Piñera. Agregó que, según las estimaciones del Ministerio de Educación, este incremento beneficia a 305 mil alumnos, asegurando un mejor pre-kínder y kínder, apoyando, al mismo tiempo, el crecimiento de cobertura en estos niveles educativos.

Por otro lado, refiriéndose al incremento de la subvención escolar preferencial para los alumnos prioritarios, junto con puntualizar que ella beneficia al 40% más vulnerable de los estudiantes y que durante este año beneficiará por primera vez a alumnos de 8° año básico, abarcando a un total de 900 mil estudiantes, informó que, actualmente, la subvención escolar preferencial tiene tres valores diferentes según el nivel educacional. Un valor que va desde pre-kínder hasta 4° básico, 2/3 de dicho valor para 5° y 6° básico y 1/3 del mismo desde 7° básico hasta 4° medio. Agregó que lo que propone la iniciativa en estudio es aumentar en un 50% la subvención de 5° y 6° básico, igualándola al monto que reciben los alumnos de pre-kínder a 4° básico, de manera de equipararla en toda la nueva educación básica. Asimismo, añadió, se duplican los aportes destinados desde 7° básico a 4° Medio, quedando, en consecuencia, esta subvención con dos niveles, uno que va de pre-kínder a 6° básico y otro que va desde 7° básico a 4° medio y que alcanza 2/3 del anterior. Por último, sentenció, que se adelanta así en un año la entrada en vigencia de la educación media al régimen SEP, permitiendo a los actuales alumnos de 8° básico tener aportes en el año 2013. 

Extendiéndose en este aspecto, precisó que los montos que regirán en definitiva serán los siguientes:

	Curso
	Monto Vigente
	Monto Propuesto

	Pre-kínder a 4° básico
	$32.356
	$32.356

	5° y 6° básico
	$21.494
	$32.356

	7° y 8° básico
	$10.862
	$21.494

	1° a 4° medio
	$10.862
	$21.494


Observó que estos valores reflejan el sustancial aumento en quinto y sexto básico de un 50% y la duplicación de la Subvención Escolar Preferencial de 7° básico  a 4° medio.

En cuanto al incremento de la subvención general, puso de relieve que el aumento propuesto alcanza un 3,5% para todos los alumnos regulares del país, porcentaje que unido al 1,5% establecido en la ley 20.501, significa un 5% de aumento real durante el año 2012. 

Seguidamente, el señor Ministro de Educación hizo hincapié en la necesidad de despachar esta iniciativa en el más breve lapso ya que se requiere alcanzar lo más pronto posible los objetivos mencionados, haciendo llegar los recursos a los establecimientos educacionales. A mayor abundamiento, aseveró que la iniciativa cuenta con el financiamiento necesario para su aplicación a partir del mes  junio del año en curso.

En otro orden de ideas, detalló las subvenciones educacionales que se aplicarán en caso de ser aprobada la iniciativa de ley. Sobre el particular, sostuvo que, asumiendo que se trata de un establecimiento con jornada escolar completa y con una concentración de alumnos prioritarios de 45%, los montos mensuales de subvención por alumno, serían los siguientes: 

	Curso


	Subvención
	SEP (incluye concentración)
	Total

	Pre-kínder y kínder
	$45.511
	$37.494
	$83.005

	1° y 6° básico
	$55.079
	$37.494
	$92.573

	7° y 8° básico
	$55.255
	$21.564
	$76.819

	1° a 4° medio
	$65.748
	$21.564
	$87.312


Afirmó, tras presentar el cuadro, que la iniciativa avanza en entregar más recursos tanto para los colegios municipales como particulares subvencionados, teniendo a la vista, además, que el nuevo sistema de aseguramiento de la calidad va a imponer nuevas exigencias y desafíos para todos los establecimientos educacionales del país.

Seguidamente, en cuanto a los costos que implica el proyecto para el presupuesto de la Nación, señaló que, asumiendo que el mismo entrara en vigencia en Agosto de este año, el costo anual estimado para el año 2012 será la suma $ 60.385 millones, mientras que para el año 2013 $ 159.680 millones y para 2014, $ 174.455 millones.

En otro orden de ideas, el señor Ministro de Educación se refirió a las modificaciones que experimentó la iniciativa en su tramitación en la Cámara de Diputados, lo que quedó reflejado en los artículos 3°, 4° y 5° de la iniciativa.

Refiriéndose a estas enmiendas, el señor Ministro de Educación explicó que el artículo 3° dispone la obligación para los sostenedores de establecimientos particulares de enseñanza subvencionada por el Estado de rendir cuenta acerca de aguinaldos, bonos y reajustes de remuneraciones que reciba cada uno de los trabajadores del colegio, información que debe ser enviada al Ministerio de Educación y éste, a su vez, remitirla anualmente a las Comisiones de Hacienda tanto del Senado como de la Cámara de Diputados. 

Sobre el particular, aseguró que esta norma resulta innecesaria, ya que dicha exigencia se encuentra contenida en las regulaciones contenidas en los artículos 49 y 54 de la ley N° 20.529, que establece la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad, normas que obligan a rendir cuenta pública de todos los ingresos y gastos del establecimiento. Por ello, precisó, este precepto replica información que estará disponible en el nuevo organismo. Además, añadió, se impone un trabajo burocrático adicional a los establecimientos y que ello tendrá un bajo impacto en la calidad. Recordó que la nueva arquitectura institucional aprobada en la ley N° 20.529 reconoce la conveniencia de dividir y especializar las tareas de los distintos órganos reguladores del sistema escolar y que la norma propuesta quiebra el espíritu del referido cuerpo legal, inspirado por un mecanismo de rendición de cuentas único. 

En lo que dice relación con el artículo 4° del proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, que establece la obligación de contratar estudios externos que determinen el valor de la subvención escolar y establece que los aumentos de subvención propuestos deberán fundarse en los resultados de dicho estudio, indicó que la norma disminuye la autonomía del Ejecutivo y del Congreso para proponer políticas públicas vinculadas a la subvención escolar. A mayor abundamiento, precisó que de los estudios de costo de efectividad que realizó la Cartera que representa en el año 2011, se observó que para ciertos casos la subvención actual alcanza y para otros no es suficiente. Por lo tanto, sentenció, los estudios sugeridos pueden terminar premiando ineficiencias en esa búsqueda de la “escuela modelo”, ya que en Chile existen más de 11.000 establecimientos educacionales subvencionados que responden a un gran número de realidades particulares. 

Finalmente, y en lo que se refiere al artículo 5° de la iniciativa de ley en informe, señaló que el precepto sugerido fija en términos reales el monto del financiamiento compartido, en la suma de $ 80.000. Sobre el particular, advirtió que la lógica que existe detrás del mecanismo vigente consiste en poder reajustar el mismo, y que aunque puede ser discutible que su indexación sea a la U.S.E., no parece razonable congelarlo por ley. 

En sintonía con lo anterior, añadió que tanto este Gobierno como los anteriores han sido conscientes de los riesgos que puede generar el financiamiento compartido, entre los que se encuentra el aumento la segregación, pero ello, aseguró, se soluciona por otras vías como la Subvención Escolar Preferencial o por medio de la subvención a la clase media. 

Sin perjuicio de lo anterior, aseveró que el precepto resulta inadmisible, y en sustento de esta opinión, recordó que cuando una indicación similar se propuso el año 2008 para mantener fijo el financiamiento compartido, el Honorable Diputado señor Marcelo Díaz, en su calidad de Vicepresidente de esa Cámara, sostuvo que ella afectaba la administración financiera del Estado, ya que, por un lado, establecía una condición para acceder a la subvención, determinando el gasto que efectúa el Estado por esta vía, y por otro, afectaba uno de los elementos que determina el monto de la subvención de financiamiento compartido como es el cobro que realizan los establecimientos, ambas materias que corresponden a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.

Una vez concluidas las explicaciones del señor Ministro de Educación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio expresó su acuerdo con la iniciativa en estudio, por lo que adelantó su decisión en orden a aprobarla en general.

En ese sentido, estimó fundamental el aumento de la subvención para el primer y el segundo nivel de transición y consideró positivo la propuesta de incrementarla en un 18,5%. Observó que ella, además, se suma al crecimiento de un 1,5% aprobado en 2011, dando un total de 20%. En lo que respecta a la subvención escolar preferencial, recordó que los aumentos propuestos vienen a adicionarse al 21% incrementado en 2011, lo que, sin lugar a dudas, dijo, resulta muy significativo. Sobre la modificación a la subvención regular, en tanto, la calificó también como una buena noticia, más aún si se tiene en consideración que ella se suma al 1,5% anterior.

A continuación, formuló ciertas observaciones a la iniciativa legal, que estimó de especial importancia tener a la vista a lo largo de su discusión.

En primer lugar, consideró necesario que el Ministerio de Educación dejara claramente establecida la forma de compatibilizar los distintos valores de subvención con las conclusiones de un estudio de costos de una educación de calidad realizado por el mismo, pues hizo ver que este tipo de estudio apunta a determinar la cantidad de recursos con la que se debiera contar para estos efectos. 

En segundo lugar, solicitó al señor Ministro presente explicar por qué la iniciativa en estudio no aumenta las subvenciones para la educación especial diferencial, para adultos ni para las necesidades educativas especiales transitorias. Puntualizó que, incluso para el último de los casos mencionados, los recursos disponibles se disminuyen.

En tercer lugar, hizo notar que en la medida en que aumenta la subvención, debiera en forma inversamente proporcional, disminuir el financiamiento compartido, alivianando de esta manera la carga que pesa sobre las familias y juzgo que la tramitación de este proyecto puede ser una buena oportunidad para ello. 

En cuarto lugar, refiriéndose a las modificaciones introducidas en la Cámara de Diputados al proyecto de ley, estimó importante mantener dos de ellas, esto es, la obligación de realizar periódicamente estudios de costos para una educación de calidad que, sin ser vinculantes, puedan servir de base para reajustar las subvenciones y desvincular el tope del financiamiento compartido a la Unión de Subvención Escolar (U.S.E), fijándolo en pesos. Respecto al nuevo artículo 3°, en tanto, afirmó compartir la apreciación formulada por el titular de Educación en orden a que simplemente se trata de un precepto que no hace más que aumentar la burocracia.

En el mismo orden de ideas, enfatizó que la propuesta contenida en el nuevo artículo 4° no disminuye la autonomía del Ejecutivo toda vez que el estudio no es vinculante sino meramente referencial. Sobre el nuevo artículo 5°, por su lado, estimó conveniente fijar en términos reales el monto del financiamiento compartido. Asimismo, puso de relieve que ninguna de las indicaciones que dieron origen a estos preceptos fueron declaradas inadmisibles en la Cámara baja, razón por la cual no existirían razones para afirmar lo contrario.

En quinto lugar, refiriéndose a los costos que trae aparejado el proyecto, consultó al señor Ministro de Educación si existían ingresos de carácter permanente para hacer frente a ellos. Agregó que es necesario que el Ejecutivo explique con cargo a qué recursos fiscales se financiará el aumento de subvenciones propuesto para que la iniciativa logre ser sustentable en el tiempo. Hizo notar que en numerosas ocasiones el Ejecutivo ha impulsado proyectos que traen aparejados gastos permanentes, pero que, lamentablemente, ello no ha ido de la mano con ingresos permanentes, lo que hace que el proyecto dependa, en definitiva, del presupuesto de cada año.

Por último, concluyó su intervención reiterando su disposición a aprobar la iniciativa legal, pero insistió en tener a la vista las observaciones planteadas recientemente.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana comenzó su intervención haciendo presente que no compartía la decisión gubernamental en el sentido que el proyecto tuviera urgencia calificada de “suma”. Sobre el particular, precisó que aunque entiende y comparte la idea de otorgar más recursos a los establecimientos por la vía de la subvención lo más pronto posible, el reciente inicio de la tramitación del proyecto del Senado no se condice con la urgencia anotada.

Seguidamente, recordó que con ocasión de la discusión de la ley que aumentó en un 21% la subvención escolar preferencial (ley N° 20.248) el debate se prolongó durante mucho tiempo dada la forma en que el Ejecutivo propuso los aumentos. Nada de esto, agregó, ocurre en el proyecto en estudio.

En otro orden de materias, expresó su beneplácito con la decisión de equiparar la subvención de los 5° y 6° básico con aquélla que rige de pre-kínder a 4° básico y con el adelanto en un año la entrada en vigencia de la educación media al régimen de subvención escolar preferencial, puesto que, afirmó, es un anhelo de todos los sectores políticos. 

Sin perjuicio de lo anterior, puntualizó que estos mayores aportes que se consideran en la iniciativa en estudio, distan de los recursos que realmente se requieren para los distintos niveles de enseñanza existentes.

En otra línea, dijo compartir las apreciaciones formuladas por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto a la necesidad de aumentar también las subvenciones para la educación de adultos. Refiriéndose a la educación diferencial, hizo presente su inquietud por la situación que vive ella, en donde, aseguró, no existe control y el lucro es escandaloso, razón por la cual solicitó buscar algún mecanismo de control para ese ámbito de la educación antes de seguir aumentándole los recursos.

Deteniéndose más tarde en las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados a la iniciativa en estudio, aseveró compartir las apreciaciones expresadas por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio. Señaló que el nuevo artículo 3° resulta inapropiado, toda vez que vulnera el espíritu de la ley N° 20.529. Puntualizó que el trabajo legislativo dejó claramente establecido que existen ciertas atribuciones que pertenecen a la Superintendencia de Educación y que no existe fundamento alguno para que ellas vuelvan al dominio del Ministerio de Educación. 

En lo referente al artículo 4° indicó que si bien no tiene claro cuál será la verdadera contribución del estudio, debe estarse al menos abierto a esa posibilidad. Aludiendo al nuevo artículo 5°, que propone el congelamiento del financiamiento compartido, señaló no entender el fundamento que haría inadmisible la disposición. A mayor abundamiento, puso de relieve que el sentido de la norma es limitar los gastos y no imponerle nuevos al Ejecutivo. Además, hizo notar que este financiamiento no debe seguir en los términos en que ésta, razón por la cual se mostró partidario por limitarlo.

Finalmente, aseguró no estar dispuesto para seguir aumentando las subvenciones sin que antes estén establecidos los mecanismos de control. Añadió que la subvención educacional se ha transformado, en la realidad, en un fondo de libre disposición en donde el sostenedor utiliza los dineros del modo en que le parezca más apropiado. En consecuencia, solicitó poner en votación, antes de hacerlo con esta iniciativa legal, aquella que prohíbe el lucro con fondos públicos en la educación, la cual se encuentra en segundo trámite reglamentario en esta Comisión (Boletín 7.856-04).

Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero quiso poner de manifiesto la necesidad de aprobar lo antes posible el proyecto en estudio, ya que sostuvo que mientras antes lleguen los recursos a los alumnos beneficiados, mejor será la educación en nuestro país. 

Asimismo, celebró el aumento de la subvención para el primer y el segundo nivel de transición, lo que hace que esta subvención alcance un incremento del 20% en lo que va transcurrido del período presidencial del actual Gobierno. Sin embargo, criticó la gradualidad con que se ha llevado a cabo el aumento de los recursos y afirmó que, según su parecer, debiera avanzarse de manera más rápida en esta línea. 

Por otro lado, consideró pertinente establecer en la ley el estándar de educación que se busca alcanzar y el costo razonable que ello trae aparejado. En sintonía con lo anterior, formuló algunas sugerencias que aunque dijo no estar seguro de que deban ser consideradas en este contexto, deben ser consideradas en algún lugar de nuestra institucionalidad. 

En ese sentido, expresó que debieran existir indicadores de gestión educativa que sean de público conocimiento. Aseguró estar seguro de la necesidad de un enfoque lingüístico comunicacional. Explicó que cuando se establece un determinado enfoque lingüístico comunicacional se construye una determinada realidad. Así, continuó, por ejemplo, es necesario establecer la cantidad de alumnos que deben considerarse por sala de clase, ya que no es lo mismo que existan 20, 30 ó 40 niños en su interior. Sostuvo que en nada se afecta la autonomía del Estado ni la libertad educacional si se incorpora la idea de establecer un determinado indicador de gestión educativa.

En segundo lugar, señaló que debiera también establecerse de manera clara la cantidad de equipamiento y de implementación que es necesario tener a fin de evitar situaciones como las que ocurren en la educación superior en donde las universidades se limitan a contar sólo con lo básico para poder efectuar la docencia, lo que se denomina universidades de “tiza y pizarrón”.

En tercer lugar, llamó a dejar claramente plasmados los objetivos que se buscan alcanzar en las distintas materias como lenguaje, matemáticas, idiomas extranjeros y alfabetización digital. En sintonía con lo anterior, añadió que mientras más consensos se logren en los criterios anteriormente manifestados mejor será para el sistema.

En otra línea argumental y coincidiendo con los planteamientos formulados por el Honorable Senador señor Quintana, dijo compartir la necesidad de establecer mecanismos de control respecto de la subvención general, haciendo ver la necesidad de avanzar en esa línea.

Concluyó su intervención expresando su apoyo al  proyecto en informe, anticipando su voto a favor de la idea de legislar y alegrándose de que al proyecto en estudio se le hubiera hecho presente la “suma urgencia", medida que hizo notar, permitirá allegar prontamente los recursos que la educación requiere.

Enseguida, la Honorable Senadora señora Von Baer, al igual que el Honorable Senador señor Cantero, alabó la iniciativa que busca aumentar las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales. Añadió que considerada especialmente relevante el incrementó de los recursos destinados a la educación, como también crecer en cobertura en los niveles de pre-kínder y kínder, pues es aquí donde nacen las diferencias en la enseñanza.

Con relación a la subvención escolar preferencial, sostuvo que es importante seguir apoyando su aumento, ya que los estudiantes que provienen de familias de niveles socioeconómicos más bajos requieren de mayores ayudas.

Asimismo, consideró trascendente el aumento de la subvención general, ya que va en línea con los requerimientos de aumentar el financiamiento de la educación general, lo que fue solicitado durante el año pasado de manera insistente.

Aseveró que todas las materias involucradas en el proyecto en estudio debieran tramitarse, siguiendo la calificación de la urgencia efectuada por el Ejecutivo, de manera rápida, de manera de contar lo más pronto posible con los recursos dispuestos y ser destinados a los alumnos. Refiriéndose a las objeciones planteadas por los Honorables Senadores señores Quintana y Cantero en orden a fiscalizar los recursos entregados, hizo notar que las normas destinadas a dar solución a ello se encuentran contenidas en la ley N° 20.529, en lo que se refiere a la Superintendencia de Educación y que, en consecuencia, lo único que se requiere es que ella comience prontamente a ejercer sus funciones. 

En otro orden de consideraciones, también se refirió a las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados al Mensaje. Sobre este punto, y deteniéndose en primer lugar en el nuevo artículo 3°, puso de relieve que lo que debe hacerse es fortalecer la institucionalidad vigente y no crear normas paralelas que, en definitiva, sólo crearán confusión respecto ante qué organismo deberá rendirse cuenta. En relación con el nuevo artículo 4°, dijo no estar segura de aprobar una idea tal, ya que ello podría conducir a entrampar el aumento de las subvenciones. Con relación al financiamiento compartido, señaló que mientras no exista la certeza que con los dineros entregados a título de subvención se hayan alcanzado niveles óptimos de financiamiento, no parece conveniente frenar a las familias la posibilidad de aportar a la educación de sus hijos.

Por último, reiteró la necesidad de aprobar prontamente la iniciativa en estudio, dado el acuerdo existente entre los Parlamentarios respecto a la necesidad de aumentarla y la insuficiencia de recursos con los que cuenta actualmente la educación en nuestro país.

El señor Ministro de Educación, tras escuchar los comentarios, inquietudes y preguntas formuladas por los Honorables Senadores presentes, intervino nuevamente.

En primer lugar, refiriéndose a la no variación de los recursos entregados a título de subvención para la educación de adultos, señaló que, en opinión del Ministerio que representa, el financiamiento actual en términos prácticos no requiere de grandes alzas. Además, puntualizó que dado que se busca privilegiar a niños y jóvenes, el proyecto debiera limitarse a avanzar en esa línea. Añadió que la educación de adultos en parte descansa sobre la infraestructura escolar y, en consecuencia, no se descarta que más tarde se requiera incrementar los recursos. A mayor abundamiento, hizo notar que los problemas de la educación de adultos más que de financiamiento son de otra índole.

En la misma línea argumental y deteniéndose en la no variación de los recursos para las necesidades educativas especiales transitorias, indicó que el diagnóstico respecto de la realidad de ella no es auspicioso, razón por la cual el Mineduc está estudiando a cabalidad este escenario antes de proponer aumentos de recursos para ella.

En consecuencia, tras explicar ambos casos, sentenció que no es el momento para proponer aumentos para estas dos ramas de la educación.

Por otro lado, aludiendo al nuevo artículo 4°, puso de manifiesto que el precepto legal establece de manera clara y precisa que los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Parlamento deberán fundarse en los resultados del estudio y en las recomendaciones del informe elaborado por un grupo de expertos independientes. Ello, sostuvo, deja sin la suficiente autonomía tanto al poder Ejecutivo como Legislativo en la materia. Dejó claramente establecido que el Gobierno no tiene inconveniente alguno en que existan este tipo de estudios, mas no que ellos sean fundamento del aumento de la subvención. 

Refiriéndose al planteamiento de congelar nominalmente el financiamiento compartido, hizo ver que, en su opinión, existe una equivocación. Puntualizó que el proyecto aumenta las subvenciones por vía de los factores más que por la vía de la unidad de subvención educativa y, por lo tanto, en términos relativos el financiamiento compartido pasa a ser menos importante. Sin embargo, remarcó que la indicación presentada en la Honorable Cámara de Diputados no hace sino establecer un congelamiento definitivo del financiamiento compartido lo que no parece apropiado puesto que hace desaparecer en el tiempo el financiamiento compartido y no sólo disminuir su importancia.

A mayor abundamiento, insistió en que en opinión del Ejecutivo la indicación es inadmisible toda vez que, por un lado, si se congela en términos legales el financiamiento compartido será el Estado quien deberá suplementar los recursos y, por otro, porque el financiamiento compartido tiene un descuento a la subvención lo que en la práctica supone un menor ahorro para el Estado, involucrando un gasto adicional para el mismo. En definitiva, sentenció, impone una obligación al Ejecutivo de mayor gasto, cuestión que requiere el patrocinio del Ejecutivo.

En otro orden de consideraciones y aludiendo a la fiscalización de los recursos, temas destacados por los Honorables Senadores señores Cantero y Quintana, aseveró que el Gobierno comparte la preocupación expresada, razón por la cual la fiscalización ha aumentado de manera considerable el último tiempo. No obstante, recalcó que la institucionalidad creada por medio de la ley N° 20.529, que introduce a la legislación la Agencia de Aseguramiento de la Calidad y Superintendencia de Educación, tiene las herramientas suficientes para fiscalizar y garantizar que los recursos se destinen para los fines a los que fueron pensados y se haga una utilización transparente de los mismo. En este sentido, recordó que el cuerpo legal aludido exige una ficha en donde quedarán claramente establecidos los ingresos, los gastos y los excedentes de estas instituciones y, en consecuencia, lejos estarán los nuevos recursos allegados a la educación de caer en un barril sin fondos.

En otra línea, deteniéndose en la inquietud manifestada por el Honorable Senador señor Cantero en orden a que se plasmen en la ley las aspiraciones del Estado en materia educacional, sostuvo que sin duda existe preocupación del Gobierno en plasmar estos estándares, pero que en el proyecto en concreto sólo se busca aumentar las subvenciones destinada a pre-kínder y kínder, de manera de hacerla lo más equitativa posible, acrecentar y hacer ciertos ajustes a la SEP y continuar con el aumento de la subvención general.

- - -


A continuación la Comisión analizó el procedimiento a utilizar para los efectos de proseguir la discusión en general de este proyecto de ley.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio hizo presente la necesidad de recibir en audiencia a los señores Gregory Elacqua y Pedro Montt a fin de que ilustraran a la Comisión acerca de la forma de relacionar el aumento de las subvenciones con la disminución del financiamiento compartido.

El señor Ministro de Educación, por su lado, intervino nuevamente para solicitar a los integrantes de la instancia aprobar en general el proyecto en discusión y luego, durante la discusión en particular, escuchar las opiniones de expertos sobre el tema.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Quintana propuso votar en general la iniciativa de ley luego de votar aquélla que pone fin al lucro en la educación con recursos fiscales (Boletín 7.856-04), dado que, aseguró, será la única manera de evitar que se lucre con los nuevos recursos. Afirmó que los mecanismos de control que contempla la Superintendencia de Educación no resultan suficientes para poner fin a estos abusos.

La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, propuso escuchar las opiniones de expertos sobre la materia durante la discusión en particular del proyecto de ley o bien continuar en la próxima sesión con la audiencia de los expertos y luego votarlo. Puso énfasis en que los fondos destinados al incrementos de las subvenciones están ya aprobados y pueden comenzar a utilizarse a partir de junio del año en curso y que las discrepancias entre los integrantes de la Comisión no apuntan hacia el fondo del proyecto, sino que dicen relación con las indicaciones aprobadas en la Cámara de Diputados.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio solicitó a los integrantes de la Comisión tomar el tiempo necesario para la discusión del proyecto y escuchar los planteamientos de expertos antes de votar en general la iniciativa.

Finalmente, en relación con la idea planteada por el Honorable Senador señor Quintana, remarcó que es necesario analizar cada proyecto de ley por separado, dado que ligar iniciativas en la práctica sólo conduce a confundir el escenario legislativo.


Tomando en cuenta los planteamientos precedentemente transcritos, y con el objeto de contar con mayores antecedentes respecto de los efectos de esta iniciativa de ley y de sus implicancias, la Comisión acordó invitar a algunos expertos con el objeto de conocer su opinión en relación con este proyecto de ley y con los aspectos involucrados en el mismo. En ese sentido, se acordó invitar a los señalados señores Elacqua y Montt, como así también al Secretario Ejecutivo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Jaime Bellolio.


De esta manera, en la sesión siguiente, se escuchó, en primer término, al señor Jaime Bellolio, quien recordó los fundamentos en los que descansa el derecho a la educación de conformidad a nuestra Carta Fundamental. Hizo notar que las personas tienen derechos que emanan de la dignidad del ser humano, los que Estado tiene el deber de reconocer y garantizar. Asimismo, hizo hincapié en que el Estado está al servicio de la persona humana y que el desarrollo, el bienestar y el progreso vienen de las personas y sus propios talentos, y no del Estado. Sin perjuicio de lo anterior, puntualizó que a éste, subsidiariamente, le corresponde ayudar a que las personas puedan alcanzar ese bienestar, tanto en lo material como en lo espiritual, poniendo especial énfasis en aquellos que viven en condiciones de pobreza e indigencia. En este rol, agregó, el Estado debe promover la igualdad de oportunidades, no obstante las naturales y legítimas diferencias entre las personas.
 
Aseveró que lo anterior es especialmente importante en materia de Educación, pues ella ocupa un sitial de indiscutida importancia en la vida de todo ser humano, no tan sólo por la entrega de conocimientos y destrezas que permiten desenvolverse en el mundo e ingresar plenamente a la vida en comunidad, sino también porque permite el máximo desarrollo de las potencialidades de cada persona, tanto humana, intelectual y espiritualmente. A mayor abundamiento, indicó, busca formar ciudadanos libres y debe ofrecer oportunidades de manera equitativa.

Tras recordar los fundamentos mencionados, señaló que, a la luz de ellos, evaluaría la iniciativa legal en debate.

Comenzó por explicar que los sistemas de subvención a la demanda, como el expresado en este proyecto de ley, tienen múltiples objetivos. En primer lugar, reconocer que cada niño es distinto y que nadie conoce mejor que sus padres cuáles son sus necesidades, entregándoles en consecuencia a éstos la posibilidad de elegir el programa educacional más adecuado. En segundo lugar, permitir que los padres que deseen gastar más en la educación de sus hijos puedan hacerlo. En tercer lugar, incentivar la eficiencia en el uso de los recursos por medio del aumento de competencia y, por último, fomentar la asistencia al colegio por parte de los niños. 

Agregó que el grado en el cual los objetivos anteriormente mencionados se cumplirán dependerá, en palabras de Mark Blaug, 
de los tipos de escuelas en las que se puede utilizar el voucher, de la opción de adicionar dinero por parte de los padres, de las variaciones de valor del voucher y de las restricciones que se pongan sobre los colegios en que pueden utilizar.

Puso de relieve que la fórmula para alcanzar una experiencia exitosa de un modelo de voucher en condiciones de alta vulnerabilidad no existe, pero que existe eso si un principio básico que debe ser respetado, cual es que “no existen excusas”. Explicó que el principio anterior significa que pese a que los alumnos a los que va dirigido son muy pobres, que sus padres en su mayoría no terminaron la educación, que viven en condiciones de hacinamiento y que su aprendizaje resulta mucho más difícil, no constituyen razones suficientes para que esos niños no puedan aprender y tener una educación de calidad. 

Complementando la idea anterior, apuntó que la experiencia internacional, especialmente la norteamericana, advierte que existen ciertos pilares fundamentales para lograr una educación de calidad. En primer lugar, tener una visión claramente definida lo de lo se espera alcanzar, es decir, tener claro hacia dónde deben orientarse los resultados de educación. En segundo lugar, poner el foco en el aprendizaje, de lo contrario, sentenció, el profesor no enseña, sólo cuenta, habla o actúa. Añadió, además, que debe haber mediciones acerca de cuánto aprenden los niños y cómo enseñan los profesores a fin de evaluar los resultados.
En tercer lugar, la autonomía y rendición de cuentas. Sobre el particular, explicó que las escuelas deben hacerse responsables de sus resultados, y para ello, deben tener el poder de tomar decisiones en materia de mallas curriculares, presupuesto, recursos humanos, profesores e incentivos. Además, sostuvo que debieran rendir cuenta de manera transparente y tener un buen director de colegio. En cuarto lugar, grandes expectativas, aunque acotó que pueden ser expectativas mediocres, pero alcanzadas. En quinto lugar, sentido de propiedad, ya que cuando padres, alumnos y profesores sienten que la escuela es suya están dispuestos a hacer esfuerzos extra. En sexto lugar, escuelas “pequeñas”, en donde se cree un sentido de comunidad y en donde haya respeto mutuo entre todas las partes y un ambiente adecuado.

En otro orden de consideraciones, deteniéndose en el modelo chileno, aseveró que éste presenta algunos inconvenientes, ya que, por un lado, están limitados los establecimientos en que se puede utilizar el voucher y, por otro, que él varía de valor según las diferencias de costo. En relación con la competencia, sostuvo que todos los trabajos que utilizan información reciente encuentran efectos positivos y significativos de diferentes medidas de competencia sobre los resultados educativos de los colegios
, es decir, muestran que la competencia ha aumentado la calidad de los establecimientos. Añadió que el efecto de la competencia es positivo tanto para los colegios municipales como para los subvencionados, pero es mayor para los segundos y que se plantea que la menor respuesta por parte de los primeros se debe a su restricción presupuestaria “blanda” (cuando tienen pérdidas recurren al municipio), a que sus ingresos están desligados del desempeño y a la excesiva rigidez en el manejo de recursos.

Asimismo, enfatizó que si el costo de educar depende del capital humano inicial de los niños y el nivel de subvención es uniforme, habrá un incentivo a segmentar, es decir, a no aceptar a aquellos estudiantes cuyo costo está por encima de la subvención. Sin embargo recordó que la Ley de Subvención Escolar Preferencial buscó atacar esa realidad, trayendo como consecuencia mayor heterogeneidad en los establecimientos particulares subvencionados y permitiendo disminuir la brecha entre aquellos alumnos pertenecientes a un nivel socioeconómico alto y aquellos provenientes de uno bajo.

Refiriéndose al costo que supone la educación, remarcó que si bien la subvención actual no alcanza para cubrirlo, ya que la mitad de los colegios tiene un costo por alumno mayor al monto de ella, algunos colegios han logrado estándares de calidad. Más, agregó que cuando se incorpora el costo de capital de las escuelas particulares subvencionadas, ninguna de ellas es capaz de cubrirlo con la subvención. 

Seguidamente, el señor Bellolio, analizó el proyecto de ley en estudio. Recordó que éste propone aumentar de manera sustancial la subvención para la educación parvularia, incrementar la subvención preferencial para los alumnos prioritarios y aumentar de la subvención regular para todos los alumnos del país. Puntualizó que tras su aprobación, la subvención regular alcanzaría $ 55.000 aproximándose así a los $ 67.000 que esta tipo de educación supone y que si a ello se suma la nueva subvención escolar preferencial el monto sería de $ 92.000 por alumno.

Por último formuló ciertas observaciones y recomendaciones en relación con la iniciativa legal. En ese marco, señaló que el sistema de subvención a la demanda ha demostrado ser efectivo en nuestro país, pero que su efecto se ha visto limitado en el sector público por las múltiples restricciones a las que éste está sujeto. Asimismo, afirmó que es necesario avanzar en mejorar la capacidad de reacción del sector público para disminuir la brecha de resultados entre los distintos tipos de establecimientos, más que insertar restricciones al sector particular subvencionado, como es limitar su número, congelar sus montos de financiamiento compartido e impedir el aporte adicional por parte de los padres, ya que ello reducirá su capacidad de reacción a la competencia y hará retroceder al país en calidad. Agregó que es necesario resolver el problema de la segregación y los falsos precios que se derivan de la baja relación que existe entre el monto de la subvención y el costo de educar a cada niño en particular y puntualizó que si bien la SEP avanza en esta dirección, su gran discrecionalidad no permite resolver totalmente el problema.

En seguida, la Comisión escuchó al Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía de la Universidad Diego Portales, señor Gregory Elacqua quien afirmó que si bien el aumento de las subvenciones propuesto en la iniciativa de ley en informe constituye un avance en la materia, aún se está lejos de alcanzar los montos que se requieren para aproximarse a los estándares internacionales de los países de la OCDE a los cuales se debiera aspirar.

Sin perjuicio de lo anterior, puntualizó que su exposición, y la del señor Montt, sólo se referirían al financiamiento compartido, que es uno de los aspectos que regula la iniciativa.

Refiriéndose a los antecedentes del sistema de financiamiento compartido señaló que él tuvo su origen en la ley N° 18.768, de 1989, que permitió a los padres hacer aportes voluntarios al establecimiento. Agregó que, más tarde, el año 1993, la ley N° 19.247 autorizó a los establecimientos particulares subvencionados de todos los niveles y a los municipales de educación media a realizar un cobro obligatorio a las familias y estableció un descuento progresivo sobre los recursos recibidos a través de la subvención. Posteriormente, la ley N° 19.532, de 1999, estableció la obligatoriedad de contar con un sistema de becas que permitiera el acceso de estudiantes con menor capacidad de pago. Informó que estas leyes mencionadas se encuentran vigentes, y precisó que la Ley de Subvención Escolar Preferencial, por su parte, impide a los colegios que firman el convenio cobrar a los padres de los alumnos prioritarios. 

En lo que se refiere al sistema de financiamiento compartido, hizo presente que quienes están a favor de su existencia argumentan que existe una mala focalización del gasto en subvenciones, ya que padres que tienen alta capacidad de pago reciben educación gratuita, y que gracias a él se pueden aumentar los recursos disponibles para las escuelas lo que debiera llevar a un incremento de los resultados educativos. Asimismo, añadió, se señala que los recursos adicionales pueden ser utilizados de manera flexible, lo que debiera llevar a una asignación más eficiente de los mismos y que pagar por la educación de sus hijos lleva a los padres a participar más en el proceso educativo. 

Por otra parte, añadió, quienes están en contra de este sistema, sostienen que implanta la segmentación al interior del sector particular subvencionado al introducir una diferenciación de precios, lo que no se condice con el principio de que la educación es un derecho, razón por la cual resulta improcedente.

Refiriéndose a la evolución experimentada por el sistema de financiamiento compartido desde el año 1993 a la fecha, señaló que en la actualidad cerca de 2.300 establecimientos lo cobran y el 95% de ellos son particulares subvencionados. Añadió que 1.300.000 alumnos efectúan este copago, lo que corresponde al 94% de la matrícula de la educación particular subvencionada. Asimismo, agregó que se advierte un aumento de un 200% en términos reales en el cobro, ya que mientras en 1993 un alumno pagaba cerca de $ 5.000 hoy la cifra ha aumentado hasta los $ 18.000. Además, hizo ver que la mitad de los establecimientos subvencionados son gratuitos, que sólo el 20% de los alumnos de ese sector asiste a este tipo de establecimientos y que sólo un 10% de la matrícula total paga más de $ 30.000 mensuales. Puntualizó, asimismo, que la mayoría de los estudiantes que asiste a estos establecimientos paga menos de $ 8.500.

En este mismo orden de consideraciones, recalcó que es posible observar un fuerte crecimiento de los recursos aportados a título de financiamiento compartido en el sector particular subvencionado entre los años 1994 y 2010. En efecto, manifestó, actualmente se aportan cerca de US $ 500 millones por este concepto, lo que equivale al 40% de los recursos del sector particular subvencionado, lo que demuestra que este sector depende en la actualidad de estos recursos.

A continuación, se refirió a los efectos que ha producido el financiamiento compartido en consideración a la estructura del financiamiento del sistema escolar, de la calidad y de la segregación.

En cuanto a la estructura del financiamiento del sistema escolar, hizo presente que el financiamiento compartido es inconsistente con la lógica de que los estudiantes de menor nivel socioeconómico son más costosos de educar. Explicó que lo anterior ocurre dado que focaliza recursos adicionales a los alumnos que menos lo necesitan y que aunque reduce la brecha de recursos con respecto a los establecimientos particulares pagados, introduce diferencias al interior del sector subvencionado. Agregó que si bien es cierto que la subvención escolar preferencial genera un cambio importante en la pendiente de la curva de financiamiento al entregar mayores recursos a los alumnos prioritarios, quedan los alumnos provenientes de un sector socioeconómico medio recibiendo menos que aquéllos que provienen de un sector alto, dada la existencia del financiamiento compartido. Puso de relieve, en consecuencia, que si bien la focalización de la subvención escolar preferencial ha alcanzado sus objetivos, se observa una mala focalización de los recursos entre los sectores medio y alto. A mayor abundamiento, calificó de regresivo al financiamiento compartido al aumentar los recursos para aquellos que no lo necesitan.


En lo que se refiere a la relación entre el financiamiento compartido y los resultados en calidad de la educación, enfatizó que el propósito original del sistema no ha dado los frutos esperados. En efecto, señaló que no existe evidencia de que este sistema haya generado efectos de una magnitud relevante en los resultados académicos. Así, precisó, lo demuestran los estudios de Bravo y Quintanilla de 2002, Anand, Mizala y Repetto en 2009 y Mizala y Torche en 2012. Agregó que si se observa la brecha en resultados brutos entre un colegio con financiamiento compartido y uno gratuito, la brecha es de sólo 17 puntos en Simce.

En una tercera línea de análisis, la referida a los efectos del sistema en la segregación, señaló que la evidencia indica que el financiamiento compartido ha exacerbado la segregación escolar. Así, puntualizó, lo demuestran los estudios de Valenzuela, Bellei y de los Ríos realizado en 2009 y el de su autoría en 2012. Añadió que en los colegios municipales, el 52% de los alumnos son prioritarios, en los particulares subvencionados sin financiamiento compartido el 50%, mientras que en los particulares subvencionados con financiamiento compartido sólo lo es el 21%. Asimismo, enfatizó que el 50% de estos últimos colegios no tiene alumnos vulnerables lo que releva que ellos, en la realidad, se concentran en unos pocos. 

En el mismo contexto anterior, hizo ver que una de las principales consecuencias de la segmentación es que ella reduce la competencia por los estudiantes. Así, sostuvo, lo demuestran la realidad vivida en Temuco y en Santiago, en donde el hecho de que un colegio cobre hace aumentar la segregación.
 

El Director del Centro de Estudios para el Desarrollo, señor Pedro Montt, complementando y continuando la exposición del señor Elacqua, sentenció que no existen evidencias que demuestren impactos significativos del financiamiento compartido en materia de calidad. En cambio, agregó, se ha exacerbado la segregación socioeconómica, al operar el cobro como mecanismo de selección que permite a las escuelas elegir el tipo de alumno que quiere educar y a las familias elegir por nivel socioeconómico. Asimismo, remarcó que ha provocado una opinión negativa de los apoderados. Sobre el particular informó que la VIII Encuesta de Actores del Sistema Educativo 2010 del CIDE demuestra que el 57% de los padres que pagan financiamiento elige el colegio asumiendo que ello genera desigualdades sociales y educativas y sólo la mitad de los que pagan creen que estos recursos adicionales mejoran las oportunidades de aprendizaje de sus hijos. Añadió, además, que en la encuesta nacional a padres y apoderados reportada por el Centro de Democracia y Comunidad en marzo de 2012, un 52% de los apoderados dijo estar de acuerdo con eliminarlo.

Tras advertir las lamentables consecuencias que ha traído el financiamiento compartido, hizo ver la necesidad de eliminarlo, reemplazando los recursos adicionales que introduce y manteniendo la focalización del gasto en los estudiantes más vulnerables. Para ello, dijo, se hace necesario adoptar ciertas medidas a corto y otras a largo plazo para sustituir los importantes recursos que se reciben. 

Dentro de las primeras, mencionó que debiera crearse la subvención escolar de clase media, dado que ella impediría el pago de financiamiento compartido. A ello, agregó, debiera sumarse el aumento de la subvención escolar preferencial. Añadió que la subvención escolar de clase media debiera ir en sintonía con una eliminación progresiva del cobro del financiamiento compartido. Otra medida, puntualizó, consistiría en la eliminación de la indexación del financiamiento compartido a 4 USE, tal como lo propuso un grupo de Diputados durante el primer trámite constitucional del proyecto en estudio. Asimismo, planteó que debiera hacerse obligatoria la subvención escolar preferencial.

A largo plazo, en tanto, destacó que debiera aumentarse la subvención base y la subvención escolar preferencial, de manera de reemplazar totalmente los recursos del financiamiento compartido y permitir que la educación escolar sea gratuita.

Por otro lado, refiriéndose al impacto que tendría el desindexar el financiamiento compartido, señaló que separar el valor techo de este aporte de la USE es una primera medida que actúa corrigiendo los efectos negativos del financiamiento compartido ya señalados. Enfatizó que un techo alto como el que se propone en la iniciativa de ley en informe, que alcanza los $ 80.000, no afecta a los establecimientos que hoy lo cobran y, al mismo tiempo, pone un horizonte y límites a estos cobros. Añadió que por consistencia se debe entender que el cambio propuesto implica traducir a pesos los actuales tramos de descuento en el pago de la subvención general, según el aporte de los padres. Ello, precisó, se encuentra normado en los artículos 25 y 27 de la ley de subvenciones.

Finalmente, puso de relieve que si se implementara la subvención escolar de clase media y se aumentara la SEP se contribuiría a congelar el financiamiento compartido. Agregó que estas medidas permitirán eliminar las diferencias y hacer más equitativo el sistema de financiamiento, permitiéndole cumplir la función de aportar en mayor medida en donde más se requiere y menos donde existe menor necesidad. 

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció el uso de la palabra a los miembros de la Comisión presentes en la sesión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó al señor Bellolio respecto de las propuestas formuladas por los señores Elacqua y Montt. Asimismo, preguntó al señor Ministro de Educación acerca de la oportunidad en que el Ejecutivo ingresaría la iniciativa de ley que implementa la subvención escolar para la clase media, medida que, recordó, constituyó una de las promesas del ex Ministro de Educación, señor Joaquín Lavín. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero hizo notar que la educación media ofrece una formación general común y formaciones diferenciadas entre las que se encuentra la formación científico-humanista, la técnico-profesional y la artística. Hizo ver que estos últimos establecimientos representan en la actualidad una matrícula cercana a los 22.000 estudiantes y que la subvención con la que cuentan resulta insuficiente para lograr una educación realmente de calidad. En consecuencia, consultó si estaba dentro de los planes del Gobierno la creación de una subvención artística de manera de reconocer este tipo de educación.

El señor Ministro de Educación, refiriéndose a las intervenciones de los señores Elacqua y Montt, puso de relieve que, según se desprende de sus exposiciones, el financiamiento compartido no ha traído aumentos significativos en materia de calidad de la educación. Sin embargo, puntualizó, tampoco se observa un comportamiento negativo asociado a él. Sostuvo que la segregación en materia escolar es probablemente consecuencia de la segmentación de la sociedad y, además, que los estudios demuestran que ella ha disminuido en los últimos años. A mayor abundamiento, notó que la evidencia no permite concluir que la introducción del financiamiento compartido ha aumentado la segregación. 

En otro orden de consideraciones, afirmó que este financiamiento máximo representa cada día una proporción menor de la subvención. En efecto, informó, la brecha el año 2002 entre el gasto en subvención y el financiamiento compartido máximo era de 78% y en 2011 de 4%. Además, sentenció que si se observa la conducta de los establecimientos respecto de él, éste ha disminuido de un 32 a un 26%, lo que demuestra su pérdida de importancia en el financiamiento total de la educación chilena. Explicó que la razón de ello descansa en que se ha privilegiado el aumento de las subvenciones por la vía de los factores y no por aumento de la USE.

En el mismo orden de ideas, aseguró que en relación con el tema existen diversos factores que deben ser ponderados adecuadamente. Precisó que el valor que se otorga a que los padres puedan aportar a la educación de sus hijos es de inmensa relevancia en opinión del Ministerio. Además, dijo que de lo contrario no se entendería por qué los padres de los alumnos que asisten a la educación particular pagada pueden aportar a la educación de sus hijos y los de los que asisten a este tipo de establecimientos no pueden hacerlo. A mayor abundamiento, agregó que la situación sería distinta si los costos aparejados al financiamiento compartido fuesen grandes para la educación chilena y no sólo riesgos que pueden ser atenuados por medio de la SEP y de la subvención escolar para la clase media.

Asimismo, hizo saber que el Ministerio que representa está consciente del problema que afecta a la clase media en materia escolar y que consiste en que tiene una subvención más pequeña que los grupos medios-altos y los vulnerables. Aseguró que para ello presentarán el proyecto de ley sobre subvención escolar para la clase media, en el que están trabajando.

Por otra parte, deteniéndose en la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Cantero, sostuvo que el Ministerio esta consiente del problema que existe con la enseñanza de las artes y para ello está realizando un estudio que permita definir con certeza cuál sería la subvención adecuada para este sector.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer puso de relieve, como lo expusiera el señor Ministro de Educación, que la segregación observada en los establecimientos educacionales solamente es la consecuencia de la segregación residencial de la sociedad chilena.

Por otra parte, dijo no compartir la idea de eliminar el financiamiento compartido toda vez que, aseguró, limita la libertad de los padres para contribuir en la educación de sus hijos. Agregó que si los padres de los alumnos de los establecimientos particulares pagados pueden hacerlo no existen razones para impedírselo a los de los colegios subvencionados. Además, aseveró, no existe inconveniente alguno en que los padres con mejor situación económica puedan incrementar los recursos que entrega el Estado por medio de la subvención a través de este sistema de financiamiento y consideró conveniente mantener una estructura progresiva en que no se obligue a aportar a quienes no pueden hacerlo y sea el Estado el que deba efectuar el financiamiento correspondiente, en tanto que quienes puedan y quieran hacerlo tengan la posibilidad de aportar en la medida de sus capacidades.

En la misma línea argumental, destacó que el problema principal no pasa por el financiamiento compartido, sino por el hecho que la subvención es aún muy baja, cuestión que viene a solucionar, en gran medida, el proyecto de ley en informe. 

Insistiendo en sus planteamientos, señaló que el tema central no radica en congelar el financiamiento compartido, sino en aumentar las subvenciones y, en especial, la de aquéllos que son más pobres y requieren mayores recursos para su educación, de manera de posibilitar su acercamiento a la realidad de los colegios particulares pagados. Añadió que, probablemente, esta figura llegará a su fin cuando la subvención haya alcanzado su nivel óptimo para garantizar educación de calidad, pero que mientras ello no ocurra no existen fundamentos para tratar de imponer ese sistema discriminatorio en que la clase media no pueda aportar a la educación de sus hijos porque existe una subvención de por medio.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, intervino nuevamente para resaltar el debate desarrollado por la Comisión con ocasión de la discusión de esta iniciativa legal  y puso de relieve que Chile es un país segregado y segmentado y que el problema adicional que se presenta es que, en general, la población acepta y busca esa realidad. Puntualizó que muchas veces las personas hacen lo posible para contribuir en la educación de sus hijos para evitar que asistan a la educación municipal. Agregó que las alternativas frente a esta problemática consisten en asumirla o bien corregirla por medio de las políticas públicas. En su concepto, añadió, es proclive a esta segunda alternativa y agregó que una buena herramienta para ello sería la subvención escolar para la clase media, que superara el criterio de la focalización y alcanzara un mayor número de alumnos, de manera de lograr un criterio más universal. Además, recordó que como los establecimientos acreedores de este tipo de subvención no podrían cobrar financiamiento compartido, éste comenzaría a desaparecer.

En otro orden de consideraciones, apunto la necesidad de diseñar algún sistema de financiamiento basal para la educación pública tanto pre básica, básica y media que permita asegurar su vigencia y su calidad en nuestro país.

A la luz de las intervenciones anteriores, Honorable Senador señor Cantero, puso de relieve que a lo largo de la discusión de este proyecto no se han considerado los activos sociales componentes básicos del desarrollo humano como son el capital social, el cognitivo, humano, institucional ni el sicosocial. Explicó que cuando se vive en un país en donde no existen elementos que hagan sentirse solidario en él, el resultado es el desastre social que experimenta el país en la actualidad. Añadió que los bienes públicos han perdido valor en nuestra comunidad y que ciertos elementos son constitutivos de la sociedad y no pueden ser olvidados, porque de lo contrario se continuará con las asimetrías vistas hasta ahora.

En ese mismo orden de ideas, fue enfático en sostener que los bienes públicos son de responsabilidad del Estado tanto en su provisión como en su garantía y que ello no impide, no obstante, que los padres puedan aportar en aspectos complementarios a la educación. Sentenció que la discusión acerca del modelo educativo requiere de nuevos aires que permitan superar los aspectos meramente numéricos y logren una mirada enfocada en el desarrollo humano. Apuntó que de no alcanzarse ese cambio, lo más probable será que en el futuro se mantenga el estatus existe en la actualidad.

Concluyó su intervención afirmando su valoración al aumento de las subvenciones propuestas y destacando también que poco a poco logra alcanzarse mayor claridad respecto al monto que supone el otorgar una educación de calidad. Añadió que ello debiera dejarse claramente plasmado y dejar también establecido aquéllos aspectos complementarios que requiere la educación.

Seguidamente, el Secretario Ejecutivo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Jaime Bellolio, refiriéndose a la intervención del Honorable Senador señor Cantero, hizo presente que decidió dedicar su  primera exposición a referirse al modelo estadounidense, precisamente, porque en él se planteó el objetivo de alcanzar educación de calidad, pero sin limitarlo a pruebas estandarizadas. Sobre este último punto, enfatizó que se ha identificado la voz calidad con Simce, en circunstancias que los padres al decidir enviar a sus hijos a colegios particulares subvencionados no sólo lo hacen por este factor, sino también por otros como la disciplina que les enseñan, los valores que reciben y por la permanencia en la provisión.

En cuanto a los planteamientos del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo patente que el mejor aporte basal para la educación escolar es la subvención escolar preferencial, porque en la medida en que se atienda a los estudiantes más vulnerables se alcanzarán mayores recursos. Notó que las escuelas subvencionadas que reciben alumnos pobres cuentan con menos dineros para la educación dado que ellas deben financiar, por ejemplo, la infraestructura que los alberga.

Fuera de ello, deteniéndose en la intervención de los señores Elacqua y Montt, sostuvo que entre el financiamiento compartido y la segregación no existe una relación de causa a efecto sino, simplemente, una correlación. Además, indicó que el problema no radica en la segregación que se vive en el país sino en la movilidad social que se pueda alcanzar gracias a los talentos y méritos de cada uno. Ahondando en sus planteamientos, manifestó que, según un estudio realizado por el Presidente del Panel de Expertos convocado por el Ejecutivo para el análisis y recomendaciones para el sistema de financiamiento estudiantil, señor Ricardo Paredes, las escuelas subvencionadas han demostrado un efecto positivo y significativo.

Continuando con el punto anterior, agregó que si la idea es aumentar la competencia debieran aumentarse los controles para los establecimientos de manera de asegurar el logro de los resultados esperados.

Finalmente, puso de relieve que si bien es cierto que en nuestro país existe segregación,  no corresponde al Estado corregirla sino que a las personas perfeccionarse en sociedad, porque de lo contrario se corre el riesgo de caer en el totalitarismo.

Posteriormente, el Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía de la Universidad Diego Portales, señor Gregory Elacqua, recalcó que la decisión de un colegio incorporarse al sistema de la subvención escolar preferencial no significa que no pueda cobrar financiamiento compartido, sino simplemente que no puede hacerlo respecto de los alumnos prioritarios.

Seguidamente, efectuó algunos comentarios respecto de los juicios expuestos por señor Ministro de Educación. Sobre el particular, sostuvo que de conformidad a los datos con los que se cuenta no se puede concluir que el financiamiento compartido haya aumentado la segregación, puesto que no se tiene la información respecto a la realidad imperante antes de su entrada en vigencia. Sin embargo, puntualizó que el escenario actual advierte una enorme segregación que ha disminuido el último tiempo dada la entrada en vigencia de la ley de subvención escolar preferencial.

A continuación, se refirió a la calidad de la educación. En este contexto, recordó que Chile es uno de los países que más ha mejorado en la prueba Pisa entre 2000 y 2009 y que los resultados Simce muestran la misma tendencia. Sin embargo, precisó que el avance en calidad se ha dado principalmente en los segmentos más bajos que no pagan financiamiento compartido. Frente a ello observó que la pregunta que debe formularse es por qué el financiamiento compartido no está mejorando sustantivamente la calidad mientras que la subvención escolar preferencial sí lo está haciendo.

Por último, se refirió a los planteamientos expuestos por la Honorable Senadora señora Von Baer respecto a que a los padres no se les puede impedir aportar en la educación de sus hijos por medio del financiamiento compartido al igual como lo hacen los apoderados de los establecimientos pagados. Apuntó que muchas veces los padres racionalmente buscan algo mejor para sus hijos que a veces es la segregación misma, porque simplemente quieren que sus hijos se eduquen en un mejor ambiente. Acotó que si bien esa decisión privada es plausible, está generando graves inconvenientes de segmentación en la sociedad que el Estado no puede pasar por alto.

El Director del Centro de Estudios para el Desarrollo, señor Pedro Montt, en tanto, quiso hacer notar que en todos los sistemas escolares los padres buscan distinguirse y tratar de identificarse con aquéllos que siente como iguales, porque, entre otras cosas, aseveró, la educación tiene un efecto que supera el mero aprendizaje y que tiene que ver con la ganancia de capital social, dado que en ellos se generan redes y otros valores que los padres quieren alcanzar. A la luz de lo anterior, finalizó su intervención poniendo de relieve que es deber del Estado tratar de establecer mínimos comunes para beneficiar otros bienes sociales como la cohesión social, la inclusión y la incorporación de distintas perspectivas en la experiencia escolar.

- - -


A la luz de las intervenciones anteriores, y del intercambio de ideas habido en el seno de la Comisión, el señor Presidente de la misma dio por cerrada la discusión en general de esta iniciativa y la puso en votación.


Puesto en votación en general el proyecto de ley en informe, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero y Walker, don Ignacio, por los fundamentos expuestos precedentemente en este informe, aprobó en general la iniciativa de ley.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad a lo anterior, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os  propone aprobar en general el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados,  el que se transcribe literalmente a continuación:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 20.248, que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial de la siguiente forma:

Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en U.S.E., contenido en el artículo 14, por el siguiente:


	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A:

Establecimientos educacionales autónomos
	1,694
	1,694
	1,129
	1,129

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,847
	0,847
	0,5645
	0,5645


2) Reemplázase el cuadro del artículo 16, por el siguiente:


	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del Establecimiento Educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° año básico (U.S.E.)
	5° y 6° año básico (U.S.E.)
	7° y 8° año básico (U.S.E.)
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media (U.S.E.)

	60% o más
	0,302
	0,302
	0,202
	0,202

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,269
	0,179
	0,179

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,202
	0,134
	0,134

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,118
	0,078
	0,078



3) Reemplázase el inciso tercero del artículo 20 por el siguiente:


“Este aporte adicional será de 0,847 U.S.E. por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 6º año de la educación general básica; de 0,5645 U.S.E. por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica; y de 0,5645 U.S.E. por los alumnos que cursen desde el 1° hasta 4° año de enseñanza media.”.

4) Sustitúyese el artículo duodécimo transitorio por el siguiente:

“Artículo duodécimo.- Los niveles de 1° año de enseñanza media a 4° año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2013 con el 1° año de enseñanza media.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

1) Modifícase el artículo 9°, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

"Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 9° (incluye incrementos fijados por leyes Nos. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. por aplicación del factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación Parvularia (2° Nivel Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,81401
	0,17997
	1,99398

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,96884
	0,19546
	2,16430

	Educación Especial Diferencial
	5,79658
	0,59727
	6,39385

	Necesidades Edu-cativas Especiales de carácter Transitorio
	4,96143
	0,59727
	5,5587

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,19850
	0,21818
	2,41668

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,25842
	0,32402
	3,58244

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,54190
	0,25252
	2,79442

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,27993
	0,22634
	2,50627

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,71879
	0,13317
	1,85196

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,93046
	0,13317
	2,06363

	Educación Media Humanístico-Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,1371
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823


b) Sustitúyese el inciso noveno, por el siguiente:

"En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes N°s. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,52450
	0,24655
	2,77105

	Educación Media Humanístico-Científica
	3,01381
	0,29481
	3,30862

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	4,06671
	0,40013
	4,46684

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	3,18177
	0,31177
	3,49354

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,01381
	0,29481
	3,30862



Artículo 3°.- Los sostenedores de establecimientos particulares de enseñanza subvencionada por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de educación técnico profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley N° 3.166, de 1980, deberán informar al Ministerio de Educación, antes del último día de febrero de cada año, la nómina y monto de los aguinaldos, bonos y reajuste de remuneraciones que reciban cada uno de los trabajadores del respectivo establecimiento.



El Ministerio de Educación deberá enviar esta información a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, antes del 31 de marzo de cada año.





Artículo 4°.- El Ministerio de Educación conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, cada dos años, encargará a expertos independientes la realización de un estudio destinado a estimar el valor de una subvención escolar costo-efectiva para cada uno de los niveles y modalidades educativas de la educación regular. Dicho estudio podrá utilizar diversas modalidades de análisis empírico y, o prescriptivo a partir de tipologías de establecimientos educativos modelo.




El Ministerio de Educación deberá someter el estudio a que se refiere el inciso anterior a la consideración del Consejo Nacional de Educación quien emitirá, dentro del plazo de 45 días contado desde el requerimiento, un informe que contenga recomendaciones respecto de la pertinencia y oportunidad de posibles incrementos en el valor de las distintas subvenciones escolares de la educación regular.




Los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Parlamento deberán fundarse en los resultados del estudio y en las recomendaciones del informe a que se refieren los incisos anteriores. En caso de que los aumentos de subvenciones no recojan los resultados y, o recomendaciones se deberá justificar fundadamente dicha decisión.




A fin de garantizar que los estudios a que se refiere el inciso primero cuenten con la información necesaria para su realización, los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado y que sean seleccionados para efectos de los mismos deberán otorgar toda la información necesaria que sea requerida.




En caso de incumplir la obligación señalada en el inciso anterior, los establecimientos quedarán sujetos a las sanciones previstas en la ley N° 20.529 para el caso de establecimientos que dificultan o impiden la acción fiscalizadora de la Superintendencia de Educación.




La Superintendencia de Educación brindará el apoyo necesario a los expertos para la realización de los estudios, poniendo a disposición la información disponible y colaborando en el procesamiento de la información recabada con ocasión de los levantamientos efectuados.




Los estudios y el informe realizados de conformidad a este artículo deberán estar disponibles en la web del Ministerio de Educación y remitirse a la Comisión de Educación del Senado y la Cámara de Diputados, al inicio del año escolar inmediatamente siguiente a su emisión.




Artículo 5°.- Para sustituir en el inciso primero del artículo 24 del decreto con fuerza N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, la expresión "4 U.S.E."  por “$ 80.000”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia a contar del mes subsiguiente de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- El primer estudio que se realice de conformidad a lo prescrito en el artículo 4°, se realizará al inicio del año académico siguiente al de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo tercero.- El mayor gasto que represente esta ley durante el año 2012 se financiará con cargo a la partida 09 Ministerio de Educación,  del Presupuesto del Sector Público.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 12 de junio de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 18 de junio de 2012.



(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart

                            Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA LAS SUBVENCIONES DEL ESTADO A LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(8070-04)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones que celebró la Comisión asistieron los siguientes invitados:

Del Ministerio de Educación, el Ministro, señor Harald Beyer; el Subsecretario, señor Fernando Rojas; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Pablo Eguiguren; y los asesores, señores Raúl Figueroa y Matías Romero.

De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el abogado del Departamento Institucional Laboral, señor Patricio Espinoza.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las asesoras, señoritas Yussra Almeyda y Carol Parada. 

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.


De la Fundación Mis Talentos, la Directora, señora Isabel Zúñiga.


La asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha.

- - -


Cabe hacer presente que la iniciativa, que fuera analizada previamente por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, fue discutida por la Comisión de Hacienda sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley propone incrementar la subvención para el primer y el segundo nivel de transición de la educación parvularia, y la subvención escolar preferencial y de concentración por alumnos prioritarios. Además, propone continuar incrementando la subvención general, de manera de avanzar en la meta de duplicar la subvención. Finalmente, busca que los posibles aumentos de subvención que sugiera el Ejecutivo en el futuro se funden en estudios de la realidad y recomendaciones del Consejo Nacional de Educación.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro de Educación, señor Harald Beyer, efectuó una presentación del siguiente tenor:

Proyecto de ley que aumenta las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales

I. Objetivos del proyecto

1.- Aumento sustancial en la subvención para Pre-Kínder y Kínder.

2.- Aumento de la subvención preferencial para los alumnos prioritarios.

3.- Aumento de la subvención regular.
1.- Aumento sustancial en la subvención para PK y K.

- Aumento de un 18,5% real.

- Se une al 1,5% establecido en ley 20.501, suma un 20% real durante el gobierno del Presidente Piñera.

- Beneficia a 305 mil alumnos.

- Busca apoyar crecimiento de cobertura en Prekínder y Kínder.

	Monto Vigente
	Monto Propuesto

	$ 38.719
	$45.511


2.- Incremento de la Subvención Preferencial para los alumnos prioritarios.

- Subvención escolar preferencial beneficia al 40% más vulnerable de los estudiantes.

- Durante 2012 beneficia por primera vez a alumnos de 8° año básico, abarcando a 900 mil estudiantes.

- Actualmente, la Subvención Escolar Preferencial (SEP) tiene 3 valores diferentes según el nivel educacional:

Un valor desde Pre-Kínder hasta 4° básico.

2/3 de dicho valor para 5° y 6° básico.

1/3 de dicho valor desde 7mo. básico hasta 4° medio.
- Aumento de un 50% a la subvención de 5° y 6° básico, igualando al monto que reciben los alumnos de Pre-Kínder a 4° básico.

- Se coordina con el nuevo calendario curricular propuesto por la Ley General de Educación (6+6).
- Duplica los aportes destinados desde 7° básico a 4° medio. El Gobierno pretende alcanzar una cobertura del 100% del 60% más vulnerable en 2014.

- Adelanta en un año la entrada en vigencia de la educación media al régimen SEP, permitiendo a los actuales alumnos de 8° básico tener aportes en 2013.
	Curso
	Monto Vigente
	Monto Propuesto

	PK a 4° básico
	$32.356
	$32.356

	5° y 6° básico
	$21.494
	$32.356

	7° y 8° básico
	$10.862
	$21.494

	1° a 4° medio
	$10.862
	$21.494


3.- Aumento de la Subvención Regular.

- Aumento de un 3,5% para todos los alumnos regulares del país.
- Unido al 1,5% establecido en la ley 20.501, significa un 5% de aumento real durante el año 2012.
4.- Subvenciones educacionales luego de aprobado el proyecto.

Asumiendo establecimientos en JEC* y con una concentración de alumnos prioritarios de 45%, los montos mensuales de subvención por alumno, son los siguientes:

	Curso
	Subvención Regular
	SEP (incluye concentración)
	Total

	PK y K
	$45.511
	$37.494
	$83.005

	1° y 6° básico
	$55.079
	$37.494
	$92.573

	7° y 8° básico
	$55.255
	$21.564
	$76.819

	1° a 4° medio (CH)
	$65.748
	$21.564
	$87.312


* Salvo Pre-Kínder y Kínder

El señor Ministro de Educación Indicó que se puede apreciar que la subvención regular se ve aumentada de manera significativa producto del incremento de la subvención escolar preferencial (SEP), lo que permite acercarse a los niveles de lo que, de acuerdo con diversos estudios recientemente publicados, debe ser el costo de la educación de un niño vulnerable. En relación con este asunto, agregó que el Ejecutivo ha advertido que la subvención para los grupos de ingresos medios ha quedado un tanto rezagada, razón por la que, prontamente, enviará a tramitación un proyecto de ley que establezca una nueva subvención escolar de clase media. Esto ante la constatación, por una parte, de que la SEP, si bien insuficiente para el 40% más vulnerable, resulta hoy en día relativamente satisfactoria, y, por otra, de que los grupos de ingresos medios altos aportan efectivamente al financiamiento compartido, lo que les permite elevar el monto de su subvención. Esto último no acontece con los grupos de ingresos medios, lo que genera una cierta deficiencia en su financiamiento.

5.- Costo Anual del Proyecto.

Asumiendo que entra en vigencia en agosto de 2012, el costo anual estimado es:

	Millones de $ 2012
	2012
	2013
	2014

	Costo total
	$60.385
	$159.680
	$174.455


6. Modificaciones al proyecto de ley en su tramitación en la Cámara.

Artículo 3° introduce obligaciones de rendición de  cuentas acerca de “aguinaldos, bonos y reajustes de los trabajadores del establecimiento”. Esta información se entregará al Ministerio de Educación y éste lo informará al Congreso.

Comentarios: 

- Parece innecesario a la luz de lo recientemente aprobado en la Superintendencia de Educación (ley 20.529), que obliga a rendir cuenta pública de todos los ingresos y gastos del establecimiento (arts. 49 y 54). 

- Se impone un trabajo burocrático adicional a los establecimientos. Tendrá un bajo impacto en la calidad, pues estará replicado con información disponible en Superintendencia.

- Retrocede respecto a la nueva arquitectura institucional aprobada en la ley 20.529, que reconoce la conveniencia de dividir y especializar las tareas de los distintos órganos reguladores del sistema escolar.

- Quiebra el espíritu del art. 56 de la ley 20.529, sobre un mecanismo de rendición de cuentas único.

Artículo 4° (y segundo transitorio) introduce la obligación de contratar estudios externos que determinen el valor de la subvención escolar. Establece que los aumentos de subvención propuestos deban fundarse en los resultados de dicho estudio.

Comentarios: 

- Disminuye la autonomía del Ejecutivo (y del Congreso) para proponer políticas públicas en base a la subvención escolar.

- De los estudios de costo efectividad que realizó el Mineduc en 2011, se observa que para ciertos casos la subvención actual alcanza y para otros no es suficiente, ¿qué decisión se hubiese tomado en ese escenario?.  Se puede terminar premiando ineficiencias.

- Dificultad de encontrar una “escuela modelo”. En Chile existen más de 11.000 establecimientos educacionales subvencionado que responden a miles de realidades particulares.

- Inadmisible.

Artículo 5° fija en términos nominales el monto del financiamiento compartido.

Comentarios:

- Existe una lógica en poder reajustar el monto del financiamiento compartido, puede ser discutible que su indexación sea a la U.S.E., pero no parece razonable “congelarlo” por ley.

- Este gobierno (y los anteriores) son conscientes de los riesgos que puede generar el financiamiento compartido (por ejemplo aumentar la segregación) pero ello se soluciona por otras vías: ley SEP, subvención a la clase media, entre otras.

- Inadmisible. 
Una vez finalizada la exposición del señor Ministro de Educación, el Honorable Senador señor Frei consultó cuál es el universo de niños, de entre 4 y 5 años, que integran los cursos de kínder y prekinder, y cómo se ha previsto acometer la cobertura de los menores de 4 años.

En el mismo sentido, la Honorable Senadora señora Rincón preguntó cuál es la política que el Ministerio de Educación pretende seguir en relación con las salas cuna, por qué no se ha planteado un aumento de la subvención por discapacidad, y cuál es el criterio que se ha tenido en cuenta para, ya que se ha decidido aumentar la subvención hasta 6° básico, no hacer lo propio en 7° y 8° básico.

El Honorable Senador señor Lagos solicitó conocer los guarismos contenidos en las conclusiones de los estudios que, de acuerdo con lo manifestado por el señor Ministro de Educación, permiten sostener que los valores presentados en el presente proyecto se sitúan dentro de los estándares que permitirían brindar una educación de calidad a niños vulnerables.

Del mismo modo, coincidiendo con una de las inquietudes expresadas por la Honorable Senadora señora Rincón, consultó si el aporte para las NEE de los niños sufre o no alguna variación con motivo del presente proyecto de ley.

El señor Ministro de Educación hizo ver, en primer lugar, que lo que el presente proyecto de ley hace es solamente aumentar la subvención escolar a los establecimientos educacionales. En consecuencia, no se incluyen en él la educación de los infantes de entre 0 y 4 años ni la situación de la JUNJI o la Fundación Integra, que no son objeto de subvención, sino de financiamiento por la vía de presupuestos directos. Por tanto, no es este el cuerpo legal el llamado a abordar dichas realidades, que deben ser objeto de una solución integral de más largo plazo en la que, por cierto, el Ejecutivo se encuentra trabajando para realizar las propuestas legislativas que sean pertinentes.

En lo que a salas cuna para menores de entre 0 y 2 años respecta, en particular, informó que hacia los meses de agosto y septiembre del año en curso el Gobierno prevé la presentación de una iniciativa que se haga cargo de que no deban ser exclusivamente las madres trabajadoras las responsables de su cuidado. Para ello, deberá ponerse especial atención en el control y fiscalización de la oferta que al efecto exista.

Por otra parte, reiteró que, al día de hoy, el universo de niños beneficiarios alcanza a 305.000 en kínder y prekinder. A ellos se sumarán 75.000 en el futuro inmediato, de manera de lograr la cobertura de la totalidad del 60% más vulnerable.

En cuanto a la subvención para necesidades especiales transitorias, indicó que no opera en el presente proyecto ninguna reducción ni aumento del valor vigente. Tal decisión se explica por dos razones: el monto se juzga adecuado, por una parte; por otra, el número de niños beneficiarios se ha incrementado significativamente en los últimos años, cuestión que ha llevado a la autoridad a preguntarse si es o no plausible que esto haya acontecido, a revisar la supervisión que se está llevando a cabo y, en definitiva, a estimar necesario estudiar una solución integral para quienes requieren ser atendidos por necesidades especiales. 

Del mismo modo, en relación con la determinación de no extender la SEP a 7° y 8° básico, resaltó que la premisa tenida en cuenta fue la misma que el año 2008, a través de la ley N° 20.248, se tuvo cuando se estableció por primera vez dicha subvención: que si se atacan las diferencias de origen en el inicio del proceso educacional formativo, esto es, hasta los 12 años, el esfuerzo posterior debe ser menor.

Finalmente, comprometió poner a disposición de los integrantes de la Comisión los resultados de los estudios recientes que recomendaron la inversión en subvención de niños vulnerables, para la educación básica, de aproximadamente $91.000; y para la educación media, de $93.000.

La Honorable Senadora señora Rincón  hizo ver que si esta última fue la recomendación, sólo en el caso de la educación básica fue acogida, pues, en régimen, la subvención total alcanzará a $92.573 entre 1° y 6° básico. Entre 7° y 8° básico y 1° y 4° medio, en cambio, los totales sólo ascenderán a $76.819 y $87.312, respectivamente.

El Honorable Senador señor Novoa consultó si el objetivo previsto en el Programa de Gobierno del actual Ejecutivo, en orden a duplicar la subvención escolar en un plazo de 8 años, se refiere a la subvención regular. Asimismo, preguntó si los precitados montos, de $91.000 para enseñanza básica y $93.000 para enseñanza media, corresponden a un promedio entre la subvención regular y la SEP.

El señor Ministro de Educación puso de manifiesto que la SEP que se estableció el año 2008 no contempló cobertura para la enseñanza media, que recién se incorporó el año 2011, gracias a la aprobación de la ley N° 20.501. De manera que si bien la necesidad de recursos está presente en todos los niveles escolares, en este caso se ha producido un desfase que deberá ir siendo resuelto en el tiempo. 

Igualmente, precisó que los montos dados a conocer a la Comisión en su presentación, respecto de cómo quedarían las subvenciones educacionales de ser aprobado el proyecto de ley, representan un promedio de los desembolsos que el Estado deberá realizar, pues, lógicamente, será la cantidad de alumnos prioritarios con que cuente un establecimiento lo que determine el mayor o menor importe de la subvención. En razón de tal realidad, destacó que el camino a seguir es el del aumento de la subvención escolar general, que sumado a la subvención escolar de clase media a que hiciera referencia previamente, deberán redundar en un incremento de recursos que sí se acercarán a los parámetros de los estudios antes aludidos.  

En relación con el informe financiero de la Dirección de Presupuestos que se acompaña a la presente iniciativa, la Honorable Senadora señora Rincón observó que si bien se expresa el costo financiero que corresponderá al año 2012, no acontece lo mismo en relación con los años 2013 y 2014.

En otro orden de cosas, el Honorable Senador señor García hizo ver que próximamente, el 31 de julio del corriente, expira el plazo para los profesores que deseen presentar su solicitud para acogerse al beneficio del incentivo al retiro. Esto, desde luego, importa que quienes no cumplan con los requisitos deberán permanecer en sus puestos de trabajo, generando frustración en aquellos docentes que, luego de muchos años de servicio, se encuentran desgastados y con la necesidad de poner fin a su carrera. En tal sentido, consultó a los representantes del Ejecutivo si se ha considerado la posibilidad de enviar a tramitación un proyecto de ley que prorrogue o renueve el beneficio vigente.

Del mismo modo, hizo referencia a la    problemática en que se han visto envueltos diversos municipios, por la inversión de recursos recibidos por concepto de la SEP en fines distintos de los estrictamente previstos en dicha subvención. En numerosos casos, a partir de una interpretación de la Contraloría General de la República, se ha llegado incluso a instancias judiciales, en circunstancias que muchos de los gastos realizados en fines diferentes lo fueron para costear rentas, bonos, cotizaciones previsionales o consumos básicos, por ejemplo, estrictamente ligados a la prestación de servicios educacionales, y no para el financiamiento de cuestiones inconexas o indebidas. Se ha prestado, además, como herramienta política de presión en medio de un año electoral como el presente. Huelga entonces, resaltó, otorgar un distinto tratamiento a quienes, por una parte, hicieron mal uso de los recursos SEP, y, por otra, a quienes solamente se limitaron a utilizar tales recursos para dar cumplimiento a compromisos urgentes, en todos los casos vinculados con el área educacional. Si la SEP es una política pública que se estableció con miras a mejorar la calidad de la educación, sostuvo, no cabe duda que el cumplimiento de obligaciones como el pago de las remuneraciones de los profesores o de las cuentas de los establecimientos, se inserta dentro de dicho objetivo. 

El Honorable Senador señor Frei coincidió con lo expresado por Su Señoría, añadiendo que, según ha podido recoger en conversaciones con diversos alcaldes, muchas de las actuaciones hoy cuestionadas pasaron a serlo por interpretaciones posteriores de la Contraloría.  

El Honorable Senador señor Lagos recordó que la preocupación expresada por los Honorables Senadores señores García y Frei ya fue abordada el año pasado, cuando se modificó la ley SEP precisamente para, entre otras cuestiones, permitir la inversión de sus recursos en fines diversos, siempre que se tratara de gastos propios de los establecimientos educacionales y de su administración (en efecto, la ley N° 20.550 agregó a la ley N° 20.248 un artículo decimoquinto transitorio que, en lo pertinente, admite que hasta un 15% de los gastos de la subvención y aportes recibidos, se hayan verificado en fines distintos a los establecidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, siempre que cumplan los siguientes requisitos copulativos: haber sido utilizados hasta el 31 de agosto de 2011 y haberse destinado de acuerdo a los usos previstos en el inciso primero del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación).

El Honorable Senador señor Novoa agregó que, efectivamente, en su momento el legislador abordó la situación precedentemente descrita y estableció una fórmula de solución, por lo que deben ser objeto de análisis los casos actuales en que los problemas se han mantenido o han surgido. 

El Honorable Senador señor García expresó que en los casos de que ha tomado conocimiento y por cuya resolución aboga, la totalidad de los recursos se encuentran invertidos estrictamente en educación.
En la siguiente sesión celebrada, la Comisión recibió a  la Directora de la Fundación Mis Talentos, quien efectúo una presentación del siguiente tenor:

Proyecto de Ley de Aumento de Subvenciones y su relación con la Política de Educación Inclusiva

Necesidades Educativas Especiales (NEE) y Educación Inclusiva

- Una Necesidad Educativa Especial se define como una condición presente en el niño que, en interacción con el medio, se convierte en un obstáculo al aprendizaje.

- La educación inclusiva se define como la adaptación que deben realizar establecimientos regulares para disminuir los obstáculos al aprendizaje.

· A nivel mundial, el 20% de los niños (1 de cada 5) tiene este tipo de necesidades. 

- Cerca de 15% corresponde a NEE transitorias (trastorno específico del lenguaje, trastorno específico del aprendizaje, hiperactividad y trastorno hipercinético, rendimiento en pruebas CI en rango limítrofe con limitaciones significativas en conducta adaptativa).

- Cerca del 5% corresponde a NEE permanentes (discapacidad auditiva, motora, visual o intelectual y autismo y disfasia). A diferencia del que tiene necesidades transitorias, respecto de este grupo sí existen datos y documentación estadística, gracias a los antecedentes que proporciona la encuesta CASEN, fundamentalmente.  

- El % aumenta en los quintiles más bajos, en los que la necesidad educativa especial se prolonga por más tiempo, a diferencia de lo que ocurre en los quintiles más altos. El obstáculo al aprendizaje en la niñez, además, repercute más tarde en la capacidad productiva durante la adultez, por lo que deviene en una fuente de inequidad y pobreza. 

- Dada la población en edad escolar, cerca de un millón de niños tendrían algún tipo de NEE.

- Si se considera el tamaño promedio de las familias, alrededor de 4 millones de personas estarían viviendo las consecuencias de la discriminación en el sistema de educación regular.

- El sistema educacional chileno discrimina a estos niños implícita y explícitamente. Sólo un cuarto de la población con NEE se atiende en escuelas segregadas, escuelas de lenguaje, aulas hospitalarias y Programas de Integración Escolar (PIE)
- Los costos asociados a esta realidad se traducen en costos directos para el niño, para su entorno y para la sociedad en general. 
- Instituciones como la UNESCO, el BM y la UE, y países como Inglaterra, Finlandia y España, defienden la educación inclusiva como el camino a seguir, e investigaciones también avalan sus resultados. Entre sus beneficios, destacan: incrementos en los puntajes de pruebas estandarizadas de niños con NEE, y en la probabilidad que logren trabajo asalariado después de los estudios (evita deserción, drogadicción y delincuencia); no existen efectos negativos sobre los puntajes en pruebas estandarizadas de compañeros sin NEE; y desarrolla habilidades sociales en niños sin NEE.

Situación actual en Chile: una realidad oculta

Evolución de la Matrícula de Alumnos Integrados a Nivel Nacional (*)
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En el gráfico precedente, el índice más alto representa a los colegios municipales, el intermedio a los particulares subvencionados y el más bajo a los particulares pagados.





El Honorable Senador señor Novoa acotó que la desigual distribución de la matrícula se explica, fundamentalmente, porque la de los establecimientos particulares subvencionados debiera ser incluso superior a la de los municipales, y eso no ocurre. La de los particulares pagados, en tanto, debiera ser siempre baja. 





El Honorable Senador señor Frei añadió que buena parte del problema se debe a que el universo de niños con NEE ha aumentado sustancialmente en los últimos años.

Evolución de la Política Pública en Chile

- Siguiendo la tendencia internacional, Chile implementó primero escuelas segregadas (las que dividen a los niños por condición: para ciegos, sordos, etc.), luego integración educativa (que los colegios regulares simplemente abran matrícula para niños con NEE), y hoy  fomenta la educación inclusiva (con tratamiento especializado a los niños con NEE).

- Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), Declaración de los Derechos del Niño (1959), Informe de la Comisión de Investigación sobre la Educación de los Niños (1978), Conferencia Mundial sobre Educación para Todos (1990), Declaración de Salamanca (1994) y Foro Mundial sobre la Educación (2000). Todos documentos que reconocen la educación de niños con NEE como un derecho, y que migran desde el enfoque de deficiencias a un enfoque social donde la educación inclusiva juega un rol relevante. 

- En 2005, el Ministerio de Educación publica la Política Nacional de Educación Especial: “Nuestro Compromiso con la Diversidad”. El texto reconoce la necesidad de avanzar hacia una sociedad más inclusiva y respetuosa de la diversidad, donde todas las personas puedan desarrollarse con igualdad de oportunidades, en total sintonía con el discurso internacional. 

- En 1990 se promulgó el primer marco normativo para la integración escolar, a través del decreto N°490, que luego fue fortalecido con la ley N°19.284, sobre la Integración Social de las Personas con Discapacidad y su reglamento, el decreto supremo N°1, de 1998. 

- En 2007, la ley N° 20.201 incorpora el concepto de NEE transitoria, y mejora los mecanismos de diagnóstico de niños y niñas con NEE y las definiciones de acciones consideradas como fraude al sistema. 

- La institucionalidad de las escuelas inclusivas, que cuentan con poca matrícula, se ha desarrollado en paralelo a la de escuelas especiales, escuelas de lenguaje y aulas hospitalarias. En la actualidad, sin embargo, está teniendo lugar una mayor migración hacia las escuelas inclusivas, por lo que la tendencia se está revirtiendo. 

Decreto N° 170: regula los Programas de Integración Escolar (PIE)

- La evaluación diagnóstica, tanto en sus procedimientos como en los profesionales idóneos para ejecutarlos.

-    El financiamiento (fraccionamiento).

- Las obligaciones de los establecimientos Educacionales para tener derecho al financiamiento. 





Esta normativa surgió como respuesta a la laxitud de la regulación prexistente.

- En relación con el financiamiento, en particular, cada niño con NEE que asiste a un PIE tiene derecho a una subvención que se descompone de la siguiente manera:
Sub. NEE (transitorias o permanente) = Sub. Base + Diferencial efectivo para PIE





Es decir, se reconoce que un niño con NEE tiene un costo base para el establecimiento, por sobre el cual se debe financiar, además, su adaptación.

- La subvención especial varía según se trate de un establecimiento con o sin jornada escolar completa (JEC), o si el niño tiene NEE transitoria o permanente.

- La subvención regular varía según se trate de establecimiento con o sin JEC, y si el niño asiste a pre básica, educación básica o media. 

- La suma del incremento destinado a PIE corresponde al presupuesto que cada establecimiento debe destinar a su PIE.

Diferencial efectivo para PIE=Sub. NEE (transitorias o permanente) – Sub. base

Ejemplo 1: Educación parvularia para NEE transitoria y JEC (2° nivel de transición). 

Situación sin PL:

$103.028 
=
$141.746 - $38.718 

Situación con PL:
 
$95.865 
= 
$141.746 - $45.881

Diferencial efectivo para PIE cae 7,0%.

Ejemplo 2: 1° a 6° básico para NEE transitoria y JEC.

Situación  sin PL:

$88.457 
=
$141.746 - $53.289
Situación con PL: 

$86.592
=
$141.746 - $55.154  
Diferencial efectivo para PIE cae  2,1%.




Cualquiera sea la combinación, el diferencial efectivo para el PIE disminuye. De esta forma, cada establecimiento educacional de los que tienen niños con NEE, deberá decidir si los sigue atendiendo o no; y de los que no los tienen, sólo podrán recibir a menos de los que atenderían en las condiciones actuales. Como quiera que sea, el efecto es que se incentiva la segregación. 





La señora Zúñiga puso de relieve que en la cotidianeidad de la Fundación Mis Talentos, trabajar con los recursos hoy en día disponibles ya resulta bastante complejo. Y si bien, en términos relativos, se puede estimar que los montos globales de subvención no son bajos, lo cierto es que la magnitud de las exigencias los transforman en insuficientes. En la práctica, por las economías de escala que se generan, sólo los colegios más grandes son capaces de ofrecer inclusión, no así los que tienen menos niños. Al disminuir los recursos, el proyecto de ley provocará que el número de niños que representa el punto de equilibrio que hoy existe, sea más exigente todavía.  

Finalmente, enumeró una serie de instituciones que, además de la Fundación Mis Talentos, se encuentran también preocupadas por los efectos que el proyecto pueda aparejar para la subvención de niños con NEE: Arzobispado de Santiago (Vicaría de la Educación), Centro de Políticas Comparadas de Educación UDP, Centro de Desarrollo de Tecnologías para la Inclusión UC, Colegio Institución Teresiana, Educación 2020, Fundación Asperger Chile y Fundación Descúbreme.
Enseguida, el Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas, hizo un llamado a no perder de vista que el objetivo primordial del proyecto de ley en estudio se sitúa en el aumento de la subvención general, la subvención para pre-kinder y kínder y la SEP, que se pretende incrementar entre 5° y 8° básico. La iniciativa, agregó, no se hace cargo de las cerca de 30 clases de subvenciones que rigen en la actualidad en nuestro país, sino que se enfoca de manera precisa en las precedentemente aludidas. Esto, desde luego, no significa en caso alguno que se busque desmedrar en algo la situación de un grupo de niños. De hecho, resaltó, el monto total que los establecimientos reciben del Estado  para la educación de cada niño ($141.746), no varía en lo más mínimo, y se irá reajustando en la medida que cada año aumente la subvención general. Lo único que cambia, en rigor, es la composición de dicho monto total, que es lo que explica la inquietud manifestada por la representante de la Fundación Mis Talentos: dado que aumenta la subvención general, cuyo importe se descuenta de la subvención por NEE, el monto efectivo para PIE, disminuye en, aproximadamente, 2% o 7%, según el caso.

De acuerdo con lo expuesto, enfatizó que el proyecto de ley pone el acento en todos los niños que reciben la subvención general y la SEP, y no persigue, en absoluto, perjudicar a aquellos con NEE. 

Por otra parte, a la estadística presentada por la Fundación Mis Talentos sobre la existencia de una matrícula de, aproximadamente, 32.000 niños con NEE, agregó que al año 2010 dicha cifra se empinó hasta cerca de 80.000, y al presente año, a alrededor de 150.000. Esto da cuenta que el país, a partir de la entrada en vigencia en 2010 del Decreto 170, del Ministerio de Educación (que fijó las normas para determinar los alumnos con necesidades educativas especiales que serán beneficiarios de las subvenciones para educación especial), ha comenzado a enfrentar de otra manera la situación de aquellos niños, lo que constituye una buena noticia. Pero, al mismo tiempo, obliga a tener en consideración que, por ser un proceso aun incipiente, se requiere una etapa de aprendizaje de las capacidades necesarias para trabajar con dichos niños, de manera que educadores y profesores cuenten con las herramientas idóneas para hacerlo.  En tal sentido, consignó que siempre se precisa una adecuada fiscalización de los recursos que, tanto para escuelas de lenguaje como para NEE, el Estado entrega, cuestión que, ante el explosivo incremento de los niños que acuden a los establecimientos ad hoc, plantea, por ejemplo, las siguientes interrogantes: si el diagnóstico de quienes califican para dichas atenciones especiales es el adecuado o no, y si los montos son o no suficientes.    

La Honorable Senadora señora Rincón señaló que la explicación del señor Subsecretario de Educación no logra despejar qué va a ocurrir con los recursos que recibirán los niños con NEE, pues, de acuerdo con los ejemplos expuestos ante la Comisión, el aumento de la subvención base sí tendrá impacto sobre un menor monto final para los PIE. Esto significa que, en términos reales, los niños con NEE sí se verán afectados. 

El señor Subsecretario de Educación insistió en que el monto total de la subvención no se verá, en modo alguno, afectado. De manera que, recalcó, si se aprueba el proyecto de ley en los términos en que se ha planteado, el monto final que cada establecimiento recibirá por niño con NEE, será exactamente el mismo que recibe el día de hoy. 

El Honorable Senador señor Novoa indicó que el escenario en el que se da la presente discusión, es el de un establecimiento educacional que por albergar a un niño con NEE recibe una subvención de $141.746. Para hacerse cargo de la educación de ese menor, contará siempre con esa suma global, por lo que no se logra advertir por qué debiera dejar de recibir a niños con esa clase de necesidades.

Por otra parte, expresó que el modelo de educación por el que ha optado Chile para estas situaciones, debe ser capaz, precisamente, de que cada establecimiento en su conjunto se encuentre capacitado para la recepción de esta clase de alumnos.

El Honorable Senador señor Lagos observó que la cuestión sobre la que se debate no es si el monto total de la subvención se va a ver afectado, pues ya se sabe que no. El punto que se quiere plantear es que, de aprobarse el proyecto de ley, la cifra que un establecimiento educacional recibirá por concepto de diferencial para PIE, para niños con NEE, será inferior a la que hoy percibe. Si la que se aumenta es la subvención base, orientada, como su nombre lo indica, a niños sin necesidades especiales, y consecuencialmente disminuye el referido diferencial, ¿no se genera, acaso, un cambio en los incentivos a los que se ve enfrentado el establecimiento educacional? Dicho de otro modo, ¿es neutro el impacto? A su juicio, la respuesta es negativa. 

La Honorable Senadora señora Rincón explicó que de acuerdo con el antes aludido Decreto 170, de 2010, del Ministerio de Educación, la composición del PIE está dada por la subvención para niños con NEE, a la que se resta la subvención base. Cuando esta última aumenta, como ocurre en el presente proyecto de ley, en la práctica es menos el dinero disponible para el PIE. De esta forma, los incentivos para el establecimiento educacional sin duda variarán, porque deberá cumplir con las obligaciones que el decreto le impone para poder recibir a niños con NEE, pero con menos recursos.

El Honorable Senador señor Lagos agregó que, como es razonable, el aumento de la subvención base debe ser destinado a cubrir determinadas necesidades (infraestructura, sueldos de profesores, etc.) que son distintas de las NEE que tengan algunos alumnos. De modo que si la cantidad que se resta a la subvención para NEE es mayor, evidentemente se producirá un desmedro sobre el diferencial efectivo para el PIE que, a su vez, tendrá repercusiones sobre esos alumnos. Por más que este efecto no sea buscado, indiscutiblemente se va a producir.

El Honorable Senador señor Novoa hizo presente que los requerimientos educacionales de los niños con NEE se componen tanto de estas últimas como de las necesidades básicas que deben ser satisfechas. En este entendido, si la base es cada vez mejor, es lógico que el diferencial deba sufrir variaciones. Pues, a mayor abundamiento, el aumento de la subvención básica sería mucho más complejo si, en cada oportunidad que se hiciera, debieran también incrementarse las demás subvenciones. Si el país estuviese en condiciones de financiar una subvención de $500.000 por alumno, por ejemplo, entonces no serían necesarias otras subvenciones especiales. 

La Honorable Senadora señora Rincón sostuvo que, efectivamente, si existiese una subvención base que alcanzara un  monto como el señalado precedentemente por Su Señoría, claramente no se requerirían otras especiales. Pero no es el caso, pues los montos de los que se está hablando son inferiores. De ahí que, a su juicio, deviene en inadecuada la propuesta del proyecto de ley en estudio, pues el aumento de la subvención base determina que el establecimiento educacional que acoge a niños con NEE, reciba menos dinero del que recibe hoy.

El Honorable Senador señor Lagos citó el artículo 86 del Decreto 170, de 2010, del Ministerio de Educación, que establece que el requisito a satisfacer para la aprobación de un PIE es que su planificación, ejecución y evaluación contemplen la utilización de la totalidad de los recursos financieros adicionales que provee la fracción de la subvención de la educación especial diferencial o de NEE de carácter transitorio. Dichos recursos deberán ser invertidos, en términos generales,  en contratación de recursos humanos especializados, coordinación y evaluación del PIE, capacitación y perfeccionamiento para el desarrollo profesional, y provisión de recursos materiales educativos. Esto indudablemente importa, resaltó, que si producto del descuento que debe hacerse de la subvención base, va a quedar menos dinero disponible para el PIE, será también inferior la cantidad que se podrá invertir en los antes mencionados fines contemplados en el artículo 86. Más allá que el monto total de la subvención no se vea alterado, esta última conclusión no se puede soslayar.

El Honorable Senador señor Novoa puso como ejemplo el caso de un establecimiento educacional de 100 alumnos, con 20 de ellos con NEE. Si por los 80 restantes se sumaran $10, el establecimiento tendrá $800 más; y si por aquellos 20 no se incrementara subvención alguna, de todos modos dicho establecimiento pasará a contar con una cantidad de recursos muy superior a la que tenía previamente, lo que le permitirá cumplir de mejor manera su función educativa.     


El Honorable Senador señor Frei observó que la demanda de matrícula de niños con NEE es significativamente superior en los establecimientos municipales que en los particulares subvencionados. Uno de los efectos que puede acarrear la aprobación del asunto que se ha venido discutiendo, llamó la atención, es que estos últimos, por la disminución real de los recursos para el PIE, decidan solicitar a los padres que aporten la diferencia que se va a producir; los municipales, en tanto, que no pueden pedir dinero a los apoderados, lo más probable es que dejen de recibir a los niños con NEE.


La Honorable Senadora señora Rincón indicó que por más que la finalidad del presente proyecto de ley sea aumentar los recursos que por la vía de la subvención se entregan a los niños del país, es la reglamentación contenida en el señalado decreto 170, de 2010, del Ministerio de Educación, la que determina que, a la postre, los niños con NEE van a contar con menos recursos.  


El Honorable Senador señor García expresó que, a su juicio, nada debiera impedir que con el aumento de la subvención escolar se cubran los gastos a que se refiere el artículo 86 del aludido decreto 170.


El señor Subsecretario de Educación reiteró que el total de la subvención, de aproximadamente $141.000, no disminuye. Lo que sí podría verse reducido es el monto que obligatoriamente debe ser gastado en la forma prescrita en el decreto 170, de 2010, del Ministerio de Educación. Por el aumento de la subvención básica, en rigor, el monto total de libre disposición que recibe un establecimiento educacional, crece, y nada impide que pueda ser destinado a la atención de niños con NEE. 


Del mismo modo, insistió en que si la matrícula de alumnos integrados a nivel nacional ha crecido de la manera en que lo ha hecho, en alguna es medida se debe a que los $141.000 mensuales han demostrado ser suficientes para ese nivel de cobertura, más allá que, como en otras áreas, los recursos en materia de educación sean considerados siempre distantes de un óptimo.


Por otra parte, coincidiendo con el ejemplo presentado por el Honorable Senador señor Novoa, explicó que, de acuerdo con la normativa vigente, no puede haber más de 2 niños con NEE permanentes ni más de 5 con NEE transitorias por curso. Esto significa que por todo el resto de los integrantes de cada curso, el establecimiento educacional, gracias al aumento de la subvención general, contará con un universo superior de recursos de libre disposición. Y este último, precisamente, es el objetivo de la iniciativa legal en estudio: inyectar  mayores recursos en la generalidad del sistema de subvenciones. Lo que ocurrirá, recalcó, es tan solo que la obligación de gastar los recursos será afectada, pero el establecimiento seguirá contando con el monto total de la subvención. A partir de esto último, lo esperable es que, teniendo en cuenta el incremento de cobertura de los últimos años y la preocupación por la calidad del aprendizaje de los alumnos por parte de los establecimientos, éstos no van a dejar de recibir a los niños con NEE.


En fin, formuló un llamado a los integrantes de la Comisión para pronunciarse a favor en la votación general del proyecto de ley, pues su entrada en vigencia permitirá que un importante universo de niños resulte beneficiado. 


La Honorable Senadora señora Rincón consultó por la disposición del Ejecutivo para, siempre en el entendido que el monto total de la subvención no disminuye, analizar la posibilidad de que el descuento de la subvención base no incida, finalmente, en el diferencial efectivo que debe ser invertido en el PIE.


El Honorable Senador señor Lagos comentó que si el aumento de la subvención base incide en una disminución del diferencial para el PIE que, según se ha dicho, no debiera repercutir en que los colegios dejen de acoger a los niños con NEE, la pregunta que surge es dónde se sitúa el punto de quiebre en que el descuento de la subvención base sería de un valor tal que haría que para los establecimientos ya no fuera atractivo acoger a dichos niños. Si ese punto no existe, o es irrelevante, entonces quizás lo que habría que hacer es focalizar todos los recursos en el aumento de la subvención base, pura y simplemente, y ya no se justificaría hacer la diferenciación con la subvención para atender a los niños con NEE.


Asimismo, con miras a que la inquietud explicitada pueda ser finalmente acogida por el Ejecutivo, coincidió con que tal vez no sea el presente proyecto de ley donde deben introducirse enmiendas, sino en la reglamentación contenida en el decreto 170, de 2010, del Ministerio de Educación.



El señor Subsecretario de Educación señaló que en ningún caso se trata de desconocer la importancia de las NEE, sean permanentes o transitorias. Y si bien, añadió, no existe el dato de un punto de quiebre como el sugerido por el Honorable Senador señor Lagos, debe tenerse en cuenta que aquél podría, además, diferir entre distintos sostenedores.


En relación con la consulta de la Honorable Senadora señora Rincón, suscrita por el Honorable Senador señor Lagos, expresó no encontrarse en condiciones de comprometer una respuesta del Ejecutivo sin antes haber analizado debidamente la inquietud, cuestión que en todo caso podrá realizarse en el trámite de la discusión en particular del proyecto de ley. 


El Honorable Senador señor Novoa sostuvo que si bien es comprensible la aprensión que los parlamentarios de oposición han venido manifestando, no debe perderse de vista que los montos globales que el proyecto de ley propone y, sobre todo, el incremento de la subvención base, constituyen una mejoría sustancial al modelo vigente. 


La Honorable Senadora señora Rincón dio a conocer su voluntad de concurrir a la aprobación en general de la iniciativa, en el entendido que, como se señalara, el Ejecutivo analizará formalmente  la posibilidad de acoger los planteamientos realizados. 


Solicitó, además, que en la discusión particular sean escuchadas las instituciones que trabajan con los problemas de las NEE y la educación inclusiva.


Puesto en votación en general el proyecto de ley en informe, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 29 de noviembre de 2011, señala, de modo textual, lo siguiente:

I Antecedentes.

El presente proyecto de ley incrementa los aportes del fisco por la subvención a estudiantes que asisten a los establecimientos de educación municipal y particular subvencionados.

En primer lugar se aumenta el monto de la subvención escolar preferencial para los alumnos que asisten a 5° y 6° año de Educación General Básica, de modo de igualarlo al que hoy se paga por los alumnos desde el primer nivel de transición de Educación Parvularia al 4° año de Educación General Básica.

Adicionalmente, el proyecto propone duplicar el monto que reciben actualmente los establecimientos educacionales por subvención escolar preferencial, para los cursos de 7° año de Educación General Básica a 4° año de Enseñanza Media.

Finalmente, se establece un incremento de la subvención general en 3,5%, que incluye un incremento especial (de 15%) para la subvención del primer y segundo nivel de transición de Educación Parvularia que aún no está en jornada escolar completa.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El costo mensual de este proyecto para el año 2012 y medido en moneda de ese año, se estima en $12.077 millones, según el siguiente detalle:

- El numeral 1) del artículo 1° propone incrementos del valor de la Subvención Escolar Preferencial (SEP), que implica un aumento estimado mensual de gasto fiscal de $4.176 millones.

- El numeral 2) del artículo 1° incrementa el monto de la Subvención por Concentración de Alumno Prioritario, que se estima representará un mayor gasto fiscal mensual por este concepto de $1.147 millones. En suma el artículo 1° implica un mayor gasto fiscal mensual por $5.323 millones.

- Por su parte, el artículo 2° establece un aumento de 3,5% del valor de la subvención general establecida en el artículo 9° del Decreto con Fuerza de Ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, incluido el incremento especial (de 15%) para la subvención del primer y segundo nivel de transición de educación parvularia. Ello representa un mayor gasto fiscal mensual estimado en $6.754 millones, de los cuales $5.395 millones corresponden al aumento general de 3,5% y $1.359 millones al aumento de 15% para primer y segundo nivel de transición.

El proyecto de ley establece, en su artículo transitorio, que entrará en vigencia a contar del mes subsiguiente a su publicación en el Diario Oficial. Por ello, el monto total del mayor gasto Fiscal que irrogará esta ley durante el año 2012, dependerá del mes en que ella entre en vigencia. En cualquier caso, la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2012, recientemente aprobada por el Congreso Nacional, contiene en el presupuesto del Ministerio de Educación, los recursos necesarios para hacer frente al financiamiento del proyecto de ley en comento asumiendo que entra en vigencia durante el primer semestre del año.

Adicionalmente, cabe precisar que el numeral 4) del artículo 1° propone adelantar la entrada en régimen de la subvención escolar preferencial para 1° de enseñanza media desde 2014 a 2013, lo que tiene un costo extra para 2013 de $14.426 millones (SEP y concentración).

Así el gasto total del proyecto (suponiendo que entra en vigencia en junio de 2012) queda establecido de acuerdo al siguiente cuadro:

Cuadro 1: Gasto Proyecto de Ley de Subvenciones

(En millones de $ 2012)

	
	2012
	2013
	2014

	Subvención de Escolaridad
	37.765
	64.127
	63.503

	Subvención Extra de 15% Kínder y Pre-Kínder
	9.513
	17.251
	18.217


	Adelanto Subvención Ed. Media

	0
	14.426
	14.426

	Incrementos SEP (incluye concentración
	37.261
	63.875
	78.308

	Total
	84.539
	159.680
	174.455


En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Hacienda propone la aprobación, en general, del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 20.248, que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial de la siguiente forma:

Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en U.S.E., contenido en el artículo 14, por el siguiente:


	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A:

Establecimientos educacionales autónomos
	1,694
	1,694
	1,129
	1,129

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,847
	0,847
	0,5645
	0,5645


2) Reemplázase el cuadro del artículo 16, por el siguiente:


	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del Establecimiento Educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° año básico (U.S.E.)
	5° y 6° año básico (U.S.E.)
	7° y 8° año básico (U.S.E.)
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media (U.S.E.)

	60% o más
	0,302
	0,302
	0,202
	0,202

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,269
	0,179
	0,179

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,202
	0,134
	0,134

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,118
	0,078
	0,078


3) Reemplázase el inciso tercero del artículo 20 por el siguiente:

“Este aporte adicional será de 0,847 U.S.E. por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 6º año de la educación general básica; de 0,5645 U.S.E. por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica; y de 0,5645 U.S.E. por los alumnos que cursen desde el 1° hasta 4° año de enseñanza media.”.

4) Sustitúyese el artículo duodécimo transitorio por el siguiente:

“Artículo duodécimo.- Los niveles de 1° año de enseñanza media a 4° año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2013 con el 1° año de enseñanza media.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

1) Modifícase el artículo 9°, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

"Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 9° (incluye incrementos fijados por leyes Nos. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. por aplicación del factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación Parvularia (2° Nivel Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,81401
	0,17997
	1,99398

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,96884
	0,19546
	2,16430

	Educación Especial Diferencial
	5,79658
	0,59727
	6,39385

	Necesidades Edu-cativas Especiales de carácter Transitorio
	4,96143
	0,59727
	5,5587

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,19850
	0,21818
	2,41668

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,25842
	0,32402
	3,58244

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,54190
	0,25252
	2,79442

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,27993
	0,22634
	2,50627

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,71879
	0,13317
	1,85196

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,93046
	0,13317
	2,06363

	Educación Media Humanístico-Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,1371
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823


b) Sustitúyese el inciso noveno, por el siguiente:

"En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes N°s. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,52450
	0,24655
	2,77105

	Educación Media Humanístico-Científica
	3,01381
	0,29481
	3,30862

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	4,06671
	0,40013
	4,46684

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	3,18177
	0,31177
	3,49354

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,01381
	0,29481
	3,30862



Artículo 3°.- Los sostenedores de establecimientos particulares de enseñanza subvencionada por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de educación técnico profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley N° 3.166, de 1980, deberán informar al Ministerio de Educación, antes del último día de febrero de cada año, la nómina y monto de los aguinaldos, bonos y reajuste de remuneraciones que reciban cada uno de los trabajadores del respectivo establecimiento.


El Ministerio de Educación deberá enviar esta información a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, antes del 31 de marzo de cada año.





Artículo 4°.- El Ministerio de Educación conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, cada dos años, encargará a expertos independientes la realización de un estudio destinado a estimar el valor de una subvención escolar costo-efectiva para cada uno de los niveles y modalidades educativas de la educación regular. Dicho estudio podrá utilizar diversas modalidades de análisis empírico y, o prescriptivo a partir de tipologías de establecimientos educativos modelo.




El Ministerio de Educación deberá someter el estudio a que se refiere el inciso anterior a la consideración del Consejo Nacional de Educación quien emitirá, dentro del plazo de 45 días contado desde el requerimiento, un informe que contenga recomendaciones respecto de la pertinencia y oportunidad de posibles incrementos en el valor de las distintas subvenciones escolares de la educación regular.




Los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Parlamento deberán fundarse en los resultados del estudio y en las recomendaciones del informe a que se refieren los incisos anteriores. En caso de que los aumentos de subvenciones no recojan los resultados y, o recomendaciones se deberá justificar fundadamente dicha decisión.




A fin de garantizar que los estudios a que se refiere el inciso primero cuenten con la información necesaria para su realización, los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado y que sean seleccionados para efectos de los mismos deberán otorgar toda la información necesaria que sea requerida.




En caso de incumplir la obligación señalada en el inciso anterior, los establecimientos quedarán sujetos a las sanciones previstas en la ley N° 20.529 para el caso de establecimientos que dificultan o impiden la acción fiscalizadora de la Superintendencia de Educación.




La Superintendencia de Educación brindará el apoyo necesario a los expertos para la realización de los estudios, poniendo a disposición la información disponible y colaborando en el procesamiento de la información recabada con ocasión de los levantamientos efectuados.




Los estudios y el informe realizados de conformidad a este artículo deberán estar disponibles en la web del Ministerio de Educación y remitirse a la Comisión de Educación del Senado y la Cámara de Diputados, al inicio del año escolar inmediatamente siguiente a su emisión.




Artículo 5°.- Para sustituir en el inciso primero del artículo 24 del decreto con fuerza N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, la expresión "4 U.S.E."  por “$ 80.000”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia a contar del mes subsiguiente de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- El primer estudio que se realice de conformidad a lo prescrito en el artículo 4°, se realizará al inicio del año académico siguiente al de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo tercero.- El mayor gasto que represente esta ley durante el año 2012 se financiará con cargo a la partida 09 Ministerio de Educación,  del Presupuesto del Sector Público.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 20 de junio y 3 de julio de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 9 de julio de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OBLIGA A INCLUIR LA REMUNERACIÓN DENOMINADA “SEMANA CORRIDA” DENTRO DE LA BASE DE CÁLCULO DEL FERIADO DE LOS TRABAJADORES DEPENDIENTES

(8156-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, con urgencia calificada de “simple”.


Hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron, además de los integrantes de la Comisión, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señorita Danielle Courtin; la abogada asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; el Coordinador del Programa Legislativo del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente y el asesor de la Senadora señora Rincón, señor Josué Vega.

- - -

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Modificar el artículo 71 del Código del Trabajo para incluir, respecto de los trabajadores que tienen derecho a recibirla, la remuneración denominada “semana corrida” en la base de cálculo que determina la remuneración íntegra que el trabajador percibe durante el feriado anual.

- - -

II. ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


El Código del Trabajo.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que inicia el proyecto de ley en análisis contiene una exposición de los fundamentos en que se sustenta, los que se consignan a continuación.


En primer término, describe los antecedentes de la remuneración denominada semana corrida. Indica que la legislación laboral actualmente vigente ha establecido dicha remuneración con el objetivo de retribuir el día de descanso de los trabajadores, en aquellos casos en que su régimen remuneracional opere en base a día de trabajo, o mediante un sistema de sueldo mensual y remuneraciones variables. De esta manera, se busca proteger el derecho al descanso remunerado del trabajador, a objeto de evitar que su ausencia lícita, con motivo de su día de descanso legal, implique una disminución de aquellas remuneraciones que se hubiesen devengado si hubiese asistido a trabajar.

A continuación, el Mensaje describe una serie de características de tal remuneración:

· En cuanto a su naturaleza, indica que la semana corrida es una remuneración, toda vez que consiste en una contraprestación en dinero que recibe el trabajador por causa del contrato de trabajo. En virtud de ello, añade, se encuentra sujeta al pago de cotizaciones de seguridad social e impuestos.

· En cuanto a su obligatoriedad legal, la semana corrida consiste en una remuneración exigida por imperio de la ley, con independencia de la estipulación contractual entre el trabajador y el empleador.

· En cuanto a los trabajadores que tienen derecho a la semana corrida, y de las remuneraciones que genera, explica que sólo ciertos trabajadores, en consideración a su régimen de remuneración, tiene derecho a ella. Por otra parte, sólo ciertas remuneraciones condicionan la procedencia obligatoria y el cálculo de los montos que un trabajador puede recibir por concepto de semana corrida. Ello implica que, si se trata de trabajadores sujetos a remuneración por día, la semana corrida se calcula en base al sueldo diario, y si se trata de trabajadores sujetos a una remuneración mixta, compuesta por sueldo mensual y remuneración variable –como comisiones o tratos-, la semana corrida se calcula exclusivamente sobre la parte variable de las remuneraciones.

· En cuanto al carácter accesorio y dependiente de la semana corrida, su procedencia y monto requiere, necesariamente, de la verificación previa de cierto tipo de remuneraciones descritas por la ley. Por ello, su determinación se realiza por medio de un cálculo que computa una serie de remuneraciones preexistentes.

Por otra parte, el Mensaje explica que, tratándose del cálculo de la remuneración íntegra, para efectos de determinar el feriado anual, la norma actualmente vigente no obliga al empleador a incluir la semana corrida dentro del monto equivalente a dicho concepto. 

En efecto, indica que, de conformidad a los artículos 67 a 76 del Código del Trabajo, los trabajadores con más de un año de servicio tendrán derecho a un feriado anual pagado, de al menos 15 días hábiles, calculado conforme a la “remuneración íntegra” del trabajador. Añade que, para proceder al cálculo de dicha “remuneración íntegra”, la normativa laboral restringe las remuneraciones que deben incluirse dentro de dicho concepto en aquéllos casos en que el trabajador ejerza su derecho a  feriado propiamente tal, o cuando dicho derecho se compensa en dinero ante la terminación del contrato de trabajo. En este sentido, explica que el artículo 71 del Código del Trabajo establece el modo en que debe determinarse la remuneración íntegra, para lo que resulta de gran relevancia el régimen al que se encuentra afecto el trabajador.

En ese sentido, señala que es preciso distinguir entre:

· Trabajadores sujetos a un régimen de remuneración fija, en cuyo caso la remuneración íntegra durante el feriado se constituye por el sueldo, esto es, por aquél estipendio obligatorio y fijo, en dinero, pagado por periodos iguales, determinados en el contrato, que recibe el trabajador por la prestación de sus servicios en una jornada ordinaria de trabajo.

· Trabajadores afectos a un sistema de remuneraciones exclusivamente variables, en que la remuneración íntegra de tales trabajadores estará constituida por el promedio de lo recibido por el trabajador por concepto de tratos, comisiones, primas y otras remuneraciones que producen el efecto de modificar el monto de la remuneración mensual.

· Trabajadores sujetos a un sistema de remuneración mixta, en cuyo caso la remuneración íntegra de dichos trabajadores durante el feriado estará constituida por la combinación de sueldo y el promedio de las remuneraciones variables percibidas en los últimos tres meses trabajados.

El Mensaje agrega que, en consideración a los sistemas precedentemente reseñados, no toda remuneración puede ser incluida dentro de la base de cálculo del feriado, sino sólo aquéllas que contemplan expresamente los artículos 71 y 73 del Código del Trabajo, las que no incluyen a la semana corrida. 

En consecuencia, el Mensaje sostiene que, considerando que la normativa actualmente vigente, al definir la base de cálculo de las remuneraciones que deben incluirse al determinar el feriado que debe pagar el empleador, no incluye los montos devengados por concepto de semana corrida, exime al empleador de su pago. Agrega que ello constituye una situación poco razonable, toda vez que tal regulación es incoherente con la normativa relativa a la base de cálculo que la propia ley contempla para efectos del cálculo de la indemnización por años de servicio, y con las disposiciones sobre el pago de subsidios por incapacidad laboral, en cuyo caso sí se incluye tal remuneración.

Finalmente, el Mensaje señala que, con miras a propiciar mejores condiciones para los trabajadores dependientes, la iniciativa legal propone ajustar la normativa que determina la base de cálculo de las remuneraciones que deben ser pagadas por concepto de feriado. Con dicha finalidad, propone modificar el artículo 71 del Código del Trabajo, a objeto de incluir, dentro de dichos rubros, a la remuneración denominada semana corrida, lo que, a su vez, afecta la base de cálculo de las indemnizaciones por feriado legal y proporcional.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

TEXTO DESPACHADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue:

“Artículo único.- Incorpórase en el artículo 71 del Libro I del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando su actual inciso quinto a ser inciso final:

“Asimismo, la remuneración íntegra durante el feriado deberá incluir la remuneración establecida en el inciso primero del artículo 45, según corresponda.”.”.


Cabe señalar que el artículo 71 del Código del Trabajo establece, en lo fundamental, los sistemas de cálculo aplicables para determinar la remuneración íntegra del trabajador durante el feriado. Para una mejor comprensión de la iniciativa legal en análisis, a continuación se transcribe la norma citada:

“Artículo 71.- Durante el feriado, la remuneración íntegra estará constituida por el sueldo en el caso de trabajadores sujetos al sistema de remuneración fija.

En el caso de trabajadores con remuneraciones variables, la remuneración íntegra será el promedio de lo ganado en los últimos tres meses trabajados.

Se entenderá por remuneraciones variables los tratos, comisiones, primas y otras que con arreglo al contrato de trabajo impliquen la posibilidad de que el resultado mensual total no sea constante entre uno y otro mes.

Si el trabajador estuviere remunerado con sueldo y estipendios variables, la remuneración íntegra estará constituida por la suma de aquél y el promedio de las restantes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, durante el feriado deberá pagarse también toda otra remuneración o beneficio cuya cancelación corresponda efectuar durante el mismo y que no haya sido considerado para el cálculo de la remuneración íntegra.”.

A su vez, el inciso primero del artículo 45 del Código del Trabajo dispone lo siguiente:

“Artículo 45. El trabajador remunerado exclusivamente por día tendrá derecho a la remuneración en dinero por los días domingo y festivos, la que equivaldrá al promedio de lo devengado en el respectivo período de pago, el que se determinará dividiendo la suma total de las remuneraciones diarias devengadas por el número de días en que legalmente debió laborar en la semana. Igual derecho tendrá el trabajador remunerado por sueldo mensual y remuneraciones variables, tales como comisiones o tratos, pero, en este caso, el promedio se calculará sólo en relación a la parte variable de sus remuneraciones.”.

- - -





- Al iniciarse el estudio de este proyecto de ley, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, explicó que, con el propósito de analizar su objetivo se debe comprender previamente la finalidad del beneficio denominado semana corrida. Con miras a ello, expresó que la hipótesis de más frecuente ocurrencia consiste en que los trabajadores reciben una suma mensual por los servicios que prestan al empleador durante dicho período. No obstante indicó que, al descontar los días que le corresponden por concepto de descanso semanal, las labores que éstos desempeñan se verifican durante 23 ó 24 días por cada mes, lo que implica que los trabajadores reciben incluso una suma correspondiente a los días en que estuvieren haciendo uso de dicho descanso.

 



Añadió que, con la finalidad de evitar el pago de tales montos, se produjeron hipótesis en que los empleadores cancelaban la correspondiente remuneración por cada día efectivamente trabajado, lo que generó que los trabajadores contratados por día percibían una remuneración menor que aquéllos contratados por mes, aun cuando unos y otros prestaban servicios durante la misma cantidad de jornadas dentro de un mismo período. Recordó que para resolver dicha problemática, la ley N°8.961, de 31 de julio de 1948, estableció que, habida cuenta que los trabajadores que reciben una remuneración mensual tienen derecho al pago de su descanso semanal, igual beneficio debe concederse a aquellos que perciben una remuneración diaria, en cuyo caso dicho descanso debe devengarse conforme al promedio de los montos que hayan percibido durante la semana de trabajo respectiva. 

 



Añadió que, en virtud del artículo 67 del Código del Trabajo, el trabajador tiene derecho a percibir su remuneración íntegra durante el período en que hace uso de su feriado anual. Por su parte, el artículo 71 del mismo cuerpo legal especifica las bases de cálculo que permiten determinar dicha suma, la que, tratándose de una remuneración fija, se compone por aquellos rubros que presentan dicho carácter. Tratándose de sumas variables, indicó que ello se calculará de acuerdo al promedio de los montos que el trabajador hubiere percibido durante los últimos tres meses trabajados.

Resolución de la Dirección del Trabajo acerca de la semana corrida

 



No obstante, indicó que la Dirección del Trabajo –mediante el dictamen N° 4844/096, de 7 de diciembre de 2011- ha resuelto que la remuneración por el descanso semanal que recibe el trabajador remunerado por día -esto es, el beneficio de la semana corrida-, no es una remuneración ni fija ni variable, lo que implica que no debe ser considerada dentro de la base de cálculo que determina la suma que deben recibir mientras hacen uso de su feriado anual. 

 



Al efecto, ejemplificó lo que ocurriría al aplicarse dicho criterio con un trabajador que recibe un sueldo base de $200.000, y a cuyo respecto se genera el beneficio de semana corrida por las sumas variables que devenga diariamente equivalentes a $1.500. Reseñó que, considerando que tales trabajadores tienen derecho a cuatro días de descanso al mes, corresponde proceder al pago de $6.000 mensuales por dicho concepto. Tratándose, a su turno, de aquél mes en que el trabajador estuviere haciendo uso de su feriado anual, y al no incluirse la suma correspondiente a la semana corrida, se debería pagar el sueldo base, equivalente a $200.000, junto a las sumas variables que, considerando los días no trabajados por el trabajador, equivaldrían sólo a $1.875.

 



En consecuencia, indicó que el proyecto de ley pretende corregir dicha situación, con el objeto de agregar la semana corrida en la base de cálculo que determina la remuneración íntegra que deben recibir los trabajadores mientras hacen uso de su feriado anual.

 



La Senadora señora Rincón indicó que el beneficio denominado semana corrida protege al trabajador durante el período en que ejerce su descanso. En ese contexto, sostuvo que el proyecto de ley en análisis resuelve adecuadamente la problemática de los trabajadores a cuyo respecto tal beneficio no ha sido considerado dentro de la remuneración íntegra que reciben mientras ejercen su derecho a feriado anual. Habida cuenta de ello, abogó por la aprobación de la iniciativa legal en estudio. 


- Puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.

- - -

III. TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpórase en el artículo 71 del Libro I del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando su actual inciso quinto a ser inciso final:

“Asimismo, la remuneración íntegra durante el feriado deberá incluir la remuneración establecida en el inciso primero del artículo 45, según corresponda.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 4 de julio de 2012, con asistencia de la Senadora señora Ximena Rincón González (Presidenta), y de los Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pedro Muñoz Aburto y Gonzalo Uriarte Herrera.


Sala de la Comisión, a 4 de julio de 2012.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR GÓMEZ, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES QUINTANA, ROSSI Y WALKER, DON PATRICIO, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE INCORPORA LA ASIGNATURA DE EDUCACIÓN CÍVICA EN LOS NIVELES DE ENSEÑANZA BÁSICA Y MEDIA DE LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(8431-04)
A continuación se propone un proyecto de ley a fin de consagrar la obligatoriedad de la asignatura de educación cívica en los niveles de enseñanza básica y medio, cualquiera sea la naturaleza del establecimiento educacional. La iniciativa se basa fundamentalmente en los siguientes elementos:

- La importancia que tiene la educación formal como herramienta para el logro de los fines vinculados con el ámbito de desarrollo personal y social del individuo.

- La necesidad de que frente a las reformas políticas que se han aprobado recientemente, los ciudadanos cuenten con las herramientas necesarias para participar en la vida democrática de manera informada y consciente.

Por tanto, y en atención a lo señalado, la propuesta incorpora con carácter de obligatoria la asignatura de educación cívica estableciendo, además, un contenido mínimo que debe comprender el programa de estudios.

I.- Fundamentos que justificarían la propuesta:

1. En nuestro país, la educación es reconocida como el proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas etapas de la vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo en diversos ámbitos, tales como el espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico (artículo 2 Ley General de Educación). En la misma línea, los artículos 29 y 30 de la Ley General de Educación, al establecer los objetivos generales que tiene la educación, tanto en enseñanza básica coma media, en el ámbito personal y social, establecen como uno de sus fines, el fomento de la instrucción necesaria para generar una participación activa en la vida democrática así como fomentar que los ciudadanos conozcan de los derechos y las instituciones que los amparan1.

2.- Si bien se puede pensar que el logro de estos objetivos es tarea de la familia y de la sociedad, y no de una asignatura específica, la enseñanza formal reflejada en una asignatura de carácter obligatoria en los distintos niveles educativos, influye sustancialmente en la 

__________________________________

1 Art. 29 N° 1 letra g) "Conocer los hitos y procesos principales de la historia de Chile y su diversidad geográfica, humana y socio-cultural, así como su cultura e historia local, valorando la pertenencia a la nación chilena y la participación activa en la vida democrática". Artículo 30 N° 1 letra d) "Conocer y apreciar los fundamentos de la vida democrática y sus instituciones, los derechos humanos y valorar la participación ciudadana activa, solidaria y responsable, con conciencia de sus deberes y derechos, y respeto por la diversidad de ideas, formas de vida e intereses".

formación que los ciudadanos tengan en estas materias, especialmente para evitar el riesgo de que la formación se diluya y se realice en forma ocasional: Así, el establecimiento de ramo de Educación Cívica como asignatura obligatoria dentro del plan de estudios, se presenta como una herramienta fundamental para "recuperar y promover el conocimiento y la comprensión del conjunto de normas que regulan la vida social y la formación de valores y actitudes que permiten al individuo integrarse a la sociedad y participar en su mejoramiento"2.

3.- Esta materia reviste especial importancia en Chile en razón de las últimas reformas legales en materia de participación ciudadana en la política, particularmente a raíz de la dictación de la Ley N° 20.568 sobre inscripción automática, Servicio Electoral y Sistema de Votaciones. En la tramitación de dicha norma se presentó una indicación a objeto de modificar el Decreto con Fuerza de Ley N° 2, del Ministerio de Educación, de.2009 agregando a las mallas curriculares la asignatura de educación cívica en cada nivel de enseñanza, por la necesidad imperiosa de promover la educación en este ámbito a objeto de facilitar la participación informada de la ciudadanía en el ámbito electoral. Sin embargo esta idea no prosperó al interior de la tramitación legislativa, por no lograr el quórum de aprobación necesario para una ley orgánica constitucional (22 votos a favor), sin perjuicio de que buena parte de los Senadores que votaron en la Sala la norma se manifestaron a favor de ella (20 votos a favor, 10 en contra, 2 abstenciones). Incluso durante la discusión, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristian Larroulet señaló: "...Por eso, debo puntualizar expresamente que acogemos los planteamientos expresados en el Senado, en especial una indicación presentada en su momento por los Senadores señores Gómez, Walker (don Patricio) y Quintana, y las observaciones de otros miembros de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en orden a introducir un cambio a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Si se lee el artículo 29 de dicho cuerpo legal, podremos concordar en que claramente resulta insuficiente desde el punto de vista de lo que necesitamos en materia de educación cívica. Por eso, el Ejecutivo se compromete a enviar a más tardar en el mes de enero del próximo año [2012] -ya estamos ad portas de él- una indicación a ese proyecto, que nos permita avanzar en materia de educación cívica.”3. Compromiso que hasta la fecha de presentación de este proyecto de ley no se ha cumplido por parte del Ejecutivo.

4.- Así, considerando la aceptación que genera este tema, es necesario retomarlo, identificando además aquellos aspectos temáticos que se deben abordar en el contenido de la cátedra. Entre tales aspectos, un mínimo que se estima debe comprender el ramo de educación cívica, dice relación con la necesidad de educar a los niños y jóvenes en conocimientos de las instituciones, en el conocimiento de sus derechos en distintos ámbitos, a objeto de que tengan las herramientas suficientes para ejercerlos, así como lograr que los alumnos se reconozcan como parte de una comunidad democrática.

_______________________

2 Disponible en: htto://bcn.cl/hamn (Mayo 2012).

3 Biblioteca del Congreso Nacional, Historia de la Ley N° 20.568.

5.- En virtud de los señalado, el presente proyecto de ley propone que se consagre la asignatura de educación cívica con carácter de obligatoria en la malla curricular de los alumnos de enseñanza básica y media, indicando un contenido mínimo del ramo a efectos de formar ciudadanos integrales, con conocimiento de los derechos y de los deberes que los amparan, y dotados de las herramientas suficientes pata participar en la vida democrática.

En consideración a esto antecedentes vengo en presentar ante este Honorable Senado el siguiente:

Proyecto de Ley:

Artículo único: Incorpórase la asignatura de educación cívica con carácter de obligatoria en los niveles de enseñanza básica y media para todos los establecimientos. escolares del país, la que deberá impartir, al menos, contenidos relativos a educación cívica propiamente tal, valor de la democracia, valor de la diversidad, la tolerancia y la no discriminación, derechos humanos, derechos del consumidor, normas del tránsito y cuidado del medio ambiente.

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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� Léanse las informaciones de prensa contenidas en El Mercurio de Santiago en sus ediciones correspondientes al jueves 18 de julio de 2002, Cuerpo C, p. 5; jueves 25 de julio de 2002, Cuerpo C, p. 1; y jueves 15 de agosto de 2002, Cuerpo A, p. 3, a propósito de la Comisión Investigadora formada por la Cámara de Diputados con motivo de la venta de los derechos de gratuidad de las aguas de que era titular la Municipalidad de Santiago. Equivocadamente, por cierto, se sentó allí lo que podría constituirse en un mal precedente, en cuanto a la aceptación de sometimiento voluntario de dicha Municipalidad, a través de su Alcalde, a la Comisión, ignorando la autonomía constitucional y, con ello, rebajándola.


� Olga Feliú Segovia: “Sobre sentencia de la Excelentísima Corte Suprema de 22 de enero de 2002, que recayó en contienda de competencia planteada por el Fiscal Nacional del Ministerio Público”, La Semana Jurídica N° 72, 25 al 31 de marzo de 2002, p. 6. Véase Guillermo Piedrabuena Richard: “Atribuciones de los fiscales en la nueva instrucción”, Ius et Praxis Año 6 N° 2 (2000) pp. 281-294.


� José Luis Cea Egaña: “Posibles conflictos de atribuciones entre los fiscales y los jueces de garantía”, La Semana Jurídica N° 22, 9 al 15 de abril de 2001, p. 5


� Id., pp. 5-6.


� Considerando 44° de la sentencia pronunciada el 10 de julio de 2008, Rol N° 1.051.


� Id., considerando 48°.


� Informe de la Comisión Unida de Seguridad Ciudadana y Drogas y Especial de Deportes de la Cámara de Diputados, recaído en los proyectos de ley refundidos, que modifican diversos artículos de la ley de violencia en los estadios, N° 19.327, 9 de noviembre de 2011, p. 7. 


� Id. 


�  Art. 240 Código de Procedimiento Civil. Cumplida una resolución, el tribunal tendrá facultad para decretar las medidas tendientes a dejar sin efecto todo lo que se haga en contravención a lo ejecutado.


El que quebrante lo ordenado cumplir será sancionado con reclusión menor en su grado medio a máximo.





� Art. 90 Código Penal. Los sentenciados que quebrantaren su condena serán castigados con las penas que respectivamente se designan en los números siguientes:


1° Los condenados a presidio, reclusión o prisión sufrirán la pena de incomunicación con personas extrañas al establecimiento penal por un tiempo que, atendidas las circunstancias, podrá extenderse hasta tres meses, 


quedando durante el mismo tiempo sujetos al régimen más estricto del establecimiento.


2° Los reincidentes en el quebrantamiento de tales condenas, a más de las penas de la regla anterior, sufrirán la pena de incomunicación con personas extrañas al establecimiento penal por un término prudencial, 


atendidas las circunstancias, que no podrá exceder de seis meses.


3° Derogado. 


4° Los condenados a confinamiento, extrañamiento, relegación o destierro, sufrirán las penas de presidio, reclusión o prisión, según las reglas siguientes:


Primera. El condenado a relegación perpetua sufrirá la de presidio mayor en su grado medio.


Segunda. El condenado a confinamiento o extrañamiento sufrirá la de presidio por la mitad del tiempo que le falte por cumplir de la pena primitiva.


Tercera. El condenado a relegación temporal o a destierro sufrirá la de reclusión o prisión por la mitad del tiempo que le falte por cumplir de la pena primitiva.


5° El inhabilitado para cargos y oficios públicos, derechos políticos y profesiones titulares o para cargos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad, que los ejerciere, cuando el hecho no constituya un delito especial, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo o multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales.


En casos de reincidencia se doblará esta pena.


6° El suspenso de cargo u oficio público o profesión titular que los ejerciere, sufrirá un recargo por igual tiempo al de su primitiva condena.


En caso de reincidencia sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo o multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales.


7° El sometido a la vigilancia de la autoridad, que faltare a las reglas que debe observar, sufrirá la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.


8° El condenado en proceso por crimen o simple delito a la pena de retiro o suspensión del carnet, permiso o autorización que lo faculta para conducir vehículos o embarcaciones, o a sanción de inhabilidad perpetua para conducirlos, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo.


� “ Los que compren y vendan fajas de control de impuestos o entradas a espectáculos públicos en forma ilícita, serán sancionados con multa de uno a diez unidades tributarias anuales y con presidio menor en su grado medio.





La sanción pecuniaria establecida en el inciso precedente podrá hacerse efectiva indistintamente en contra del que compre, venda o mantenga fajas de control y entradas a espectáculos públicos en forma ilícita.”.


� Sobre calidad y equidad de la educación, publicada el día 26 de febrero de 2011.


� Principios constitucionales insertos en el artículo 1° de la Constitución Política de la República.


� Historiador de la economía holandés, fallecido el 2011. Una de sus principales obras es “teoría Económica en Retrospección”.


� En relación con este punto, resaltó que las habilidades blandas son muy importantes y que mucho tienen que ver con el éxito futuro de los estudiantes. Precisó que habilidades como la perseverancia, la disciplina, la resiliencia, la concentración, la motivación y el rol de las familias son fundamentales y pueden también ser medibles.


� Gallego, 2002, 2006; Auguste y Valenzuela, 2003; Contreras y Macías, 2002


� En este punto, el señor Ministro de Educación puntualizó que si el financiamiento proviene de los privados, la palabra adecuada no es regresividad, dado que este vocablo se utiliza cuando los recursos provienen del sector público. 


� La Honorable Senadora señora Von Baer, por su lado, hizo notar que si el esquema propuesto se incluyera la situación de los alumnos que concurren a los colegios particulares pagados, la regresividad sería aún mayor y para evitarla la única manera sería prohibir que los padres pudieran pagar este tipo de educación, situación que, sentenció, limita la libertad de los padres.


� En este punto, la Honorable Senadora señora Von Baer intervino para resaltar que la realidad demostrada no es sino consecuencia de la segregación que se vive entre las distintas comunas de una determinada ciudad.
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